
CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS
PENALES - LEY FEDERAL DEL TRABAJO

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Tiene
la palabra el diputado Jaime Flores Castañeda, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, pa-
ra presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 182-R, del Código Federal de Procedimientos
Penales.

El diputado Jaime Flores Castañeda va a presentar dos ini-
ciativas en esta sola intervención y por lo mismo tiene de-
recho a 10 minutos de tiempo para su exposición. Adelan-
te, señor diputado.

El diputado Jaime Flores Castañeda: Muchas gracias,
diputado presidente, con su venia. El que suscribe, inte-
grante del Grupo Parlamentario del PRI, somete a la consi-
deración de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto al tenor de la siguiente exposición de
motivos:

Los bienes decomisados en la lucha contra el crimen orga-
nizado han ido en aumento, por lo que resulta importante
mencionar que el Servicio de Administración y Enajena-
ción de Bienes es una de las paraestatales que más activos
produce para el gobierno federal.

El dinero decomisado al crimen organizado no sólo debe
tener como finalidad la compra de armamento o balas o en
su defecto el pago de más policías; debe ser dirigido al for-
talecimiento y a la creación de programas de atención psi-
cológica a la juventud, como prioridad, debido a que los jó-
venes son las principales víctimas de las drogas y del
crimen organizado, así como la ciudadanía afectada por el
crimen organizado.

Por ende, es obvio que si existen víctimas del crimen, lo
ideal es destinar una porción de los bienes y del dinero que
les es decomisado para que se aplique o se usen en su be-
neficio, creando centros especializados para atención psi-
cológica, pues los menores de edad están creciendo en un
amiente turbio, rodeado de violencia, pensando que todo
problema debe solucionarse con la muerte.

La gran expansión de los servicios de las víctimas permiti-
rá avizorar un futuro promisorio en la reivindicación de sus
derechos. Sin embargo, debemos reconocer que aún falta
mucho para consolidar los logros alcanzados.

No debemos frenar los esfuerzos por cimentar una cultura
de respeto a los derechos de las víctimas. En ello todos es-
tamos comprometidos: instituciones gubernamentales en
sus tres niveles de gobierno, organizaciones no guberna-
mentales y comisiones de derechos humanos.

En mérito de lo expuesto someto a la consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 182 R de Código Federal de Proce-
dimientos Penales.

Único. Se reforma el artículo 182 R del Código Federal de
Procedimientos Penales y adiciona un tercer párrafo para
quedar como sigue:

Artículo 182 R. Los recursos que se obtengan por la enaje-
nación de los bienes decomisados en procesos penales fe-
derales a que se refiere la fracción I del artículo 1o. de la
Ley Federal para Administración y Enajenación de Bienes
del Sector Público, así como por la enajenación de frutos y
productos, serán entregados conforme a lo dispuesto en el
artículo 89 de la citada ley en partes iguales, al Poder Judi-
cial de la Federación, a la Procuraduría General de la Re-
pública y a la Secretaría de Salud.

Los recursos que correspondan a la Secretaría de Salud de-
berán destinarse a programas de prevención y rehabilita-
ción de farmacodependientes.

Aunado a lo anterior la Secretaría de Salud deberá destinar,
de igual forma, recursos para la creación de centros espe-
cializados de atención psicológica, así como para progra-
mas de psicoanalistas que proporcionen terapias a las víc-
timas u ofendidos del delito.

«Iniciativa que reforma el artículo 182 R del Código Fede-
ral de Procedimientos Penales, a cargo del diputado Jaime
Flores Castañeda, del Grupo Parlamentario del PRI
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El suscrito, Jaime Flores Castañeda, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, 72 y 73, fracción XXX, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados pone a consideración de
esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona un tercer párrafo al artículo 182 R del
Código Federal de Procedimientos Penales, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

El principal objetivo del presente proyecto es incluir en la
norma que los recursos obtenidos por la enajenación de los
bienes decomisados en procesos penales federales a que se
refiere la fracción I del artículo 1 de la Ley Federal para la
Administración y Enajenación de Bienes del Sector Públi-
co, así como por la enajenación de sus frutos y productos,
se destinen una parte de los recursos que le correspondan a
la Secretaría de Salud no sólo para programas de preven-
ción y rehabilitación de farmacodependientes sino, tam-
bién, para crear centros especializados de atención psicoló-
gica y programas con psicoanalistas que proporcionen
terapias a las víctimas u ofendidos del delito.

Hay que recordar que el reclutamiento de adolescentes por
bandas de narcotraficantes es un fenómeno que se inició en
2000, por lo que cada vez que se captura una banda de tra-
ficantes es común encontrar en promedio hasta cuatro me-
nores de edad.

Para los jóvenes, incorporarse al crimen organizado es fá-
cil. Toma poco tiempo pasar de vendedor de drogas ambu-
lante a asesino a sueldo, y según el criterio de la Secretaría
de Seguridad Pública la edad promedio en que los jóvenes
se vuelven sicarios es de 24 años.

Últimamente, los bienes que han sido decomisados en la
lucha contra el crimen organizado han ido en aumento, por
lo que resulta importante mencionar que el Servicio de Ad-
ministración y Enajenación de Bienes es una de las paraes-
tatales que más activos produce para el gobierno federal.

El dinero decomisado al crimen organizado no sólo debe
tener como finalidad la compra de armamento o balas o, en
su defecto, el pago de más policías; debe ser dirigido al for-
talecimiento y a la creación de programas de atención psi-
cológica a la juventud como prioridad, debido a que los jó-
venes son las principales víctimas de las drogas y del

crimen organizado, así como la ciudadanía afectada o vic-
timizada por el crimen organizado.

En las cifras aplicadas a la luz del artículo 182 R referido
de enero de 2010 a septiembre del mismo año los decomi-
sos en moneda nacional han sido por 2 millones 473 mil
384 y los decomisos en dólares estadounidenses han sido
por 4 millones 418 mil 216. Al menos una porción de ese
dinero debe ser destinada a la creación de centros especia-
lizados en atención psicológica y programas con psicoana-
listas, en los diversos puntos del país en donde los ciuda-
danos se han sido afectados por la delincuencia y el crimen
organizado.

Es necesario luchar contra el problema nacional de inseguri-
dad de manera coordinada, pero con un enfoque integral y
equilibrado que pueda considerar tanto la reducción de la
oferta de pertenecer al crimen organizado, como la reducción
de demanda de oportunidades para nuestros ciudadanos.

Debe considerarse una colaboración entre los tres niveles
de gobierno para poder combatir el lavado de activos y la
financiación al tráfico de armas y del terrorismo.

Por ende, es obvio que si existen víctimas del crimen orga-
nizado, lo ideal es destinar una porción de los bienes y del
dinero decomisado para que se aplique o se use en su be-
neficio. ¿Cómo? Creando centros especializados para aten-
ción psicológica, pues los menores de edad están crecien-
do en un ambiente turbio, rodeado de violencia, pensando
que todo problema debe solucionarse con la muerte.

Cabe mencionar que es importante que en cualquier lugar
donde sea instalado un centro de atención se debe otorgar
al profesional la facultad para actuar.

La sociedad debe tener el derecho y, así como la obligación
de conocer este tipo de proyectos y dar opiniones, es decir,
debe existir una concertación social que permita que la so-
ciedad civil conozca y colabore en el servicio de atención
a víctimas.

Estos centros deberán contar con una normatividad detalla-
da de cómo se debe atender a las víctimas, los objetivos,
los mecanismos, en fin un ordenamiento que no deje dudas.
Hago referencia también a una instalación adecuada: no
deberá sólo ser improvisada una mesa y una silla para que
el profesional preste el servicio a las víctimas u ofendidos;
debido a que la cuestión del espacio físico es sumamente
delicado debido al tipo de personas que acudirán a él.



Debe haber privacidad, es de sugerirse que haya una mesa
redonda, ya que lo habitual es sentarnos atrás de un escri-
torio y eso nos aleja simbólicamente de la víctima, deben
evitarse las instalaciones cerradas, insalubres, indignas, de-
bido a que sus características tienen que ser acordes con el
objetivo de la atención a víctimas u ofendidos.

Resulta de suma importancia manifestar que será necesario
personal estrictamente seleccionado, capacitado y sensibi-
lizado y finalmente a la trascendencia de la información
que ingresa y que se estará utilizando a diario, y esa infor-
mación se debe manejar con discreción y confidencialidad.

Con esto, el grupo de psicólogos y psicoanalistas deberá
asistir emocionalmente a la víctima u ofendido, pero ade-
más ir detectando elementos que sirvan a la persecución
del delito. Ello redundará en la procuración de justicia.

Debiendo atender a las frases que está diciendo la víctima
en sus momentos de estrés postraumático que puedan dar
evidencias. En la investigación, los psicólogos y psicoana-
listas no pueden constreñir su trabajo a la cuestión mera-
mente psicológica del trauma que vive la víctima, sino que
deberán informar a la policía de los datos relevantes. Esto
significa que debe haber una absoluta coordinación entre el
personal de las procuradurías.

La gran expansión de los servicios a las víctimas permitirá
avizorar un futuro promisorio en la reivindicación de sus
derechos. Sin embargo, debemos reconocer que aún falta
mucho para consolidar los logros alcanzados. No debemos
frenar los esfuerzos por cimentar una cultura de respeto de
los derechos de las víctimas; en ello todos estamos com-
prometidos, instituciones gubernamentales (en sus tres ni-
veles de gobierno), organizaciones no gubernamentales,
comisiones de derechos humanos y todos aquellos que a lo
largo de nuestra vida profesional hemos hecho de las vícti-
mas una causa de vida.

En virtud de lo expuesto, someto a la consideración de es-
ta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 182 R del Có-
digo Federal de Procedimientos Penales, para quedar
como sigue:

Único. Se reforma el artículo 182 R del Código Federal de
Procedimientos Penales y se adiciona un tercer párrafo, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 182 R. Los recursos que se obtengan por la ena-
jenación de los bienes decomisados en procesos penales fe-
derales, a que se refiere la fracción I del artículo 1 de la Ley
Federal para la Administración y Enajenación de Bienes
del Sector Público, así como por la enajenación de sus fru-
tos y productos, serán entregados conforme a lo dispuesto
en el artículo 89 de la citada ley, en partes iguales, al Poder
Judicial de la Federación, a la Procuraduría General de la
República y a la Secretaría de Salud.

Los recursos que correspondan a la Secretaría de Salud de-
berán destinarse a programas de prevención y rehabilita-
ción de farmacodependientes.

Aunado a lo anterior, la Secretaría de Salud deberá destinar
de igual forma recursos para la creación de centros espe-
cializados de atención psicológica, así como para progra-
mas con psicoanalistas que proporcionen terapias a las víc-
timas u ofendidos del delito.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de marzo de 2011.— Diputa-
do Jaime Flores Castañeda (rúbrica).»

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Gra-
cias, diputado Jaime Flores Castañeda. Se turna la inicia-
tiva a la Comisión de Justicia, para dictamen. 

Continúe con la segunda iniciativa.

El diputado Jaime Flores Castañeda: Me permito conti-
nuar con mi intervención con la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto, al tenor de la siguiente exposición de
motivos:

La propuesta de licencia remunerada por paternidad se en-
camina como proyecto hacia una humanidad equitativa y
justa que escuda el juego de valores en que se basa la in-
equidad de género.

Debemos tener presente que en nuestro país las condicio-
nes laborales de hombres y mujeres no son similares, pues
las mujeres gozan de un periodo de seis semanas antes y
seis posteriores al parto y los padres no poseen periodo si-
milar alguno, lo cual evidencia que el rol paterno ha sido
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dejado de lado en el plano laboral, restando importancia a
la compatibilidad de ambos roles, el de padre y el de tra-
bajador, además de ser la paternidad el establecimiento le-
gal de la relación de parentesco entre padre y niño, para ni-
ños nacidos o por nacer.

Siendo que se establece el nombre del padre en el acta de
nacimiento, el primer apellido del menor, y que el papá tie-
ne todos los derechos y responsabilidades paternales, es
también importante que los padres se motiven establecién-
dose la licencia remunerada por paternidad por muchas ra-
zones, entre ellas las siguientes:

Lazos familiares. Como va creciendo el niño en el vientre
materno y sus primeros días y semanas fuera de él, va co-
nociendo, además de a su madre, a su padre, sintiéndose la
madre apoyada en el cuidado del resto de los niños y de-
más quehaceres del hogar relacionados con la ropa, la co-
mida y principalmente ir sembrando en el recién nacido el
sentimiento de pertenecer a una familia.

Con la licencia remunerada por paternidad se daría la posi-
bilidad a que el padre apoye a la madre de sus hijos; se tra-
duciría en beneficios económicos, dado que se ahorrarán
recursos al no tener que contratar a una tercera persona pa-
ra dicho fin.

Bastante probado está que establecer la licencia remunera-
da por paternidad tiene efectos psicológicos positivos, da-
do que permite crear y mantener además lazos legales con
otro individuo, lazos emocionales y permanentes y, muy
importante para el desarrollo cognitivo y socioemocional
del niño.

Ello puede generar un sentimiento de orgullo y responsabi-
lidad para el padre y puede dar al niño un alto nivel de au-
toestima y amor propio. Todos los niños se benefician de la
autoestima ganada por el amor y la atención.

El establecimiento de la licencia remunerada por paterni-
dad aumenta la oportunidad de que el niño conozca a su pa-
dre y  a los miembros de la familia del padre.

Ya abundantemente regulado está que el padre tiene la obli-
gación legal de ayudar a pagar por el costo de criar al niño,
pero legalmente nada se ha hecho para regular el apoyo
psicológico y emocional del niño a la madre.

En este sentido es que como diputado, hombre y padre de
familia llamo a la conciencia de ustedes, compañeros dipu-

tados y compañeras diputadas; aún más, los insto a escu-
char el llamado de las presentes y futuras generaciones de
infantes para una reforma a la Ley Federal del Trabajo, in-
corporando un artículo 170 Bis que propicie la responsabi-
lidad compartida de la madre y el padre en el cuidado y
atención de los hijos por nacer y recién nacidos.

Finalmente, resulta importante destacar que para nuestros
hijos es benéfico contar con la atención de ambos padres,
cuando esto es posible.

En mérito de lo expuesto, someto a la consideración de es-
ta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona el artículo 170 Bis de la Ley Federal del Tra-
bajo. Por razones de tiempo solicito al presidente que se or-
dene se integre al Diario de los Debates el contenido ínte-
gro de esta iniciativa que entrego a la Secretaría. Es cuanto,
diputado presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 170 Bis de la Ley Fede-
ral del Trabajo, a cargo del diputado Jaime Flores Castañe-
da, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado federal Jaime Flores Castañeda, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 71, fracción II, 72 y 73, fracción XXX, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, pongo a conside-
ración de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto, que reforma y adiciona el artícu-
lo 170 Bis de la Ley Federal del Trabajo, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El principal objetivo de la presente iniciativa es la inclu-
sión de la licencia remunerada por paternidad, para que en
la Ley Federal del Trabajo el hombre pueda gozar de los
mismos derechos que se otorgan a la mujer durante la in-
capacidad por maternidad siguiendo ciertos lineamientos.
Además de buscar un enfoque que realice cambios positi-
vos en esta ley que puedan favorecer y promover la equi-
dad de género. 

Lo anterior con la finalidad de fortalecer el desarrollo de la
familia y lograr que el hombre se sensibilice y así promo-
ver un cambio en la paternidad tradicional, autoritaria y au-
sente; favoreciendo la presencia emocional y el cuidado de
los hijos e hijas.



Hablando de las licencias remuneradas por paternidad en el
mundo, hay que manifestar que la delantera la llevan los
países nórdicos, donde se han garantizado los permisos pa-
ra los flamantes padres desde hace décadas, destacando así
que Suecia es el primer país en adoptar la licencia por pa-
ternidad desde 1954 y 2 años después siguiendo su ejem-
plo Finlandia y Noruega. Teniendo así que en América al-
gunos países que hacen punta son Canadá, Estados Unidos,
Venezuela, Ecuador, Brasil, Chile, Paraguay y Argentina.

La toma de acciones concretas no debe estar guiada única-
mente por actitudes de cambio del tipo “dejar de ser vio-
lentos”, “gritar menos en la casa” o “ayudarle a la mujer en
los quehaceres del hogar”. La idea de la paternidad es po-
ner la atención en las fuentes de valores, no sólo en sus
consecuencias.

Fijar nuestra atención en las expresiones de la paternidad
reforzaría una construcción social definiendo por lo que no
es o por lo que no debe ser (siempre por negación). Esto es-
taría de acuerdo con concepciones erróneas que definen el
enfoque de género como “hacerle un favor a las mujeres”,
de tal manera que “los hombres, como son tan hombres, les
van a demostrar que pueden no hacer lo que les piden que
no hagan”. Esto sería seguirle el juego a la masculinidad
patriarcal que divide las categorías en bueno y malo.

Los hombres (y las personas en general) no son una espe-
cie de objeto al cual por virtud de una operación mecánica
se le pueda quitar “la parte mala”, para dejarle “la parte
buena”. El asunto no funciona tan fácilmente. Los manda-
tos y valores patriarcales son muchos: unos son valorados
positivamente (por ejemplo, la caballerosidad), otros en
forma negativa (como el ejercicio de la violencia); pero to-
dos son parte del mismo orden.

Por ende la propuesta de licencia remunerada por paterni-
dad se encamina como proyecto hacia una humanidad
equitativa y justa que descubra el juego de valores en los
que se basa la inequidad de género.

Hasta el momento en nuestro país son escasas las propues-
tas, sin embargo, debemos visualizar tanto lo nuevo de es-
te proceso como lo dificultoso que resulta. Más que signi-
ficar motivo de angustia, lo anterior puede servir para
valorar los “pequeños cambios” que se puedan dar. Por su-
puesto, sin perder de vista el proceso general de la equidad
de género.

Hago hincapié en que, desde la perspectiva de la equidad
de género, la propuesta acerca de la licencia remunerada
por paternidad es una estrategia para:

• Erradicar las diferencias existentes; entre hombres y
mujeres respecto a las relaciones desiguales de poder.

• Trabajar en torno a la calidad de vida de las personas,
en el sentido individual y colectivo.

Lo importante es visualizar los objetivos que se persiguen
y ubicarlos en un principio de realidad. Es importante iden-
tificar qué es lo que se quiere cambiar en los hombres, pa-
ra qué y qué beneficios, amenazas y posibles reacciones
(positivas y negativas) puede tener ese posible cambio. Lo
que interesa es hacer evidentes las acciones concretas que
nos acercarán a la equidad.

La licencia remunerada por paternidad pretende promover
la vinculación emocional y responsable del padre no sólo
en el nacimiento de sus hijas e hijos, sino a lo largo de un
ciclo vital completo.

Con lo anterior estaríamos dando un gran avance hacia la
vanguardia, favoreciendo a la equidad entre géneros.

Debo precisar que esta Licencia no se debe considerar por
los varones como un periodo de descanso, sino como un
trabajo constante de protección y cuidado, y hacer presen-
te que la conexión vincular y la responsabilidad con los hi-
jos e hijas no se termina nunca.

Al obtener este derecho, los padres irán adquiriendo una
responsabilidad y compromiso, pues debemos comprender
que no solo se requiere la presencia física, sino asumir un
pacto de presencia emocional y la intervención de facto en
el cuidado de nuestros hijos.

Derivado de lo anterior debemos dejar muy en claro que
esta licencia debe ser remunerada al 100 por ciento, consi-
derando que las mujeres se han incorporado al mercado de
trabajo remunerado, y los varones pueden y deben coope-
rar con la atención de los niños y del hogar; además de que
en la gran mayoría de los casos el varón es el principal pro-
veedor en el hogar, logrando con ello otro paso importante
en equidad de género. 

Debemos tener presente que en nuestro país las condicio-
nes laborales de hombres y mujeres no son similares, pues
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las mujeres gozan de un periodo de seis semanas anteriores
y seis posteriores al parto; y los padres no poseen periodo
similar alguno, lo cual evidencia que el rol paterno ha sido
dejado de lado en el plano laboral, restando importancia a
la compatibilidad de ambos roles, el de padre y el de tra-
bajador.

Así como las mujeres se han incorporado al mercado de
trabajo remunerado, los varones pueden y deben cooperar
con la atención de los niños y del hogar. Existen estudios
que demuestran los beneficios de contar con la atención de
ambos padres cuando esto es posible. 

Además de ser la paternidad el establecimiento legal de la
relación de parentesco entre el padre y el niño para niños
nacidos o por nacer, siendo que se establece el nombre del
padre en el acta de nacimiento y el primer apellido del me-
nor, y que el papá tiene todos los derechos y responsabili-
dades paternales, es también importante que los padres se
motiven estableciéndose la licencia remunerada por pater-
nidad por muchas razones, entre ellas las siguientes: 

– Lazos familiares: como va creciendo el niño en el
vientre materno y sus primeros días y semanas fuera de
él, va conociendo además de su madre a su padre, sin-
tiéndose la madre apoyada en el cuidado del resto de los
niños y demás quehaceres del hogar, relacionados con la
ropa, la comida y principalmente ir sembrando en el re-
cién nacido el sentimiento de pertenecer a una familia.

– Siendo que con la licencia remunerada por paternidad
se daría la posibilidad que el padre apoye a la madre de
sus hijos, se traduciría en beneficios económicos dado
que se ahorrarían recursos al no tener que contratar a
una tercera persona para dicho fin.

– Bastamente probado está que establecer la licencia re-
munerada por paternidad tiene efectos sicológicos posi-
tivos, dado que permite crear y mantener además de la-
zos legales con otro individuo, lazos emocionales
permanentes y muy importantes para el desarrollo cog-
noscitivo y socio-emocional del niño. Ello puede gene-
rar un sentimiento de orgullo y responsabilidad para el
padre y puede dar al niño un alto nivel de auto-estima y
amor propio. Todos los niños se benefician del auto-es-
tima ganado por el amor y la atención. El estableci-
miento de la licencia remunerada por paternidad au-
menta la oportunidad de que su niño conozca a su padre,
y a los miembros de la familia del padre. Ya abundante-
mente regulado está que el padre tiene la obligación le-

gal de ayudar a pagar por el costo de criar al niño, pero
legalmente nada se ha hecho en regular el apoyo psico-
lógico y emocional al niño y a la madre.

Por lo que en aras del interés superior del menor constitu-
cionalmente consagrado y la ratificación de diversos ins-
trumentos internacionales en materia de derechos humanos
de los niños como la Declaración de los Derechos del niño
y la Convención sobre los Derechos del niño, y siguiendo
la tendencia internacional, como la de Francia, Reino Uni-
do, Dinamarca, Bélgica y Suecia, donde los hombres tie-
nen dos semanas de licencia remunerada por paternidad; en
Portugal, Hungría y Brasil, en donde los hombres tienen 5
días corridos; en España, donde los hombres tienen 48 ho-
ras; y en Chile, en donde los hombres tienen un día y dado
que en todos los países citados se encuentra como derecho
legalmente consagrado y protegido, de la misma manera se
hace necesario y oportuno, que en nuestro país se tutele es-
te derecho a nivel legal y no con el tratamiento reglamen-
tista y excepcional que se le da en ciertos sectores patrona-
les, siendo de allí pertinente una reforma en este sentido.

Es en este sentido que como diputado, hombre y padre de
familia llamo a la conciencia de ustedes compañeras y
compañeros diputados, pero aun más los insto a escuchar el
llamado de las presentes y futuras generaciones de infantes
para una reforma a la Ley Federal del Trabajo incorporan-
do un artículo 170 Bis, que propicie la responsabilidad
compartida de la madre y el padre en el cuidado y atención
de los hijos por nacer y recién nacidos. 

Finalmente, resulta importante destacar que para nuestros
hijos es benéfico contar con la atención de ambos padres
cuando esto es posible.

En virtud de lo expuesto, someto a la consideración de es-
ta honorable soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 170
Bis de la Ley Federal del Trabajo

Único: Se reforma y adiciona el artículo 170 Bis de la Ley
Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 170 Bis. Los padres trabajadores podrán adquirir
la licencia remunerada por paternidad solo si presenta al
patrón un certificado médico, donde conste que el parto de
la madre de su hijo sobrevendrá probablemente dentro de
las cinco semanas posteriores a la fecha de expedición de
este documento y solo así tendrán los siguientes derechos:



I. Asimismo el padre gozará obligatoriamente de una li-
cencia remunerada por paternidad, durante los 7 días na-
turales anteriores al parto de la madre de su hijo, y 15
días posteriores a él;

II. Durante los periodos de descanso a que se refiere la
fracción I, percibirán su salario íntegro;

III. A regresar al puesto que desempeñaban, siempre que
no haya transcurrido más de un año de la fecha del par-
to; y

IV. A que se computen en su antigüedad los periodos pre
y postnatales.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de marzo de 2011.— Diputa-
dos: Jaime Flores Castañeda, Teresa del Carmen Incháustegui Romero,
Samuel Herrera Chávez, María del Carmen Izaguirre Francos (rúbri-
cas).»

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Gra-
cias, diputado Jaime Flores Castañeda. Se turna a la Co-
misión de Trabajo y Previsión Social, también para su
dictamen.

La diputada Teresa del Carmen Incháustegui Romero
(desde la curul): Presidente.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Sí,
diputada Teresa Incháustegui, adelante.

La diputada Teresa del Carmen Incháustegui Romero
(desde la curul): Para solicitar al diputado Jaime Flores que
permita adherirme a su segunda iniciativa, la de reforma de
la Ley Federal del Trabajo.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Di-
putado Jaime Flores, la diputada Incháustegui está solici-
tando adherirse, si usted no tiene inconveniente, a la se-
gunda iniciativa que presentó.

El diputado Jaime Flores Castañeda (desde la curul): Al
contrario, presidente. Para mí es un honor que la diputada
Incháustegui se una a esta iniciativa. Muchas gracias.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Di-
putada, el diputado Jaime Flores no tiene ningún inconve-
niente. El documento está a su disposición en la mesa de
esta Secretaría.

Se pospone la intervención del diputado Andrés Aguirre
Romero que aparecía en el orden del día con el numeral 14.

CODIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Tiene
la palabra la diputada Dolores de los Ángeles Nazares Je-
rónimo para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que expide el Código Federal de Procedimientos Penales,
suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática.

La diputada Dolores de los Ángeles Nazares Jerónimo:
Gracias, diputado presidente. Compañeras diputadas y
compañeros diputados, la falta de credibilidad de nuestro
sistema de justicia penal no es reciente. Estudios y evalua-
ciones concluyen que la justicia sólo existe para quienes
pueden pagarla.

Aunado a lo anterior habrá que agregar los altos índices de
impunidad y una reiterada violación a los derechos huma-
nos relacionados con el propio proceso penal. Un juicio pe-
nal en México se caracteriza por ser un procedimiento pre-
dominantemente escrito y secreto.

Existe además un culto al expediente que se traduce en
montañas de éstos en los juzgados. A la par existe una de-
fensoría pública que no alcanza a defender a todos los pro-
cesados. Claramente se puede constatar la ausencia de los
jueces en las audiencias, a la que habrá que agregar el pa-
pel predominante que tiene el Ministerio Público en la in-
vestigación de los delitos.

Lo anterior se traduce en la urgente necesidad de modificar
nuestro sistema de justicia penal; de ahí que el 18 de julio
de 2008 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la
reforma constitucional en materia de justicia penal y segu-
ridad pública, la cual establece un nuevo sistema de justi-
cia penal con juicios orales y garantías del debido proceso.
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Este decreto establece que el nuevo sistema procesal acu-
satorio entrará en vigor cuando lo establezca la legislación
secundaria sea ésta federal o local, pero que en ningún ca-
so se pueda exceder del plazo de ocho años. Es decir, el año
2016 es el límite establecido en la propia Constitución pa-
ra la entrada en vigor del nuevo sistema de justicia penal.

Asimismo se establece la obligación de la federación, de
los estados y del distrito federal de expedir y poner en vi-
gor, en el ámbito de sus respectivas competencias, las mo-
dificaciones o incluso nuevos ordenamientos legales que
sean necesarios para la adopción de este nuevo sistema.

Es decir, le corresponde a este Congreso emitir un nuevo
Código Federal de Procedimientos Penales para establecer
e incorporar todas y cada una de las etapas y procedimien-
tos que caracterizan a los juicios orales en un sistema penal
de corte acusatorio.

De ahí que es importante señalar que para nuestro grupo
parlamentario uno de los ejes rectores de su agenda legis-
lativa ha sido el hacer accesible la justicia para todos, efi-
cientar la persecución de los delitos y otorgarle a las vícti-
mas un papel preponderante en el proceso penal.

Por tanto, proponemos un Código Federal de Procedimien-
tos Penales que cumpla con las expectativas y requisitos
que señala nuestro texto constitucional, garantizando los
derechos y los principios que deben regir la justicia, respe-
tando los derechos humanos en un marco que genere con-
fianza y seguridad para todos los ciudadanos.

En primer lugar se propone separar la fase de investiga-
ción: el proceso penal, los mecanismos alternativos de so-
lución de controversias, la ejecución de la pena y la asig-
nación de derechos y obligaciones para cada sujeto en las
distintas fases procesales.

Establece además mecanismos de solución de controver-
sias, para los casos que no ponen en peligro intereses pú-
blicos fundamentales, en estos casos tiene cabida la justicia
restaurativa como mecanismo para solucionar los elemen-
tos en conflicto.

Se introduce a este nuevo procedimiento la figura de cade-
na de custodia, la cual tiene como objetivo el asegurar un
debido tratamiento de las evidencias y objetos encontrados
durante la investigación.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, en apreta-
da síntesis podemos decir que el nuevo sistema de justicia
penal que proponemos plantea: establecer la posibilidad de
solicitar ante el juez el ejercicio de la acción penal sin in-
tervención del Ministerio Público; suspender el proceso
penal antes de que se dicte sentencia; abreviar el procedi-
miento ante el reconocimiento de la participación en un de-
lito; ampliar los derechos de la víctima; proteger con ma-
yor eficacia los derechos humanos de los inculpados;
solicitar la explicación pública de las sentencias; fortalecer
la investigación de delitos por parte de policías certifica-
dos; establecer que la prisión preventiva sea la excepción y
no la regla; imponer un estricto control judicial que verifi-
que la legalidad y las garantías en las actuaciones penales;
fortalecer los mecanismos y medidas especiales para in-
vestigar los delitos de delincuencia organizada; fomentar la
prevención de los delitos y prevenir revisar que toda pena
sea proporcional a la conducta sancionada.

Dada la brevedad del tiempo, presidente, le solicito esta
iniciativa, dado que es toda una propuesta de Código de
Procedimientos Penales, sea inserta de manera íntegra en el
Diario de los Debates. Muchas gracias.

«Iniciativa que expide el Código Federal de Procedimien-
tos Penales, a cargo de la diputada Dolores de los Ángeles
Nazares Jerónimo y suscrita por integrantes del Grupo Par-
lamentario del PRD

Los suscritos diputadas y diputados federales a la LXI Le-
gislatura e integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, con fundamento en lo dis-
puesto por la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, presentamos a la
consideración de esta honorable asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto que expide el Código Fe-
deral de Procedimientos Penales (que regula el nuevo sis-
tema de justicia penal acusatorio), al tenor de lo siguiente:

Planteamiento del problema

Como todos sabemos, la falta de credibilidad en nuestro
sistema penal no es reciente, estudios y evaluaciones de-
muestran que la justicia sólo existe para los que pueden pa-
garla, lo cual origina una realidad injusta que genera ma-
yores presiones sociales y desconfianza en el Poder
Judicial. Aunado a lo anterior, habrá que agregar los altos
índices de impunidad y una constante violación a los dere-
chos humanos relacionados con el propio proceso penal.



Un juicio penal en México, se caracteriza por ser un proce-
dimiento predominantemente escrito y secreto, existe un
culto al expediente que se traduce en montañas de éstos en
los juzgados, una defensoría pública que no alcanza a de-
fender a todos los procesados y la constante ausencia de los
jueces en las audiencias, a lo que habrá que agregar el papel
predominante que tiene el Ministerio Público en la investi-
gación de los delitos.

En virtud de lo anterior, el pasado 18 de junio de 2008, se
publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma
constitucional en materia de justicia penal y seguridad pú-
blica, la cual establece un nuevo modelo de justicia penal,
con juicios orales y garantías del debido proceso.

Este decreto establece que el nuevo sistema procesal penal
acusatorio, entrará en vigor cuando lo establezca la legisla-
ción secundaria (sea federal o local), pero que en ningún
caso se pueda exceder el plazo de ocho años, contado a par-
tir del día siguiente de la publicación del decreto de refor-
ma a la Constitución Federal, es decir el año 2016 es el lí-
mite establecido en la propia constitución para la entrada
en vigor del nuevo sistema de justicia penal.

Asimismo, se prevé en este enunciado la obligación de la
Federación, de los Estados y del Distrito Federal, de expe-
dir y poner en vigor, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, las modificaciones –o incluso nuevos ordena-
mientos legales– que sean necesarios para la adopción del
nuevo sistema, es decir que le corresponde al congreso de
la unión emitir un nuevo Código Federal de procedimien-
tos para establecer e incorporar todas y cada una de las eta-
pas y procedimientos que caracterizan a los juicios orales
en un sistema penal acusatorio.

De ahí que esta reforma a diferencia de otras, no implica
solamente el cambio de un texto, sino que esta reforma
obliga a todos los operadores del sistema penal en el país a
capacitarse, derivado del cambio profundo que la misma
conlleva.

De ahí que las universidades y escuelas de derecho tendrán
que modificar sustancialmente sus planes de estudio y la
enseñanza en materias del derecho; las barras y colegios de
abogados deberán involucrarse en el tema, para así partici-
par con sus agremiados respecto de lo que implica la mis-
ma; en el ámbito judicial no sólo será un gran reto la ac-
tualización y capacitación de Jueces y Magistrados, sino
también es necesario llevar a cabo las adecuaciones a juz-
gados, salas de audiencia, sistemas de grabación y otras

medidas que implican la erogación de recursos económicos
para su implementación; lo mismo requerirán las Procura-
durías de las entidades federativas y la General de la Re-
pública respecto de la capacitación de Ministerios Públi-
cos, policías, y en términos generales de todo el personal
que labora en las mismas asimismo, las policías de los tres
ámbitos de gobierno deben conocerla, no solo por la proxi-
midad que deben tener con la ciudadanía, sino porque tam-
bién existen disposiciones que se relacionan directamente
con sus funciones.

En mérito de lo expuesto, para el Partido de la Revolución
Democrática uno de los ejes rectores ha sido el hacer acce-
sible la justicia para todos, hacer eficiente la persecución
de los delitos y otorgarle a las víctimas un papel preponde-
rante en el proceso penal.

Por tanto desde la pasada Legislatura, nuestro Grupo Par-
lamentario tuvo a bien convocar una serie de esfuerzos pa-
ra que derivado de la reforma de junio de 2008, nuestra
fracción pudiera tener una propuesta de un sistema acusa-
torio.

Por tanto en un esfuerzo de largos meses en el que expertos
en el tema, especialistas y asesores trabajaron en una pro-
puesta de un nuevo Código procesal de carácter acusatoria,
el cual fue presentado en la LX Legislatura1 por la diputa-
da Claudia Cruz Santiago y los diputados Andrés Lozano
Lozano y Miguel Ángel Arellano Pulido. Dicha propuesta
fue turnada a la Comisión de Justicia con opinión de Presu-
puesto y Cuenta Pública.

Sin embargo con la entrada en vigor del Reglamento de la
Cámara de Diputados, deja a la consideración de la Confe-
rencia para la Dirección y Programación de los Trabajos
Legislativos el resolver respecto a todas las iniciativas pre-
sentadas antes del 1 de septiembre de 2009, que se en-
cuentran pendiente de dictaminar.

Por tanto, a efecto de que los términos de dictaminación de
la iniciativa que aquí se comenta no precluyan y, por otra
parte a efecto de que retomar ésta propuesta es que nuestro
Grupo Parlamentario la retoma a efecto de que se dictami-
ne en esta LXI legislatura y podamos contar un nuevo mo-
delo de justicia que no sólo mandata la Constitución sino
que resulta urgente no sólo para los operadores del sistema
penal, sino para la ciudadanía que demanda un nuevo mo-
delo de impartición de la justicia.

En virtud de ello a continuación se retoma íntegramente.
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Exposición de Motivos (o argumentos que la sustentan)

Primero. México se encuentra inmerso en la transforma-
ción del sistema de justicia y seguridad pública para garan-
tizar la seguridad pública de los ciudadanos y sus familias
de manera efectiva pero en un marco de cumplimiento de
derechos humanos y de debido proceso. En este sentido en
los últimos lustros se han desarrollado iniciativas de todos
los partidos políticos tendientes a logar esta transforma-
ción.

Es importante subrayar que en las campañas políticas pa-
sadas, pero particularmente las de 2006 todos los partidos
postularon la transformación hacia un sistema procesal pe-
nal acusatorio y un nuevo sistema nacional de seguridad
pública que tienda a logar el cumplimiento de una seguri-
dad pública efectiva y de una justicia que cumpla con los
estándares internacionales en materia de derechos huma-
nos. Desde luego el proceso de evolución del sistema de
justicia penal requiere una mejora constante en los térmi-
nos de la teoría de la evolución de los derechos humanos.

Después de un amplio proceso de participación de distintos
actores de todos los partidos políticos que concluyó en el
Congreso de la Unión y posteriormente en todas las legis-
laturas de los Estados, se publicó en el Diario Oficial de la
Federación el 18 de junio de 2008 la reforma constitucio-
nal que modificó los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, las
fracciones XXI y XXIII del artículo 73, fracción VII del ar-
tículo 115 y fracción XIII apartado B del artículo 123 en
los que se sentó un nuevo marco de justicia, derechos hu-
manos y seguridad pública. Posteriormente el Congreso de
la Unión empezó a discutir diversas iniciativas comenzan-
do por la Ley General del Sistema de Seguridad Pública
que se publicó en Diario Oficial de la Federación el día dos
de enero del presente año, la cual es la Ley marco que re-
gula fundamentalmente el trabajo de las instituciones de
seguridad pública entendidas estas como instituciones de
procuración de justicia e instituciones policiales, entre
otras.

Es importante destacar, que, como el propio dictamen con-
junto de las comisiones de puntos constitucionales y de jus-
ticia subrayó, se trató de construir un sistema de seguridad
pública y de justicia ecléctico y por eso se definieron en la
Constitución los principios básicos del proceso penal acu-
satorio que concretaron un modelo adecuado para México.

Evidentemente el modelo tiene diversas influencias desde
los marcos establecidos en las convenciones internacionales

de derechos humanos a la tradición de las instituciones de
derecho anglosajón inspiradas en el modelo del Common
Law, así como de los aspectos que tienen que ver con el mo-
delo acusatorio italiano desarrollado a partir de 1986, y los
modelos latinoamericanos que surgen a partir del llamado
“código tipo latinoamericano”, así como las experiencias de
reforma judicial de Colombia, Costa Rica, Nicaragua y Chi-
le.

Cabe destacar que es necesario que México retome de los
diversos países los elementos más importantes que repre-
sentan una mejor práctica y que han ayudado a cambiar el
sistema y logar la eficiencia de la administración de justi-
cia, sin embargo deben observarse también aquellas refor-
mas judiciales que han ocasionado problemas en otros pa-
íses. Ya que como se ha destacado por diversos autores, el
trasplante de modelos no asegura ningún éxito en su im-
plantación, pues se deben tomar en cuenta las tradiciones
socio-jurídicas de cada uno de los países. Es por eso que la
reforma constitucional antes mencionada, contiene princi-
pios e instituciones pensadas y desarrolladas para la reali-
dad socio-jurídica mexicana que en gran medida es única
respecto de las otras experiencias de reforma judicial en la
región. Así la reforma judicial que requiere el país tiene un
alto grado de complejidad si se toma en cuenta que el Sis-
tema de Justicia Mexicano cuenta con treinta y tres siste-
mas judiciales de las entidades federativas, un sistema fe-
deral y un sistema militar, sin olvidar la adecuación idónea
del Amparo para el nuevo sistema acusatorio previsto en la
Constitución, pueda funcionar adecuadamente. Esta carac-
terística del Estado Federal Mexicano en el marco del pro-
ceso de desarrollo democrático que viene siguiendo el país
en los próximos años exige tener presente que el juicio de
Amparo sigue siendo un sistema de garantías completa y
absolutamente necesario para poder logar los objetivos de
la justicia.

Es por estos motivos que el legislador federal debe estar
comprometido y obligado a generar un Código Federal de
Procedimientos Penales que cumpla con las expectativas y
requisitos que señala nuestro texto constitucional, garanti-
zando los derechos y principios que deben regir la justicia,
garantizando los derechos humanos y en un marco que ge-
nere seguridad pública esencial para lograr la garantía de
protección de los ciudadanos.

Segundo. La Constitución garantiza la seguridad pública
de los habitantes del país, especificando que la seguridad
pública se logra, de conformidad con el artículo 21 Consti-
tucional que establece “...comprende la prevención de los



delitos; la investigación y persecución para hacerla efecti-
va, así como la sanción de las infracciones administrativas,
en los términos de la ley, en las respectivas competencias
que esta Constitución señala...”. Así la procuración de jus-
ticia, la justicia penal y la ejecución de penas debe ser vis-
ta de manera sistémica. Es decir, las partes o los elementos
de estos sistemas deben de funcionar adecuadamente para
lograr los fines de la seguridad pública y la justicia penal.

Los fines de la seguridad pública como se establece en la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Publica
cuyo artículo segundo señala “Artículo 2. La seguridad pú-
blica es una función a cargo de la Federación, el Distrito
Federal, los Estados y los Municipios, que tiene como fines
salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así
como preservar las libertades, el orden y la paz públicos y
comprende la prevención especial y general de los delitos,
la investigación para hacerla efectiva, la sanción de las in-
fracciones administrativas, así como la investigación y la
persecución de los delitos y la reinserción social del indi-
viduo, en términos de esta ley, en las respectivas compe-
tencias establecidas en la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.”.

Todo esto está conectado, en un marco de garantías y de
derechos y dentro de las acciones necesarias a las capaci-
dades de la Procuración de Justicia y de las funciones judi-
ciales a cargo de los órganos jurisdiccionales que en los tér-
minos del artículo 14, generan los actos de sanción penal
para lograr la prevención general o especial y en el caso
mexicano actual en el marco de un proceso penal acusato-
rio y oral.

Así cuando el artículo 21 de la Constitución señala que “La
imposición de las penas, su modificación y duración son
propias y exclusivas de la autoridad judicial.”, la función
judicial exige independencia e imparcialidad, en los térmi-
nos constitucionales, pero también cumplimiento de las
otras disposiciones constitucionales y particularmente los
fines del proceso penal que de conformidad con el artículo
20 de la constitución , apartado A, fracción primera tiene
por objeto “el esclarecimiento de los hechos, proteger al
inocente, procurar que el culpable no quede impune y que
los daños causados por el delito se reparen;”

Estos elementos no son facultativos sino obligatorios para
los fines del proceso penal. Y deben complementarse como
elementos para lograr la Seguridad Publica en el marco
Constitucional. Así la vinculación entre la prevención de
los delitos, la investigación y persecución para hacerla

efectiva, que son elementos que sirven para garantizar la
Seguridad Publica como derecho de los habitantes de la
República Mexicana, tiene un evidente vinculación con el
sistema de justicia penal y desde luego con el proceso pe-
nal, pero no pueden confundirse. La Constitución fue re-
formada con definiciones que determinan claramente los
derechos y las obligaciones de los participantes en cada
una de las etapas, que están desde luego interconectadas
pero no son extensibles todos los derechos y obligaciones
de cada uno de los actores en las otras etapas.

Al mismo tiempo la prevención de los delitos que se logra
en los aspectos de prevención general mediante la investi-
gación y la persecución penal para hacerla efectiva procu-
rando que se abata la impunidad y la prevención especial
con sus funciones de reinserción de las personas sometidas
a medidas de prisión y en su caso de la incapacitación. Es-
ta además la visión de prevención que señala el artículo 2
de la ley General del Sistema Nacional de seguridad Publi-
ca que obliga al Estado a “... desarrollará políticas en ma-
teria de prevención social del delito con carácter integral,
sobre las causas que generan la comisión de delitos y con-
ductas antisociales, así como programas y acciones para
fomentar en la sociedad valores culturales y cívicos, que
induzcan el respeto a la legalidad y a la protección de las
víctimas.”.

Por lo anterior el Código Federal de Procedimientos Pena-
les que se presenta tiene una visión sistémica e interconec-
tada para logar el pleno respeto de las garantías de los ac-
tores, pero en un marco de la efectividad de la seguridad
pública.

Tercero. A partir de la entrada en vigor de las reformas
constitucionales antes mencionada y en los términos de su
incorporación de conformidad con los artículos transitorios
del mencionado decreto las garantías previstas en la Cons-
titución de los Estados Unidos Mexicanos relativas a la in-
vestigación y proceso de los delitos están basadas en los si-
guientes puntos.

A. La Constitución continua estableciendo como conceptos
básicos la distinción entre acto de privación y acto de mo-
lestia (articulo 16 primer párrafo). El acto de molestia en la
persona, familia, derechos y posesiones se puede realizar
solo con mandamiento escrito de autoridad competente que
funde y motive la causa legal del procedimiento. Entre las
excepciones constitucionales se encuentra la detención en
flagrancia.
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El artículo 16 de la Constitución establece diversos actos
de molestia que pueden ser ordenados solamente por el
Juez de Control garantizando los derechos de los imputa-
dos y de las victimas u ofendidos ponderando sus derechos.
Entre tales actos están los cateos, las intervenciones telefó-
nicas autorizadas por el juez y otras medidas de investiga-
ción que requieran control judicial. También están las me-
didas cautelares y precautorias, así como las ordenes de
aprehensión, la retención judicial hasta por 72 horas, el au-
to de vinculación a proceso y la determinación de la prisión
preventiva regulada en el artículo 19.

La Constitución continua autorizando al agente del Minis-
terio Publico a generar un acto de molestia como la reten-
ción hasta por 48 horas y su duplicación en caso de delin-
cuencia organizada, y la retención por carácter de urgencia
prevista en el artículo 16 de la Constitución.

Por otra parte el acto de privación de derechos se debe dar
por orden judicial siguiendo el debido proceso que se en-
cuentra contenido hoy en materia penal en diversos artícu-
los pero particularmente en el 20 apartado A. La excepción
a este principio es el abandono de bienes previsto en el ar-
tículo 22 de la Constitución.

B. Desde esta perspectiva, son derechos de toda persona
detenida, que deberán ser respetados por todos los inte-
grantes de las instituciones policiales:

a) La lectura de derechos. Desde el momento de la deten-
ción se le harán saber al imputado los motivos de la misma
y su derecho a guardar silencio (artículo 20)

Es decir, desde el momento que el agente de policía detenga
al inculpado, cuando exista flagrancia, cuasi flagrancia o en
cumplimiento a una orden de aprehensión, deberá informar-
le que se le está deteniendo por la probable comisión del de-
lito que corresponda, que tiene derecho a declarar o a guar-
dar silencio el cual no podrá ser usado en su perjuicio, que
tiene derecho a ser asesorado por un abogado en cualquier
etapa del procedimiento y que si no tiene dinero para con-
tratar un abogado, se le nombrará un abogado de oficio.

Esto desde luego implica que el agente aprehensor deberá
garantizar que leyó los derechos al imputado, pudiendo uti-
lizar cualquier medio de registro.

Independientemente de lo anterior existen elementos de
protección para toda persona que desde luego incluyen los
siguientes:

b) La persona detenida debe ser tratada con dignidad. (Art
1)

c) Queda prohibida toda incomunicación, intimidación o
tortura (artículo 22)

d) Toda persona tiene derecho a declarar o a guardar silen-
cio (artículo 20) cuando está siendo investigada o ha sido
detenida. Sin que se le pueda obligar a rendir declaración o
tener entrevista. En cualquier momento el declarante pue-
de abstenerse de declarar.

e) Tendrá derecho a escoger libremente a su abogado desde
el momento de su detención. Si no quiere o no puede nom-
brar un abogado, después de haber sido requerido para ha-
cerlo, el juez le designará un defensor público (artículo 20)

f) A aportar ante el Ministerio Público los testigos y demás
elementos de pruebas pertinentes que ofrezca, y auxilián-
dosele para obtener la comparecencia de las personas cuyo
testimonio solicite, en los términos que señale la ley (artí-
culo 20)

g) El imputado y su defensor tendrán acceso a los registros
de la investigación cuando el primero se encuentre deteni-
do y cuando pretenda recibírsele declaración o entrevistar-
lo (artículo 20)

h) A que se presuma su inocencia mientras no se declare su
responsabilidad mediante sentencia emitida por el juez de
la causa;

i) Le serán facilitados todos los datos que solicite para su
defensa y que consten en el proceso.

j) En ningún caso podrá prolongarse la prisión o detención,
por falta de pago de honorarios de defensores o por cual-
quiera otra prestación de dinero, por causa de responsabili-
dad civil o algún otro motivo análogo.

k) En toda pena de prisión que imponga una sentencia, se
computará el tiempo de la detención.

Por otra parte son derechos de la victima u ofendido: 

Denunciar (artículo 16) y obtener apoyo profesional y efi-
caz de las instituciones de la Seguridad pública (21)

Y según el artículo 20 apartado C de la Constitución los si-
guientes:



b) Recibir asesoría jurídica.

c) Ser informado de los derechos que en su favor establece
la Constitución y las leyes.

d) Coadyuvar con el Ministerio Público y la Policía, apor-
tando datos o elementos de prueba con los que cuente en la
investigación. Cuando el Ministerio Público considere que
no es necesario el desahogo de la diligencia, deberá fundar
y motivar su negativa;

e) Recibir, desde la comisión del delito, atención médica y
psicológica de urgencia;

f) Al resguardo de su identidad y otros datos personales en
los siguientes casos: cuando sean menores de edad; cuando
se trate de delitos de violación, secuestro o delincuencia
organizada; y cuando sea necesario para su protección, sal-
vaguardando en todo caso los derechos de la defensa.

g) Solicitar las medidas cautelares y providencias necesa-
rias para la protección y restitución de sus derechos tanto
al Ministerio Público como al juez de control de manera di-
recta.

h) Impugnar ante autoridad judicial las omisiones del mi-
nisterio público en la investigación de los delitos, así como
las resoluciones de reserva, no ejercicio, desistimiento de
la acción penal o suspensión del procedimiento cuando no
esté satisfecha la reparación del daño.

i) A interponer otros recursos en los términos que prevea la
ley.

j) El Ministerio Público deberá garantizar la protección de
víctimas, ofendidos y testigos (artículo 20)

Otros derechos constitucionales de la victima u ofendido
son:

k) Que el Juez de control garantice sus derechos al mismo
tiempo que los del imputado, basado en el principio de equi-
librio o ponderación en las resoluciones que debe señalar y
particularmente las “las solicitudes de medidas cautelares,
providencias precautorias y técnicas de investigación de la
autoridad, que requieran control judicial”. (Artículo 16 pá-
rrafo décimo tercero)

l) Como todos los ciudadanos los relativos a la garantía de
la seguridad publica en las que tienen derecho que la ac-

tuación de los Ministerios Públicos y las instituciones po-
liciales de los tres órdenes de gobierno que comprende: “la
prevención de los delitos; la investigación y persecución
para hacerla efectiva, así como la sanción de las infraccio-
nes administrativas, en los términos de la ley, en las res-
pectivas competencias que esta Constitución señala.” 

Como elemento central debe destacarse que la constitución
señala principios de actuación que la autoridad debe reali-
zar a favor de la victima u ofendido y que deben guiar su
actuar en particular el Ministerio Publico y las instituciones
policiales.

La Constitución señala que “La actuación de las institucio-
nes de seguridad pública se regirá por los principios de le-
galidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez
y respeto a los derechos humanos reconocidos en esta
constitución.”

Para la víctima u ofendido estos principios significan que
deben ser desarrollados la protección de sus derechos y
particularmente:

Primero con “eficiencia”, significa según el Diccionario De
La Real Academia De La Lengua Española lo siguiente:

“eficiencia. (Del lat. efficientia). 1. f. Capacidad de dispo-
ner de alguien o de algo para conseguir un efecto determi-
nado.” 

En el caso concreto se trata de lograr los elementos que
permitan que los derechos de las victimas u ofendidos se-
an restituidos o reparados, pero también que la acción de
las instituciones de seguridad publica aclaren el delito me-
diante los procesos de investigación y que se procure que
el culpable no quede impune.

La constitución exige también que la victima u ofendido
sea tratado profesionalmente. El diccionario citado señala
por “profesional”.

1. adj. Perteneciente o relativo a la profesión.

4. adj. Hecho por profesionales y no por aficionados. Fút-
bol profesional.

...

5. com. Persona que ejerce su profesión con relevante ca-
pacidad y aplicación.”
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Es decir que, la victima u ofendido reciban la atención de
parte de instituciones de seguridad publica profesionales y
debidamente capacitados.

Y el de la honradez el mismo diccionario señala que: “hon-
radez.

(De honrado). 1. f. Rectitud de ánimo, integridad en el
obrar.”

Lo que desde luego implica ausencia de corrupción.

m) Otro derecho constitucional que tiene la victima u ofen-
dido es a que el Ministerio Publico solicite la prisión pre-
ventiva al juez para los casos en que se requiera para su
protección. Este derecho se encuentra en el artículo 19 de
la constitución que señala:

“El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión
preventiva cuando otras medidas cautelares no sean sufi-
cientes para garantizar la comparecencia del imputado en
el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de
la víctima, de los testigos o de la comunidad, así como
cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sen-
tenciado previamente por la comisión de un delito doloso”.

n) Otros derechos especiales de las víctima son a la res-
tricción de la publicidad del juicio en ciertos casos.

Así el artículo 20 apartado B, fracción V se señala que en
el juicio “la publicidad sólo podrá restringirse en los casos
de excepción que determine la ley, por razones de seguri-
dad nacional, seguridad pública, protección de las vícti-
mas, testigos y menores, cuando se ponga en riesgo la re-
velación de datos legalmente protegidos, o cuando el
tribunal estime que existen razones fundadas para justifi-
carlo.”

o) Otro caso constitucional de derechos de las víctimas se
encuentra en la posibilidad constitucional de que en caso
de delincuencia organizada las actuaciones realizadas en la
fase de investigación puedan ser incorporadas al juicio
cuando existan riesgos para las víctimas.

En efecto la Constitución señala “En delincuencia organi-
zada, las actuaciones realizadas en la fase de investigación
podrán tener valor probatorio, cuando no puedan ser repro-
ducidas en juicio o exista riesgo para testigos o víctimas.
Lo anterior sin perjuicio del derecho del inculpado de ob-
jetarlas o impugnarlas y aportar pruebas en contra;”  

C. Las facultades constitucionales del Ministerio Publico y
la policía en el nuevo proceso penal son las siguientes:

a) La investigación de los delitos corresponde al Ministerio
Público y a las policías, las cuales actuarán bajo la con-
ducción y mando de aquél en el ejercicio de esta función
(artículo 21)

b) Las autoridades encargadas de desarrollar la investiga-
ción de los delitos (las instituciones de seguridad pública se
regirán por los principios de legalidad, objetividad, efi-
ciencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos
humanos reconocidos en la Constitución (artículo 21).
Además de los contenidos en el articulo 109 para todo ser-
vidor público que son los de “lealtad e imparcialidad... que
deban observar en el desempeño en sus empleos, cargos o
comisiones”.

c) Toda persona que desarrolle funciones en las institucio-
nes de seguridad pública deberán estar debidamente certi-
ficados y registrados en el Sistema Nacional de Seguridad
Pública (artículo 21)

d) La seguridad pública es una función a cargo de la Fede-
ración, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios,
que comprende la prevención de los delitos; la investiga-
ción y persecución para hacerla efectiva, así como la san-
ción de las infracciones administrativas, en los términos de
la ley, en las respectivas competencias que esta Constitu-
ción señala.

e) El Ministerio Público y las instituciones policiales debe-
rán coordinarse entre sí y con otras instituciones para desa-
rrollar la investigación y en su momento ejercer la acción
penal, colaborando así a los fines de la seguridad pública
(artículo 21)

f) El ejercicio de la acción penal ante los tribunales corres-
ponde al ministerio público. Los particulares podrán ejer-
cer la acción penal ante la autoridad judicial en los casos
señalados por la ley.

g) Cualquier persona puede detener al indiciado en el mo-
mento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente
después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a dis-
posición de la autoridad más cercana y ésta con la misma
prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro
inmediato de la detención.



h) Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así
calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indi-
ciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y
cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por ra-
zón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público
podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fun-
dando y expresando los indicios que motiven su proceder (ar-
tículo 16)

i) El Ministerio Público podrá considerar criterios de opor-
tunidad para el ejercicio de la acción penal, en los supues-
tos y condiciones que la ley (artículo 21)

j) Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio
Público por más de cuarenta y ocho horas, plazo en que de-
berá ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la
autoridad judicial (artículo 16)

k) La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehen-
sión, deberá poner al inculpado a disposición del juez, sin
dilación alguna y bajo su más estricta responsabilidad. La
contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal
(artículo 16)

D. Son facultades de la autoridad judicial

a) La autoridad judicial tendrá como facultad propia y ex-
clusiva la imposición de las penas, su modificación y dura-
ción (artículo 21)

b) Los jueces de control, resolverán, las solicitudes de me-
didas cautelares, providencias precautorias y técnicas de
investigación de la autoridad, que requieran control judi-
cial, garantizando los derechos de los indiciados y de las
víctimas u ofendidos (artículo 16)

c) Las audiencias frente al juez de control se regirán por los
principios de concentración, continuidad e inmediación,
publicidad y contradicción (artículo 20)

d) En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial po-
drá expedir, a solicitud del Ministerio Público, se expresa-
rá el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas
que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a
lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándo-
se al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de
dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o
en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la
diligencia (artículo 16)

e) El juez de control dictara una orden de aprehensión
cuando preceda denuncia o querella de un hecho que la ley
señale como delito, sancionado con pena privativa de li-
bertad y obren datos que establezcan que se ha cometido
ese hecho y que exista la probabilidad de que el indiciado
lo cometió o participó en su comisión (artículo 16)

f) Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición
de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del
Ministerio Público de la entidad federativa correspondien-
te, podrá autorizar la intervención de cualquier comunica-
ción privada. Para ello, la autoridad competente deberá
fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expre-
sando además, el tipo de intervención, los sujetos de la
misma y su duración. La autoridad judicial federal no po-
drá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias
de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o ad-
ministrativo, ni en el caso de las comunicaciones del dete-
nido con su defensor (artículo 16)

g) Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder
del plazo de setenta y dos horas, a partir de que el indicia-
do sea puesto a su disposición, sin que se justifique con un
auto de vinculación a proceso en el que se expresará: el de-
lito que se impute al acusado; el lugar, tiempo y circuns-
tancias de ejecución, así como los datos que establezcan
que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito
y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió
o participó en su comisión (artículo 19)

h) Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución
de controversias. En la materia penal regularán su aplica-
ción, asegurarán la reparación del daño y establecerán los
casos en los que se requerirá supervisión judicial (artículo
17)

E. El proceso penal y la jurisdicción penal están regulados
en la Constitución de la siguiente manera:

i) Definición.

El proceso penal será acusatorio y oral, y tendrá por objeto
el esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, pro-
curar que el culpable no quede impune y que los daños cau-
sados por el delito se reparen (artículo 20)

ii) Tribunal previamente establecido y debido proceso.

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propieda-
des, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido
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ante los tribunales previamente establecidos, en el que se
cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y
conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho
(artículo 14)

iii) Independencia de los tribunales.

Los jueces y tribunales penales garantizaran la indepen-
dencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resolu-
ciones.

iv) Justicia pronta.

El derecho de toda persona a que se le administre justicia
por tribunales en materia penal implica que sea juzgado an-
tes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena máxi-
ma no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si
la pena excediere de ese tiempo, salvo que el imputado so-
licite mayor plazo para su defensa (artículo 20)

v) Justicia completa e imparcial.

Los tribunales emitirán sus resoluciones de manera pronta,
completa e imparcial (artículo 17)

Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, pro-
hibidas las costas judiciales (artículo 17)

La imparcialidad implica que el juicio penal se celebre an-
te un juez que no haya conocido del caso previamente (ar-
tículo 20)

vi) Prohibición penas impuestas con analogía y mayoría de
razón y ley exactamente aplicable al caso.

Queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por
mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por
una ley exactamente aplicable al delito de que se trate (ar-
tículo 14)

vii) Plena convicción del juez en la sentencia.

El juez sólo condenará cuando exista convicción de la cul-
pabilidad del procesado (artículo 20)

viii) Carga de la prueba en la acusación.

La carga de la prueba para demostrar la culpabilidad co-
rresponde a la parte acusadora, conforme lo establezca el
tipo penal (artículo 20)

ix) De la defensa adecuada.

El imputado tendrá derecho a una defensa adecuada por
abogado, al cual elegirá libremente (artículo 20)

Si no quiere o no puede nombrar un abogado, después de
haber sido requerido para hacerlo, el juez le designará un
defensor público. También tendrá derecho a que su defen-
sor comparezca en todos los actos del proceso y éste tendrá
obligación de hacerlo cuantas veces se le requiera (artículo
20)

x) Obligación del estado de lograr el acceso a la justicia
mediante una defensoría publica que cumpla con los están-
dares constitucionales.

“La Federación, los Estados y el Distrito Federal garanti-
zarán la existencia de un servicio de defensoría pública de
calidad para la población y asegurarán las condiciones pa-
ra un servicio profesional de carrera para los defensores.
Las percepciones de los defensores no podrán ser inferio-
res a las que correspondan a los agentes del Ministerio Pú-
blico.”

xi) Igualdad procesal de las partes.

Las partes tendrán igualdad procesal para sostener la acu-
sación o la defensa, respectivamente (artículo 20)

xii) Teoría de la prohibición de prueba por violación de de-
rechos fundamentales.

Cualquier prueba obtenida con violación de derechos fun-
damentales será nula (artículo 20). Esta norma se comple-
menta con la que indica los requisitos para las medidas de
investigación que requieren control judicial como los cate-
os, las intervenciones de comunicaciones privadas, y otros
medios de investigación autorizados en las leyes que seña-
la “Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requi-
sitos y límites previstos en las leyes. Los resultados de las
intervenciones que no cumplan con éstos, carecerán de to-
do valor probatorio (artículo 16 párrafo décimo cuarto)”.

xiii) Presunción de inocencia.

Se presume la inocencia del imputado mientras no se de-
clare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el
juez de la causa (artículo 20)

xiv) Prohibición de penas.



Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de
infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de
cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de
bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascenden-
tales (artículo 22)

Toda pena deberá ser proporcional al delito que sancione y
al bien jurídico afectado (artículo 22)

xv) Tiempo de detención.

En toda pena de prisión que imponga una sentencia, se
computará el tiempo de la detención (artículo 20)

xvi) Prohibición de retroactividad

A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de
persona alguna (artículo 14)

F. El texto Constitucional señala establece para el procedi-
miento penal acusatorio los siguientes Principios.

i) El proceso penal se regirá por los principios de publici-
dad, contradicción, concentración, continuidad e inmedia-
ción (artículo 20)

ii) Principio de publicidad. El juicio será público.

La publicidad sólo podrá restringirse en los casos de ex-
cepción que determine la ley, por razones de seguridad na-
cional, seguridad pública, protección de las víctimas, testi-
gos y menores, cuando se ponga en riesgo la revelación de
datos legalmente protegidos, o cuando el tribunal estime
que existen razones fundadas para justificarlo (artículo 20)

Las sentencias que pongan fin a los procedimientos orales
deberán ser explicadas en audiencia pública previa citación
de las partes (artículo 17)

iii) Principio de contradicción y prohibición de comunica-
ción ex parte.

En el juicio, la presentación de los argumentos y los ele-
mentos probatorios se desarrollará de manera pública, con-
tradictoria y oral (artículo 20)

Ningún juzgador podrá tratar asuntos que estén sujetos a
proceso con cualquiera de las partes sin que esté presente
la otra, respetando en todo momento el principio de con-

tradicción, salvo las excepciones que establece esta Cons-
titución (artículo 20)

iv) Principio de inmediación y libre valoración de la prueba.

Para los efectos de la sentencia sólo se considerarán como
prueba aquellas que hayan sido desahogadas en la audien-
cia de juicio (artículo 20)

Toda audiencia se desarrollará en presencia del juez, sin
que pueda delegar en ninguna persona la admisión, el de-
sahogo y la valoración de las pruebas, la cual deberá reali-
zarse de manera libre y lógica (artículo 20)

v) Del Inicio del proceso.

Todo proceso se seguirá forzosamente por el hecho o he-
chos delictivos señalados en el auto de vinculación a pro-
ceso. Si en la secuela de un proceso apareciere que se ha
cometido un delito distinto del que se persigue, deberá ser
objeto de investigación separada, sin perjuicio de que des-
pués pueda decretarse la acumulación, si fuere conducente
(artículo 19)

vi) Del auto de vinculación a proceso.

Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder
del plazo de setenta y dos horas, a partir de que el indicia-
do sea puesto a su disposición, sin que se justifique con un
auto de vinculación a proceso en el que se expresará: el de-
lito que se impute al acusado; el lugar, tiempo y circuns-
tancias de ejecución, así como los datos que establezcan
que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito
y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió
o participó en su comisión.

(Art. 19)

vii) Del plazo para dictar el auto de vinculación a proceso.

El plazo para dictar el auto de vinculación a proceso podrá
prorrogarse únicamente a petición del indiciado, en la for-
ma que señale la ley. La prolongación de la detención en su
perjuicio será sancionada por la ley penal. La autoridad
responsable del establecimiento en el que se encuentre in-
ternado el indiciado, que dentro del plazo antes señalado
no reciba copia autorizada del auto de vinculación a proce-
so y del que decrete la prisión preventiva, o de la solicitud
de prórroga del plazo constitucional, deberá llamar la aten-
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ción del juez sobre dicho particular en el acto mismo de
concluir el plazo y, si no recibe la constancia mencionada
dentro de las tres horas siguientes, pondrá al indiciado en
libertad (artículo 19)

viii) Del juicio abreviado y la terminación anticipada del
proceso.

Una vez iniciado el proceso penal, siempre y cuando no
exista oposición del inculpado, se podrá decretar su termi-
nación anticipada en los supuestos y bajo las modalidades
que determine la ley. Si el imputado reconoce ante la auto-
ridad judicial, voluntariamente y con conocimiento de las
consecuencias, su participación en el delito y existen me-
dios de convicción suficientes para corroborar la imputa-
ción, el juez citará a audiencia de sentencia (artículo 20)

ix) De los beneficios al inculpado que acepte su responsa-
bilidad.

La ley establecerá los beneficios que se podrán otorgar al
inculpado cuando acepte su responsabilidad (artículo 20)

x) Prisión preventiva.

Sólo por delito que merezca pena privativa de libertad ha-
brá lugar a prisión preventiva. El sitio de ésta será distinto
del que se destinare para la extinción de las penas y estarán
completamente separados (artículo 18)

El juez ordenará la prisión preventiva a solicitud del Mi-
nisterio Público sólo cuando otras medidas cautelares no
sean suficientes para garantizar la comparecencia del im-
putado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la pro-
tección de la víctima, de los testigos o de la comunidad, así
como cuando el imputado esté siendo procesado o haya si-
do sentenciado previamente por la comisión de un delito
doloso (artículo 19)

El juez ordenará oficiosamente la prisión preventiva, en los
casos de delincuencia organizada, homicidio doloso, viola-
ción, secuestro, delitos cometidos con medios violentos
como armas y explosivos, así como delitos graves que de-
termine la ley en contra de la seguridad de la nación, el li-
bre desarrollo de la personalidad y de la salud (artículo 19)

xi) Duración máxima de la prisión preventiva.

La prisión preventiva no podrá exceder del tiempo que co-
mo máximo de pena fije la ley al delito que motivare el

proceso y en ningún caso será superior a dos años, salvo
que su prolongación se deba al ejercicio del derecho de de-
fensa del imputado. Si cumplido este término no se ha pro-
nunciado sentencia, el imputado será puesto en libertad de
inmediato mientras se sigue el proceso, sin que ello obste
para imponer otras medidas cautelares (artículo 20)

xii) De la revocación de la libertad.

La ley determinará los casos en los cuales el juez podrá re-
vocar la libertad de los individuos vinculados a proceso
(artículo 19)

G. El Constituyente permanente así también reguló direc-
tamente en la constitución la materia de la ejecución de las
penas, estableciendo en el texto Constitucional los siguien-
tes principios: 

i) Determinación judicial de la pena, su modificación y du-
ración.

La imposición de las penas, su modificación y duración
son propias y exclusivas de la autoridad judicial.

ii) Sistema penitenciario.

Sólo por delito que merezca pena privativa de libertad ha-
brá lugar a prisión preventiva. El sitio de ésta será distinto
del que se destinare para la extinción de las penas y estarán
completamente separados (artículo 18)

iii) La autoridad administrativa organizará el sistema peni-
tenciario.

El sistema penitenciario se organizará sobre la base del tra-
bajo, la capacitación para el mismo, la educación y la salud
como medios para lograr la reinserción del sentenciado a la
sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando
los beneficios que para él prevé la ley. Las mujeres com-
purgarán sus penas en lugares separados de los destinados
a los hombres para tal efecto (artículo 18)

iv) Los sentenciados.

La Federación, los Estados y el Distrito Federal podrán ce-
lebrar convenios para que los sentenciados por delitos del
ámbito de su competencia extingan las penas en estableci-
mientos penitenciarios dependientes de una jurisdicción di-
versa (artículo 18)



Los sentenciados de nacionalidad mexicana que se encuen-
tren compurgando penas en países extranjeros, podrán ser
trasladados a la República para que cumplan sus condenas
con base en los sistemas de reinserción social previstos en
este artículo, y los sentenciados de nacionalidad extranjera
por delitos del orden federal o del fuero común, podrán ser
trasladados al país de su origen o residencia, sujetándose a
los Tratados Internacionales que se hayan celebrado para
ese efecto. El traslado de los reclusos sólo podrá efectuar-
se con su consentimiento expreso (artículo 18)

Los sentenciados, en los casos y condiciones que establez-
ca la ley, podrán compurgar sus penas en los centros peni-
tenciarios más cercanos a su domicilio, a fin de propiciar
su reintegración a la comunidad como forma de reinserción
social (artículo 18)

v) Centros de reclusión especiales para delincuencia orga-
nizada.

Para la reclusión preventiva y la ejecución de sentencias en
materia de delincuencia organizada se destinarán centros
especiales. Las autoridades competentes podrán restringir
las comunicaciones de los inculpados y sentenciados por
delincuencia organizada con terceros, salvo el acceso a su
defensor, e imponer medidas de vigilancia especial que se
encuentren internos en estos establecimientos. Lo anterior
podrá aplicarse a otros internos que requieran medidas es-
peciales de seguridad, en términos de la ley (artículo 18)

Los sentenciados por delitos de delincuencia organizada y
respecto de otros internos que requieran medidas especia-
les de seguridad, no tendrán el beneficio de compurgar sus
penas en los centros penitenciarios más cercanos a su do-
micilio (artículo 18)

Cuarto. Debe destacarse que esta iniciativa desarrolla en
el proyecto de Código Federal de Procedimientos Penales
la teoría de interpretación que contiene la Constitución a
partir de la reforma publicada el 18 de junio de 2008. De-
be señalarse que ésta reforma la manera en que las autori-
dades administrativas y judiciales deberán desarrollar la ar-
gumentación de su actuar, pero particularmente su
justificación frente al pueblo es un gran avance democráti-
co, ya que acerca al pueblo a la explicación del actuar de
estas autoridades con lo que la justicia se vuelve más trans-
parente y por lo tanto entendible y efectiva. Así diversas
disposiciones que se adicionaron en la Constitución deben
ser tomadas en cuenta para estructurar esta nueva teoría,
particularmente el artículo 17 de la Constitución que señala:

“Las sentencias que pongan fin a los procedimientos orales
deberán ser explicadas en audiencia pública previa citación
de las partes.” Este texto incrementa la transparencia de la
administración de justicia, ya que no basta que la explica-
ción o motivación del acto judicial deba ser entregada por
escrito, sino que debe ser explicada en audiencia pública.

Por su parte el artículo 20, apartado A, establece en sus
fracciones II) la valoración de las pruebas por parte del
juez “deberá realizarse de manera libre y lógica”; IV) La
presentación de los argumentos y los elementos probato-
rios se desarrollará de manera pública, contradictoria y
oral; y VIII) El juez sólo condenará cuando exista convic-
ción de la culpabilidad del procesado”

Los elementos antes transcritos dan clara muestra que el
proceso penal que se plantea es mucho más garantista que
el actual, en cada fracción encontramos garantías para el
sujeto procesado que se hacen efectivas en el presente pro-
yecto de Código Federal de Procedimientos Penales.

Encontramos también en el artículo 14 de la Constitución
que: “En los juicios del orden criminal queda prohibido im-
poner, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pe-
na alguna que no esté decretada por una ley exactamente
aplicable al delito de que se trata.” Así también la obliga-
ción de fundar y motivar contenida en el artículo 16 primer
párrafo que señala: “Nadie puede ser molestado en su per-
sona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en vir-
tud de mandamiento escrito de la autoridad competente,
que funde y motive la causa legal del procedimiento.”

Los artículo enunciados exhiben la necesidad de dar mayor
garantía a la persona procesada y esos derechos deben ser
efectivos al momento del juzgamiento y en algunos casos
en particular en la etapa de investigación. Es por ello que
el presente proyecto busca establecer de forma clara y efi-
caz que estos derechos puedan ser exigibles por parte del
acusado frente al Estado.

De esta manera el presente Código Federal de Procedi-
mientos Penales está inspirado en distintos elementos que
respetando íntegramente los principios contenidos en la
Constitución dentro del nuevo marco del proceso acusato-
rio oral y del sistema nacional de seguridad pública. Tal
como se expone a continuación.

El primer punto a destacar es la separación entre la fase de
investigación, el proceso penal, los mecanismos alternati-
vos de solución de controversias y la ejecución de pena y
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la asignación de derechos y obligaciones para cada sujeto
procesal en las distintas fases procesales mencionadas.

Como segundo punto tenemos la distinción que se requie-
re para el funcionamiento del amparo mexicano entre prue-
ba para juicio que es la que se desarrolla de conformidad
con el artículo 20 apartado A de la Constitución y prueba
para los elementos anteriores y posteriores del Juicio que
no aplica los principios contenidos en el artículo Constitu-
cional mencionado. Esta distinción que procede de la teo-
ría italiana de la prueba para el procedimiento acusatorio
oral es un elemento substancial que permite que el juez de
garantías pueda valorar de manera adecuada los elementos
que han permitido a la autoridad el desarrollo de los actos
de molestia, tanto aquellos que son emitidos por autoridad
judicial en los llamados jueces de control, como en las au-
toridades administrativas.

Un tercer punto es el respeto íntegro a la limitación consti-
tucional respecto de los mecanismos de solución de con-
troversias que se especifican en el artículo 17 de la consti-
tución y su limitación en los casos de que la naturaleza de
los bienes tutelados sea de aquellos que no ponen en peli-
gro intereses públicos fundamentales, en estos casos, tiene
cabida la justicia restaurativa como mecanismo para solu-
cionar los elementos de conflicto social.

El principio de respeto íntegro al objeto del proceso penal,
según lo señala la fracción primera del apartado A del artí-
culo 20, es decir, que el fin del proceso penal es el esclare-
cimiento de los hechos, lo que significa que los hechos de-
ben ser aclarados en el proceso para que se logre el
objetivo de la justicia y se garanticen los derechos tanto de
la víctima u ofendido como de la sociedad, respetando los
derechos y garantías del imputado. También se determina
la protección del inocente generando en el Código la obli-
gación a cargo del Ministerio Público de descartar todos
los elementos y pruebas que el imputado le solicite para lo-
grar su defensa y en su caso la demostración de que no es
el culpable, esto incluye la determinación de sus derechos
y garantías mediante los principios de una defensa adecua-
da y el desarrollo de una defensoría pública de calidad. Por
su parte se prevé que se debe procurar que el culpable no
quede impune, es decir, se debe lograr el fin de prevención
general y especial que exige la Constitución.

Por último debe logar la reparación del daño ocasionado
por el delito. Es decir, el presente código presupone la par-
ticipación de la víctima en el proceso de determinación de
la reparación del daño, pero de ninguna manera permite

que el Ministerio Público abdique de su función constitu-
cional como director de la investigación, en los términos de
los artículos 21 y 102 de la Constitución Política, y en esta
capacidad pueda logar el establecimiento de una política
criminal adecuada. La Constitución permite, en este senti-
do la concesión de los beneficios procesales o incluso la
disminución de penas para aquellos que aceptan la respon-
sabilidad en los términos del artículo 20 apartado A frac-
ción VII de la Carta Magna, permitiendo una economía en
los elementos procesal y por lo tanto otorga beneficios a
quien la acepta. Pero esto no puede ser sinónimo de una ab-
soluta libertad de contratación entre dos partes que pueden
estar desequilibradas como son la víctima y el victimario
en los que sin tener en cuenta los fines de prevención ge-
neral y especial, se dejen solo a sus fuerzas, sin interven-
ción de la autoridad el problema del conflicto penal.

En cuanto a la investigación de los delitos el proyecto de
código tiene un modelo que se rige por la descripción de lo
que significa la dirección funcional de la investigación que
comprende la dirección jurídica que implica la obtención
de los elementos de prueba que determinen la existencia
del hecho que la ley señala como delito y la probable par-
ticipación del inculpado en su comisión, mientras que se
deja a los elementos de policía certificada la ejecución y
responsabilidad de los operativos policiales.

Por otra parte establece claramente las posibilidades de in-
vestigación de los delitos a partir de cuatro categorías,
aquellos que pueden ser realizados por la policía sin con-
trol del ministerio público que se refiere básicamente a to-
do acto que no causa o genera actos de molestia contra las
personas, su familia, bienes o derechos, aquellos actos que
pueden ser realizados por la policía por autorización del
Ministerio Público, los actos que pueden ser realizados por
el Ministerio Público exclusivamente y los actos que re-
quieren autorización fundada y motivada por parte del Juez
de Control.

La determinación de este tipo de actos es respetuosa de los
derechos y garantías tanto de víctimas como de imputados.
Respecto a la víctima u ofendido el presente Código con-
tiene una acepción amplia como el titular del bien jurídico
lesionado. El Código comprende a las víctimas u ofendidos
indirectos que son aquellos que tienen relación o convi-
vencia con las víctimas y sufren o hayan sufrido por algún
daño por motivo de la comisión del delito, los derechos de
las víctimas u ofendidos son amplios y compatibles con el
nuevo marco Constitucional.



Respecto a la Defensa del procesado, el nuevo proceso pe-
nal acusatorio prevé que el procesado tenga el derecho de
poder elegir a su defensor, este hecho es de gran relevancia
en el procedimiento ya que ahora se garantiza que exista
una afinidad entre el procesado y su defensor contribuyen-
do con esto a una mejor relación y planeación de las estra-
tegias de defensa.

Al mismo tiempo, la Constitución obliga al Estado a garan-
tizar al procesado de una defensa de calidad, lo que da como
resultado el garantizar en equilibrio entre la Institución de
procuración de justicia y el Instituto o el abogado particular
que defienda la causa. Hoy en día es difícil hablar de equili-
brio entre las partes que intervienen en el proceso, si se to-
ma en cuenta que en la gran parte de los procesos el Estado
patrocina la defensa del acusado, sin embargo esa defensa no
siempre es la adecuada o la mejor posible, ocasionando que
los sujetos procesados no tengan la garantía que durante su
proceso estarán en un equilibrio frente a la parte acusadora.

Este cambio en la impartición de justicia busca crear insti-
tuciones sólidas que fomenten la confianza de los ciudada-
nos en el Estado en su función de procuración e imparti-
ción de justicia. Es decir, que el ciudadano sepa que
contará con una defensa en la que puede confiar y sabe que
será de igual calidad que la parte acusadora.

Quinto. En cuanto a medidas cautelares, este Código de
Procedimiento Penales contempla una amplia variedad de
medidas cautelares que busca garantizar los derechos de la
sociedad y de las víctimas u ofendidos, desarrollando la te-
oría de la ponderación de los derechos para lograr la ga-
rantía de los mismos.

Esta ponderación de derechos deberá ser realizadas de ofi-
cio por el Juez al dictar las medidas cautelares solicitadas.
Como consecuencia tenemos que las garantías otorgadas al
imputado o procesado tendrán que contrastarse frente a las
garantías de la víctima u ofendido o sociedad, dando prio-
ridad a aquellos derechos que se vean más vulnerados.

Sin embargo estas medidas cautelares no solo pueden ser
aplicadas a beneficio de las víctimas, sino también pueden
aplicarse en el proceso cuando este se ve en riesgo. Por lo
tanto, el Ministerio Público está facultado para solicitar
aquellas medidas que puedan garantizar una investigación
sin que el investigado llegue a interferir u obstaculizar la
labor primordial del proceso penal que se encuentra esta-
blecido en la fracción I, apartado A del artículo 20 consti-

tucional, mismo que ha sido expuesto ampliamente en pá-
rrafos anteriores.

Así, la Constitución incluye por primera vez una teoría de
ponderación de derechos en el párrafo décimo del artículo
16 cuando señala que: “Los Poderes Judiciales contarán
con jueces de control que resolverán... garantizando los de-
rechos de los indiciados y de las víctimas u ofendidos.”

De esta manera se desarrolla una teoría integral de razona-
miento e interpretación en diversas fases de los procedi-
mientos penales desde la actuación del Ministerio Publico
y de la policía investigadora hasta el juez de control y el
juez o tribunal de sentencia.

En cuanto a la primeras autoridades citadas se desarrolla de
la siguiente manera, en el articulo 49 y relacionándolos con
los principios de actuación de las instituciones de la segu-
ridad pública es decir del Ministerio Publico y de las poli-
cías investigadoras, según el 21 constitucional, particular-
mente los de legalidad y de objetividad de la investigación,
sobre todo cuando se trata de medidas precautorias o de ac-
tos de molestia, se desarrollan la motivación, la proporcio-
nalidad y la actuación razonable, en la que observarán los
siguientes criterios:

i) Los agentes del Ministerio Público y de la policía debi-
damente certificados que realicen actos de investigación
deberán fundar y motivar sus resoluciones. La motivación
es la explicación lógica de la vinculación entre la hipótesis
normativa y los elementos o indicios de que se disponen
para ordenar el acto de molestia;

ii) El acto de molestia deberá ser proporcional entre lo que
se busca lograr y los medios o instrumentos que utiliza pa-
ra lograr el fin legal que se propone;

iii) Además, los órganos investigadores deberán actuar de
manera razonable cuando realicen actos de molestia en la
esfera de las personas.

Los principios constitucionales señalados en el artículo 16
Constitucional para el juez de control, en relación con el
20, apartado A, determinan nuevas reglas de actuación pa-
ra este juez y que son las siguientes:

i) En los actos de cateo, intercepción de comunicaciones
privadas y otros actos investigativos que invadan la esfera
de derechos de las personas, deberá valorar de manera libre
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y lógica, los argumentos y los elementos de prueba y otros
indicios en los que cuente la acusación ponderando entre
los derechos del indiciado que serán afectados y los dere-
chos de la victima u ofendido y de la sociedad en su con-
junto.

ii) En el establecimiento de medidas cautelares a favor de
la victima u ofendido, se deberá analizar la afectación de
los derechos del victimario ponderando con el daño posible
que el victimario puede causar.

iii) En los actos de establecimiento de medidas cautelares
deberá además de lo anterior, determinar prudentemente
una duración que deberá ser revisada cada tres meses.

iv) En los actos de control sobre el aseguramiento de bie-
nes que son instrumento, objeto o producto del delito, se
deberá tener en cuenta además de la ponderación entre los
derechos del imputado y la victima u ofendido, el interés
social de que esos bienes no sean utilizados en beneficio de
los delincuentes y el principio general del derecho de que
nadie debe enriquecerse del ilícito.

v) En los bienes asegurados a la delincuencia organizada se
deberá tomar en cuenta el daño a las victimas u ofendidos
y el daño social que causa esta actividad delictiva.

vi) Para otorgar el auto de vinculación a proceso, sin me-
didas cautelares, y en consecuencia permitir que las perso-
nas preparen la defensa, se deberá ponderar que existan su-
ficientes elementos para establecer que el hecho que la ley
califica como delito sucedió y para la probable responsabi-
lidad, el establecimiento de la certeza de identidad de la
persona y el daño que se le causa a una persona que es lle-
vada a juicio.

vii) Al determinar la prisión preventiva según lo indicado en
el artículo 19 de la Constitución, se deberá valorar si los
elementos presentados por el Ministerio Público, son sufi-
cientes para justificar esta medida de última ratio, por tanto
los jueces deberán ser estrictos en el cumplimiento de estos
elementos. En todo caso en la revisión de la misma se debe-
rá analizar si existen circunstancias que la sigan justificando
y además si los nuevos elementos de investigación fortale-
cen o debilitan a la acusación y los elementos para probar la
existencia del hecho, así como la probable responsabilidad
de que el imputado lo cometió o participó en su comisión.

Mientras que los criterios que debe aplicar el juez o tribu-
nal de sentencia están contenidos de la siguiente manera:

i) En el juicio penal, la sentencia que determine la responsa-
bilidad penal del Imputado y en consecuencia que el hecho
que la ley califica como delito sucedió y que el sujeto es res-
ponsable penalmente, se deberán valorar las argumentos y la
prueba introducida con base en las reglas del proceso penal,
de manera libre y lógica. La determinación judicial debe ser
fundada y motivada y adminicular lógicamente los elemen-
tos del tipo penal y otros aspectos de la hipótesis normativa
con las pruebas. EL juez deberá aplicar el principio in dubio
pro reo.

ii) Después de realizado el juicio y determinada la respon-
sabilidad penal, lo referente al decomiso de los bienes y a
la responsabilidad civil del delito, el juez deberá aplicar el
principio de que nadie se debe enriquecer de lo ilícito.

Como se ve aquí, esta iniciativa contiene elementos cen-
trales de valoración de la justicia que permitirá a todos los
actores estatales desarrollar las actividades de persecución
e investigación del delito, y de juzgamiento del mismo, de
manera más amplia y clara, acercándose en sus explicacio-
nes racionales y su comunicación y trasparencia al pueblo.

Las medidas cautelares han sido reguladas con estricto res-
peto a los derechos humanos, para garantizar el debido pro-
ceso, lo anterior se ha logrado dando la facultad de otor-
garlas o no a un juzgador que tendrá que aplicar los
principios aplicables para las mismas. Bajo este esquema el
Ministerio Público tendrá que fundar y motivar debida-
mente ante el Juzgador las causas que lo llevan a solicitar-
la, así como los efectos negativos hacia la investigación,
mismos que deberán ser coherentes y lógicos.

Se introduce a este nuevo procedimiento la figura de cade-
na de custodia, la cual tiene como objetivo el asegurar un
debido tratamiento de las evidencias y objetos encontrados
durante la investigación. Con esta figura se establecen un
procedimiento que regula los pasos que debe seguir todo
funcionario público que interviene en la investigación y co-
mo resultado de su función obtiene elementos probatorios,
los cuales deben ser tratados con extremo cuidado para ase-
gurar que estos no puedan ser alterados durante su resguar-
do o práctica de pericias.

De este modo, se obtiene que cada funcionario público de
forma trasparente se responsabilice por el tratamiento de
materiales probatorios, dejando constancia y en algunos
casos certificando estos elementos. Este tipo de acciones
crean certeza sobre los elementos probatorios ya que ga-
rantizan que estos no pueden ser alterados o modificados,



generando confianza en el procedimiento y las pruebas que
se presentan y desahogan en el mismo.

Sexto. El desarrollo del sistema de principio de oportuni-
dad que se encuentra contemplado en el artículo 21 Cons-
titucional que señala “El Ministerio Público podrá consi-
derar criterios de oportunidad para el ejercicio de la acción
penal, en los supuestos y condiciones que fije la ley”, es re-
levante toda vez que por primera vez se da un papel más
activo en la fase de investigación con base a las nuevas fi-
guras.

El otorgar beneficios a quien acepta su responsabilidad en
el hecho ilícito y obtiene una reducción de pena por este
hecho, generando una economía que beneficia a todos, es
un ejemplo del nuevo sistema procesal. Sin embargo, esto
no puede ser realizado de manera que se ponga en crisis al
sistema mismo que funciona ya que este tiene relaciones
sistémicas importantes entre las partes.

A la hora de implementar en el presente proyecto de Códi-
go estos principios no puede dejarse a un lado que la Cons-
titución establece como mandato lograr la seguridad publi-
ca entendida esta como producto, según el artículo 21 La
seguridad pública es una función a cargo de la Federación,
el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, que com-
prende la prevención de los delitos; la investigación y per-
secución para hacerla efectiva, así como la sanción de las
infracciones administrativas, en los términos de la ley, en
las respectivas competencias que esta Constitución señala.

En estos aspectos el fin de la prevención general se obtie-
ne a través de lograr aspectos clave de los procesos pena-
les definidos en el 20 apartado A, fracción I que señala “El
proceso penal tendrá por objeto el esclarecimiento de los
hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no
quede impune y que los daños causados por el delito se re-
paren;”.

Todos estos elementos no pueden dejarse de tenerse en
cuenta a la hora de establecer los objetivos del proyecto de
Código Federal de Procedimientos Penales.

Los beneficios en comento, trae consigo esta facultad al
Ministerio Público que permitirá de salida a las investiga-
ciones y asuntos de la mejor manera posible, cabe mencio-
nar que esta facultad únicamente puede ser utilizada antes
de presentar la acusación ya que dentro de la acusación se
podrán observar los resultados de la aplicación del princi-
pio de oportunidad.

El fomento a la cooperación de los responsables del delito
hacia el Estado se garantiza con estos principios de oportu-
nidad toda vez que la persona investigada podrá acogerse a
los beneficios que prevé este proyecto de Código Federal.
En el caso de la aplicación del principio de oportunidad re-
glado, este se contrapone al principio de obligación del
ejercicio de la acción penal, y comprende la posibilidad de
no ejercitar la acción penal limitando los casos y condicio-
nes en que puede ser usado.

Sin embargo, y siguiendo la tradición italiana de la teoría
de la posibilidad de negociar, no solo la pena sino también
la vía otorgando algunos beneficios procesales o de reduc-
ción de pena a cambio de estas renuncia a la utilización del
juicio oral.

Por esto el Proyecto de Código contiene un capitulo deno-
minado De la economía de la investigación, de la procesal
y de los elementos prémiales para el proceso que contiene
las reglas prémiales para por aceptación de responsabilidad 

Que establece que el juez puede conceder hasta un 66% de
reducción en la pena que le corresponda si acepta la res-
ponsabilidad en el momento de la detención y coopera con
el Ministerio Público en la aclaración del hecho delictivo
señalando a los demás responsables de este u otros hechos
delictivos que ha cometido o participado en su comisión.

En este caso el imputado deberá narrar los hechos y pres-
tar ayuda eficaz para la persecución de los otros responsa-
bles del delito y con esto alcanzar hasta un 55% si lo hace
en la audiencia de imputación en la que el Ministerio Pú-
blico le señala del hecho delictivo y su probable responsa-
bilidad, mientras que puede obtener hasta un 40 % si lo ha-
ce en la audiencia inicial cuando se están intercambiando
pruebas, así también hasta un 33 % si acepta íntegramente
el material probatorio del Ministerio Público y permite que
este sea incluido en el debate, aceptando el juicio abrevia-
do. Esto independientemente de su derecho aportar pruebas
y contradecir las presentadas por el Ministerio Público en
el debate; por último hasta un 33 % si acepta su responsa-
bilidad en el Juicio Penal y señala a los otros que partici-
paron en la comisión del hecho ilícito.

Esta participación se podrá lograr también a través de Pre-
acuerdos y negociaciones entre Ministerio Público y el im-
putado o acusado. Así se prevé en la Procedencia de las Ne-
gociaciones siempre que los criterios de política criminal
previamente determinados por la Procuraduría General de
la República así lo permitieran, el Agente del Ministerio
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Público después de valorar individualmente cada caso, po-
drá celebrar los preacuerdos y negociaciones con el impu-
tado o acusado que sean necesarias y convenientes para el
interés superior del Estado sin dejar de propiciar la repara-
ción integral de los perjuicios ocasionados por el delito.
Por eso es Improcedente en los delitos en los cuales el su-
jeto activo de la conducta punible hubiese obtenido incre-
mento patrimonial fruto del mismo, no se podrá celebrar el
acuerdo con el Ministerio Público hasta tanto se reintegre,
por lo menos, el cincuenta por ciento del valor equivalente
al incremento percibido y se asegure la recuperación del
otro cincuenta por ciento

Por otra parte, este proyecto de Código Federal de Procedi-
mientos Penales cuenta con normas claras para la aplicación
de acuerdos y negociaciones entre el Ministerio Público y el
imputado o acusado, estos acuerdos son aplicables única-
mente cuando el principio de oportunidad no puede ser apli-
cado al caso.

Las negociaciones o acuerdos a que llegue el Ministerio
Público con el Imputado o Acusado serán siempre necesa-
rios y convenientes para el interés superior del Estado, sin
dejar de observar que el responsable deberá reparar los da-
ños ocasionados por la comisión del delito. Los acuerdos o
negociaciones tendrán como base la aceptación total o par-
cial de alguno de los cargos que esta imputando el Minis-
terio Público, lo que tendrá como consecuencia una reduc-
ción de pena o bien la imputación de un delito con
penalidad baja.

La Constitución establece diversos procedimientos para lo-
grar alternativas a la justicia entre ellos el artículo 17 que
señala: “Las leyes preverán mecanismos alternativos de so-
lución de controversias, En la materia penal regularán su
aplicación, asegurarán la reparación del daño y establece-
rán los casos en los que se requerirá supervisión judicial.”,
el 20 apartado A que señala en su fracción VII. Una vez
iniciado el proceso penal, siempre y cuando no exista opo-
sición del inculpado, se podrá decretar su terminación an-
ticipada en los supuestos y bajo las modalidades que deter-
mine la ley. Si el imputado reconoce ante la autoridad
judicial, voluntariamente y con conocimiento de las conse-
cuencias, su participación en el delito y existen medios de
convicción suficientes para corroborar la imputación, el
juez citará a audiencia de sentencia. La ley establecerá los
beneficios que se podrán otorgar al inculpado cuando acep-
te su responsabilidad; mientras el apartado B del mismo ar-
tículo señala “La ley establecerá beneficios a favor del in-
culpado, procesado o sentenciado que preste ayuda eficaz

para la investigación y persecución de delitos en materia de
delincuencia organizada;”

Por tanto el proyecto de Código establece aspectos que tie-
nen que ver con los mecanismos alternativos de solución
de controversias, mismos que deben proceder con sistemas
de justicia restaurativa pero solo en aquellos elementos en
donde los bienes jurídicos tutelados no sean de orden pú-
blico, ni estos tengan afectación. Esta negociación a través
de la justicia restaurativa es una verdadera negociación en-
tre víctima y victimario que no siempre puede dejarse a la
libre voluntad de las partes ya que estas pueden estar en
condiciones de inequidad y desde luego tiene que conside-
rarse el interés de la prevención general y de la seguridad
publica en la determinación de las circunstancias y los pro-
cedimientos que los desarrollan.

Estos elementos se encuentran regulados en que debe des-
tacarse que en los términos en que está redactado el pre-
sente Código la justicia restaurativa puede ser utilizada en
todo lo que se refiere a la reparación del daño. Y este ele-
mento tiene que ser uno de los elementos con los que el
Juez tome en cuenta para el establecimiento de la pena.

Otras institución contenida en este Código es la Concilia-
ción Procesal, Para los delitos que son de querella, esta se
surte obligatoriamente y como requisito de procedibilidad
para el ejercicio de la acción penal, cuando se trate de de-
litos que se persiguen por querella, ante el Ministerio Pú-
blico que corresponda, o en un centro de conciliación o an-
te un conciliador reconocido como tal.

Por otra parte la suspensión condicional del procedimiento
también se encuentra regulada en el mismo proyecto de
Código, subrayándose en este los aspectos de que es posi-
ble en ciertos delitos que son leves y donde no se pone en
riesgo el interés público.

Respecto a la posibilidad de que la víctima u ofendido bus-
que un proceso restaurativo con el imputado, acusado o
sentenciado, esto independientemente de que pueda o no
participar un facilitador, se aclara que para la aplicación de
la justicia restaurativa se han previsto una serie de reglas
que deberán prevalecer al momento de utilizar un medio al-
ternativo de solución de controversias como este que se co-
menta. Toda vez que el Estado no puede permitir que en ca-
sos de delitos graves o de alto impacto para la sociedad, el
responsable llegue a un acuerdo con la víctima u ofendido
y con esto pudiera estar imposibilitado el Ministerio Públi-
co para ejercitar la acción penal. Este sistema ha sido desa-



rrollado para promover una inserción en la sociedad de la
víctima u ofendido con el agresor de forma pacífica y ar-
moniosa.

Así también, la conciliación dentro de los medios alterna-
tivos de solución de controversias, esta figura puede ser
utilizada únicamente en los casos en que se ha denunciado
un delito perseguible por querella. Se ha estimado necesa-
rio sujetar la continuidad de la investigación de este tipo de
delitos en tanto no haya surtido los efectos esperados en el
proceso de conciliación. Lo anterior derivado a que este ti-
po de delitos privados no llegan a ser de alto impacto para
la sociedad y en muchos de los casos la víctima u ofendido
espera un arrepentimiento y reparación del daño por parte
del imputado, por lo tanto el Ministerio Público deberá
promover la conciliación en este tipo de delitos antes de
que se vaya a proceder a ejercitar la acción penal.

Este tipo de conciliación entre las partes no representa por
ningún motivo un riesgo para el Estado en el sentido que se
pudiera poner en riesgo la seguridad de la sociedad por el
hecho de que el culpable quede impune, contrario a lo que
señala nuestro texto Constitucional, lo anterior se debe a
que por ser delitos de querella, la víctima u ofendido pue-
den solicitar los términos de la conciliación sin necesidad
de que exista una sentencia para hacerlo afectivo. Por otra
parte si la víctima u ofendido acepta los términos de la con-
ciliación representaría que ésta se siente reparada tanto mo-
ral como económicamente del daño causado, por lo tanto
no estaríamos frente a un acto de impunidad consentido por
la ley, toda vez que el culpable aceptaría su culpabilidad y
realizaría los actos necesarios para reparar a la víctima u
ofendido.

La Mediación es aplicable a aquellos delitos que son cali-
ficados como imprudenciales o culposos, así como en deli-
tos patrimoniales entre particulares sin que exista violencia
o intimidación y aquellos que tengan una pena máxima de
seis años.

En estos casos es necesario como también en los anterio-
res, que el imputado o acusado admita su responsabilidad
total o parcial, con base en ello se puede llegar a un acuer-
do que deberá ser presentado ante el Ministerio Público o
Juzgador dependiendo del momento procesal en que se re-
alice. Este tipo de acuerdos pueden ser condicionados,
siempre y cuando esto sea aprobado por la autoridad com-
petente, es decir que la condición que se ha asentado pue-
da ser realizada y sea posible.

Respecto a la figura de la suspensión condicionada de la
persecución penal, consistente en suspender el procedi-
miento siempre y cuando se trate de delitos imprudentes o
menos graves y se haya realizado una reparación del daño
a la víctima u ofendido, salvo en los casos en que no exis-
ta acuerdo sobre la cuantificación de los daños se dejará
abierto para la acción civil en sede penal. Esta figura pre-
tende dar este beneficio a aquellas personas que son res-
ponsables de delitos menores pero que se deben sujetar a
ciertas reglas, ya que de lo contrario podría revocarse este
beneficio.

Existirá un registro nacional de personas que hayan recibi-
do este sujeto con la finalidad de que la autoridad pueda
verificar que el acuerdo para recibir dicho beneficio se es-
tá cumpliendo. Sin embargo, si la persona cometiera un
nuevo delito dentro del plazo acordado, el juzgador decidi-
rá si procede o no la revocación del beneficio y por ende
será procesado por el delito anterior y el nuevo delito, sin
que exista posibilidad de negociación. Cabe mencionar que
este beneficio puede ser utilizado por el imputado o acusa-
do por una sola ocasión.

Por lo antes expuesto y fundado sometemos a esta sobera-
nía la siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO QUE EXPIDE EL CÓDI-
GO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES.

ARTÍCULO ÚNICO. Se expide el Código Federal de
Procedimientos Penales, para quedar como sigue:

CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENA-
LES 

LIBRO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

TÍTULO PRIMERO
Aplicación y Función del Procedimiento Penal

ARTÍCULO 1. (Ámbitos de aplicación y objeto de la
ley)

Este Código se aplicará para los procedimientos penales
que se desarrollen por los delitos que sean de la competen-
cia de los tribunales Federales, y tiene por objeto desarro-
llar los principios, los derechos y garantías acordados al
imputado, a la víctima y a terceros, contenidos en la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
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mo regular el ejercicio de las potestades públicas atribuidas
a los órganos de investigación, de persecución y juzga-
miento.

Artículo 2. (Función y Objeto del procedimiento penal)

Los procedimientos penales tienen como función asegurar
el acceso de las personas a la justicia para resolver sus con-
flictos de naturaleza penal, la que se procurará e impartirá
en forma expedita e imparcial, en los plazos y términos fi-
jados por la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y el presente Código; asimismo, esclarecer si se
ha cometido o no un delito y si el sujeto es o no culpable
de su comisión, determinar si se acreditan o no los presu-
puestos necesarios para la imposición de la pena o medida
de seguridad, así como señalar los criterios que observará
el juzgador para la individualización de la misma, de
acuerdo con las reglas previstas en el Código Penal.

TÍTULO SEGUNDO
PRINCIPIOS, GARANTÍAS 

Y DERECHOS EN LOS PROCEDIMIENTOS

Artículo 3. (Observancia de los principios y garantías
procesales)

El procedimiento penal y la actuación de los sujetos proce-
sales que intervienen en él se regirán por los principios y
garantías procesales establecidos en la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, en los Tratados y
Convenios Internacionales suscritos por México y en el
presente Código.

La inobservancia de alguno de esos principios o garantías
sólo podrá hacerse valer en beneficio de aquél a quien am-
para, y hará responsable al que los desatienda, si con ello
se afecta la libertad o se limita el derecho del inculpado o
del ofendido. La ley determinará las consecuencias que se
derivan de la inobservancia de los principios y garantías a
que se refiere este Código.

Artículo 4. (Derechos del inculpado)

El inculpado gozará de los derechos que le otorgan la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de
los Tratados y Convenios Internacionales en materia de
Derechos Humanos suscritos por México y las leyes pena-
les federales, y podrá ejercerlos desde el momento en que
se inicie una investigación en su contra o desde el momen-

to en que se afecte o restrinja su libertad hasta la termina-
ción del procedimiento y la extinción de la pena o medida
de seguridad. Por lo que, el Ministerio Público en la etapa
de investigación y el juzgador en la etapa intermedia y en
el proceso cuidarán de que el inculpado conozca los cargos
que se le hacen, cuente con defensa adecuada y ejerza, de
la manera más amplia, los derechos que la ley otorga.

Las disposiciones de la ley que afecten la libertad del in-
culpado o limiten el ejercicio de sus derechos, se interpre-
tarán restrictivamente.

Artículo 5. (Derechos de la víctima u ofendido)

Asimismo, la víctima u ofendido del delito gozará de los
derechos que le otorgan la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los Tratados y Convenios Inter-
nacionales suscritos por México y las leyes penales federa-
les, y podrá hacerlos valer desde el momento en que los
hechos son puestos en conocimiento del Ministerio Públi-
co hasta la terminación del procedimiento o hasta que sus
intereses hubieren sido satisfechos. El Ministerio Público y
el juzgador, en sus respectivas intervenciones, dictarán de
oficio las medidas necesarias para la atención y protección
de los legítimos intereses y derechos de la víctima u ofen-
dido y sus derechohabientes, escuchando sus pretensiones
y restituyéndoles, en su caso, en el ejercicio de los dere-
chos y el disfrute de los bienes afectados por el delito, con-
forme a las previsiones de la ley. Igualmente, cuidarán de
que cuenten con asesoría jurídica adecuada, así como aten-
ción médica de urgencia cuando lo requieran.

TITULO TERCERO
SUJETOS PROCESALES 

Y OTROS INTERVINIENTES

Artículo 6. (Sujetos del procedimiento penal)

Son sujetos del procedimiento penal:

I. La víctima u ofendido;

II. El imputado o procesado;

III. El Ministerio Público;

IV. El defensor;

V. El juez de control;



VI. El juez de la audiencia oral y de sentencia;

VII. El juez de ejecución de sentencia, y

VIII. El actor civil y el representante del demandado ci-
vil.

Son sujetos auxiliares, los policías debidamente certifica-
dos que intervengan en la investigación bajo las órdenes
del Ministerio Público.

CAPITULO I
LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO

Artículo 7. (De la víctima u ofendido del delito)

Para los efectos de este Código, se considera víctima u
ofendido al titular del bien jurídico lesionado o puesto en
peligro por la acción u omisión prevista en la ley penal co-
mo delito, o al sujeto sobre el que recae la conducta típica.
También podrá considerarse víctima a una persona, inde-
pendientemente de que se identifique, aprehenda, enjuicie
o condene al autor del delito, e independientemente de la
relación familiar entre éste y la víctima.

Artículo 8. (Víctima u ofendido indirectos)

Por víctimas u ofendidos indirectos se entiende a los fa-
miliares de la víctima directa, así como a cualquier otra
persona que tenga o haya tenido relación o convivencia
con la misma y que sufran, hayan sufrido o se encuentren
en situación de riesgo de sufrir algún daño o perjuicio por
motivo de la comisión de algún delito.

Artículo 9. (Derechos de la víctima u ofendido)

Las víctimas o los ofendidos por la comisión de un delito
tendrán derecho, en la etapa de la investigación o en el pro-
ceso, según corresponda:

I. A que el Ministerio Público y sus auxiliares les pres-
ten los servicios que constitucionalmente tienen enco-
mendados, con legalidad, objetividad, honradez, lealtad,
imparcialidad, profesionalismo, eficiencia y con la má-
xima diligencia;

II. A que los servidores públicos los traten con la aten-
ción y respeto debido a su dignidad humana, abstenién-
dose de cualquier acto u omisión que cause la suspen-

sión o deficiencia de dicho servicio, abuso o ejercicio
indebido de la autoridad;

II. A que ningún servidor público por sí o por interpósi-
ta persona les soliciten, acepten o reciban, beneficios
adicionales a las contraprestaciones comprobables que el
Estado les otorga por el desempeño de su función;

III. A presentar cualquier denuncia o querella por he-
chos probablemente constitutivos de delito y a que el
Ministerio Público las reciba;

IV. A que se les procure justicia de manera pronta, gra-
tuita e imparcial respecto de sus denuncias o querellas,
practicando todas las diligencias necesarias para inte-
grar la averiguación previa;

V. A recibir asesoría jurídica por parte del Ministerio
Publico y los órganos jurisdiccionales respecto de sus
denuncias, querellas o los procedimientos en que parti-
cipe y, en su caso, a recibir servicio de intérpretes tra-
ductores cuando pertenezcan a un grupo étnico o pueblo
indígena, no conozcan o no comprendan bien el idioma
español, o padezcan alguna incapacidad que les impida
oír o hablar;

VI. A ratificar la denuncia o querella, exhibiendo para
ello identificación oficial u ofreciendo los testigos de
identidad idóneos;

VII. A contar con todas las facilidades para identificar al
probable responsable;

VIII. A recibir en forma gratuita copia simple de su de-
nuncia o querella ratificada debidamente o copia certifi-
cada cuando la solicite;

IX. A coadyuvar con el Ministerio Público en la inte-
gración de la averiguación y en el desarrollo del proce-
so;

X. A comparecer ante el Ministerio Público para poner
a su disposición todos los datos conducentes a acreditar
los requisitos necesarios para el ejercicio de la acción
penal, o los presupuestos necesarios para la imposición
de una pena y la determinación del monto del daño y de
su reparación, y a que el Ministerio Público integre di-
chos datos a la averiguación;
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XI. A tener acceso al expediente para informarse sobre
el estado y avance de la investigación del delito;

XII. A que se le preste la atención médica de urgencia
cuando lo requieran;

XIII. A que se realicen el reconocimiento o diligencia de
identificación o confrontación en un lugar en el que no
puedan ser vistos o identificados por el probable res-
ponsable. En los casos de delitos que por su naturaleza
así lo exijan, o en los que la víctima sea menor de edad,
el Ministerio Público o el Juez de oficio deberán acor-
dar que la diligencia de confronta o identificación se
efectúe en un lugar donde no puedan ser vistos o identi-
ficados por el probable responsable;

XV. A que el Ministerio Público solicite la debida repa-
ración de los daños y perjuicios ocasionados por el de-
lito y a que se les satisfaga cuando ésta proceda;

XVI. A ser restituidos en sus derechos cuando éstos es-
tén acreditados;

XVII. A impugnar las determinaciones de no ejercicio
de la acción penal, de reserva o de desistimiento;

XVIII. A ser informados claramente del significado y la
trascendencia jurídica del perdón, en el caso de que des-
een otorgarlo, y

XIX. Los demás que la Ley señale.

Artículo 10. (Información a la víctima u ofendido de sus
derechos)

El Ministerio Público y el juzgador, en las respectivas eta-
pas del procedimiento, informarán a la víctima o al ofendi-
do sobre sus derechos, cuando ellos realicen la denuncia o
tengan intervención en el proceso. Asimismo, dictarán de
oficio las medidas necesarias para la atención y protección
de los legítimos intereses y derechos de la víctima u ofen-
dido y sus derechohabientes, escuchando sus pretensiones
y, en su caso, restituyéndoles en el ejercicio de los derechos
y el disfrute de los bienes afectados por el delito, conforme
a las previsiones de la ley. Igualmente, cuidarán de que
cuenten con asesoría jurídica adecuada, así como atención
médica de urgencia cuando lo requieran.

Artículo 11. (Discrepancias entre la víctima u ofendido
y su asesor legal)

Cuando surjan discrepancias entre el ofendido o la víctima
y su asesor legal, prevalecerá la decisión del ofendido, o de
la víctima, en su caso, a no ser que exista mandamiento le-
gal expreso en otro sentido.

CAPÍTULO II
EL INCULPADO, IMPUTADO O ACUSADO

Artículo 12 (Concepto de inculpado)

Tiene carácter genérico de inculpado o denunciado la per-
sona a quien se le imputa la comisión de un delito, ya sea
como autor o como partícipe. El inculpado es sujeto del
procedimiento durante la etapa de investigación del delito.

Se entenderá como acusado a la persona que el Ministerio
Público señale como probable responsable de un hecho que
la ley señala como delito, desde el acto de acusación que
realice el Ministerio Público al Juez de control.

Artículo 13. (Derechos y garantías del inculpado)

El inculpado tendrá, durante la etapa de investigación y el
proceso, los siguientes derechos y garantías:

I. Ser informado desde el momento de su detención o
comparecencia voluntaria ante el Ministerio Público o
el Juez, de los derechos que le otorga la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos;

II. Ser informado de la naturaleza y causa de la acusa-
ción en su contra, así como del nombre del denunciante
o querellante;

III. Declarar o abstenerse de hacerlo, si así lo desea; en
caso de declarar, lo hará asistido por su defensor y el
Ministerio Público ordenará que sea examinado por los
médicos legistas antes y después de su declaración;

IV. Que se le haga saber que todo lo que diga podrá ser
usado en su contra;

V. A llamar, desde el momento mismo de su detención,
a un abogado. Si no quiere o no puede nombrar defen-
sor después de haber sido requerido para hacerlo, la au-



toridad le designará desde luego un defensor de oficio,
en los términos de este Código;

VI. Ser asistido por su defensor cuando declare, y que
aquél comparezca en todos los actos de desahogo de
pruebas;

VII. Ser asistido por un perito, cuando se acredite la ne-
cesidad de la medida. Cuando el inculpado fuere un in-
dígena o extranjero, que no hable o no entienda sufi-
cientemente el idioma español, se le designará un
intérprete que le hará saber los derechos a que se refie-
re este artículo.

Si se tratare de un extranjero, la detención se comunica-
rá de inmediato a la representación diplomática o con-
sular que corresponda;

VIII. No ser en ningún momento incomunicado, intimi-
dado o torturado. El inculpado podrá comunicarse con
las personas que solicite, utilizando el teléfono o cual-
quier otro medio de que se disponga, para permitir su lo-
calización;

IX. Que se le presuma inocente mientras no se declare
su culpabilidad mediante sentencia emitida por el juez;

X. Que le sean facilitados los datos que solicite para su
defensa y que consten en autos;

XI. Que se le reciban los testigos y las demás pruebas
que ofrezca, las cuales serán tomadas en cuenta para
dictar la resolución que corresponda;

XII. Que se le conceda, inmediatamente que lo solicite,
la libertad provisional bajo caución si procede, en los
términos previstos por este Código;

XIII. Ser careado con los testigos que depongan en su
contra, los que declararán en su presencia si estuviesen
en el lugar del juicio, para que pueda hacerles todas las
preguntas conducentes a su defensa;

XIV. Ser juzgado en audiencia pública por un juez o tri-
bunal, con excepción de los casos que determine leste
Código, por razones de seguridad, protección de las víc-
timas, testigos y menores, cuando se ponga en riesgo la
revelación de datos legalmente protegidos, o cuando el
tribunal estime que existen razones fundadas para justi-
ficarlo, y 

XV. Los demás que señale la Ley.

CAPITULO III
EL MINISTERIO PÚBLICO Y LA POLICÍA

Artículo 14. (Funciones del ministerio público y de la
policía)

Compete al Ministerio Público y a la policía certificada la
investigación de los delitos y de la responsabilidad de sus
autores o partícipes. En el ejercicio de la función investi-
gadora que le atribuye el artículo 21 constitucional, la po-
licía actuará siempre bajo la conducción y mando del Mi-
nisterio Público.

Asimismo, corresponde al Ministerio Público el ejercicio
de la acción penal ante los tribunales, sin perjuicio de que
también los particulares podrán hacerlo en los casos y con
los requisitos que determine este Código. Para el ejercicio
de la acción penal el Ministerio Público podrá aplicar cri-
terios de oportunidad, en los supuestos y condiciones pre-
vistos en los artículos 171 y 172 de este Código.

Corresponde también al Ministerio Público participar en el
proceso penal, para sostener la acción penal ante los tribu-
nales, de acuerdo con las disposiciones legales aplicables y
ejercer la acción civil cuando le haya sido delegada por la
víctima u ofendido.

Artículo 15. (Atribuciones del ministerio público en la
etapa de investigación de los delitos)

En la etapa de investigación de los delitos corresponde al
Ministerio Público:

I. Recibir las denuncias y querellas que le presenten en
forma oral o escrita sobre los hechos que pueden cons-
tituir delito;

II. Iniciar la investigación correspondiente cuando así
proceda; realizar u ordenar la recolección de indicios y
pruebas que deberán ser aportados al juicio y que sean
suficientes para lograr la plena responsabilidad penal de
los inculpados, así como investigar los datos aportados
por el imputado o acusado y los solicitados por la de-
fensa cuando sean posibles y razonables;

III. Conducir la actuación de la policía en la realización
de la función investigadora y ordenarle la práctica de los
actos conducentes a la acreditación de los datos que es-
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tablezcan que se ha cometido un hecho que la ley seña-
la como delito y que exista la probabilidad de que el in-
diciado lo cometió o participó en su comisión;

IV. Recabar los elementos necesarios que determinen el
daño causado por el delito y la cuantificación del mismo
para los efectos de su reparación;

V. Acordar la detención o retención de los indiciados
cuando así proceda según el Artículo 16 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos;

VI. Conceder, cuando proceda, la libertad provisional
bajo caución al indiciado;

VII. Solicitar a la autoridad jurisdiccional las medidas
precautorias de arraigo del indiciado, o de aseguramien-
to o embargo de bienes, que resulten indispensables pa-
ra el esclarecimiento de los hechos, así como las órde-
nes de cateo que procedan, si se cumplen con los
requisitos que señala el Artículo 16 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos;

VIII. Promover el procedimiento de extinción de domi-
nio de aquellos bienes que se encuentren en los supues-
tos señalados por el Artículo 22 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, recabando el
material probatorio que será utilizado en dichos casos;

IX. Dictar todas las medidas y providencias necesarias
para proporcionar seguridad y auxilio a las víctimas del
delito;

X. Asegurar o restituir al ofendido en sus derechos en
los términos de este Código;

XI. Determinar la reserva de la investigación previa, el no
ejercicio o desistimiento de la acción penal cuando así
proceda legalmente, debiendo en estos casos notificar al
denunciante o querellante sobre dicha resolución, para los
efectos de los derechos que a ellos corresponda;

XII. Aplicar, cuando sea estrictamente necesario, crite-
rios de oportunidad para el ejercicio de la acción penal
en los supuestos y condiciones que establezca este Có-
digo;

XIII. Promover la conciliación de las partes, así como la
aplicación de otros mecanismos de solución del conflic-

to que ha sido objeto de la denuncia o querella, en los
casos previstos por la ley;

XIV. Vigilar que en toda investigación de los delitos se
cumpla estrictamente con los derechos y garantías fun-
damentales reconocidos en la Constitución Política y en
instrumentos jurídicos internacionales ratificados por
México, y

XV. Las demás que señalen la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y las leyes aplicables.

Artículo 16. (Facultades del Ministerio Público en el
ejercicio de la acción penal)

En el ejercicio de la acción penal, corresponde al Ministe-
rio Público:

I. Promover la iniciación del proceso o fase del juicio a
través del ejercicio de la acción penal y darle segui-
miento hasta la sentencia definitiva;

II. Solicitar que el imputado que se encuentra detenido
y ha sido puesto a disposición del juez sea vinculado a
proceso, o solicitar las órdenes de aprehensión o de
comparecencia que correspondan;

III. Solicitar las órdenes de cateo que sean necesarias;

IV. Poner a los detenidos a disposición de la autoridad
competente conforme a las previsiones constitucionales
aplicables;

V. Solicitar ante la autoridad jurisdiccional las medidas
precautorias que constitucionalmente procedan;

VI. Ofrecer y aportar las pruebas que serán objeto de
discusión y valoración en el juicio, conducentes a com-
probar el hecho antijurídico y la culpabilidad del sujeto,
como presupuestos necesarios para la imposición de la
pena y la reparación del daño;

VII. Formular los argumentos, conclusiones, pretensiones
y alegatos en los términos señalados por este Código y, en
su caso, solicitar la imposición de las penas o medidas de
seguridad y la reparación del daño que procedan;

VIII. Dictar, o solicitar al Juez, las medidas de protec-
ción de las víctimas y ofendidos que correspondan para



garantizar la integridad física y psicológica de las mis-
mas;

IX. Solicitar al órgano jurisdiccional el sobreseimiento
cuando proceda;

X. Interponer los medios de impugnación que la ley
concede y expresar los motivos de inconformidad co-
rrespondientes, y

XI. En general, hacer todas las promociones que sean
conducentes a la terminación de los procesos.

Artículo 17. (Funciones del Ministerio Público y de
otros elementos que requieren autorización del Juez de
Control)

Requieren de autorización previa del Juez de Control, las
siguientes actuaciones del Ministerio Público:

I. La aplicación de medidas precautorias de arraigo del
indiciado, o de aseguramiento o embargo de bienes, que
resulten indispensables para el esclarecimiento de los
hechos, la protección o garantía de los intereses de la
víctima y que constitucionalmente procedan;

II. Las órdenes de cateo que procedan, si se cumplen
con los requisitos que señala el artículo 16 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

III. La solicitud de órdenes de aprehensión o de compa-
recencia que correspondan, y

IV. Las demás que señalen las leyes aplicables.

Artículo 18. (Fundamentación y motivación de los actos
del Ministerio Público)

El Ministerio Público deberá fundar y motivar sus determi-
naciones, requerimientos, peticiones y conclusiones.

Artículo 19. (Funciones de la policía de investigación)

La policía de investigación actuará siempre bajo la con-
ducción y el control del Ministerio Público, de conformi-
dad con lo dispuesto por el Artículo 21 de la Constitución
Federal; por lo que, las diligencias que desarrolle las hará
de acuerdo con las instrucciones del Ministerio Público y
se practicarán exclusivamente para los fines de esclarecer
los hechos que constituyen el objeto de la investigación;

asimismo, llevará a cabo las citaciones, notificaciones y
presentaciones que aquél le ordene.

La policía de investigación también ejecutará, bajo el con-
trol del Ministerio Público, las órdenes de aprehensión, de
comparecencia, de cateo y demás mandamientos que le or-
dene la autoridad judicial.

Artículo 20. (Funciones de la policía que requieren au-
torización del ministerio público)

Los policías requerirán de autorización previa y expresa
del Ministerio Público que dirija la investigación y, por en-
de, deberán actuar bajo su control, cuando se trate de fun-
ciones de investigación que tengan que ver con los si-
guientes casos:

I. Cuando sea necesario realizar búsqueda selectiva en
las bases de datos, que implique el acceso a información
confidencial, referida a la persona imputada o inclusive
a la obtención de datos derivados del análisis cruzado de
las mismas;

II. Cuando exista la necesidad de inspección corporal,
por tener el Ministerio Público motivos fundados para
creer que dentro del cuerpo de la persona imputada exis-
ten elementos materiales probatorios y evidencia física
necesarios para la investigación. En esa inspección se
designará a persona del mismo sexo y se observará toda
clase de consideraciones compatibles con los derechos
humanos.

III. Casos de registro personal, cuando el Ministerio Pú-
blico tenga motivos fundados para inferir que alguna
persona relacionada con la investigación que se realiza
está en posesión de elementos materiales probatorios y
evidencia física. En esta inspección igualmente se de-
signará a persona del mismo sexo y se observarán toda
clase de consideraciones compatibles con los derechos
humanos; si se tratare de persona imputada, deberá es-
tar asistido por su defensor.

IV. En caso de vigilancia de un domicilio, cuando el
Ministerio Público tuviere motivos fundados para infe-
rir que dicho domicilio se utiliza para almacenar narcó-
ticos o precursores químicos, o para ocultar explosivos,
armas, municiones, sustancias para producirlos y, en ge-
neral, los instrumentos de comisión de un delito o los
bienes y efectos provenientes de su ejecución; en cuyo
caso, el Ministerio Público ordenará a la policía vigilar

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 29 de marzo de 2011199



Año II, Segundo Periodo, 29 de marzo de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados200

esos lugares y las cosas, con el fin de conseguir infor-
mación útil para la investigación. Si en el lapso máximo
de un año no se obtuviere resultado alguno, se cancela-
rá la orden de vigilancia, sin perjuicio de que vuelva a
expedirse, si surgieren nuevos motivos.

En la ejecución de la vigilancia se empleará cualquier
medio idóneo, siempre y cuando no se afecte la expec-
tativa razonable de intimidad de la persona imputada o
de terceros.

V. En casos de entregas vigiladas de objetos cuya pose-
sión, transporte, enajenación, compra, alquiler o simple
detentación se encuentren prohibidas, sobre todo tratán-
dose de armas, explosivos, municiones, moneda falsifi-
cada o narcóticos, cuando el Ministerio Público tuviere
motivos fundados para creer que la persona imputada
dirige o interviene en alguna de esas conductas, o cuan-
do sea informado por agente encubierto o de confianza
de la existencia de una actividad criminal continua.

VI. En casos de utilización de agentes encubiertos,
cuando el Ministerio Público tuviere motivos fundados
para inferir que la persona imputada en la investigación
continúa desarrollando una actividad delictiva, siempre
que resulte indispensable para el éxito de la investiga-
ción.

Artículo 21. (Funciones de la policía de investigación
que no requieren autorización previa del Ministerio Pú-
blico)

Los agentes de policía que hayan sido certificados en la
función de investigación podrán, sin que requieran autori-
zación previa del Ministerio Público, ejercer las siguientes
actuaciones las cuales, sin embargo siempre deberá comu-
nicar luego de realizarlas al Ministerio Público, con el fin
de que este ejerza el control constitucional de sus actos y
asuma la conducción de la investigación:

I. Recibir denuncias, querellas o informes de los cuales
se infiera la posible comisión de un delito, siempre que
se trate de casos de urgencia, debiendo sin demora ha-
cerlo del conocimiento del Ministerio Público para los
efectos procedentes;

II. Preservar la escena del delito, delimitando las áreas y
solicitar el apoyo a los servicios periciales (peritos y
médicos forenses);

III. Practicar las medidas inmediatas orientadas a la
identificación de los autores y partícipes del delito;

IV. Trasladar a la víctima para la práctica de examen
médico legal cuando sea necesario y lo determinen los
reglamentos, previa consulta del Ministerio Público;

V. Entrevistar a las personas que pudieran aportar algún
dato o elemento para la investigación; Si en una entre-
vista una persona reconoce su participación en un hecho
delictivo tendrá la obligación inmediata de hacerle saber
su derecho a guardar silencio y su derecho a consultar
con abogado. Lo que el sujeto haya dicho en la entre-
vista no podrá ser introducido en la audiencia de juicio,
sin embargo si podrá ser utilizado para continuar las in-
vestigaciones. Los investigadores estarán obligados a
probar que se les leyó los derechos al imputado. Si se
prueban malos tratos la información carecerá de valor
probatorio.

VI. Inspeccionar el lugar donde se cometió el delito u
otros vinculados, cuando se les permita el acceso por el
legitimado para ello u obtenga una autorización legal;

VII. Buscar y cotejar datos registrados en archivos
magnéticos u otros similares de información de acceso
público;

VIII. Cuidar que los rastros e instrumentos del delito se-
an conservados, protegiéndolos hasta la determinación
que el Ministerio Público dicte sobre un posible asegu-
ramiento de los mismos;

IX. Preservar los documentos y todo elemento material
que pueda servir a la investigación, cuando le esté per-
mitido;

X. Hacer constar el estado de las personas, cosas y lu-
gares, mediante inspecciones, planos, fotografías, video
filmaciones, y demás operaciones que requiera la inves-
tigación;

XI. Recabar los datos que sirvan para la identificación
del probable responsable, observando los límites esta-
blecidos por este Código;

XII. Reunir toda la información de urgencia que pueda
ser útil al Ministerio Público;



XIII. Vigilar y dar seguimiento de personas en lugares
públicos hasta por 48 horas, cuando el Ministerio Públi-
co tuviere motivos fundados para inferir que la persona
pudiere conducirlo a conseguir información útil para la
investigación; en caso de que requiera más tiempo lo so-
licitará al Ministerio Público, quien podrá otorgarle
otras 48 horas prorrogables hasta tres meses;

Si en el lapso de ese tiempo no se obtuviere resultados,
se cancelará la orden de vigilancia, sin perjuicio de que
posteriormente vuelva a expedirse, si se tuvieren nuevos
motivos para ello.

En la ejecución de la vigilancia, se empleará cualquier
medio técnico aconsejable. En consecuencia, se podrán
tomar fotografías, filmar videos y, en general, realizar
todas las actividades relacionadas que permitan recau-
dar información relevante a fin de identificar o indivi-
dualizar los autores o partícipes, las personas que lo fre-
cuentan, los lugares adonde asiste y aspectos similares,
cuidando de no afectar la expectativa razonable de la in-
timidad del indiciado o imputado o de terceros:

La información que se obtenga no podrá ser utilizada
para fines distintos a los de la investigación. Cuando
concluya la investigación, el material que no guarde re-
lación con los hechos investigados deberá destruirse de-
jando constancia en el expediente respectivo; y

XIV. Las demás necesarias para la protección de la in-
vestigación que no impliquen actos de molestia.

Artículo 22. (Certificación del policía y registro en el
Sistema Nacional de Seguridad Pública)

Para que un agente de la policía, perteneciente a las insti-
tuciones de seguridad pública o del Ministerio Publico,
pueda desarrollar funciones de investigación de delitos, de-
berá estar debidamente certificada para ello y registrada en
el Sistema Nacional de Seguridad Pública. Para tal efecto
deberá cumplir con lo señalado en la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Publica.

La certificación es el procedimiento que garantiza que una
persona tiene los conocimientos y habilidades necesarias
para desarrollar la función de investigación, de conformi-
dad con los principios citados en el artículo anterior.

Artículo 23. (Auxiliares del Ministerio Público)

Serán auxiliares del Ministerio Público las autoridades de
procuración de justicia y de seguridad pública, federales o
del orden común, conforme a las atribuciones que les co-
rresponda; por lo que, ellas deberán brindarle la colabora-
ción que aquél les soliciten en el ejercicio de sus faculta-
des.

Igualmente, tendrán la misma obligación los particulares
que sean legítimamente requeridos para auxiliar al Minis-
terio Público en el esclarecimiento de los hechos y la de-
terminación de sus autores o partícipes.

Artículo 24. (Objetividad y deber de lealtad de los ór-
ganos investigadores)

El agente del Ministerio Público y de la policía investiga-
dora certificada deben obrar durante los procedimientos
penales con lealtad para el imputado y su defensor, para el
ofendido y para los demás intervinientes en el proceso.

La lealtad comprende: a) el deber de información veraz so-
bre la investigación cumplida y los conocimientos alcanza-
dos, y b) el deber de no ocultar a los intervinientes ele-
mento alguno que pudiera resultar favorable para la
posición que ellos asumen, sobre todo cuando ha resuelto
no incorporar alguno de esos elementos al proceso. Por en-
de, y para la protección a los inocentes, la investigación de-
be ser objetiva y referirse tanto a los elementos de cargo
como de descargo, procurando recoger con urgencia los
elementos de convicción y actuando en todo momento con-
forme a un criterio objetivo, con el fin de determinar, in-
cluso, el no ejercicio de la acción penal o el sobreseimien-
to. Igualmente, en la Audiencia de debate del juicio puede
concluir requiriendo la absolución o una condena más leve
que aquélla que sugiere la acusación, cuando en esa au-
diencia surjan elementos que conduzcan a esa conclusión,
de conformidad con las leyes penales.

En la etapa de investigación, el imputado o su defensor po-
drán requerir al Ministerio Público medidas para verificar
la inexistencia de un hecho punible o la existencia de cir-
cunstancias que excluyan el delito o atenúen la punibilidad
o su culpabilidad.

El Ministerio Público o el policía investigador que no en-
treguen los elementos de defensa que tienen directamente a
su cargo y que generen el impedimento de acción penal se-
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rán personalmente responsables de los daños causados a la
persona que está siendo procesada.

Artículo 25. (Impedimentos, excusas y recusaciones)

Los agentes del Ministerio Público y los agentes de la po-
licía certificados deben excusarse de conocer los asuntos
en que intervenga, cuando exista cualquiera de las causas
de impedimento establecidos respecto de los jueces, salvo
que el agente del Ministerio Público hubiese intervenido en
otro procedimiento seguido en contra del imputado. La ex-
cusa será resuelta, en definitiva y sin demora, por el Pro-
curador General de la República o el servidor público en
quien él delegue esta facultad. Si los agentes del Ministe-
rio Público o de la policía no se excusan a pesar de tener
algún impedimento, el ofendido, el inculpado o su defensor
podrán recusarlos con expresión de causa ante la misma
autoridad competente, quien oyendo al agente recusado de-
terminará si éste debe o no continuar interviniendo en el
asunto de que se trate.

CAPÍTULO IV
DEL DEFENSOR

Artículo 26. (Designación de defensores particulares)

El inculpado tendrá derecho a designar al defensor particu-
lar que estime conveniente, así como de revocarle la desig-
nación y sustituirlo libremente. Los defensores particulares
designados deberán manifestar si aceptan o no el cargo y,
en caso afirmativo, protestar su leal desempeño.

Sólo podrán ser defensores los abogados autorizados por
las leyes respectivas para ejercer la profesión. Lo mismo se
exigirá a los demás abogados que intervengan como acusa-
dores particulares o representantes de las partes en el proce-
so. Para tal efecto, deberán consignar, en los escritos en que
figuren, la dependencia oficial que los avala y el número de
registro de la cédula correspondiente. Sus gestiones no se
atenderán mientras no se cumpla con ese requisito.

Cuando el inculpado designe a varios defensores, señalará
cuál de ellos llevará la representación en cada acto proce-
sal; si no lo hace, la autoridad competente lo designará.

Artículo 27. (Defensor común)

Los inculpados en un mismo proceso penal podrán desig-
nar a un defensor común, siempre y cuando no existan in-
tereses contrapuestos entre ellos.

Artículo 28. (Nombramiento del defensor de oficio)

Cuando el inculpado asuma su propia defensa o designe
para que lo defienda a una persona que no tenga cédula
profesional de licenciado en derecho o autorización de pa-
sante conforme a la ley que reglamente el ejercicio de las
profesiones, el Ministerio Público o el Juzgador, en su ca-
so, le nombrarán un defensor de oficio que lleve la repre-
sentación común de la defensa.

Artículo 29. (Permanencia y renuncia del defensor)

El defensor designado en la averiguación previa o en la de-
claración preparatoria seguirá teniendo tal carácter en to-
das las instancias del proceso, mientras no se haga nuevo
nombramiento.

En caso de que el defensor particular renuncie al cargo o el
inculpado le revoque el nombramiento sin designar a otro,
la autoridad correspondiente le designará de inmediato al
defensor de oficio, en los términos de este Código. El de-
fensor que renuncia no podrá abandonar la defensa mien-
tras su reemplazante no intervenga. No se podrá renunciar
durante las audiencias ni una vez notificado del señala-
miento de ellas.

Si el defensor, sin causa justificada, abandona la defensa o
deja al imputado sin asistencia técnica, se nombrará uno
público y aquel no podrá ser nombrado nuevamente, sin
menoscabo de la sanción que por ese hecho prevea la ley
penal.

La decisión se comunicará al imputado, y se le instruirá so-
bre su derecho de designar otro defensor. Cuando el aban-
dono ocurra antes de iniciarse el juicio, podrá aplazarse su
comienzo, por un plazo razonable para la adecuada prepara-
ción de la defensa, considerando la complejidad del caso, las
circunstancias del abandono, las posibilidades de aplaza-
miento y el fundamento de la solicitud del nuevo defensor.

Si el defensor designado por el inculpado no acepta o no se
encuentra presente antes de iniciar la primera diligencia, el
Ministerio Público o el juzgador, en su caso, le nombrarán
uno de oficio, que entrará de inmediato al desempeño de su
función, en tanto aquél comparece y acepta el cargo.

Artículo 30. (Impedimento para ser defensor)

No se admitirá la intervención de un defensor en las dili-
gencias, cuando él haya sido testigo del hecho o cuando



fuere coimputado de su defendido, sentenciado por el mis-
mo hecho o imputado de encubrimiento de ese mismo he-
cho concreto. En estos casos el imputado podrá designar
nuevo defensor. Y si no existiere otro defensor o el impu-
tado no ejerciere su facultad para nombrarlo, se le designa-
rá uno de oficio.

Artículo 31. (Derechos del defensor)

Son derechos del defensor:

I. Consultar el material probatorio tanto en la etapa de la
investigación del delito como durante el proceso, obte-
ner las copias y certificaciones que solicite sobre dicho
material;

II. Comunicarse directa y personalmente con el inculpa-
do, en todo momento, y que dichas comunicaciones con
el inculpado no sean interceptadas, y

III. Los demás que señalen las leyes.

Artículo 32. (Obligaciones del defensor)

Son obligaciones del defensor:

I. Asesorar al inculpado sobre la naturaleza y las conse-
cuencias jurídicas de los hechos que se le imputan;

II. Estar presente e intervenir en la etapa de investiga-
ción, desde la formulación de la denuncia o la quere-
lla respectiva, y en todas las audiencias ante el juez de
control y ante el juez del proceso, desde el auto de
vinculación a proceso, conforme a la naturaleza de las
correspondientes diligencias;

III. Ofrecer y aportar las pruebas necesarias para la de-
fensa del inculpado;

IV. Hacer valer aquellas circunstancias que en el proce-
so favorezcan la defensa del inculpado;

V. Formular las conclusiones en los términos y plazos
previstos en este Código;

VI. Interponer los medios de impugnación necesarios
para la defensa del inculpado;

VII. Promover todos aquellos actos procesales que sean
necesarios para el desarrollo normal del proceso y el
pronunciamiento de la sentencia, y 

VIII. Los demás que señalen las leyes.

Sólo con autorización expresa del inculpado podrá el de-
fensor desistirse de los recursos y de las pruebas ofrecidas.

Artículo 33. (Incumplimiento del defensor a sus obliga-
ciones)

Cuando la autoridad correspondiente notare que el defen-
sor incumple alguna de las obligaciones señaladas en el ar-
tículo anterior, podrá imponerle una medida de apremio o,
en su caso, denunciarlo al Ministerio Público. Si el defen-
sor fuere de oficio, la autoridad deberá, además, poner en
conocimiento de los hechos al superior de aquél, señalán-
dole el incumplimiento en que el defensor hubiere incurri-
do.

Lo anterior, sin menoscabo del derecho que pueda corres-
ponder al inculpado para denunciar o reclamar la responsa-
bilidad que, en su caso, resulte al defensor.

Artículo 34. (Discrepancias entre el inculpado y su de-
fensor)

La intervención del defensor no menoscaba el derecho del
imputado de intervenir a formular peticiones y hacer ob-
servaciones por sí mismo. Y, cuando surjan discrepancias
entre el inculpado y su defensor, prevalecerá la decisión del
inculpado, a no ser que exista mandamiento legal expreso
en otro sentido.

Las disposiciones establecidas en el presente capítulo se
aplicarán también para el profesionista que represente o
asesore jurídicamente a la víctima u ofendido, ya sea abo-
gado particular o designado por el estado.

CAPÍTULO V
EL JUZGADOR

Artículo 35. (Competencia de los órganos jurisdicciona-
les)

Es facultad propia y exclusiva de la autoridad judicial local
la imposición de las penas, su modificación y duración, por
los delitos del orden común que se cometan en el territorio
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de su jurisdicción. En materia penal la jurisdicción corres-
ponde a los órganos jurisdiccionales del Estado instituidos
conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y a la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal.
La competencia en esta materia es improrrogable e irre-
nunciable, sin perjuicio de lo dispuesto por otras disposi-
ciones de este Código.

Corresponderá a los órganos jurisdiccionales del Estado
Federal conocer de los delitos del orden federal, atendien-
do a la pretensión planteada por el Ministerio Público en el
ejercicio de la acción penal. En consecuencia, a ellos co-
rresponde resolver, con sujeción a las disposiciones de es-
te Código, así como del Código Penal y demás leyes apli-
cables, sobre la existencia o no del delito y sobre la
culpabilidad penal o no de los acusados, así como aplicar
las penas y demás consecuencias que la ley previene. Asi-
mismo, decidirán lo conducente acerca de la reparación de
los daños y perjuicios causados por el delito, según las dis-
posiciones legales aplicables.

Al dictar sus sentencias, los órganos jurisdiccionales toma-
rán en cuenta la naturaleza y características del hecho pu-
nible y la intervención que en este tuvieron los inculpados,
así como las exigencias de justicia en el caso concreto y la
protección y satisfacción de los legítimos intereses y dere-
chos del ofendido o la víctima; para ello, se ajustarán tam-
bién a las reglas de individualización previstas en el Códi-
go Penal. Sólo tendrá validez la sentencia dictada por juez
competente.

Artículo 36. (Órganos jurisdiccionales)

Para los efectos de este Código, la jurisdicción en materia
penal comprende a las siguientes funciones de los órganos
jurisdiccionales:

I. Jueces de control, que tendrán las siguientes atribu-
ciones: 

a. Resolver las solicitudes del Ministerio Público so-
bre medidas cautelares, providencias precautorias y
técnicas de investigación de la autoridad, que requie-
ran control judicial, garantizando los derechos de los
indiciados, de las víctimas u ofendidos y de la socie-
dad en su conjunto;

b. Resolver sobre las órdenes de aprehensión, reten-
ciones y autos de vinculación a proceso.

II. Jueces de juicio oral, que establecerán substanciaran
los juicios de conformidad con lo establecido en el pro-
ceso penal acusatorio hasta la sentencia penal.

III. Jueces de ejecución de sentencias, que serán los en-
cargados de velar la ejecución de la sentencia, en tiem-
po, forma y lugar.

La autoridad administrativa organizará al sistema peniten-
ciario sobre la base del trabajo, la capacitación para el mis-
mo, la educación y la salud como medios para lograr la
reinserción del sentenciado a la sociedad y procurar que no
vuelva a delinquir, observando los beneficios que para él
prevé la ley.

Artículo 37. (Competencia por razón del territorio)

Los órganos jurisdiccionales del Estado serán competentes
para conocer de los delitos del orden federal que se come-
tan en el territorio de su jurisdicción.

Artículo 38. (Competencia por conexidad)

En el caso de concurso de delitos, los procesos se acumu-
larán y los jueces locales serán competentes para conocer
de ellos, salvo que se trate de delitos federales que tengan
conexidad con delitos del fuero común.

En casos de acumulación que un mismo juez conozca de
los procesos, ello no excluye que las actuaciones puedan
registrarse por separado, o que el debate se celebre en au-
diencias públicas sucesivas y continuas, si es conveniente
para el desarrollo del proceso y no se afecta el derecho de
defensa.

Artículo 39. (Competencia por razones de seguridad)

También será competente para conocer de un asunto, un
juez local distinto al del lugar de comisión del delito, si por
razones de seguridad en las prisiones, atendiendo a las ca-
racterísticas del hecho imputado, a las circunstancias per-
sonales del inculpado y a otras que impidan garantizar el
desarrollo adecuado del proceso, el Ministerio Público
considera necesario llevar el ejercicio de la acción penal
ante otro juez. Lo anterior es igualmente aplicable para los
casos en que, por las mismas razones, la autoridad judicial
de oficio, o a petición de parte, estime necesario trasladar a
un procesado a algún centro de reclusión de máxima segu-
ridad, en los que será competente el tribunal del lugar en
que se ubica dicho centro.



Artículo 40. (Competencia provisional)

Cuando el Ministerio Público hubiese ejercitado la acción
penal con detenido ante juez incompetente, y por las cir-
cunstancias del caso fuese imposible el inmediato traslado
de aquel ante el que sea competente, el tribunal que recibió
la consignación realizará los actos que sea debido desarro-
llar en el cumplimiento de garantías previstas en el artícu-
lo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos hasta el auto de vinculación a proceso, inclusive
las decisiones sobre libertad por detención irregular y li-
bertad provisional, dictará aquél auto y pondrá el proceso y
al procesado a disposición de quien deba conocer en defi-
nitiva.

Será válido lo actuado por el juez incompetente en los tér-
minos de este artículo.

Artículo 41. (Declaración de incompetencia)

Salvo lo previsto en el artículo anterior, el juzgador estará
facultado para declararse de oficio incompetente para co-
nocer de determinado asunto y ordenar su remisión al juz-
gador que considere competente, en cualquier momento
del proceso.

Las partes podrán promover las cuestiones de competencia
por medio de la declinatoria o de la inhibitoria.

Artículo 42. (Conflictos de competencia)

Los problemas de competencia entre dos o más juzgadores
federales se resolverán en los términos de la Ley Orgánica
del Poder Judicial de la Federación.

Ningún órgano jurisdiccional puede promover competen-
cia a favor de su superior en grado.

Artículo 43. (Excusas y recusaciones)

Los magistrados, los jueces y los secretarios federales de-
ben excusarse de conocer de los asuntos en que interven-
gan, cuando concurra alguna de las causas de impedimen-
to que señala la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación.

Si alguno de ellos no se excusa, a pesar de tener algún im-
pedimento, las partes podrán recusarlo con expresión de
causa.

CAPÍTULO VI
DE LA GARANTÍA DE ACCESO
IGUALITARIO A LA JUSTICIA

Artículo 44 (Del Acceso Igualitario a la Justicia)

Toda persona tiene derecho a acceder a la justicia en con-
diciones de igualdad, independientemente de su origen ét-
nico, nacional, género, edad, discapacidades, condición so-
cial o económica, de salud, religión, opiniones,
preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra.

Para garantizar el acceso igualitario a la justicia el Poder
Judicial de la Federación dispondrá de personal capacitado
para tal fin que brinden un servicio de calidad, y deberá
asegurar a la población al menos: 

I. La promoción efectiva de sus derechos;

II. Orientación o asesoría jurídica para hacer efectivos
sus derechos;

III. La posibilidad efectiva de que puedan reclamar sus
derechos mediante el ejercicio de las acciones que pre-
vén las Leyes ante los órganos de procuración y admi-
nistración de Justicia, y

IV. La defensa jurídica para obtener las restituciones o
reparaciones en el goce de los mismos.

Los mecanismos alternativos de solución de controversias,
estarán a disposición de la población para alcanzar la reso-
lución de los conflictos, así como las demás disposiciones
aplicables y para restaurar las relaciones sociales preexis-
tentes antes de que se violentaran los derechos de las par-
tes.

Artículo 45. (De los servicios mínimos que se deberán
garantizar al imputado y a la víctima u ofendido)

El imputado tendrá derecho a escoger a un defensor de ofi-
cio, de los que en ese momento se encuentren disponibles,
independientemente de que en el transcurso del proceso és-
te decida cambiar, se deberá presentar al imputado al me-
nos tres opciones para que escoja.

El Defensor de Oficio deberá al menos brindar los siguien-
tes servicios al imputado:

I. Una defensa de calidad;
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II. Tener reuniones periódicas para explicar al imputado
el sentido de la acusación, la estrategia de defensa, el
avance en el proceso y de los medios alternativos que
pueden beneficiarle;

III. Investigación que este encaminada a generar ele-
mentos de descarga frente a la acusación;

IV. Realizar pruebas periciales que le favorezcan;

V. Promover 

VI. Confirmar la información presentada por el Agente
del Ministerio Público de la Federación, cuando exista
sospecha de irregularidades o de veracidad en las prue-
bas;

VII. Solicitar información a entidades del Gobierno Fe-
deral o Estatal exponiendo la relación con el asunto que
se investiga, y

VIII. Las demás que favorezcan a la defensa del impu-
tado.

En los casos en que el defensor público determine de forma
conjunta la presentación de recursos en contra la sentencia
final en la causa penal, sea en primera o segunda instancia,
éste deberá tener una reunión en la que al menos interven-
drán el imputado, el defensor de oficio de la causa y el nue-
vo defensor de oficio que estará a cargo del siguiente proce-
dimiento para que en forma conjunta se determine la nueva
estrategia de defensa. De esta reunión se deberá dejar cons-
tancia, de la que se le entregará una copia al imputado y al
defensor de la causa y la original será para el nuevo defen-
sor de oficio. Los contenidos en la constancia de la reunión
serán de carácter confidencial por el hecho de contener la es-
trategia de defensa, cualquier omisión de los defensores pú-
blicos tendrá consecuencias administrativas, independiente-
mente de las penales, y se deberán cubrir los daños
ocasionados al sentenciado por dicho acto.

La víctima u ofendido deberá contar con asistencia jurídi-
ca proporcionada por el estado, cuando no la pueda pagar
que cuando menos le garantice:

I. La promoción efectiva de sus derechos.

II. Orientación o asesoría jurídica para hacer efectivos
sus derechos;

III. La posibilidad efectiva de que puedan reclamar sus
derechos mediante el ejercicio de las acciones que pre-
vén las Leyes ante los órganos de procuración y admi-
nistración de Justicia, y otros de naturaleza administra-
tiva que emiten resoluciones jurisdiccionales.

IV. La defensa jurídica para obtener las restituciones o
reparaciones en el goce de los mismos, en los términos
del presente Código y de la Constitución Federal.

V. La representación jurídica en los procedimientos que
lleve ante el Ministerio Público o el Juez, hasta que se
le repare el daño y, en su caso, se le otorgue la indemni-
zación correspondiente.

LIBRO SEGUNDO
DE LA INVESTIGACIÓN DEL DELITO

TÍTULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I
CRITERIOS QUE RIGEN LA INVESTIGACIÓN

Artículo 46. (Finalidad de la investigación)

La investigación tiene por objeto el esclarecimiento de
los hechos que la ley señala como delito, para determinar
si se dan los motivos y fundamentos necesarios para el
ejercicio de la acción penal y, en su caso, para iniciar el
juicio penal en contra de una o más personas.

En la investigación de los delitos el Ministerio Público y
los agentes de la policía certificados deberán también tener
como finalidad, además de procurar que el culpable no
quede impune, que no se culpe a quien es inocente del he-
cho que se investiga.

En la etapa de investigación, el imputado o su defensor po-
drán requerir al Ministerio Público aplicar las medidas con-
ducentes a verificar la no existencia del hecho punible, o la
existencia de circunstancias que excluyan o atenúen ese he-
cho, la culpabilidad del sujeto a la punibilidad del delito.

Artículo 47. (Etapa de la investigación)

La etapa de la investigación comprende desde que la auto-
ridad tiene conocimiento que se ha cometido o se va a co-
meter un delito hasta que se ejerce la acusación penal con-
tra quienes lo cometieron o participaron en su comisión.



En dicha etapa el Ministerio Público recolectará los ele-
mentos probatorios que le permitirán determinar si hay o
no fundamento para acusar y, en su caso, abrir un juicio pe-
nal contra una o más personas. El esclarecimiento de los
hechos a cargo de la autoridad investigadora consistirá, por
ello, en reconstruir lo que sucedió a partir de la recolección
objetiva, imparcial y legalmente permitida de elementos,
indicios, informaciones y pericias técnicas, que permitan el
ejercicio de la acción penal en sus diversas modalidades.

Artículo 48- (Conducción de la investigación)

La investigación de los delitos estará a cargo del Ministe-
rio Público y de la policía, la que en todo caso actuará ba-
jo la conducción y mando de aquel. Asimismo, en el ejer-
cicio de esta función el Ministerio Público podrá auxiliarse
de los cuerpos de seguridad pública del Estado. Cuando se
trate de los casos de delitos en que se permite la acción de
particulares, la investigación policíaca sólo se hará con or-
den expresa de jueces y tribunales.

Artículo 49. (Principios que rigen la investigación)

Las autoridades encargadas de desarrollar la investigación
de los delitos se regirán por los principios de legalidad, ob-
jetividad, eficiencia, profesionalismo, imparcialidad, honra-
dez y respeto a los derechos humanos reconocidos en la
Constitución.

Para garantizar los principios de legalidad y de objetividad
de la investigación, sobre todo cuando se trata de medidas
precautorias o de actos de molestia, se observarán los si-
guientes criterios:

a) Los agentes del Ministerio Público y de la policía de-
bidamente certificados que realicen actos de investiga-
ción deberán fundar y motivar sus resoluciones. La mo-
tivación es la explicación lógica de la vinculación entre
la hipótesis normativa y los elementos o indicios de que
se disponen para ordenar el acto de molestia;

b) El acto de molestia deberá ser proporcional entre lo
que se busca lograr y los medios o instrumentos que uti-
liza para lograr el fin legal que se propone;

c) Además, los órganos investigadores deberán actuar
de manera razonable cuando realicen actos de molestia
en la esfera de las personas.

CAPÍTULO II
INICIACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN

Artículo 50. (Formas de inicio de la investigación)

La investigación de los delitos podrá iniciarse por la de-
nuncia o querella que reciba el Ministerio Público, en
forma oral o por escrito, de un hecho que puede consti-
tuir delito en los términos del Código Penal. La Policía
sólo podrá recibir denuncias sobre hechos que pueden
constituir delitos, cuando por las circunstancias del caso
aquellas no puedan formularse directamente ante el Mi-
nisterio Público; en estos casos la Policía informará de
inmediato a aquél acerca de las mismas y de las diligen-
cias que hubiese practicado, pudiendo continuar la in-
vestigación pero siempre bajo la conducción y control
del Ministerio Público.

Artículo 51. (Iniciación por denuncia)

Una vez recibida la denuncia por un hecho que puede ser
constitutivo de delito, el Ministerio Público deberá proce-
der de oficio a la investigación de los mismos. La investi-
gación no podrá iniciarse de oficio cuando se trate de deli-
tos en los que solamente se pueda proceder por querella, o
cuando la ley exija algún requisito previo, si éste no se ha
llenado.

Artículo 52. (Deber de denunciar)

Toda persona que tenga conocimiento de la comisión de
hechos posiblemente delictuosos que deben perseguirse de
oficio, está obligada a denunciarlos ante el Ministerio Pú-
blico, trasmitiéndole todos los datos que tuviere; y sólo en
caso de urgencia, podrá hacerlo ante la autoridad más pró-
xima, la que sin demora lo hará del conocimiento del Mi-
nisterio Público. Si dicha autoridad que conozca de la co-
misión de un delito que deba investigarse de oficio tuviere
competencia para ello, iniciará sin tardanza la investiga-
ción; en caso contrario, pondrá inmediatamente el hecho en
conocimiento de la autoridad competente.

En todo caso la denuncia deja de ser obligatoria si razona-
blemente la persona arriesga la persecución penal propia,
del cónyuge, conviviente o pariente dentro del tercer grado
de consanguinidad o por adopción, o segundo de afinidad,
o cuando los hechos fueron conocidos bajo secreto profe-
sional.
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Artículo 53. (Obligación del servidor público a denun-
ciar)

El servidor público que, con motivo y en el ejercicio de sus
funciones, tenga conocimiento de la probable comisión de
un delito perseguible de oficio, deberá denunciarlo sin de-
mora.

Si la persecución depende de la manifestación que corres-
ponda a alguna autoridad, lo pondrá en conocimiento de su
superior jerárquico, para que éste lo haga saber a la autori-
dad que deba formular la querella o el acto equivalente a
ésta.

Incurrirá en responsabilidad el servidor público que no
cumpla con lo previsto en el párrafo anterior.

Artículo 54. (Forma y contenido de la denuncia)

La denuncia podrá formularse verbalmente o por escrito y
deberá contener la identificación del denunciante, su domi-
cilio, la narración circunstanciada del hecho, la indicación
de quienes lo habrían cometido o habrían participado en su
comisión, y de las personas que lo hayan presenciado o que
tengan noticia de él, todo en cuanto le constare al denun-
ciante. Si la denuncia es escrita, será firmada por el denun-
ciante; y si es verbal, se levantará un acta en presencia del
denunciante, quien la firmará junto con el servidor público
que la reciba; si el denunciante no pudiere firmar, lo hará
un tercero a su ruego. En ambos casos se requerirá que el
denunciante proteste producirse con verdad.

Artículo 55. (Iniciación por querella o acto equivalente)

Cuando para la persecución de un delito se requiera quere-
lla u otro acto equivalente, antes de iniciar la investigación
el Ministerio Público determinará si se ha formulado la
querella o satisfecho el requisito de procedibilidad equiva-
lente. La querella consiste en la manifestación expresa o tá-
cita de voluntad de la víctima u ofendido del delito, de que
es su deseo que se lleve a cabo la investigación del hecho
presumiblemente delictuoso y, en su caso, se ejerza la ac-
ción penal en contra de quien lo cometió o participó en su
comisión, cuando la persecución dependa de esta instancia
de parte. El Código Penal o la Ley penal especial, serán los
que señalen qué delitos se perseguirán por querella o por
un acto equivalente.

Cuando el requisito de procedibilidad consista en la decla-
ración de una autoridad, cualquiera que sea el nombre de

dicha declaración, el Ministerio Público solicitará a aqué-
lla, por escrito, que le haga conocer en la misma forma la
determinación que adopte sobre el particular, misma que
deberá constar en el expediente.

Artículo 56. (Querella por representante legal o por po-
der)

Cuando se trate de menores de dieciséis años de edad o de
incapaces, la querella se presentará por quien ejerza la pa-
tria potestad o la tutela o, a falta de éstos, por los hermanos
mayores de dieciséis años o por sus legítimos representan-
tes. En caso de discrepancia entre el menor ofendido y sus
representantes legítimos sobre si debe presentarse la quere-
lla, decidirá la Procuraduría de la Defensa del Menor o Ins-
tituto similar, la que también podrá formular la querella en
representación de menores o incapaces cuando éstos carez-
can de representantes legales y, en todo caso, tratándose de
delitos cometidos por los propios representantes.

Para la presentación de la denuncia no se requiere apode-
rado. Pero la querella puede ser formulada por el ofendido,
por sus representantes legales o por mandatario. La quere-
lla formulada en representación de personas físicas o jurí-
dicas colectivas se admitirá cuando el apoderado tenga po-
der especial para formularla, sin que sean necesarios en
este segundo caso acuerdo o calificación del consejo de ad-
ministración o de la asamblea de socios o accionistas, po-
der especial para el caso determinado, ni instrucciones con-
cretas del mandante.

Artículo 57. (Forma y contenido de la querella)

La querella también podrá formularse verbalmente o por
escrito. En este último caso, se requerirá que sea ratificada
por el que la formule, quien proporcionará los datos que se
considere oportuno solicitar. En ambos casos se requerirá
que el querellante proteste producirse con verdad y se hará
constar el nombre completo de él, quien pondrá su firma o
huella digital y su domicilio.

El servidor público que reciba la denuncia, querella o re-
querimiento por escrito, deberá asegurarse de la identidad
de aquél, así como de la identidad y legitimación de la au-
toridad que cubra el requisito de procedibilidad, y de la au-
tenticidad de los documentos en que aparezca formulada la
querella y en los que se apoyen ésta, el acto equivalente o
la denuncia.



Las denuncias y querellas se limitarán a describir los he-
chos, sin calificarlos ni clasificarlos legalmente, y se harán
observando los requisitos exigidos para el ejercicio del de-
recho de petición. El funcionario que las reciba explicará a
quien las formule el alcance del acto que realizan, así co-
mo las sanciones aplicables a quienes se producen con fal-
sedad.

Artículo 58. (Publicación de la denuncia o querella)

Cuando alguna persona haga publicar la denuncia o quere-
lla, estará obligada a publicar también a su costa y en la
misma forma utilizada para esa publicación, el acuerdo con
el que concluya la averiguación previa o investigación del
delito, si así lo solicita quien en su contra se hubiesen for-
mulado la denuncia o querella, sin perjuicio de la respon-
sabilidad en que aquélla hubiese incurrido.

TÍTULO SEGUNDO
DESARROLLO DE LA INVESTIGACIÓN

CAPÍTULO I
DIRECCIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 

POR EL MINISTERIO PÚBLICO 
Y LA ACTUACIÓN DE LA POLICÍA

Artículo 59. (Objeto de la investigación de los delitos)

La investigación tiene por objeto el esclarecimiento de los
hechos que la ley señala como delito y se inicia desde que
la autoridad ministerial tiene conocimiento de su comisión
hasta que el Ministerio Público ejerce la acusación penal
contra quienes lo cometieron o participaron en su comisión
(los probables responsables). Corresponde al Ministerio
Público desarrollar la investigación de los delitos y, con el
apoyo directo de la policía y de los servicios periciales,
reunir los elementos de prueba que servirán de base a la
acusación, en los términos previstos por los artículos 46 a
56 y los siguientes de este Capítulo.

Artículo 60. (Medidas inmediatas y criterios de actua-
ción en la investigación)

Inmediatamente que el Ministerio Público tenga conoci-
miento, por denuncia o querella, de la probable existencia
de un delito, dictará todas las medidas y providencias ne-
cesarias para:

I. Proporcionar seguridad y auxilio a las víctimas;

II. Impedir que se pierdan, destruyan o alteren las hue-
llas o vestigios del hecho delictuoso, los instrumentos o
cosas objeto o efectos del mismo;

III. Determinar qué personas fueron testigos;

IV. Evitar que el delito se siga cometiendo, y

V. En general, impedir que se dificulte la investigación,
procediendo a la detención de los probables responsa-
bles en los casos de flagrante delito.

Para los efectos del párrafo anterior el Ministerio Público
procederá a integrar el expediente correspondiente, que
contendrá toda la información recibida, las actuaciones, las
entrevistas de testigos, los resultados de los policías, los
documentos que no requieran asegurarse en caja fuerte, las
constancias de citación, las resoluciones en las que se au-
torizan por parte del juez de control actos de investigación
o de prueba y las notificaciones 

El Ministerio Público también asentará todas las observa-
ciones que acerca de las características del autor o partícipe
hubiere recogido, ya sea en el momento de cometer el deli-
to, ya durante la detención del probable responsable, o bien
durante la práctica de las diligencias en que hubiere inter-
venido, incluyendo el grupo étnico indígena al que pertene-
ce, en su caso. Si la investigación se realiza en contra de al-
guna persona que no habla o no entiende suficientemente el
idioma español, se le nombrará un traductor desde el primer
día de su detención, quien deberá asistirla en todos los ac-
tos procedimentales sucesivos en los que debe intervenir el
inculpado y en la correcta comunicación que haya de tener
con su defensor. El juez de control, en su caso, de oficio o
a petición de parte, verificará que perdure ese canal de co-
municación; y si lo estimare prudente, podrá nombrar a un
traductor que mejore dicha comunicación.

El Ministerio Público deberá dejar constancia de las actua-
ciones que realice tan pronto tengan lugar, utilizando al efec-
to cualquier medio que permita garantizar la fidelidad e in-
tegridad de la información, así como el acceso a ella por
quienes, de acuerdo a la ley, tuvieren derecho a exigirlo. Asi-
mismo, llevará un registro en el que consten los acuerdos
que dicte, así como los documentos relacionados con la in-
vestigación.
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Artículo 61. (Policía certificada en la investigación)

Los agentes de policía que hayan sido certificados para
ejercer funciones de investigación actuarán, en el ejercicio
de esa función, bajo la conducción y el mando directo del
Ministerio Público, de conformidad con lo dispuesto por el
artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Artículo 62. (Dirección funcional de las investigaciones)

En el ejercicio de la función de conducir o dirigir funcional-
mente la investigación de los delitos por parte del Ministerio
Público, los policías deberán acatar las órdenes que aquel les
señale y le informarán sobre los avances y resultados de las
investigaciones que aquél les indique realizar para el escla-
recimiento de los hechos.

La dirección funcional que el Ministerio Público ejerce so-
bre la policía comprende tanto la dirección jurídica como la
técnico operativa de la investigación. a) La dirección jurídi-
ca implica la obtención de los elementos de prueba que de-
terminen la existencia del hecho que la ley señala como de-
lito y la probable participación del inculpado en su
comisión, conforme a las exigencias del tipo penal del deli-
to de que se trata. b) La dirección técnico operativa consis-
te en determinar y supervisar las acciones, pericias o cual-
quier otra diligencia que se requieran para establecer la
existencia del hecho delictivo y la probable participación
del inculpado en su comisión, así como la manera en que se
desarrollan los operativos policiales, siendo las acciones
táctico-operativas responsabilidad del mando policial, el
que en todo caso deberá consultar con el Ministerio Públi-
co los elementos jurídicos y constitucionales involucrados.

Para ello, si el Ministerio Público lo considera necesario,
podrá convocar a los policías, peritos y demás aéreas re-
queridas, a una reunión de planeación de la investigación
de conformidad con el artículo 67 del presente Código.

Artículo 63. (Obligación de obedecer al Ministerio Pú-
blico)

La dirección funcional del Ministerio Público sobre el po-
licía asignado al caso es independiente de la dirección je-
rárquica que ejerce el mando policial. Por lo que, bajo nin-
guna circunstancia será excusa la orden del mando
jerárquico para no acatar las instrucciones legales del Mi-
nisterio Público. El policía investigador que desobedezca

la orden del Ministerio Público en ejercicio de esta función
será sancionado en los términos de las leyes administrati-
vas y penales aplicables.

Artículo 64. (Obligación de notificar al Ministerio Pú-
blico)

Cuando la policía tenga conocimiento de la existencia o
probable comisión de un hecho que la ley señale como de-
lito deberá notificarlo inmediatamente al Ministerio Públi-
co, para que éste ejerza sus atribuciones constitucionales. A
partir de ese momento la policía deberá estar bajo la direc-
ción funcional del Ministerio Público en la investigación,
sin embargo debe realizar los actos inmediatos y urgentes
aun cuando no haya recibido directriz del Ministerio Públi-
co.

Cuando un agente de policía sea informado de la comisión
de un delito, se trasladará inmediatamente al lugar de los
hechos para comprobar su probable existencia y, en su ca-
so, preservar la escena del delito. Y, dependiendo de la gra-
vedad del hecho y de las necesidades de la intervención mi-
nisterial, lo informará al Ministerio Público, el cual les
podrá ordenar a los agentes de policía certificados que rea-
licen las primeras diligencias, pudiendo trasladarse perso-
nalmente a la escena del delito para conducir la investiga-
ción.

Artículo 65. (Obligación de cooperar con el Ministerio
Público)

Toda persona que haya tenido conocimiento de los hechos
sujetos a investigación deberá colaborar con el Ministerio
Publico en la aclaración de los mismos, salvo las excep-
ciones previstas en este código.

Artículo 66. (Facultad de citación del Ministerio Públi-
co)

El Ministerio Público que inicie una investigación podrá
citar, para que declaren sobre los hechos que se averigüen,
a las personas que por cualquier concepto participen en
ellos o aparezca que tienen datos sobre los mismos. En el
acta se hará constar quién mencionó a la persona que haya
de citarse, o por qué motivo el funcionario que practica las
diligencias estimó conveniente hacer la citación.



CAPÍTULO II
DEL PLAN DE INVESTIGACIÓN

Artículo 67 (Plan de investigación)

Una vez que el Ministerio Público tenga noticia de la co-
misión de un delito, dependiendo de sus características, a
criterio del Ministerio Público, deberá tener una reunión de
coordinación con los policías certificados que ejerzan fun-
ciones de investigación, así como con los peritos que sean
necesarios para fijar el plan a desarrollar que contemple las
acciones necesarias, para obtener los datos que establezcan
que se ha cometido un hecho delictivo, determinar quiénes
lo cometieron o participaron en su comisión, así como es-
tablecer las circunstancias de lugar, tiempo, modo u oca-
sión en que el hecho fue cometido.

Este plan deberá contener los siguientes elementos:

a) La determinación de los objetivos de la investigación;

b) Las hipótesis delictivas que en torno al caso se esta-
blezcan;

c) El análisis y la estrategia básica de investigación y las
medidas de protección de las víctimas y ofendidos;

d) El control de riesgo y el manejo de la crisis;

e) El control de manejo de información;

f) Los criterios para evaluar la información;

g) La periodicidad de las reuniones del grupo en las fa-
ses críticas y para la continuación de las investigacio-
nes;

h) La división de tareas y los procedimientos de control.

Artículo 68. (Personal mínimo del plan de investiga-
ción)

El personal mínimo que debe participar para la elaboración
del plan serán los Agentes del Ministerio Público y policía
de investigación asignados, dependiendo de la naturaleza y
características del caso.

Si el caso lo requiere, habrá representantes de la Unidad de
Investigación Financiera, que igualmente deberán actuar
bajo la conducción del Ministerio Público responsable;

En caso de ser necesaria su intervención, también el man-
do policial responsable del operativo.

Artículo 69. (Actuaciones en caso de desobediencia po-
licial)

Cuando un agente de la policía no acate las instrucciones
del Ministerio Público, éste podrá continuar las investiga-
ciones por sí mismo o encomendar la continuación de las
mismas a otras policías, sean federales, locales o munici-
pales, con independencia de las sanciones a que haya lugar
para el policía desobediente.

En caso de que el Ministerio Público encomienda la conti-
nuación de la investigación a otras policías, hará la corres-
pondiente solicitud de colaboración a dichas autoridades.

Artículo 70. (Coordinación con otras autoridades)

El Ministerio Público y las instituciones policiales deberán
coordinarse entre sí y con otras instituciones que sean ne-
cesarias para desarrollar la investigación y, en su momen-
to, ejercer la acción penal, colaborando así a los fines de la
seguridad pública.

Artículo 71. (Grupos de tareas especiales)

Cuando por la particular complejidad de la investigación
sea necesario conformar un grupo de tareas especiales, el
Procurador General de la República o quien este designe
podrá autorizar al Ministerio Público responsable de con-
ducir la investigación que lo integre.

El grupo de tareas especiales se integrará con los agentes
del Ministerio Público y miembros de la policía que se re-
quieran, según el caso, quienes trabajarán de manera ex-
clusiva en el desarrollo del programa de investigación co-
rrespondiente.

Al grupo se podrá agregar miembros de las unidades de in-
vestigación financiera o grupos de inteligencia, si se re-
quiere.

En estos casos, el Ministerio Público, a partir de los ha-
llazgos reportados, deberá rendir periódicamente informes
sobre los avances de la investigación al Procurador Gene-
ral de la República.
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Artículo 72. (Observación de la actividad policial en la
investigación)

El Ministerio Público responsable de la investigación debe-
rá observar que la actuación de la policía se desarrolle con-
forme a los principios y garantías que establece la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Si al
examinar el informe de las labores realizadas por la policía
y los hallazgos obtenidos en la investigación, se determina
que las diligencias se han desarrollado con desconocimiento
de dichos principios y garantías constitucionales, el Ministe-
rio Público, bajo su más estricta responsabilidad, dispondrá
lo pertinente a los fines de la investigación, ordenará que
esas actuaciones se reorienten e informará a las autoridades
competentes de las irregularidades advertidas, para los
efectos legales procedentes

CAPÍTULO III
DE LA CADENA DE CUSTODIA

Artículo 73. (Aplicación de la cadena de custodia)

Con el fin de demostrar la autenticidad de los elementos
probatorios y la evidencia física, la cadena de custodia se
aplicará teniendo en cuenta los siguientes factores: identi-
dad, estado original, condiciones de recolección, preserva-
ción, embalaje y envío; lugares y fechas de permanencia y
los cambios que cada custodio haya realizado. Igualmente
se registrará el nombre y la identificación de todas las per-
sonas que hayan estado en contacto con esos elementos.

La cadena de custodia se iniciará en el lugar donde se des-
cubran, recauden o encuentren los elementos materiales
probatorios y la evidencia física, y finaliza por orden de au-
toridad competente.

Existirá un reglamento sobre lo relacionado con el diseño,
aplicación y control del sistema de cadena de custodia, de
acuerdo con los avances científicos, técnicos y artísticos.

Artículo 74. (Responsables de la cadena de custodia)

La aplicación de la cadena de custodia es responsabilidad
de los servidores públicos que entren en contacto con los
elementos materiales probatorios y la evidencia física. Los
particulares que por razón de su trabajo o por el cumpli-
mento de las funciones propias de su cargo, en especial el
personal de los servicios de salud que entren en contacto
con elementos materiales probatorios y la evidencia física,

son responsables por su recolección, preservación y entre-
ga a la autoridad correspondiente.

El servidor público que hubiere embalado y rotulado el ele-
mento material probatorio o la evidencia física, tendrá la
obligación de custodiarlo. Deberá trasladarlo al laboratorio
correspondiente, donde lo entregará en la oficialía de par-
tes o la que haga sus veces, bajo el recibo que figura en el
formato de cadena de custodia.

El servidor público de la oficialía de partes o la que haga
sus veces, sin pérdida de tiempo, bajo el recibo que figura
en el formato de cadena de custodia, entregará el contene-
dor al perito que corresponda según la especialidad.

Artículo 75. (Actuación del perito)

El perito que reciba el contenedor dejará constancia del es-
tado en que se encuentra y procederá a las investigaciones
y análisis del elemento material probatorio y evidencia fí-
sica, a la menor brevedad posible, de modo que su informe
pericial pueda ser oportunamente remitido al agente del
Ministerio Público encargado de la investigación.

Artículo 76. (Responsabilidad de los custodios)

Cada servidor público de los mencionados en los artículos
anteriores, será responsable de la custodia del contenedor y
del elemento material durante el tiempo que esté en su po-
der, de modo que no pueda ser destruido, suplantado, alte-
rado o deteriorado.

Artículo 77. (Macroelementos materiales probatorios)

Los objetos de gran tamaño, como naves, aeronaves, vehí-
culos automotores, máquinas, grúas y otros similares, des-
pués de ser examinados por peritos, para recoger elemen-
tos materiales probatorios y la evidencia física que se
hallen en ellos, se grabarán en videocinta o se fotografiarán
en su totalidad y, especialmente, se registrarán del mismo
modo los sitios en donde se hallaron huellas, rastros, micro
rastros o semejantes, marihuana, cocaína, armas, explosi-
vos o similares que puedan ser objeto o producto de delito.
Estas fotografías y vídeos sustituirán al elemento físico, se-
rán utilizados en su lugar, durante el juicio oral y público o
en cualquier otro momento del procedimiento; se embala-
rán y rotularán y se conservará una muestra representativa
suficiente para la elaboración de los dictámenes periciales
que hayan de producirse en la averiguación previa o en el
proceso, según el caso.



Salvo lo previsto en este Código en relación con las medi-
das cautelares sobre bienes susceptibles de comiso, o para
la extinción de dominio, o el pago de responsabilidad civil
por delito, los macroelementos materiales probatorios,
mencionados en este capítulo, después de que sean exami-
nados, fotografiados, grabados o filmados, serán devueltos
al propietario, poseedor o al tenedor legítimo según el ca-
so, previa demostración de la calidad invocada, siempre y
cuando no hayan sido medios eficaces para la comisión del
delito.

El Ministerio Publico, o en su defecto los funcionarios de
policía, deberán ordenar la destrucción de los materiales
explosivos en el lugar del hallazgo, cuando las condiciones
de seguridad lo exijan.

Artículo 78. (Remanentes)

Los remanentes del elemento material analizado serán
guardados en el almacén que en el laboratorio está destina-
do para ese fin. Al almacenarlo será previamente identifi-
cado de tal forma que, en cualquier otro momento, pueda
ser recuperado para nuevas investigaciones o análisis o pa-
ra su destrucción, cuando así lo disponga la autoridad judi-
cial competente.

Cuando se tratare de otra clase de elementos, como mone-
da, documentos manuscritos, mecanografiados o de cual-
quier otra clase, o partes donde constan números seriales y
otras semejantes, elaborado el informe pericial, continua-
rán bajo custodia.

Artículo 79. (Examen previo al recibo)

Toda persona que deba recibir un elemento material proba-
torio y evidencia física, antes de hacerlo, revisará el reci-
piente que lo contiene y dejará constancia del estado en que
se encuentre.

Artículo 80. (Identificación)

Toda persona que aparezca como embalador y rotulador, o
que entrega o recibe el contenedor de elemento material
probatorio y evidencia física, deberá identificarse con su
nombre completo y apellidos, el número de su cédula de
ciudadanía y el cargo que desempeña; lo que deberá cons-
tar en el formato de cadena de custodia.

Artículo 81. (Certificación)

La policía y los peritos certificarán la cadena de custodia.
La certificación es la afirmación de que el elemento halla-
do en el lugar, fecha y hora indicados en el rótulo, es el que
fue recogido por la policía y que ha llegado al laboratorio
y ha sido examinado por el perito o peritos. Además, que
en todo momento ha estado custodiado.

TÍTULO TERCERO
MEDIOS PROBATORIOS EN LA

ETAPA DE INVESTIGACIÓN

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 82. (Aplicabilidad de las reglas de este título)

Las reglas contenidas en el presente título serán aplicables
a los medios probatorios que tengan que practicarse en la
etapa de investigación de los delitos, pero también lo serán
en el proceso en todo lo que sea conducente, para los efec-
tos de sus respectivas resoluciones.

Las partes dispondrán de idénticas oportunidades para pre-
sentar o solicitar la práctica de pruebas que estimen favo-
rables a sus intereses, así como para contradecir las aduci-
das por el contrario. Quien proponga los medios de prueba
manifestará la finalidad que busca con ellos, relacionándo-
la con los puntos que pretende acreditar.

Artículo 83. (El Ministerio Público y los medios de
prueba)

Durante la investigación del delito, el Ministerio Público se
allegará de los medios de prueba adecuados para dar susten-
to al ejercicio o no de la acción penal, a las medidas cautela-
res, a la solicitud de orden de aprehensión y a la justificación
de técnicas de investigación, los que debe relacionar con los
puntos que pretende acreditar. Para ello, el Ministerio Públi-
co deberá recibir, incorporar y proveer todas las pruebas que
ofrezcan o aporten el ofendido o el indiciado. Además, en el
ejercicio de sus facultades obtendrá o incorporará aquellos
medios probatorios que los particulares no puedan por sí mis-
mos hacer. En el proceso, el Ministerio Público deberá pre-
sentar estos medios y probar sus pretensiones.
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Artículo 84. (Oficialidad de las pruebas)

Durante la etapa de investigación el Ministerio Público
practicará, de oficio o a petición de los interesados, las
pruebas conducentes al esclarecimiento de los hechos y de
la participación del inculpado en su comisión, así como las
que se requieran para resolver las demás cuestiones sujetas
al conocimiento de las autoridades investigadoras.

Artículo 85. (Objeto de la prueba)

Sólo serán objeto de prueba los hechos imputados, tanto
los constitutivos del delito y sus modalidades como los que
lo excluyen; las circunstancias que tienen que ver con las
exigencias típicas sobre la calidad de los sujetos o las ca-
racterísticas del objeto sobre el que recayó la conducta y el
monto de los daños y perjuicios causados al ofendido y a la
víctima, así como los datos a través de los cuales se puede
inferir la existencia o inexistencia de hechos y circunstan-
cias anteriores.

El derecho positivo vigente no requiere prueba, salvo que
se trate de derecho extranjero. Tampoco requieren prueba
los tratados internacionales aplicables en la República, así
como los hechos notorios y las costumbres observadas por
la generalidad de la población. Esta circunstancia es apli-
cable al proceso, donde el juzgador podrá invocarlos, aun-
que no hayan sido alegados por las partes.

Artículo 86. (Pruebas que se utilizan en procedimientos
previos al juicio)

Los elementos probatorios que presente el Ministerio Pú-
blico para sustentar la acción penal, las medidas cautelares,
la solicitud de orden de aprehensión, las medidas de los
elementos antes de juicio y la justificación de técnicas es-
peciales de investigación, serán consideradas pruebas para
acreditar la motivación de la determinación del Ministerio
Publico en estos casos, así como la motivación de la deci-
sión del juez de control en torno a las medidas cautelares y
otros actos de molestia solicitados por el Ministerio Públi-
co. Estos elementos deberán ser tomados en cuenta en ese
carácter por los jueces de amparo.

Estos elementos de prueba no podrán ser introducidos di-
rectamente en el debate; pero, según su naturaleza, deberán
ser reproducidos en el proceso penal para que tengan valor
probatorio en aquel. Para que esos elementos se consideren
prueba anticipada, deberán reunir los mismos requisitos
que este Código prevé para este tipo de prueba.

Artículo 87. (Legalidad de la prueba)

La admisión, preparación, desahogo y valoración de la
prueba, se ajustarán a los requisitos y procedimientos lega-
les establecidos.

Aquellos medios de prueba que se obtengan con infracción
de normas constitucionales o de prohibiciones consignadas
en la ley, carecerán de validez y, por tanto, no podrán ser
tomadas en cuenta por el juzgador para motivar las resolu-
ciones que corresponden a la etapa de investigación.

CAPÍTULO II
MEDIOS DE PRUEBA EN LA
ETAPA DE INVESTIGACIÓN 

Artículo 88. (Medios de prueba admisibles)

De acuerdo con los objetivos de la investigación y que al
Ministerio Público corresponde la carga de la prueba como
órgano acusador, se admitirá como medio de prueba todo
aquello que el propio Ministerio Público recabe o que se
ofrezca como tal por el ofendido o el imputado, siempre y
cuando haya sido legalmente obtenido y se refiera directa
o indirectamente al objeto de la investigación y sea condu-
cente al esclarecimiento de los hechos y de la participación
del inculpado y no sea contrario a la moral o al derecho, a
juicio del juez de control. Si el medio probatorio de que se
trata no reúne estas condiciones, se desechará por el juez
de control, el que, si lo estima necesario, podrá por algún
otro medio de prueba establecer su autenticidad.

Si el Ministerio Público, con motivo de sus funciones, tie-
ne conocimiento de pruebas obtenidas en contra de dere-
chos fundamentales, comunicará el hecho a su superior je-
rárquico para los efectos de la responsabilidad que
corresponda.

Si el juzgador tiene conocimiento de pruebas obtenidas ile-
galmente, dispondrá que se de vista al Ministerio Público
para los efectos correspondientes.

Artículo 89. (Declaración y Confesión del imputado)

El imputado podrá declarar ante el Ministerio Publico en
presencia de su abogado.

En estos casos, el Ministerio Público le hará saber al incul-
pado que tiene derecho a responder o a guardar silencio. El
inculpado tendrá el derecho de estar asistido por su defen-



sor en todos los interrogatorios que se le formulen. Cada
pregunta deberá ser formulada en términos claros y preci-
sos, procurando referirse a un solo hecho, salvo que se tra-
te de hechos complejos.

De todo lo ocurrido en la diligencia se dejará constancia en
el acta, la cual, previa lectura, será firmada por el servidor
público que haya desahogado la prueba, el secretario o los
testigos de asistencia y las demás personas que hubieren in-
tervenido. En los casos en que la autoridad lo estime nece-
sario, se escribirá en el acta cada pregunta y a continuación
la respuesta, con las palabras textuales que utilicen la auto-
ridad y el inculpado.

Si el imputado reconoce que ha tenido participación en el
hecho que se le imputa, el Ministerio Publico le hará saber
los beneficios procesales a que se hace acreedor y solicita-
ra una audiencia inmediata ante el juez de control la que se
realizara en las siguientes tres horas.

Frente al juez de control la confesión deberá cumplir con
los siguientes requisitos:

I. Que sea hecha sobre hechos propios por persona no
menor de dieciocho años, con plena conciencia y liber-
tad, sin coacción ni violencia física o moral;

II. Que sea hecha en presencia de su defensor y que el
inculpado esté debidamente enterado del procedimien-
to, y 

III. Que esté corroborada por otros datos probatorios
que la hagan verosímil, a juicio de la autoridad.

Artículo 90. (Inspección)

Será materia de la inspección todo aquello que pueda ser
directamente apreciado por la autoridad que conozca del
asunto. La inspección debe ser practicada invariablemente,
bajo pena de nulidad, con la asistencia del Ministerio Pú-
blico encargado de la investigación. Para su desahogo se fi-
jará día, hora y lugar, y se citará oportunamente a quienes
hayan de concurrir, los que podrán hacer las observaciones
que estimen convenientes.

Si el Ministerio Público lo considera necesario, se hará
acompañar de testigos y asistir de peritos que dictaminarán
según su competencia técnica. Cuando, por la complejidad
de la inspección, haya necesidad de preparar el desahogo
de ésta, el Ministerio Público podrán ordenar a alguno de

sus auxiliares que realice los trámites conducentes a prepa-
rar la materia de la diligencia, conforme a las normas apli-
cables.

Para la descripción de lo inspeccionado se emplearán, se-
gún el caso, dibujos, planos topográficos, fotografías ordi-
narias o métricas, moldeados o cualquier otro medio para
reproducir las cosas, haciéndose constar en el acta cuál o
cuáles de aquellos, en qué forma y con qué objeto se em-
plearon. La descripción se hará por escrito de todo lo que
no hubiere sido posible efectuar por los medios anteriores,
procurándose fijar con claridad los caracteres, señales o
vestigios que el delito dejare, el instrumento o medio que
probablemente se dejare, el instrumento o medio que pro-
bablemente se haya empleado y la forma en que se hubie-
re usado.

Al practicarse una inspección podrá interrogarse a las per-
sonas presentes, que puedan proporcionar algún dato útil
para el esclarecimiento de los hechos.

Artículo 91. (Reconstrucción de hechos)

La reconstrucción de hechos consiste en la reproducción,
tan exacta como sea posible, de sucesos relacionados con
la materia del procedimiento, y tendrá por objeto apreciar
las declaraciones que se hayan rendido, los dictámenes pe-
riciales formulados y los demás elementos de prueba. Se
podrá llevar a cabo, siempre que la naturaleza del delito y
las pruebas rendidas así lo exijan, a juicio del servidor pú-
blico que conozca del asunto, pudiéndose repetir la dili-
gencia cuantas veces sea necesario.

La reconstrucción deberá practicarse precisamente a la ho-
ra y en el lugar donde se cometió el delito, cuando estas
circunstancias tengan influencia en la determinación de los
hechos que se reconstruyan; en caso contrario, podrá efec-
tuarse en cualquier hora y lugar.

No se practicará la reconstrucción sin que hayan declarado
las personas que hubieren intervenido en los hechos o que
los hayan presenciado y deban tomar parte en ella. En el
caso a que se refiere la primera parte del párrafo anterior,
es necesario, además, que se haya llevado a cabo la simple
inspección del lugar.

En la reconstrucción estarán presentes, si fuera posible y
necesario, quienes declaren haber participado en los he-
chos delictivos y los que declaren como testigos presencia-
les. Cuando no asistiere alguno de los primeros, podrá co-
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misionarse a otra persona para que ocupe su lugar, salvo
que esa falta de asistencia haga inútil la práctica de la dili-
gencia, en cuyo caso se diferirá. Asimismo se citará a los
peritos que sean necesarios.

Cuando hubiere versiones distintas acerca de la forma en
que ocurrieron los hechos, se practicarán, si fueren condu-
centes al esclarecimiento de los mismos, las reconstruccio-
nes relativas a cada una de aquéllas; y, en caso de que sea
necesaria la intervención de peritos, éstos dictaminarán so-
bre cuál de las versiones puede acercarse a la verdad.

Artículo 92. (Dictamen pericial)

El dictamen consiste en la opinión calificada de quien puede
suministrar conocimientos especializados en asuntos corres-
pondientes a la materia del procedimiento, que no se hallen
al alcance de cualquier persona con mediana instrucción ni
sean del conocimiento de la autoridad en virtud de su for-
mación profesional. El dictamen de peritos se requerirá
cuando sea necesaria la aportación de dichos conocimientos
especiales para el esclarecimiento de hechos relevantes. Los
peritos deberán ser citados en la misma forma que los testi-
gos; reunirán, además, las propias condiciones de éstos y es-
tarán sujetos a iguales causas de impedimento, siendo prefe-
ridos los que hablen el idioma español.

Los peritos deberán tener título oficial en la ciencia o arte
a que se refiere el punto sobre el cual deben dictaminar, si
la profesión o arte están legalmente reglamentadas; en ca-
so contrario, podrá nombrarse a peritos prácticos. También
podrán ser nombrados peritos prácticos cuando no hubiere
titulados en el lugar en que se siga la instrucción. El dicta-
men de peritos prácticos será corroborado por peritos titu-
lados, cuando sea posible. Cuando el inculpado pertenezca
a un grupo étnico indígena, podrán ser peritos prácticos,
personas que pertenezcan a dicho grupo étnico indígena.

Los dictámenes de carácter médico se rendirán por médi-
cos legistas oficiales, sin perjuicio de que el juzgador dis-
ponga la intervención de otros facultativos. Los médicos de
hospitales públicos se tienen por nombrados como peritos.

Los peritos realizarán todas las operaciones y experimen-
tos que su ciencia, técnica, arte u oficio les sugieran, to-
mando en cuenta las características del punto sujeto a dic-
tamen, así como los recursos e instrumentos disponibles
para ello; emitirán por escrito su dictamen y lo ratificarán
personalmente. Los peritos oficiales sólo ratificarán su dic-
tamen cuando el Ministerio Público lo estime necesario.

El dictamen pericial comprenderá, en cuanto fuere posible:

a) La descripción de la persona, cosa o hecho examina-
dos, tal como hubieran sido hallados y observados;

b) Una relación detallada de las operaciones o experi-
mentos que se practicaron y de los resultados obtenidos;

c) Las conclusiones que formulen los peritos, conforme
a los principios de su ciencia, arte, técnica u oficio, con
sus correspondientes sustentos, y

d) La fecha en que se practicaron las operaciones o ex-
perimentos y se emitió el dictamen.

Artículo 93. (Testigos)

Toda persona que tenga conocimiento de los hechos objeto
de la investigación tiene el deber de declarar como testigo,
excepto en los casos determinados por la ley. La autoridad
dispondrá que declaren las personas que puedan aportar
testimonio en los términos de este precepto.

El Ministerio Público proveerá lo necesario para que com-
parezcan las personas cuyo testimonio se solicite, siempre
que se encuentren en el lugar del procedimiento. Si el tes-
tigo que se hallare dentro del ámbito de competencia terri-
torial del servidor público que practica la diligencia tuvie-
re imposibilidad física para presentarse ante él, éste podrá
trasladarse al lugar donde se encuentre el testigo para to-
marle su declaración. Cuando algún testigo tuviere que au-
sentarse de la localidad donde se practican las actuaciones,
se le podrá examinar desde luego, si fuere posible; en caso
contrario, se solicitará, motivada y fundadamente, el arrai-
go del testigo por el tiempo estrictamente indispensable pa-
ra que rinda su declaración, que no excederá de cinco días.
Si resultare que la solicitud fue infundida y por lo mismo
indebido el arraigo, el testigo podrá exigir el pago de daños
y perjuicios conforme a la ley.

No se obligará a declarar a:

a) Los ascendientes o descendientes consanguíneos o
por adopción, del inculpado.

b) El cónyuge, concubina o concubinario y parientes co-
laterales por consanguinidad del inculpado hasta el ter-
cer grado y por afinidad hasta el segundo, y



c) Los que estén ligados al inculpado por amor, respeto,
gratitud o estrecha amistad.

Si las personas mencionadas, con excepción de quienes de-
ban guardar secreto profesional, tuvieren voluntad de decla-
rar, se les recibirá testimonio sin necesidad de tomarles pro-
testa de decir verdad, haciéndose constar esta circunstancia.

La declaración del testigo en la etapa de investigación se
asentará con claridad, usando hasta donde sean posibles las
mismas palabras empleadas por él. Si éste quisiera dictar o
escribir su declaración, se le permitirá hacerlo. En todo ca-
so, el declarante deberá expresar la razón de su dicho, indi-
cando por qué y de qué manera sabe lo que ha declarado.
Concluida la diligencia se leerá al testigo su declaración o la
leerá él mismo si quiere, para que la ratifique o la enmiende,
y será firmada por el testigo y su legal acompañante si lo tu-
viere.

Los testigos que rindan declaración, deberán ser valorados
tanto en su coherencia interna como externa con base a las
evidencias materiales de circunstancias de tiempo, modo y
lugar por parte del Juez. Por ningún motivo podrá darse va-
lor probatorio a las declaraciones de testigos que le consten
los hechos por terceras personas o de oídas, estos testimo-
nios solo serán utilizados para dar contexto a los demás ele-
mentos probatorios aportados por el Ministerio Público o la
Defensa.

En casos que el Ministerio Público aporte testimonios de tes-
tigos colaborantes o protegidos, éste deberá acompañar en
cuadernillo abierto para el Juez y la Defensa todas las decla-
raciones que rindió ese testigo colaborante o protegido en
otros procesos, con la finalidad de evaluar la coherencia in-
terna de sus declaraciones.

Si de lo actuado apareciera que algún testigo se ha produ-
cido con falsedad, se mandará compulsar las constancias
conducentes y se dará vista al Ministerio Público para la in-
vestigación de esa conducta. Lo anterior no será motivo pa-
ra que se suspenda el procedimiento.

Artículo 94. (Identificación y confrontación)

Toda persona que identifique o se refiera a otra, lo hará de
un modo claro y preciso, mencionando, si le fuere posible,
el nombre, apellido, lugar de residencia, ocupación y de-
más circunstancias que puedan servir para identificarla;
cuando ésta sea señalada en forma espontánea y precisa, no
habrá lugar de confrontación.

El Ministerio Público procederá a la confrontación cuando
el que declare no pueda dar noticia exacta de la persona a
que se refiera, pero exprese que podrá reconocerla si le
presentare o asegurare conocer a una persona y haya moti-
vos para sospechar que no la conoce. Lo anterior tendrá por
objeto que el declarante reconozca a la persona sujeta a
identificación, entre varias otras con aspecto y característi-
cas semejantes, que se le presentarán para ese propósito.

Antes de la confrontación, el Ministerio Público interroga-
rá al declarante para que describa a la persona de que se
trata. Después del interrogatorio, se pondrá a la vista del
declarante, junto con otras personas de aspecto y caracte-
rísticas semejantes, a la que deba ser reconocida, quien ele-
girá el sitio en que quiera colocarse con relación a los que
lo acompañen. En presencia de ellas, el declarante mani-
festará si allí se encuentra la persona a que haya hecho re-
ferencia y, en caso afirmativo, la señalará clara y precisa-
mente, manifestando las diferencias o semejanzas que
tuviere entre el estado actual y el que tenía en la época a la
que se refirió en su declaración.

Cuando sea necesario reconocer a una persona que no es-
tuviere en la diligencia ni pudiera ser presentada, podrá re-
alizarse la identificación a través de fotografías dibujos u
otras imágenes, si éstos los hubiere a disposición de la au-
toridad que conozca del asunto. Las fotografías o dibujos
de personas se mostrarán, junto con otros relativos a per-
sonas con características semejantes, a quien debe efectuar
el reconocimiento, observándose en lo conducente las dis-
posiciones relativas a la confrontación.

Artículo 95. (Obligación de exhibir documentos)

Toda persona en cuyo poder se hallen cosas o documentos
que puedan servir de medio de prueba, tiene la obligación
de exhibirlos, cuando para ello sea requerida en forma por
el Ministerio Público durante la etapa de investigación, con
las salvedades que establezcan las leyes.

Cuando se niegue o ponga en duda la autenticidad de un
documento, podrá pedirse y decretarse el cotejo de letras y
firmas, que se practicará por peritos. El cotejo del docu-
mento impugnado se hará con documentos indubitables o
con lo que las partes de común acuerdo reconozcan como
tales, o con aquellos cuya letra o firma haya sido reconoci-
da judicialmente.

Se considerarán documentos públicos los expedidos por
servidores públicos en el ejercicio de las atribuciones que
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les confiere la ley y personas dotadas de fe pública, así co-
mo los expedidos en el extranjero conforme a la legislación
correspondiente del país en que fueron formulados y según
las reglas de reciprocidad. Documentos privados son aque-
llos que no reúnan las características mencionadas y debe-
rán ser reconocidos en su contenido y firma por la persona
a quien se le atribuyan.

Tendrán la obligación inexcusable de exhibir los medios de
prueba que puedan ser utilizados por el Ministerio Público
o Defensa como elementos de descarga al imputado o in-
vestigado, los funcionarios de la administración pública fe-
deral independientemente del órgano al que se encuentren
adscritos, cuando estén en conocimiento de la investiga-
ción o causa penal y los hechos les conste o sean propios.

Artículo 96. (Los indicios)

Los indicios son hechos conocidos de los que se infiere, ló-
gicamente, la existencia de los hechos que se pretende
acreditar. Para los efectos de las decisiones ministeriales, la
autoridad apreciará el valor de los indicios, atendiendo a la
naturaleza de los hechos y al enlace lógico y natural más o
menos necesario que existe entre la verdad conocida y la
que se busca.

Artículo 97. (Admisión de medios probatorios anticipa-
dos en el proceso)

Por lo que hace a los medios de prueba practicados duran-
te la etapa de investigación, que deban también desahogar-
se como prueba anticipadas en el proceso, el juzgador ana-
lizará si se practicaron con arreglo a este Código,
asimismo, observará si no quedan desvirtuados por las
pruebas que se presenten y desahoguen en el proceso; y, en
caso de negarles valor probatorio, expondrá los motivos y
las razones que le asisten.

Lo previsto en el párrafo anterior debe realizarse en el en-
tendido de que, para los efectos de la sentencia, sólo tendrá
valor probatorio aquello que haya sido ofrecido oportuna-
mente y desahogado en la audiencia del juicio. Lo que no
excluye que algunos de los medios de prueba desahogados
durante la investigación y que tuvieron como objeto sus-
tentar el ejercicio de la acción penal, en los términos de los
artículos anteriores, puedan ser admitidos en juicio por el
juez, sobre todo si, por su naturaleza o por las circunstan-
cias de los hechos que fueron objeto de investigación, era
necesaria su práctica.

En todo caso será la autoridad judicial la que determine si
se admite o no el medio de prueba desahogado previamen-
te por el Ministerio Público, aun cuando se trate de un me-
dio repetible, y será ella la que le dé el valor probatorio que
corresponde para los efectos de la sentencia.

En el caso de que la prueba anticipada haya sido video gra-
bada o estenografiada, al ser presentada durante la audien-
cia principal el juez podrá, de oficio o a petición de parte,
determinar que se obvie su lectura o reproducción, adu-
ciendo que las partes estuvieron presentes en el desahogo
de la diligencia o que la lectura o reproducción alargaría in-
necesariamente el desarrollo de la audiencia, siempre y
cuando no exista objeción fundada de alguna de las partes.

CAPÍTULO III
MEDIOS PROBATORIOS 

Y DILIGENCIAS ESPECIALES

Artículo 98 (Medios especiales de investigación)

Además de lo previsto en los dos capítulos anteriores, para
los efectos de acreditar los requisitos para el ejercicio de la
acción penal, el Ministerio Público gozará de la acción más
amplia para emplear los medios especiales de investiga-
ción que estime conducentes según su criterio, aunque no
sean de los que menciona la ley, siempre que estos medios
no sean contrarios a derecho.

Artículo 99 (Diligencias en caso de lesiones)

Cuando se trate de lesiones externas, éstas serán objeto de
inspección con asistencia de peritos médicos, quien las
describirá pormenorizadamente y emitirá su dictamen, des-
cribiéndolas clasificándolas en orden a su naturaleza, gra-
vedad, consecuencias y cualquier otra circunstancia atendi-
ble para ese fin.

En el caso de lesiones internas, envenenamiento u otra en-
fermedad proveniente del delito, además de cualesquiera
otras diligencias que resulten procedentes, se practicará
inspección haciéndose constar las manifestaciones exterio-
res que presentare la víctima y se recabará el dictamen pe-
ricial en que se expresarán los síntomas que presente, si
existen esas lesiones y si han sido producidas por una cau-
sa externa. En caso de no existir manifestaciones exterio-
res, se hará constar esta circunstancia, agregándose el dic-
tamen pericial.
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Artículo 100 (Diligencias en caso de homicidio)

Si se tratare de homicidio, además de otras diligencias que
sean procedentes, se practicará la inspección del cadáver,
describiéndosele minuciosamente y se recabará el dicta-
men de los peritos médicos, quienes practicarán la autopsia
y expresarán con minuciosidad el estado que guarde el ca-
dáver y las causas que originaron la muerte. Si hubiere si-
do sepultado, se procederá a exhumarlo. Solamente podrá
dejarse de practicar la autopsia cuando el Ministerio Públi-
co o el Juez, en su caso, estimen que no es necesaria.

Los cadáveres deberán ser siempre identificados por cual-
quier medio legal de prueba y, si esto no fuere posible, den-
tro de las doce horas siguientes a la que fueron recogidos,
se expondrán al público en el local destinado al efecto por
un plazo de veinticuatro horas a no ser que, según dictamen
médico, tal exposición ponga en peligro la salubridad gene-
ral. En caso de que los cadáveres no puedan ser identifica-
dos, deberán video grabarse o fotografiarse para llevar un re-
gistro. Cuando por cualquier circunstancia el rostro de los
cadáveres se encuentre desfigurado y se haga difícil identifi-
carlo, se hará su reconstitución, siempre que sea posible.

Si a pesar de haberse tomado las providencias que señala
este artículo no se logra la identificación del cadáver, se to-
marán fotografías del mismo agregándose un ejemplar a la
averiguación; se pondrán otros en los lugares públicos, jun-
tamente con todos los datos que puedan servir para que sea
reconocido; y se exhortará a todos los que hayan conocido
al occiso para que se presenten ante la autoridad exhortan-
te a declarar sobre la identidad de aquél.

Los vestidos se describirán minuciosamente en el expe-
diente y se conservarán en depósito seguro para que pue-
dan ser presentados a los testigos de identidad.

Los cadáveres, previa una minuciosa inspección y descrip-
ción hecha por el funcionario de policía judicial que prac-
tique las primeras diligencias y por un perito médico, po-
drán ser entregados por el Ministerio Público a quienes los
reclamen, debiendo manifestar éstos el lugar en que los ca-
dáveres quedarán depositados a disposición de la autoridad
competente y conducirlos al lugar destinado a la práctica
de la autopsia, cuando proceda. Si hubiere temor de que el
cadáver pueda ser ocultado o de que sufra alteraciones, no
será entregado en tanto no se practique la autopsia o se re-
suelva que ésta no es necesaria. La necropsia no requiere
ser repetida en el proceso.

Cuando el cadáver no se encuentre, o por otro motivo no se
haga la autopsia, bastará que los peritos, en vista de los da-
tos que obren en el expediente declaren que la muerte fue
resultado de las lesiones inferidas.

Artículo 101 (Diligencias en caso de aborto)

En los casos de aborto, además de las diligencias mencio-
nadas en el artículo anterior, así como de cualesquiera otras
que resulten pertinentes, los peritos médicos también reco-
nocerán a la madre, describirán las lesiones que presente y
dictaminarán sobre la causa del aborto. Expresarán la edad
de la víctima, si nació viable y todo aquello que pueda ser-
vir para fijar la naturaleza del delito.

Artículo 102 (Diligencias en caso de robo de fluidos)

Tratándose del delito de robo de fluidos, a que se refiere la
fracción II del artículo 368 del Código Penal Federal, cuan-
do, sin previo contrato con una empresa de energía eléctri-
ca, de gas, o de cualquier fluido, se encuentre conectada
una instalación particular a las tuberías o a las líneas de la
empresa respectiva, o a cualquier tubería o líneas particu-
lares conectadas a las tuberías o líneas de dicha empresa,
en la inspección que se practique, con asistencia de peritos
en la materia, se harán constar estas circunstancias y se re-
cabará el dictamen pericial que las describa y además pre-
cise la naturaleza del fluido de que se trate y cuantifique,
en lo posible, la cantidad de fluido que haya sido consumi-
do mediante la conexión de que se trate.

Para la comprobación de los delitos relacionados con la in-
dustria petrolera nacional y con el servicio público de
energía eléctrica previstos en los artículos 185, 253 frac-
ción I inciso i); 254 fracciones VII y VIII, 254 ter, 368 frac-
ciones II y III del Código Penal Federal, se presumirá la
propiedad federal, salvo prueba en contrario. Para acreditar
la propiedad federal, no se exigirá la presentación de fac-
tura o escritura pública o la inscripción en el registro pú-
blico.

Artículo 103 (Diligencias en caso de ataques a las vías
de comunicación)

Cuando tratándose del delito de ataques a las vías de co-
municación, no fuere posible practicar inspección porque,
para evitar perjuicios al servicio público, haya sido necesa-
rio repararlas inmediatamente, se practicará inspección de
las huellas u otros signos que constituyan posibles indicios

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 29 de marzo de 2011219



de la existencia del hecho incriminado y de la antigüedad y
extensión de la reparación, además de recabarse facturas u
otros documentos relativos a ella y cualesquiera otros me-
dios de prueba a los que se pueda tener acceso.

Artículo 104 (Diligencias en caso de falsificación de do-
cumentos)

Si el delito fuere de falsificación de documento, además de
la minuciosa descripción que se haga de éste, se deposita-
rá en lugar seguro haciendo que firmen sobre aquél, si fue-
re posible, las personas que depongan respecto de su false-
dad, y en caso contrario, se hará constar el motivo. Al
expediente se agregará una copia certificada del documen-
to argüido de falso y otra fotostática del mismo, si fuere ne-
cesario y posible.

Artículo 105 (Diligencias especiales en caso de delitos
fiscales y financieros)

Los requerimientos que formule el titular del Ministerio
Público o el servidor público en quien se delegue esta fa-
cultad, o la autoridad judicial en su caso, de información o
documentos relativos al sistema financiero, se harán direc-
tamente a las entidades que integran el sistema financiero,
dando aviso a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
a la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, o a la Co-
misión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro y del
Servicio de Administración Tributaria, según corresponda.
En estos casos, las entidades que integran el sistema finan-
ciero tendrán la obligación de proporcionar la información
o documentación que les sea requerida.

Los requerimientos de información o documentos de natu-
raleza fiscal se harán por conducto de la unidad adminis-
trativa de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público que
determine el titular de dicha Secretaría. Estos requerimien-
tos deberán ser contestados en un plazo máximo de 4 días.

La información y documentos así obtenidos sólo podrán
ser utilizados en la investigación y para efectos del proce-
so penal, debiéndose guardar la más estricta confidenciali-
dad. Al servidor público que quebrante la reserva de las ac-
tuaciones o proporcione copia de ellas o de los documentos
que obran en la averiguación, se le sujetará al procedi-
miento de responsabilidad administrativa y penal, según
corresponda.

TÍTULO CUARTO
MEDIDAS CAUTELARES 

EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 106 (Criterios generales para las medidas cau-
telares)

Las únicas medidas cautelares que se pueden adoptar en la
etapa de la investigación de los delitos son las que expre-
samente prevé este Código. Su finalidad es asegurar la efi-
cacia de la investigación, para que la obtención de las fuen-
tes de prueba se realice de manera regular, garantizar que
el inculpado no se sustraiga a la acción de la justicia, pro-
teger a personas y bienes. Estas mismas medidas pueden
ser aplicadas durante el proceso.

Nadie puede ser sometido a medida cautelar si no es por or-
den del juez competente y con los elementos que lo justifi-
quen en un auto motivado y fundado. Al determinar la me-
dida cautelar el juez tendrá en cuenta la idoneidad de cada
una de ellas en relación con la finalidad de la investigación,
según la naturaleza y gravedad del delito y el peligro de
evasión del indiciado u obstaculización de la justicia.

En ningún caso la medida cautelar podrá ser usada como
medio para obtener la confesión del inculpado o como san-
ción penal anticipada.

Artículo 107 (La privación de la libertad como último
recurso)

La privación de libertad sólo procederá como medida cau-
telar cuando las demás medidas sean insuficientes para ase-
gurar la finalidad de la investigación o del proceso, garan-
tizar la comparecencia del imputado, la protección de la
víctima, de los testigos o de la comunidad.

Artículo 108 (Revisión de la medida)

El juez deberá examinar periódicamente la forma en que se
aplican las medidas cautelares, así como la necesidad de su
mantenimiento, y cuando lo estime prudente las podrá sus-
tituir por otras menos gravosas. El inculpado podrá solici-
tar la revocación o sustitución de la medida cautelar, cuan-
do hayan cambiado las circunstancias que la motivaron.
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CAPÍTULO II
DETENCIÓN Y RETENCIÓN 

EN CASOS FLAGRANTES Y URGENTES

Artículo 109 (Detención del indiciado en flagrancia)

En los casos de delito flagrante, cualquier persona puede
detener al indiciado, debiéndolo poner sin demora a dispo-
sición de la autoridad más cercana y ésta, con la misma
prontitud, a la del Ministerio Público.

Para los efectos de este Código, se entiende que la detención
del indiciado es en flagrancia, cuando se realiza:

I. En el momento mismo en que está cometiendo el de-
lito, o

II. Inmediatamente después de haberlo cometido.

Se entenderá que la detención se realiza inmediatamente
después de haberse cometido el delito, cuando:

a) El indiciado es perseguido materialmente sin inte-
rrupción y es detenido momentos después;

b) La persona es detenida momentos después de co-
metido el hecho, en virtud de voces de auxilio de
quien lo presenció, o

c) La víctima, momentos después de cometido el he-
cho, señala al indiciado como autor o partícipe del
mismo y es capturado con el objeto del delito, el ins-
trumento con que supuestamente fue cometido, o
existen indicios que hagan presumir fundadamente
que momentos antes cometió el delito o participó en
él.

También los partícipes del delito podrán ser detenidos en
estas circunstancias, si ellos son señalados por los autores
del mismo inmediatamente después de ser detenidos en los
términos antes descritos.

Si en los casos antes señalados resulta necesario que el po-
licía aprehensor utilice la fuerza durante la detención, ella
deberá ser congruente y proporcional a las circunstancias
específicas de la situación que enfrenta. En todo caso se es-
tará a las reglas de la ley de la materia.

Artículo 110 (Detención del indiciado en caso urgente)

En casos urgentes el Ministerio Público podrá, bajo su más
estricta responsabilidad, fundando y expresando los indi-
cios que motiven su proceder, ordenar la detención de un
indiciado, siempre y cuando: 

I. El delito que se atribuye al indiciado sea de aquellos
considerados como grave por la ley, en los términos del
artículo siguiente;

II. Exista riesgo fundado de que el indiciado pueda sus-
traerse a la acción de la justicia, y

III. Por razón de la hora, el lugar o cualquier otra cir-
cunstancia, no pueda acudir ante la autoridad judicial
para solicitar y obtener la orden de aprehensión.

La detención del indiciado en casos urgentes será ejecuta-
da por la policía de investigación y el Ministerio Público
encargado de la averiguación hará constar que el indiciado
queda en calidad de retenido, haciéndolo saber a éste y de-
jando constancia del acuerdo y de la notificación en el ex-
pediente. Por lo que hace a la retención, es aplicable lo dis-
puesto en el artículo anterior.

Artículo 111 (Delitos graves)

Para los efectos de este Código, son delitos graves, por
afectar de manera importante valores fundamentales de los
individuos y de la sociedad, los siguientes:

I. Del Código Penal Federal, los delitos siguientes:

1) Homicidio por culpa grave, previsto en el artícu-
lo 60, párrafo tercero;

2) Traición a la patria, previsto en los artículos 123,
124, 125 y 126;

3) Espionaje, previsto en los artículos 127 y 128;

4) Terrorismo, previsto en los artículos 139 al 139
Ter y terrorismo internacional previsto en los artícu-
los 148 Bis al 148 Quáter;

5) Sabotaje, previsto en el artículo 140, párrafo pri-
mero;
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6) Los previstos en los artículos 142, párrafo segun-
do y 145;

7) Piratería, previsto en los artículos 146 y 147;

8) Genocidio, previsto en el artículo 149 Bis;

9) Evasión de presos, previsto en los artículos 150 y
152;

10) Ataques a las vías de comunicación, previsto en
los artículos 168 y 170;

11) Uso ilícito de instalaciones destinadas al tránsi-
to aéreo, previsto en el artículo 172 Bis párrafo ter-
cero;

12) Contra la salud, previsto en los artículos 194,
195, párrafo primero, 195 Bis, excepto cuando se
trate de los casos previstos en las dos primeras líne-
as horizontales de las tablas contenidas en el apéndi-
ce I, 196 Bis, 196 Ter, 197, párrafo primero y 198,
parte primera del párrafo tercero;

13) Corrupción de personas menores de dieciocho
años de edad o de personas que no tienen capacidad
para comprender el significado del hecho o de per-
sonas que no tienen capacidad para resistirlo, pre-
visto en el artículo 201; Pornografía de personas me-
nores de dieciocho años de edad o de personas que
no tienen capacidad para comprender el significado
del hecho o de personas que no tienen capacidad pa-
ra resistirlo, previsto en el artículo 202;

Turismo sexual en contra de personas menores de
dieciocho años de edad o de personas que no tienen
capacidad para comprender el significado del hecho
o de personas que no tienen capacidad para resistir-
lo, previsto en los artículos 203 y 203 BIS; Lenoci-
nio de personas menores de dieciocho años de edad
o de personas que no tienen capacidad para com-
prender el significado del hecho o de personas que
no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el ar-
tículo 204.

14) Los previstos en el artículo 205, segundo párrafo;

15) Explotación del cuerpo de un menor de edad por
medio del comercio carnal, previsto en el artículo
208;

16) Falsificación y alteración de moneda, previsto
en los artículos 234, 236 y 237;

17) Falsificación y utilización indebida de documen-
tos relativos al crédito, previsto en el artículo 240
Bis, salvo la fracción III;

18) Contra el consumo y riqueza nacionales, previs-
to en el artículo 254, fracción VII, párrafo segundo;

19) Violación, previsto en los artículos 265, 266 y
266 Bis;

20) Asalto en carreteras o caminos, previsto en el ar-
tículo 286, segundo párrafo;

21) Lesiones, previsto en los artículos 291, 292 y
293, cuando se cometa en cualquiera de las circuns-
tancias previstas en los artículos 315 y 315 Bis;

22) Homicidio, previsto en los artículos 302 con re-
lación al 307, 313, 315, 315 Bis, 320 y 323;

23) Secuestro, previsto en el artículo 366, salvo los
dos párrafos últimos, y tráfico de menores, previsto
en el artículo 366 ter;

24) Robo calificado, previsto en el artículo 367
cuando se realice en cualquiera de las circunstancias
señaladas en los artículos 372 y 381, fracciones VII,
VIII, IX, X, XI, XIII, XV y XVI;

25) Robo calificado, previsto en el artículo 367, en
relación con el 370 párrafos segundo y tercero,
cuando se realice en cualquiera de las circunstancias
señaladas en el artículo 381 Bis;

26) Comercialización habitual de objetos robados,
previsto en el artículo 368 Ter;

27) Sustracción o aprovechamiento indebido de hi-
drocarburos o sus derivados, previsto en el artículo
368 Quáter, párrafo segundo;

28) Robo, previsto en el artículo 371, párrafo últi-
mo;

29) Robo de vehículo, previsto en el artículo 376
Bis;
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30) Los previstos en el artículo 377;

31) Extorsión, previsto en el artículo 390;

32) Operaciones con recursos de procedencia ilícita,
previsto en el artículo 400 Bis, y

33) Contra el Ambiente, en su comisión dolosa, pre-
visto en los artículos 414, párrafos primero y terce-
ro, 415, párrafo último, 416, párrafo último y 418,
fracción II, cuando el volumen del derribo, de la ex-
tracción o de la tala, exceda de dos metros cúbicos
de madera, o se trate de la conducta prevista en el
párrafo último del artículo 419 y 420, párrafo últi-
mo.

34) En materia de derechos de autor, previsto en el
artículo 424 Bis.

35) Desaparición forzada de personas prevista en el
artículo 215-A.

36) En materia de delitos ambientales, el previsto en
la fracción II Bis del artículo 420.

II. De la Ley Federal contra la Delincuencia Organiza-
da, el previsto en el artículo 2.

III. De la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos,
los delitos siguientes:

1) Portación de armas de uso exclusivo del Ejército,
Armada o Fuerza Aérea, previsto en el artículo 83,
fracción III;

2) Los previstos en el artículo 83 Bis, salvo en el ca-
so del inciso i) del artículo 11;

3) Posesión de armas de uso exclusivo del Ejército,
Armada o Fuerza Aérea, en el caso previsto en el ar-
tículo 83 Ter, fracción III;

4) Los previstos en el artículo 84, y

5) Introducción clandestina de armas de fuego que
no están reservadas al uso exclusivo del Ejército, Ar-
mada o Fuerza Aérea, previsto en el artículo 84 Bis,
párrafo primero.

IV. De la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tor-
tura, el delito de tortura, previsto en los artículos 3o. y
5o.

V. De la Ley General de Población, el delito de tráfico
de indocumentados, previsto en el artículo 138.

VI. Del Código Fiscal de la Federación, los delitos si-
guientes:

1) Contrabando y su equiparable, previstos en los ar-
tículos 102 y 105 fracciones I a la IV, cuando les co-
rrespondan las sanciones previstas en las fracciones
II o III, segundo párrafo del artículo 104, y

2) Defraudación fiscal y su equiparable, previstos
en los artículos 108 y 109, cuando el monto de lo
defraudado se ubique en los rangos a que se refie-
ren las fracciones II o III del artículo 108, exclusi-
vamente cuando sean calificados.

VII. De la Ley de la Propiedad Industrial, los delitos
previstos en el artículo 223, fracciones II y III.

VIII. De la Ley de Instituciones de Crédito, los previs-
tos en los artículos 111; 112, en el supuesto del cuarto
párrafo, excepto la fracción V, y 113 Bis, en el supuesto
del cuarto párrafo del artículo 112;

IX. De la Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito, los previstos en los artículos 98,
en el supuesto del cuarto párrafo, excepto las fracciones
IV y V, y 101;

X. De la Ley Federal de Instituciones de Fianzas, los
previstos en los artículos 112 Bis; 112 Bis 2, en el su-
puesto del cuarto párrafo; 112 Bis 3, fracciones I y IV,
en el supuesto del cuarto párrafo; 112 Bis 4, fracción I,
en el supuesto del cuarto párrafo del artículo 112 Bis 3,
y 112 Bis 6, fracciones II, IV y VII, en el supuesto del
cuarto párrafo;

XI. De la Ley General de Instituciones y Sociedades
Mutualistas de Seguros, los previstos en los artículos
141, fracción I; 145, en el supuesto del cuarto párrafo,
excepto las fracciones II, IV y V; 146 fracciones II, IV
y VII, en el supuesto del cuarto párrafo, y 147, fracción
II inciso b), en el supuesto del cuarto párrafo del artícu-
lo 146;
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XII. De la Ley del Mercado de Valores, los previstos en
los artículos 52, y 52 Bis cuando el monto de la dispo-
sición de los fondos o de los valores, títulos de crédito o
documentos a que se refiere el artículo 3o. de dicha ley,
exceda de trescientos cincuenta mil días de salario mí-
nimo general vigente en el Distrito Federal;

XIII. De la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Reti-
ro, los previstos en los artículos 103, y 104 cuando el
monto de la disposición de los fondos, valores o docu-
mentos que manejen de los trabajadores con motivo de
su objeto, exceda de trescientos cincuenta mil días de
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, y

XIV. De la Ley de Quiebras y Suspensión de Pagos, los
previstos en el artículo 96.

XV. De la Ley General de Salud, los previstos en las
fracciones I, II y III del artículo 464 Ter.

XVI. De la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata de
Personas, los previstos en los artículos 5 y 6.

La tentativa punible de los ilícitos penales mencionados en
las fracciones anteriores, también se califica como delito
grave.

Artículo 112 (Registro de la detención)

Cuando el indiciado fuere detenido en caso flagrante o ur-
gente, se procederá de inmediato en la forma siguiente:

I. El Ministerio Público registrará la detención del indi-
ciado, como lo señala el artículo 16 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo
con la información que el agente de policía le propor-
cione de manera inmediata, por cualquier medio de co-
municación, sobre la detención que acaba de realizar;

II. En dicho registro se hará constar:

a) Los datos generales del detenido;

b) Quién realizó la detención y, en su caso, el nom-
bre y cargo de quien la haya ordenado, y

c) El día, hora y lugar de la detención, así como las
circunstancias de modo en que la detención se llevó
a cabo.

III. Se le hará saber la imputación que existe en su con-
tra y, en su caso, el nombre del denunciante o quere-
llante, y

IV. Se le hará saber los derechos que le otorga la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos en la
etapa de investigación y, particularmente, los señalados
en el artículo 25 de este Código.

Artículo 113 (Traslado del detenido)

Inmediatamente que el Ministerio Público competente haya
sido informado por el agente de policía de que una persona
ha sido detenida en caso flagrante o urgente, le indicará a di-
cho agente el lugar al que el detenido deberá ser trasladado.
El policía deberá, a su vez, notificar al Ministerio Público el
tiempo aproximado del traslado. Durante el trayecto, des-
de el momento de la detención hasta la puesta a disposi-
ción ante la autoridad ministerial correspondiente, el po-
licía que reportó la detención y sus superiores deberán
respetar los derechos fundamentales del detenido, en los
términos del artículo anterior. Lo propio se observará con
relación al traslado del indiciado cuya retención haya si-
do decretada por el Ministerio Publico.

El Ministerio Público correspondiente constatará que los
derechos fundamentales del detenido o retenido no hayan
sido violados. Existirá registro de todas las comunicacio-
nes entre los agentes aprehensores y el Ministerio Público,
que podrá ser a través de grabaciones o cualquier otro me-
dio de registro de voz e imagen.

Si el agente de policía desobedeciere las órdenes del Mi-
nisterio Público o no respetare los derechos del detenido o
retenido, incurrirá en responsabilidad y se procederá en los
términos que establezcan las leyes.

Artículo 114 (Retención)

En los casos de detención por flagrancia o caso urgente, el
Ministerio Público verificará la legitimidad de la detención
y decretará la retención del indiciado si están satisfechos
los requisitos de procedibilidad y el delito merece pena pri-
vativa de libertad; en caso contrario, ordenará la libertad
del detenido. Tampoco se retendrá al indiciado, cuando al
delito le esté señalada pena alternativa. La retención no po-
drá durar más de cuarenta y ocho horas, contados a partir
de que el indiciado fue puesto a su disposición.
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La violación a lo dispuesto en el párrafo anterior hará pe-
nalmente responsable a quien decrete la indebida retención
y la persona deberá ser puesta de inmediato en libertad.

En el caso de que el Ministerio Público decrete la reten-
ción, iniciará desde luego la averiguación previa corres-
pondiente, si aún no lo ha hecho.

Artículo 115 (Control de legalidad de la detención)

El juez de control que reciba la consignación de un deteni-
do en caso flagrante o urgente, deberá de inmediato califi-
car la legalidad de la detención y, en su caso, ratificarla o
decretar la libertad del indiciado con las reservas de ley.

Artículo 116 (Comparecencia voluntaria del indiciado)

Cuando el indiciado se presentare voluntariamente ante el
Ministerio Público Federal, y procede que este ordene su
detención, se observará en lo conducente lo previsto en los
artículos 79, 81 y 82 de este Código; sobre todo, se le hará
saber la imputación que existe en su contra y, en su caso, el
nombre del denunciante o querellante, así como los dere-
chos que le otorga la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en la etapa de investigación y, particu-
larmente, los señalados en el artículo 25 de este Código.

CAPÍTULO III
ARRAIGO Y PROHIBICIÓN DE ABANDONAR UN

DETERMINADO LUGAR DURANTE LA ETAPA
DE INVESTIGACIÓN

Artículo 117 (Procedencia del arraigo y de la prohibi-
ción de abandono de lugar)

Sólo en caso de que los plazos señalados en el artículo 106
sean insuficientes para la integración de la averiguación
previa, la autoridad judicial podrá, a solicitud fundada y
motivada del Ministerio Público, decretar el arraigo domi-
ciliario del indiciado o la prohibición de abandonar una
demarcación geográfica determinada, hasta por un máximo
de cuarenta días. El juez de control sólo podrá autorizar es-
ta medida, si ella es necesaria para el éxito de la investiga-
ción, la protección de personas o de bienes jurídicos, o
cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sus-
traiga a la acción de la justicia, y siempre y cuando se tra-
te de alguno de los delitos graves a que se refiere el artícu-
lo 78. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será
sancionado por la ley penal.

CAPÍTULO IV
CATEO DOMICILIARIO

Artículo 118 (Procedencia del cateo domiciliario y reglas
que han de observarse)

Cuando en la investigación del delito el Ministerio Público
estime necesaria la práctica de un cateo, acudirá al juez de
control competente, a solicitar por escrito la diligencia, ex-
presando su objeto y necesidad. La solicitud del cateo de un
domicilio solo procederá cuando el Ministerio Público ten-
ga motivos suficientes de que existen indicios o datos que
hagan presumir, fundadamente, que la persona imputada a
quien se trata de localizar o aprehender se encuentra en el
lugar en que deba efectuarse la diligencia, o que se encuen-
tra en él los objetos materia del delito, el instrumento del
mismo, libros, papeles u otros objetos, que puedan servir
para la investigación y la acreditación de los requisitos ne-
cesarios para el ejercicio de la acción penal.

Para la práctica del cateo se estará a lo dispuesto por el pre-
sente capítulo.

Artículo 119 (Requisitos mínimos para autorizar la
práctica del cateo)

Para decretar la práctica de un cateo se requerirá, al menos,
la existencia de indicios o datos que hagan presumir, funda-
damente, que el inculpado a quien se trate de localizar o
aprehender se encuentra en el lugar en que deba efectuarse
la diligencia; o que se encuentran en él los objetos materia
del delito, el instrumento del mismo, libros, papeles u otros
objetos, que puedan servir para la comprobación del hecho
que la ley señala como delito o de el inculpado lo cometió
o participó en su comisión.

Artículo 120 (Contenido de la orden de cateo)

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá
expedir a solicitud del Ministerio Público, se expresará la
ubicación del lugar que ha de inspeccionarse, la persona o
personas que han de localizarse o de aprehenderse, y los ob-
jetos que se buscan o han de asegurarse, a lo que única-
mente debe limitarse la diligencia.

Todo abuso por parte de la autoridad que practica la dili-
gencia de cateo, ya sea sobre las personas o sobre las cosas,
será penalmente sancionado.
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Artículo 121 (Presencia de la autoridad judicial en la
práctica del cateo)

Las diligencias de cateo se practicarán, en presencia de la
autoridad judicial que las haya decretado o del secretario o
actuario del tribunal correspondiente, por los funcionarios o
agentes ministeriales o de la policía, según se designen en
el mandamiento. Si alguna autoridad hubiere solicitado del
Ministerio Público la promoción del cateo, podrá asistir a la
diligencia.

Al concluir el cateo se levantará un acta circunstanciada, en
presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lu-
gar cateado o, en su ausencia o negativa, por la autoridad ju-
dicial o ministerial que practique la diligencia. Si no se
cumplen estos requisitos, la diligencia carecerá de todo va-
lor probatorio, sin que sirva de excusa el consentimiento de
los ocupantes del lugar.

Artículo 122 (Horario para la práctica de los cateos)

Los cateos domiciliarios solo podrán practicarse durante el
día, de entre las seis y las diez y ocho horas, pero si con-
cluido dicho tiempo no se ha terminado la diligencia, esta
podrá continuarse hasta su conclusión.

Cuando la urgencia del caso lo requiera, las diligencias ca-
teo podrán practicarse a cualquier hora, debiendo expresar-
se esta circunstancia en el mandamiento judicial.

Artículo 123 (Descubrimiento de un delito distinto du-
rante el cateo)

Toda diligencia de cateo se limitará a la comprobación del
hecho que la motive, y de ningún modo se extenderá a in-
dagar delitos en general. Pero, si al practicarse un cateo re-
sultare casualmente el descubrimiento de un delito distinto
del que motivó la diligencia, se hará constar en el acta co-
rrespondiente, siempre que el delito descubierto sea de los
que se persiguen de oficio.

Artículo 124 (Cateo en edificios públicos)

Para la práctica de un cateo dentro de un edificio público, se
dará aviso a la persona a cuyo cargo esté el edificio, para
contar con la autorización correspondiente, con una hora
por lo menos de anticipación, salvo que se trate de un caso
de urgencia.

En caso de que la diligencia tenga que practicarse en la ca-
sa oficial de algún agente diplomático, el juez lo comunica-
rá previamente a la Secretaría de Relaciones Exteriores pa-
ra que determine lo procedente; mientras tanto, el juez de
control tomará las providencias necesarias en el exterior de
dicho domicilio.

Artículo 125 (Inventario de bienes)

Al practicarse un cateo se recogerán los instrumentos y ob-
jetos del delito, así como los libros, papeles o cualesquiera
otras cosas que se encuentren, si fueren conducentes al éxi-
to de la investigación o estuvieren relacionados con el nue-
vo delito en el caso previsto en el artículo 90. Se formará un
inventario de los objetos que se recojan relacionados con el
delito que motive el cateo y, en su caso, otro por separado
con los que se relacionen con el nuevo delito.

Si el inculpado estuviere presente, se le mostrarán los obje-
tos recogidos para que los reconozca y ponga en ellos su fir-
ma o rúbrica, si fueren susceptibles de ello; y si no supiere
firmar, sus huellas digitales. En caso contrario, se unirá a
ellos una tira de papel que se sellará en la juntura de los dos
extremos y se invitará al inculpado a que firme o ponga sus
huellas digitales. En ambos casos se hará constar esta cir-
cunstancia, así como si no pudiere firmar o poner sus hue-
llas digitales, o se negare a ello.

CAPÍTULO V
ASEGURAMIENTO DE BIENES,

INSTRUMENTOS, OBJETOS 
Y PRODUCTOS DEL DELITO

Artículo 126 (Finalidad del aseguramiento)

Los instrumentos, objetos o productos del delito, así como
los bienes en que existan huellas o pudieran tener relación
con éste o aquellos que se requieran para garantizar el pago
de la reparación del daño a la víctima u ofendido serán ase-
gurados a fin de que no se alteren, destruyan o desaparezcan
y, en su caso, puedan ser objeto de decomiso. Será el Minis-
terio Publico el que, bajo su más estricta responsabilidad, de-
berá asegurar durante la investigación del delito todo bien
del que tenga indicios de que es instrumento, objeto o pro-
ducto del delito de conformidad con las reglas de la cadena
de custodia previstas en el capítulo III del título anterior.

Las autoridades que actúen en auxilio del Ministerio Públi-
co pondrán inmediatamente a disposición de éste los bienes
a que se refiere el párrafo anterior, y el Ministerio Público,
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al momento de recibir los bienes, resolverá sobre su asegu-
ramiento.

El aseguramiento de bienes no implica que éstos entren al
erario público federal.

El aseguramiento no será causa para el cierre o suspensión
de actividades de empresas, negociaciones o establecimien-
tos con actividades lícitas.

Artículo 127 (Reglas a observar durante el asegura-
miento)

Al realizar el aseguramiento de los productos del delito, los
agentes del Ministerio Público con el auxilio de la policía,
o bien, los actuarios y demás funcionarios que designe la
autoridad judicial para practicar la diligencia, según corres-
ponda, deberán: 

I. Levantar acta que incluya inventario con la descrip-
ción y el estado en que se encuentren los bienes que se
aseguren;

II. Identificar los bienes asegurados con sellos, marcas,
cuños, fierros, señales u otros medios adecuados;

III. Proveer las medidas conducentes e inmediatas para
evitar que los bienes asegurados se destruyan, alteren o
desaparezcan;

IV. Solicitar que se haga constar el aseguramiento en los
registros públicos que correspondan, de acuerdo con lo
dispuesto por este Código, y

V. Una vez que hayan sido satisfechos los requisitos an-
teriores, poner los bienes a disposición de la autoridad
competente para su administración, dentro de las setenta
y dos horas siguientes, en la fecha y los lugares que pre-
viamente se acuerden con dicha autoridad, de conformi-
dad con las disposiciones aplicables.

La autoridad que inicie el acto de aseguramiento está obli-
gada a concluirlo en los términos previstos por esta sección.

Artículo 128 (Reglas para el aseguramiento del produc-
to)

Los productos del delito serán asegurados obligatoriamente
por el Ministerio Público, de conformidad con las reglas si-
guientes:

a) Los productos directos, los frutos y otros aprovecha-
mientos de los beneficios económicos del delito, serán
asegurados para su decomiso. Cuando este no sea decre-
tado por el juez será utilizado para subsanar el pago de la
responsabilidad civil.

b) Cuando el producto del delito se haya convertido o
transformado total o parcialmente en otros bienes, éstos
serán objeto de medidas de aseguramiento y decomiso
para los fines de esta ley.

c) Los ingresos, frutos, aprovechamientos u otros bene-
ficios derivados del producto del delito y que se hayan
convertido o mezclado, también serán objeto del asegu-
ramiento y decomiso para los fines de esta ley.

d) Cuando el producto del delito haya sido mezclado con
otros bienes que no sean ilícitos, podrán ser asegurados
para ser decomisados o, en su caso, sujetos a responsa-
bilidad civil del delito.

e) Si los bienes han sido ocultados, pero se puede calcu-
lar con certeza el monto del producto del delito, podrán
asegurarse sustitutivamente bienes equivalentes al citado
monto.

f) Estos bienes podrán estar a nombre de la persona pro-
cesada o de cualquier persona utilizada por aquella para
la comisión o el ocultamiento de las actividades, o de
quien se comporte como dueño.

g) Se dejarán siempre a salvo los derechos de terceros de
buena fe, en los términos del código civil.

h) Toda donación o traslado de dominio que tenga por fi-
nalidad esconder u ocultar bienes que sean producto del
delito, se tendrá por nula y no podrá constituir jamás
prescripción adquisitiva de los bienes a favor de quien ha
sido otorgada.

El juez de la causa podrá, a solicitud del ministerio público,
de la victima u ofendido asegurar precautoriamente bienes
para cubrir la responsabilidad civil derivada de los ilícitos a
que se refiere esta ley.

A los frutos o rendimientos de los bienes durante el tiempo
del aseguramiento, se les dará el mismo tratamiento que a
los bienes asegurados que los generen.
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Artículo 129 (Notificación del aseguramiento)

El Ministerio Público o la autoridad judicial que decreten el
aseguramiento deberán notificar al interesado o a su repre-
sentante legal dentro de los sesenta días naturales siguientes
a su ejecución, entregando o poniendo a su disposición, se-
gún sea el caso, una copia certificada del acta a que se re-
fiere la fracción I del artículo anterior 127, para que mani-
fieste lo que a su derecho convenga. En la notificación
deberá apercibirse al interesado o a su representante legal,
que de no manifestar lo que a su derecho convenga, en un
término de noventa días naturales siguientes al de la notifi-
cación, los bienes causarán abandono a favor del Gobierno.

En dicha notificación se apercibirá al interesado o a su re-
presentante legal para que no enajene o grave los bienes
asegurados.

Artículo 130 (Notificación de nuevos aseguramientos)

Cuando los bienes que se aseguren hayan sido previamente
embargados, intervenidos, secuestrados o asegurados, se
notificará el nuevo aseguramiento a las autoridades que ha-
yan ordenado dichos actos. Los bienes continuarán en cus-
todia de quien se haya designado para ese fin, y a disposi-
ción de la autoridad judicial o del Ministerio Público para
los efectos del procedimiento penal.

De levantarse el embargo, intervención, secuestro o asegu-
ramiento previos, quien los tenga bajo su custodia, los en-
tregará a la autoridad competente para efectos de su admi-
nistración.

Los bienes asegurados no podrán ser enajenados o gravados
por sus propietarios, depositarios, interventores o adminis-
tradores, durante el tiempo que dure el aseguramiento en el
procedimiento penal, salvo los casos expresamente señala-
dos por las disposiciones aplicables.

El aseguramiento no implica modificación alguna a los gra-
vámenes existentes con anterioridad sobre los bienes.

Artículo 131 (Aseguramiento de computadoras y otros
bienes)

Cuando existan motivos fundados, de acuerdo con los me-
dios previstos en este Código, para inferir que la persona
imputada ha estado transmitiendo información útil para la
investigación, durante su navegación por internet u otros
medios tecnológicos, que produzcan efectos similares, el

Juez de Control, a solicitud del Ministerio Público, autori-
zará como medida de investigación el aseguramiento de
computadoras o servidores, así como disquetes y demás
medios de almacenamiento físico que pudiesen haberse uti-
lizado para transmitir la información, con la finalidad de
que expertos en informática forense descubran, recojan,
analicen y custodien la información que recuperen. La aper-
tura de la información será solicitada al juez de control
cuando se trate de comunicaciones privadas.

El aseguramiento de esos bienes se limitará exclusivamen-
te al tiempo necesario para la captura de la información
contenida en él; por lo que, una vez ello, se devolverán los
equipos incautados. La información que se obtenga no po-
drá ser utilizada para fines distintos a los de la investiga-
ción. Cuando concluya la investigación, el material que no
guarde relación con los hechos investigados deberá des-
truirse dejando constancia en el expediente respectivo.

Artículo 132 (Registro de bienes asegurados)

Se hará constar en los registros públicos que correspondan,
de conformidad con las disposiciones aplicables: 

I. El aseguramiento de bienes inmuebles, derechos rea-
les, aeronaves, embarcaciones, empresas, negociaciones,
establecimientos, acciones, partes sociales, títulos bursá-
tiles y cualquier otro bien o derecho susceptible de re-
gistro o constancia, y

II. El nombramiento del depositario, interventor o admi-
nistrador, de los bienes a que se refiere la fracción ante-
rior. El registro o su cancelación se realizarán sin más re-
quisito que el oficio del Ministerio Público o de la
autoridad judicial.

Artículo 133 (Administración de bienes asegurados)

Los bienes asegurados durante la averiguación previa o el
proceso penal, que puedan ser objeto de prueba, serán ad-
ministrados de conformidad con la legislación aplicable.

Los inmuebles que se aseguren podrán quedar en posesión
de su propietario, poseedor o de alguno de sus ocupantes,
siempre y cuando no se afecte el interés social ni el orden
público. Quienes queden en posesión de los inmuebles no
podrán enajenar o gravar los inmuebles a su cargo, y en ca-
so de que generen frutos o productos, estarán obligados en
los términos de las leyes aplicables. En todo caso, se respe-
tarán los derechos legítimos de terceros.
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Tratándose de delitos culposos ocasionados con motivo del
tránsito de vehículos; éstos se entregarán en depósito al
conductor o a quien se legitime como su propietario o po-
seedor.

La moneda nacional o extranjera que se asegure, embargue
o decomise, será administrada por el Servicio de Adminis-
tración y Enajenación de Bienes, quien deberá depositarla
en la Tesorería de la Federación. Los términos y condicio-
nes de esos depósitos serán determinados por la Tesorería
de la Federación.

En caso de billetes o piezas metálicas que por tener marcas,
señas u otras características, sea necesario conservar para fi-
nes de la investigación o del proceso penal, la autoridad ju-
dicial o el Ministerio Público así lo indicará al Servicio de
Administración y Enajenación de Bienes para que éste los
guarde y conserve en el estado en que los reciba. En estos
casos, los depósitos no devengarán intereses.

Artículo 134 (Aviso sobre aseguramiento de depósitos y
títulos de crédito)

La autoridad judicial o el Ministerio Público que asegure
depósitos, títulos de crédito y, en general, cualesquiera bie-
nes o derechos relativos a operaciones, que las instituciones
financieras establecidas en el país celebren con sus clientes,
dará aviso inmediato a la autoridad encargada de la admi-
nistración de los bienes asegurados y a las autoridades com-
petentes, quienes tomarán las medidas necesarias para evi-
tar que los titulares respectivos realicen cualquier acto
contrario al aseguramiento.

Artículo 135 (Devolución de bienes asegurados)

La devolución de bienes asegurados procede en los casos si-
guientes: 

I. Cuando en la etapa de investigación el Ministerio Pú-
blico resuelva el no ejercicio de la acción penal, la reser-
va, o se levante el aseguramiento, de conformidad con
las disposiciones aplicables, y

II. Cuando durante el proceso la autoridad judicial no de-
crete el decomiso o levante el aseguramiento, de confor-
midad con las disposiciones aplicables.

III. Cuando se haya reparado el daño a la víctima u ofen-
dido y exista declaración expresa de que se ha hecho a su

entera satisfacción cuando el aseguramiento haya sido
hecho para garantizar dicho pago.

Cuando proceda la devolución de bienes asegurados, éstos
quedarán a disposición de quien acredite tener derecho a
ellos. El Ministerio Público o, en su caso, la autoridad judi-
cial notificará su resolución al interesado o al representante
legal dentro de los treinta días siguientes, para que en el
plazo de tres meses a partir de la notificación se presente a
recogerlos, bajo el apercibimiento que de no hacerlo los
bienes causarán abandono a favor del Gobierno.

Cuando se haya hecho constar el aseguramiento de los bie-
nes en los registros públicos, el Ministerio Público o la au-
toridad judicial ordenarán su cancelación.

La devolución de los bienes asegurados incluirá la entrega
de los frutos que, en su caso, hubieren generado. La devo-
lución de numerario comprenderá la entrega del principal y
de sus rendimientos durante el tiempo en que haya sido ad-
ministrado, a la tasa que cubra la Tesorería de la Federación
por los depósitos a la vista que reciba.

El Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, al
devolver empresas, negociaciones o establecimientos, ren-
dirá cuentas de la administración que hubiere realizado a la
persona que tenga derecho a ello, y le entregará los docu-
mentos, objetos, numerario y, en general, todo aquello que
haya comprendido la administración.

Previo a la recepción de los bienes por parte del interesado,
se dará oportunidad a éste para que revise e inspeccione las
condiciones en que se encuentren los mismos, a efecto de
que verifique el inventario a que se refiere el artículo 25 de
la Ley para la Administración y Enajenación de Bienes del
Sector Público y, en su caso, se proceda conforme a lo esta-
blecido por el artículo 28 de la misma.

Cuando se determine por la autoridad competente la devo-
lución de los bienes que hubieren sido previamente enaje-
nados o exista la imposibilidad de devolverlos, dicha devo-
lución se tendrá por cumplida entregando el valor de los
bienes al realizarse el aseguramiento más los rendimientos
correspondientes.

Artículo 136 (Decomiso de bienes asegurados)

La autoridad judicial, mediante sentencia en el proceso pe-
nal correspondiente, podrá decretar el decomiso de bienes,
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con excepción de los que hayan causado abandono en los
términos de este Código.

Artículo 137 (Destino de recursos obtenidos por enaje-
nación de bienes decomisados)

Los recursos que se obtengan por la enajenación de los
bienes decomisados en procesos penales, así como por la
enajenación de sus frutos y productos, serán entregados, en
partes iguales, al Poder Judicial de la Federación, a la Pro-
curaduría General de la República y a la Secretaría de Sa-
lud del Federal.

Los recursos que correspondan a la Secretaría de Salud Fe-
deral deberán destinarse a programas de prevención y reha-
bilitación de farmacodependientes.

CAPÍTULO VI
MEDIDAS CAUTELARES A FAVOR 
DE LAS VÍCTIMAS U OFENDIDOS

Artículo 138 (Restitución inmediata de bienes)

El Ministerio Público, a solicitud del interesado, podrá:

I. Ordenar la restitución inmediata a la víctima de los
bienes objeto del delito que hubieren sido recuperados,
cuando sea clara y manifiesta su propiedad.

II. Autorizar a la víctima el uso y disfrute provisional de
bienes que, habiendo sido adquiridos de buena fe, hubie-
ran sido objeto de delito.

III. Asegurar precautoriamente bienes propiedad del im-
putado, con el propósito de garantizar la reparación del
daño.

Artículo 139 (Otras medidas cautelares a favor de la vic-
tima u ofendido durante la investigación)

A solicitud fundada y motivada del Ministerio Público, el
juez de control podrá decretar una o más de las siguientes
medidas cautelares a favor de la victima u ofendido:

I. Medidas cautelares personales:

a) El depósito de un menor;

b) La presentación periódica ante la autoridad que él
designe;

c) La prohibición de salir sin autorización del país, de
la localidad en la cual reside o del ámbito territorial
que fije el tribunal;

d) La prohibición de concurrir a determinadas reu-
niones o lugares;

e) La prohibición de comunicarse con personas de-
terminadas, siempre que no se afecte el derecho de
defensa;

f) El abandono inmediato del hogar si se trata de vio-
lencia doméstica o intrafamiliar, o de delitos sexua-
les, cuando la víctima conviva con el indiciado;

g) La prohibición de despedir, trasladar de cargo o
adoptar cualquier otra represalia en el centro de tra-
bajo en contra de la denunciante de delito de acoso
sexual;

h) La suspensión en el desempeño de su cargo, cuan-
do el hecho por el cual se le acusa haya sido cometi-
do prevaliéndose del cargo, y

II. Medidas cautelares reales:

a) El aseguramiento de bienes para reparar el daño
causado por el delito o para impedir la realización de
un delito en contra de una persona;

b) La prestación de una caución económica adecua-
da;

c) La anotación preventiva en el Registro Público,
como garantía por ulteriores responsabilidades;

d) La inmovilización de cuentas bancarias y de certi-
ficados de acciones y títulos valores, y

e) El embargo o secuestro preventivo.

Estas medidas que se pueden decretar durante la etapa de la
investigación de los delitos podrán también ser decretadas
por el juez durante el proceso para proteger a la victima
cuando se justifique y serán revisables cuando no se requie-
ra más la medida, o la víctima o el imputado lo solicite.
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Artículo 140 (Suspensión y cancelación de registros ob-
tenidos fraudulentamente)

En cualquier momento y antes de presentarse la acusación,
a petición del Ministerio Público el juez de control dispon-
drá la suspensión del poder dispositivo de los bienes sujetos
a registro, cuando existan motivos fundados para inferir que
el título de propiedad fue obtenido fraudulentamente.

CAPÍTULO VII
INTERVENCIÓN DE MEDIOS 

DE COMUNICACIÓN PRIVADA

Artículo 141 (Procedencia de las intervenciones)

Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición del
titular del Ministerio Público podrá autorizar la interven-
ción de cualquier comunicación privada. Para ello, la auto-
ridad competente deberá fundar y motivar las causas lega-
les de la solicitud, expresando además, el tipo de
intervención, los sujetos de la misma y su duración.

El juez de control deberá resolver la petición dentro de las
doce horas siguientes a que fuera recibida la solicitud, pero
en ningún caso podrá autorizar intervenciones cuando se
trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, ci-
vil, laboral o administrativo, ni en el caso de las comunica-
ciones del detenido con su defensor.

Artículo 142 (Contenido de las solicitudes de interven-
ción)

En las solicitudes de intervención de comunicaciones priva-
das, el titular del Ministerio Público deberá expresar el ob-
jeto y necesidad de la medida, los indicios que hagan pre-
sumir fundadamente que en el delito investigado participa
algún miembro de la delincuencia organizada, así como los
hechos, circunstancias, datos y demás elementos que se pre-
tenda probar. Las solicitudes de intervención deberán seña-
lar, además, la persona o personas que serán investigadas; la
identificación del lugar o lugares donde se realizará; el tipo
de comunicación privada a ser intervenida; su duración; el
procedimiento y equipos para la intervención y, en su caso,
la identificación de la persona a cuyo cargo está la presta-
ción del servicio a través del cual se realiza la comunicación
objeto de la intervención.

Artículo 143 (Comunicaciones que pueden ser objeto de
intervención)

En Podrán ser objeto de intervención las comunicaciones
privadas que se realicen de forma oral, escrita, por signos,
señales o mediante el empleo de aparatos eléctricos, elec-
trónicos, mecánicos, alámbricos o inalámbricos, sistemas o
equipos informáticos, así como por cualquier otro medio o
forma que permita la comunicación entre uno o varios emi-
sores y uno o varios receptores.

Para la intervención de comunicaciones privadas, se estará
a lo dispuesto por los artículos 15 al 28 de la Ley Federal
contra la Delincuencia Organizada y 50 de la ley Orgánica
del Poder Judicial de la Federación.

Artículo 144 (Conversación grabada por particulares)

Cuando alguno de los particulares que participen en una
conversación privada aporte de forma voluntaria la graba-
ción de la comunicación al Ministerio Público, éste analiza-
rá su contenido y lo podrá aportar como parte de los ele-
mentos para probar el delito.

En su oportunidad, durante el proceso penal, el juez valora-
rá el alcance de dicha grabación, siempre y cuando conten-
ga información relacionada con la comisión de un delito. En
ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el de-
ber de confidencialidad que establezca la ley.

Si el particular graba a otra persona por recomendación o
sugerencia de la autoridad, la conversación grabada no po-
drá ser utilizada como elemento probatorio si esa persona o
la autoridad incita o provoca el delito.

El particular que participe en una conversación y la grabe,
también podrá aportarla directamente como prueba en los
términos de este código.

CAPÍTULO VIII
TÉCNICAS ESPECIALES 

DE INVESTIGACIÓN

Artículo 145 (Reglas generales sobre el uso de técnicas
especiales de investigación)

Para la investigación de los delitos graves, el titular del Mi-
nisterio Publico podrá autorizar expresamente al agente en-
cargado de la investigación la utilización de técnicas espe-
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ciales de investigación, de conformidad con las siguientes
reglas generales:

I. La autorización de técnicas especiales de investigación
se hará mediante resolución fundada y motivada y hasta
por 45 días, susceptibles de ser prorrogadas por dos ve-
ces más, salvo que existan elementos nuevos para justi-
ficar la prolongación de las medidas, pero sin que el pla-
zo máximo exceda de un año.

II. Las técnicas especiales de investigación que requieren
ser autorizadas son: las entregas vigiladas de bienes, la
vigilancia electrónica y las operaciones encubiertas.

III. Para los efectos de este Código, serán delitos graves
los señalados en el artículo 111 del presente.

Artículo 146 (Reglas para el uso de entregas vigiladas)

Se podrá autorizar la entrega vigilada de bienes o productos
ilícitos, con el objeto de investigar el delito e identificar a
las personas involucradas en su comisión. La autorización
deberá ser notificada al titular de la institución y deberá
contener las circunstancias en que se autoriza y las modali-
dades de la substitución así como los responsables del ope-
rativo.

El Ministerio Público, previa autorización del titular de la
institución o persona que él autorice podrá ordenar la reali-
zación de entregas vigiladas de objetos cuya posesión, trans-
porte, enajenación, compra, alquiler o simple tenencia se en-
cuentren prohibidos, cuando el Ministerio Público tuviere
motivos fundados para creer que la persona imputada dirige
o interviene en alguna de esas conductas. Se entiende como
entrega vigilada el dejar que la mercancía se transporte en el
territorio del Estado o salga de él, bajo la vigilancia de una
red de agentes de policía judicial especialmente entrenados.

En estas actividades está prohibido que el agente encubier-
to siembre la idea de la comisión del delito en el imputado.
Sólo está facultado para entregar por sí, o por interpósita
persona, o facilitar la entrega del objeto de la transacción
ilegal, a instancia o por iniciativa del indiciado o imputado.

Una vez concluida la entrega vigilada, los resultados de la
misma y, en especial, los elementos materiales probatorios
y evidencias, deberán ser objeto de revisión por parte del
Juez de Control, lo cual cumplirá dentro de las treinta y seis
horas siguientes con el fin de establecer su legalidad formal
y material.

Artículo 147 (Reglas para el uso de la vigilancia electró-
nica)

La vigilancia electrónica consistirá en la incorporación de
un dispositivo electrónico, con objeto de localizar a una per-
sona u objeto, o el seguimiento video grabado de una per-
sona, sin que ello implique la intervención de comunicacio-
nes privadas; por lo que, ambas medidas deben estar
claramente diferenciadas.

Artículo 148 (Reglas para el uso de operaciones encu-
biertas)

La operación encubierta consiste en la posibilidad de que un
agente de investigación pueda observar la realización de los
delitos para poder investigar o localizar a los autores.

La utilización de agentes encubiertos podrá ser autorizada
por del Procurador General de la Republica o persona que
él Procurador autorice, cuando el Ministerio Público tuvie-
re motivos fundados, para inferir que la persona imputada
en la investigación, continúa desarrollando una actividad
delictiva, siempre que resulte indispensable para el éxito de
la investigación. En consecuencia, dichos agentes estarán
facultados para intervenir en el tráfico comercial, asumir
obligaciones, ingresar y participar en reuniones en el lugar
de trabajo o domicilio del indiciado o imputado y, si fuere
necesario, adelantar transacciones con él. Igualmente, si el
agente encubierto encuentra que en los lugares donde ha ac-
tuado existe información útil para los fines de la investiga-
ción, lo hará saber al Ministerio Público para que éste dis-
ponga el desarrollo de una operación especial, por parte de
la policía, para que se recoja la información y los elementos
materiales probatorios y evidencia física hallados.

Así mismo, podrá disponerse que actúe como agente encu-
bierto el particular que, sin modificar su identidad, sea de la
confianza del imputado o la adquiera para los efectos de la
búsqueda y obtención de información relevante y de ele-
mentos materiales probatorios y evidencia física.

El uso de la técnica de la operación encubierta sólo se apli-
cará contra personas que hayan cometido el hecho que se
investiga, que al menos haya alcanzado el grado de tentati-
va al momento de iniciarse la investigación. En estos casos,
el Ministerio Público podrá autorizar que el agente investi-
gador no esté obligado a la denuncia inmediata de los he-
chos ilícitos y a la detención en flagrancia del indiciado, si-
no cuando termine la investigación. Esta técnica implica la
posibilidad de que el agente encubierto pueda grabar sus
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propias conversaciones como participante en los términos
del artículo 16 de la Constitución. En caso de ser aportadas
dichas conversaciones como prueba, el juez valorará el al-
cance de éstas, siempre y cuando contengan información re-
lacionada con la comisión de un delito.

Durante la realización de los procedimientos encubiertos
podrán utilizarse los medios técnicos de ayuda previstos en
este Código

En cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, se deberá
adelantar la revisión de legalidad formal y material del pro-
cedimiento ante el juez de Control dentro de las treinta y
seis horas siguientes a la terminación de la operación encu-
bierta, para lo cual se aplicarán, en lo que sea pertinente, las
reglas previstas para los registros y cateos.

No obstante lo dispuesto en el artículo 106, de que el uso de
agentes encubiertos no podrá extenderse por un período su-
perior a un año, por razón de la complejidad del caso dicho
plazo podrá ser prorrogable por un año más mediante debi-
da justificación. Si vencido el plazo señalado no se hubiere
obtenido ningún resultado, esta técnica se cancelará, sin
perjuicio de la realización del control de legalidad corres-
pondiente.

CAPÍTULO IX
OTRAS FACULTADES DEL MINISTERIO 

PÚBLICO EN LA INVESTIGACIÓN

Artículo 149 (Facultad de hacer comparecer a personas)

El Ministerio Público que inicia una investigación podrá ci-
tar, para que declaren sobre los hechos que se averiguan, a
las personas que por cualquier concepto hayan participado
en ellos o aparezca que tienen datos sobre los mismos. En
el acta ministerial se hará constar quién mencionó a la per-
sona que habrá de citarse, o por qué motivo el funcionario
que practica las diligencias estimó conveniente hacer la ci-
tación.

Artículo 150 (Personas obligadas a comparecer)

Con excepción de los altos funcionarios del Estado, toda
persona está obligada a presentarse ante el Ministerio Pú-
blico y ante los tribunales cuando sea citada, a menos que
no pueda hacerlo porque padezca alguna enfermedad que se
lo impida, o tenga alguna otra imposibilidad física para pre-
sentarse.

Artículo 151 (Las citaciones)

Las citaciones podrán hacerse verbalmente, por cédula o
por cualquier medio electrónico, anotándose en cualquiera
de esos casos la constancia respectiva en el expediente.

La cédula se asentará en papel oficial y deberá ser sellada
por el Ministerio Público o el tribunal que haga la citación
y deberá indicar:

I. La designación legal de la autoridad ante la que deba
presentarse el citado;

II. El nombre, apellido y domicilio del citado si se su-
pieren o, en caso contrario, los datos de que se disponga
para identificarlo;

III. El día, hora y lugar en que debe comparecer;

IV. El medio de apremio que se empleará si no compare-
ciere; y

V. La firma o la transcripción de la firma del funcionario
que ordene la citación.

Cuando no se pueda hacer la citación verbalmente, se hará
por cédula, la cual será entregada por los auxiliares del Mi-
nisterio Público o por personal del juzgado directamente a
la persona citada, o a cualquiera otra persona que la reciba,
quien deberá firmar el recibo correspondiente en la copia de
la cédula, o bien estampar en ésta sus huellas digitales cuan-
do no sepa firmar; si se negare a hacerlo, el personal comi-
sionado asentará este hecho y el motivo que el citado ex-
presare para su negativa. Si la persona que recibiere la
citación manifestare que el interesado está ausente, dirá
dónde se encuentra y desde cuando se ausentó, así como la
fecha en que se espera su regreso, y todo esto se hará cons-
tar para que el funcionario respectivo dicte las providencias
que fueren procedentes. En estos casos el servidor público
asentará en su razón los datos que hubiere recabado para
identificar a la persona a quien hubiese entregado la cédula.

Cuando el caso lo permita, podrá enviarse la cédula por co-
rreo, en sobre cerrado y sellado con acuse de recibo.

Si la citación se hace por otro medio, la autoridad debe cer-
ciorarse que fue recibida.
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Artículo 152 (Citación por teléfono en caso de urgencia)

En caso de urgencia, el funcionario ministerial que practi-
que las diligencias o el secretario o actuario respectivo del
tribunal que corresponda podrá hacer la citación por vía te-
lefónica, en cuyo caso en la citación se harán las indicacio-
nes a que se refieren las fracciones I y III del párrafo se-
gundo del artículo anterior, asentando constancia en el
expediente. Asimismo, podrá ordenarse por teléfono a la
policía que haga la citación, cumpliéndose con los requisi-
tos del mismo artículo anterior.

También podrá citarse por teléfono a la persona que haya
manifestado expresamente su voluntad para que se le cite
por ese medio, dando el número del aparato al cual debe
hablársele, sin perjuicio de que si no es hallada en ese lu-
gar o no se considera conveniente hacerlo de esa manera,
se le cite por alguno de los otros medios señalados en es-
te Capítulo.

Artículo 153 (Citación a empleados públicos)

La citación a los empleados oficiales, o particulares en al-
guna rama del servicio público, se hará por conducto del
superior jerárquico respectivo, a menos que el éxito de la
tramitación requiera que no se haga así.

Artículo 154 (Otras formas de citación)

Cuando se ignorare la residencia de la persona que deba ser
citada, se encargará a la policía que averigüe su domicilio y
lo proporcione. Si esta investigación no tuviere éxito y
quien ordene la citación lo estimare conveniente, podrá ha-
cerlo por medio de un periódico de los de mayor circula-
ción. En este caso, se agregará al expediente un ejemplar
del periódico en la parte que contiene la inserción, de modo
que se identifique el periódico, la fecha de publicación y la
sección y página en la que ésta aparece.

TÍTULO QUINTO
ACCIÓN PENAL Y

CRITERIOS DE OPORTUNIDAD

CAPÍTULO I
ACCIÓN PENAL

SECCIÓN PRIMERA
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 155 (Determinaciones en la etapa de investiga-
ción)

Durante la etapa de investigación del delito, el Ministerio
Público puede adoptar las siguientes determinaciones:

I. El ejercicio de la acción penal;

II. El no ejercicio de la acción penal y enviar el asunto al
archivo, o

III. La reserva.

Artículo 156 (Ejercicio de la acción penal)

Tan pronto como aparezca de la investigación del delito que
se han acreditado los requisitos a que se refiere el artículo
161, el Ministerio Público ejercitará la acción penal ante el
órgano jurisdiccional, motivando y fundando su determina-
ción, y la autoridad judicial, a su vez, examinará dichos re-
quisitos cuando sean presentados en las audiencias ante el
juez de control.

En su escrito de consignación, el Ministerio Público expon-
drá sucintamente los hechos penalmente relevantes de que
se trate, así como la intervención que el inculpado haya te-
nido en ellos; señalará los elementos de prueba en que se
sustente su determinación, relacionando cada uno de ellos
con los requisitos que acreditan; expresará las consideracio-
nes que procedan sobre las características y personalidad
del inculpado y del ofendido; señalará el monto de los da-
ños y perjuicios causados, para los efectos de la reparación
correspondiente, para lo cual pedirá el aseguramiento pre-
cautorio de bienes; expondrá las razones que el juez de con-
trol tomará en cuenta para conceder o negar la libertad pro-
visional y fijar el monto de la caución respectiva, o señalará
la filiación del inculpado, su domicilio o el lugar en el que
pueda ser localizado, para los efectos procedentes, según si
la consignación es con o sin detenido.
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Si la consignación es con detenido, se pondrá al indiciado a
disposición del juez de control, el que radicará de inmedia-
to el asunto; y, para los efectos constitucionales y legales
correspondientes, se entenderá que el inculpado queda a
disposición del juzgador desde el momento en que el Mi-
nisterio Público lo interne en el centro de reclusión o de sa-
lud correspondiente, sin perjuicio de que se le conceda o
confirme la libertad provisional. El Ministerio Público deja-
rá constancia de que el detenido quedó a disposición de la
autoridad judicial y entregará copia de ella al encargado del
reclusorio o del centro de salud, quien asentará el día y la ho-
ra de la recepción, así como las condiciones en que ingresa
al establecimiento; para ello, el médico del reclusorio exa-
minará de inmediato al presentado y hará constar, bajo su
más estricta responsabilidad, el estado que guarda en el mo-
mento de su ingreso. Asimismo, el Ministerio Público pon-
drá a disposición del juzgador los instrumentos, objetos, pro-
ductos y huellas del delito, que hubiese asegurado durante la
averiguación previa, con el inventario respectivo, para que
aquél resuelva lo que estime pertinente, confirmando, revo-
cando o modificando las decisiones que el Ministerio Públi-
co hubiese adoptado previamente sobre esta materia.

Si el ejercicio de la acción penal es sin detenido, en el mis-
mo escrito se solicitará del órgano jurisdiccional la orden de
aprehensión o de comparecencia, según corresponda, de los
probables responsables, la que se sujetará a las disposicio-
nes relativas de este Código.

Artículo 157 (No ejercicio de la acción penal)

El Ministerio Público no ejercitará la acción penal, cuando
de la investigación de los hechos se determine plenamente
que:

I. Los hechos no son constitutivos de delito, por no acre-
ditarse los requisitos a que se refiere la fracción I del ar-
tículo 153, o porque no se encuentran tipificados como
delito en el Código Penal o en las leyes especiales;

II. El inculpado no tuvo intervención alguna en el hecho
que se le imputa, y sólo por lo que respecta a él;

III. Existe una causa de exclusión del delito, o

IV. Se ha extinguido la acción penal.

Tampoco se ejercitará la acción penal, cuando resulte impo-
sible la prueba de su existencia por obstáculo material insu-
perable.

En los casos previstos en este artículo, si el inculpado estu-
viere detenido, será puesto en inmediata libertad.

La determinación de no ejercicio de la acción penal se noti-
ficará personalmente al denunciante o querellante y, en su
caso, a su asesor legal, para que manifiesten lo que a su de-
recho convenga o para que interpongan el recurso que co-
rresponda en los términos que establece la ley.

Artículo 158 (Consideración de las causas de exclusión
del delito y de extinción de la acción penal)

De acuerdo con el artículo anterior, en la determinación de
los requisitos para el ejercicio o no de la acción penal, el
Ministerio Público verificará, de oficio o a petición de par-
te, la existencia de alguna causa de exclusión del delito que
tenga que ver con esos requisitos procesales, así como de al-
guna causa de extinción de la pretensión punitiva. Si algu-
na de esas causas queda plenamente acreditada en la etapa
de investigación, el Ministerio Público se abstendrá de ejer-
citar la acción penal.

Si de las diligencias practicadas durante la investigación
aparece que hay motivos fundados para considerar la inim-
putabilidad del inculpado y éste se encuentre legalmente a
disposición del Ministerio Público y requiere de tratamien-
to, se ordenará su internación inmediata en un estableci-
miento público adecuado para su atención, en el cual, de ser
procedente el ejercicio de la acción penal, se pondrá a dis-
posición de la autoridad judicial, para los efectos del proce-
dimiento especial correspondiente. Si en averiguación pre-
via se determina plenamente que el sujeto al momento de
cometer el hecho típico no tenía la capacidad de compren-
der el carácter ilícito de aquél o de conducirse de acuerdo
con esa comprensión, en virtud de padecer trastorno mental
transitorio que no se provocó, pero ya no requiere de trata-
miento, el Ministerio Público lo pondrá en libertad y a dis-
posición de quienes tengan la obligación de hacerse cargo
de él, observando las disposiciones respectivas de este Có-
digo.

Artículo 159 (Reserva)

Cuando a juicio del agente del Ministerio Público, de las di-
ligencias practicadas no resulten elementos bastantes para
sustentar el ejercicio de la acción penal y no sea factible
practicar por lo pronto otras diligencias, pero exista la posi-
bilidad de hacerlo con posterioridad para proseguir y agotar
la investigación, se acordará la reserva del expediente hasta
que aparezcan esos datos. La resolución de reserva se noti-
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ficará personalmente al ofendido, a la víctima y a su asesor
legal, quienes podrán formular las observaciones y suge-
rencias que consideren procedentes, o impugnarla.

Las averiguaciones previas en reserva serán revisadas pe-
riódicamente por el agente del Ministerio Público encarga-
do de la investigación, para ordenar su reanudación cuando
ello sea posible, haciendo constar en el expediente cada vez
que se haga la revisión. Los agentes del Ministerio Público
auxiliares del Procurador General de la República estarán
atentos a que lo anterior se cumpla.

SECCIÓN SEGUNDA
ACCIÓN PENAL PÚBLICA

Artículo 160 (Titular de la acción penal)

El ejercicio de la acción penal ante los tribunales corres-
ponde al Ministerio Público, salvo los casos en que la ley
autoriza a los particulares a ejercer la acción privada de con-
formidad con este Código.

Artículo 161 (Requisitos para el ejercicio de la acción
penal pública)

El ejercicio de la acción penal pública se funda en la deter-
minación del Ministerio Publico que, de conformidad con
los elementos de investigación, se ha acreditado la existen-
cia de un hecho que la ley señala como delito y existe la
probabilidad de que una cierta persona individualizada lo
cometió o participó en su comisión, en los términos si-
guientes:

I. Se entiende por hecho que la ley señala como delito a
la acción u omisión realizada por el agente, que lesiona
o pone en peligro un bien jurídico tutelado por la norma
penal, de acuerdo con las exigencias que el tipo penal del
delito de que se trate establezca.

Para los efectos de este primer requisito material para el
ejercicio de la acción penal, el Ministerio Público debe-
rá contar con datos que acrediten los siguientes elemen-
tos típicos:

a) La existencia de un resultado típico, consistente en
la lesión de un bien jurídicamente protegido o, en su
caso, que dicho bien ha sido colocado en una situa-
ción de peligro;

b) Que dicho resultado sea atribuible a una determi-
nada actividad o inactividad del indiciado, así como
a los medios utilizados por él;

c) Que la acción o la omisión del indiciado han sido
realizadas dolosa o culposamente, y

d) Que se cumple con los demás requisitos expresa-
mente exigidos por el tipo penal de que se trate, que
tienen que ver con calidades o características espe-
ciales en los sujetos activo o pasivo, en el objeto de
la acción o en el medio utilizado, con elementos nor-
mativos o subjetivos específicos, o con circunstan-
cias de lugar, tiempo o de cualquier otra índole, si
ellos son necesarios para la correcta tipificación de
los hechos.

Con relación a la acreditación de la conducta dolosa o
culposa a que se refiere el inciso c) de la fracción I de es-
te artículo, para los efectos del ejercicio de la acción pe-
nal o de la orden de aprehensión bastará que el Ministe-
rio Público determine motivada y fundadamente en su
resolución que no quedó plenamente demostrado que el
sujeto haya actuado en situación de error respecto de al-
guno de los elementos objetivos del tipo penal, en los
términos del Código Penal; sin embargo, para los efectos
de la sentencia se requerirá la acreditación plena de esos
elementos subjetivos.

II. Se entiende que existe la probabilidad de que el indi-
ciado cometió el delito o participó en su comisión, cuan-
do hayan datos que sirvan para determinar que el indi-
ciado intervino en la realización del hecho que se le
imputa en alguna de las formas de autoría o participación
señaladas por el Código Penal. La acreditación de que el
inculpado tuvo intervención en la realización del hecho,
ya sea como autor o como partícipe, no prejuzga sobre su
culpabilidad.

Artículo 162 (Modificación o ampliación del ejercicio de
la acción penal)

Cuando el Ministerio Público considere que deben modifi-
carse los hechos por los que se hizo la consignación, y to-
davía no se ha ejecutado la orden de aprehensión o de com-
parecencia, lo hará saber al juzgador, modificando o
ampliando para ello el ejercicio de la acción penal. Si la or-
den fue ejecutada, el Ministerio Público formulará el pedi-
mento de modificación o de ampliación correspondiente,
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del que se dará vista al inculpado cuando se le informe acer-
ca de los cargos que se formulan en su contra, para que los
conozca y pueda defenderse de ellos.

Con la salvedad de los casos anteriores, el Ministerio Pú-
blico no ejercitará acción penal en contra de una persona y
por hechos ya comprendidos en alguna consignación for-
mulada con anterioridad, cualquiera que hubiese sido la re-
solución judicial recaída sobre ella.

Artículo 163 (Nulidad de actuaciones ministeriales)

Una vez que el Ministerio Público haya ejercitado la acción
penal, carecerá de validez cualquier diligencia que practi-
que sobre los hechos materia de la misma, a menos que sea
para continuar la investigación respecto de otros hechos o
de otras personas y se haya dejado desglose de la investiga-
ción que originó la consignación.

SECCIÓN SEGUNDA
ACCIÓN PENAL PRIVADA

Artículo 164 (Supuestos en que procede la acción priva-
da)

El ejercicio de la acción penal por parte de un particular an-
te el juez penal competente, procederá:

I. En los delitos perseguibles por querella necesaria de
parte ofendida cuya penalidad no sea privativa de la li-
bertad, sea alternativa o no exceda de tres años de pri-
sión, siempre y cuando la querella no haya sido presen-
tada ante el Ministerio Público. Consecuentemente, sólo
quien tiene derecho a querellarse víctima u ofendido o su
legítimo representante puede hacer uso de esta facultad.
Asimismo, en estos casos el ofendido o su asesor legal
intervendrán activamente como parte en el proceso pe-
nal, para los efectos de sostener la acusación.

Procederá igualmente la acción privada en los casos en
que, habiendo el ofendido presentado querella ante el
Ministerio Público por alguno de los delitos señalados en
el párrafo anterior, éste resuelve no ejercitar la acción pe-
nal y acuerda archivar el asunto. En estos casos, el que-
rellante que considere que existen los requisitos para el
ejercicio de la acción penal pública, no requiere agotar el
derecho de impugnar la resolución ministerial sino que
podrá directamente acudir ante la autoridad judicial ha-
ciendo uso de ese derecho que le reconoce el artículo 21

de la Constitución, y será el juez de control quien deter-
mine si procede o no la acción

II. En los casos en que, habiendo el particular o cualquier
servidor público denunciado delitos cometidos por servi-
dores públicos a que se refiere el Título Décimo, del Li-
bro Segundo del Código Penal Federal, el Ministerio Pú-
blico resuelva no ejercitar la acción penal o acuerde el
archivo del asunto. En estos casos, el denunciante que
considere que existen los requisitos para el ejercicio de
la acción penal pública, no requiere agotar el derecho de
impugnar la resolución ministerial, sino que podrá direc-
tamente ante la autoridad judicial haciendo uso del dere-
cho que le reconoce el artículo 21 de la Constitución, y
será el juez de control quien determine si procede o no la
acción.

Artículo 165 (Requisitos para el ejercicio de la acción
privada)

El ejercicio de la acción privada deberá presentarse por es-
crito ante el juez de control competente y contendrá los re-
quisitos siguientes:

I. El nombre y la dirección del ofendido, así como del
indiciado;

II. La motivación, señalando los hechos que se conside-
ran delictivos y los elementos probatorios que los acre-
diten y determinen que el indiciado los cometió o parti-
cipó en su comisión;

III. Los fundamentos de derecho en que se sustenta la
acción;

IV. La petición que se formula, señalándolo con toda cla-
ridad y precisión, y 

V. La firma del querellante o de su asesor legal, con po-
der especial que deberá acompañarse.

Artículo 166 (Contenido de la petición al juez de con-
trol)

La petición formulada por el ofendido solicitara la compa-
recencia o presentación del indiciado, para una audiencia
inicial.

En la misma audiencia se hará del conocimiento del Juez la
pruebas con las que cuenta la víctima u ofendido.
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Artículo 167 (Procedimiento ante el juez de control)

Recibido el escrito del promoverte, el juez de control pro-
cederá a:

I. Resolver sobre la procedencia de la acción promovida
por el particular, si se reúnen los requisitos señalados en
el artículo 165;

II. Resolver sobre la admisión de las pruebas ofrecidas
por el ofendido, y

III. Fijar un plazo, que no será mayor de quince días, pa-
ra el desahogo de las pruebas ofrecidas.

Concluido el plazo anterior, el juez librará, en su caso, la or-
den de aprehensión o de comparecencia que corresponda si
se encuentran satisfechos los requisitos previstos en el artí-
culo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Cumplida la orden correspondiente, el juez citará a audien-
cia, dentro de un procedimiento abreviado y oral, en la que
primeramente:

a) Hará saber al inculpado en qué consiste la querella que
existe en su contra, así como el nombre de quien lo acu-
sa y de los testigos que declaren en su contra; le pregun-
tará si es su voluntad declarar;

b) Hará saber al inculpado que tiene derecho a nombrar
defensor, así como las demás garantías que le otorga el
artículo 20 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; que se le recibirán las pruebas que
ofrezca, en los términos legales, y que se le facilitarán to-
dos los datos que solicite para su defensa;

c) Le hará saber, también, que existe la voluntad del que-
rellante de que pueda darse la conciliación, o algún otro
mecanismo de solución del conflicto, para obviar el pro-
ceso si el inculpado repara o garantiza la reparación de
los daños y satisface algún otro interés derivado del de-
lito.

Acto seguido, se le interrogará sobre su participación en los
hechos que se le imputan, se le recibirán y se desahogarán
las pruebas que ofrezca; después de lo cual, el juez resolve-
rá, dentro de las setenta y dos horas siguientes al momento
en que el inculpado quede a su disposición, sobre si dicta un

auto de vinculación a proceso, en los términos del párrafo
primero del artículo 19 de la Constitución, o un auto de no
vinculación a proceso o de libertad, según corresponda. En
cualquier caso, las partes tendrán derecho a recurrir la reso-
lución judicial en los términos previstos en este Código.

Si el auto es de vinculación a proceso, podrán darse las si-
guientes opciones:

a) Que se siga el proceso, en los términos generales pre-
vistos para todo procedimiento ordinario, o

b) Que se siga un procedimiento abreviado, en el que po-
drá hacerse uso de los mecanismos alternativos de solu-
ción del conflicto.

En el primer caso, el imputado no podrá estar sometido a
prisión preventiva, pero si a otras medidas cautelares. En
cualquiera de los casos, la víctima u ofendido, al intervenir
en toda audiencia oral, podrá estar representada en el pro-
ceso por su asesor legal, a quien el juez le otorgará la co-
rrespondiente intervención de ley, haciéndolo constar en el
acta de la audiencia; de igual forma se procederá en los ca-
sos de sustitución o revocación del asesor legal. En caso de
fallecimiento del querellante, el juez suspenderá el proceso
en espera de que sea retomada la acción por un familiar,
quien retomará el proceso en el estado en que se encuentra.

Artículo 168 (Audiencia de conciliación)

En caso de que las partes opten por la conciliación, el juez
de control convocará a una audiencia de conciliación dentro
de los diez días siguientes de haber dictado el auto de vin-
culación a proceso, en la que se observarán las reglas co-
munes de la conciliación.

Si las partes se concilian en la audiencia, o en cualquier es-
tado del juicio, se sobreseerá en la causa y las costas res-
pectivas estarán a cargo de cada una de ellas, salvo que con-
vengan otra cosa. El mismo efecto se producirá si,
tratándose de delitos contra el honor, el imputado se retrac-
ta en la audiencia o al contestar la acusación, en cuyo caso
las costas quedarán a su cargo.

Artículo 169 (Procedimiento ordinario)

Si quien hizo uso de la acción privado no concurre a la au-
diencia de conciliación, o no se produce esta o la retracta-
ción, el juez convocará a juicio conforme a lo establecido

Año II, Segundo Periodo, 29 de marzo de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados238



por este Código y aplicará las reglas del procedimiento ordi-
nario, independientemente de citar a una audiencia en plazo
breve, en la que se presentarán las conclusiones del ofendi-
do y en seguida las contestará la defensa. Si las conclusiones
fueren acusatorias, el juez dictará sentencia en la misma au-
diencia o dentro de los cinco días siguientes a ésta.

En todo lo no previsto en este capítulo, el procedimiento por
delito de acción privada se sustanciará de conformidad con
las normas previstas para el procedimiento ordinario, en lo
que fueren aplicables.

Artículo 170 (Desistimiento de la acción)

El particular que promovió la acción penal podrá desistir
expresamente de ésta en cualquier estado del proceso. Se
tendrá por desistida la acción privada cuando:

a) El procedimiento se suspenda durante un mes por in-
actividad del acusador o su mandatario, y estos no lo ac-
tivan dentro del tercer día de habérseles notificado la re-
solución, que se dictará aun de oficio, en la que se les
instará a continuar el procedimiento;

b) El acusador privado o su mandatario no concurran, sin
justa causa, a la audiencia de conciliación, a la primera
audiencia del debate, se aleje de la audiencia o no pre-
sente conclusiones;

c) En caso de muerte o incapacidad del acusador, no
comparezca ninguno de sus herederos o representantes
legales a proseguir la acción, después de tres meses de
ocurrida la muerte o incapacidad.

En los casos de incomparecencia, la justa causa deberá acre-
ditarse antes de la iniciación de la audiencia, si es posible o,
en caso contrario, dentro de cuarenta y ocho horas de la fe-
cha fijada para aquella.

El desistimiento expreso sólo comprenderá a los inculpados
concretamente señalados; y, si no se menciona a persona al-
guna, deberá entenderse que se extiende a todos. El desisti-
miento tácito comprenderá a los imputados que han partici-
pado del procedimiento. Si el juez declara extinguida la
pretensión penal por desistimiento, sobreseerá en la causa y
le impondrá las costas al acusador privado, salvo que las
partes hubieran convenido a este respecto otra cosa.

CAPÍTULO SEGUNDO
APLICACIÓN DE CRITERIOS DE 

OPORTUNIDAD Y DE MECANISMOS 
ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN 

DE CONFLICTOS EN EL EJERCICIO 
DE LA ACCIÓN PENAL

SECCIÓN PRIMERA
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 171 (Principio de legalidad y criterios de opor-
tunidad)

En el ejercicio de la acción penal el Ministerio Público de-
berá observar siempre el principio de legalidad; por lo que,
si en el caso concreto se reúnen los requisitos legales para
ello, debe ejercer la acción penal correspondiente; en caso
contrario, debe abstenerse de hacerlo. No obstante, en el
ejercicio de esta potestad, el Ministerio Público podrá apli-
car criterios de oportunidad, para inhibir el ejercicio de la
acción penal o extinguir su ejercicio, siempre y cuando se
trate de los supuestos y se cumplan con las condiciones que
fije este Código.

Artículo 172 (Criterios de oportunidad)

Los criterios de oportunidad pueden consistir en: 

a) Prescindir, total o parcialmente, de la persecución pe-
nal, o limitarla sólo a ciertos hechos o a determinadas
personas que participaron en su realización;

b) Aplicar mecanismos alternativos de solución de con-
flictos, en lugar de ejercitar la acción penal, en los tér-
minos de las disposiciones previstas en este Código;

Artículo 173 (Control de la decisión)

La decisión del Ministerio Público de aplicar un criterio de
oportunidad deberá estar fundada y motivada, así como ser
comunicada al Procurador General o al Subprocurador que
corresponda, a fin de que se revise que la misma se ajusta a
los supuestos y condiciones previstos en este Código, así
como a los lineamientos de política criminal y normas que
rigen en la institución.

En caso de ser autorizada la decisión de ejercer un criterio
de oportunidad, dicha decisión podrá ser impugnable por la
víctima u ofendido, o por el denunciante, en su caso, ante el
Juez de Control dentro de los tres días posteriores a la noti-
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ficación. Presentada la impugnación, el Juez convocará a
los intervinientes a una audiencia para resolver.

Artículo 174 (Efectos del criterio de oportunidad)

Si se aplica un criterio de oportunidad, se extinguirá la ac-
ción penal con respecto al autor o partícipe en cuyo benefi-
cio se dispuso. Si la decisión se funda en la insignificancia
del hecho, sus efectos se extenderán a todos los que reúnan
las mismas condiciones.

SECCIÓN SEGUNDA
SUPUESTOS Y CONDICIONES DE LA

PRESCINDENCIA DE LA ACCIÓN PENAL

Artículo 175 (Casos en que puede prescindirse de la per-
secución penal)

El Ministerio Público puede prescindir de la persecución
penal, de manera total, en los casos siguientes:

I. Cuando se trate de un hecho típico socialmente insig-
nificante, que no tenga pena privativa de la libertad, que
tenga pena alternativa o cuya penalidad máxima no ex-
ceda de tres años de prisión y se haya reparado los daños
causados a la víctima;

II. Cuando con motivo del delito cometido de manera
culposa, el inculpado hubiese sufrido consecuencias gra-
ves en su persona, sean daños físicos o psicológicos, que
hagan que la aplicación de una sanción resulte notoria-
mente innecesaria e irracional;

III. Cuando el inculpado presente senilidad avanzada,
padezca enfermedad grave e incurable avanzada, o pre-
cario estado de salud, que igualmente hagan innecesaria
la aplicación de una sanción;

IV. Cuando el imputado colabore eficazmente con la jus-
ticia para evitar que continúe el delito o se cometan
otros, o aporte información esencial para la desarticula-
ción de bandas de delincuencia organizada o de asocia-
ción delictuosa relacionada con delitos graves. En este
caso, la inmunidad podrá ser total o parcial, dependien-
do de la eficacia de la colaboración o de la importancia
de la información, a juicio del Ministerio Público;

V. Cuando el imputado sirva como testigo principal de
cargo contra otros intervinientes de mayor jerarquía de la
organización delictiva o de la asociación delictuosa, y su

declaración en la investigación contra ellos se haga bajo
inmunidad total o parcial. En este caso, los efectos de la
aplicación del criterio de oportunidad serán revocados si
la persona beneficiada con el mismo incumple con la
obligación que la motivó;

VI. Cuando la persecución penal de un delito no grave
comporte problemas sociales más significativos, siempre
y cuando exista y se aplique una solución alternativa al
conflicto penal adecuada a los intereses de la víctima, y

VII. En los demás casos previstos en este Código o en
otras leyes.

En los casos de las fracciones II y III, el Ministerio Público
deberá apoyarse en dictámenes periciales médicos, expre-
sando con toda precisión las razones de su determinación.
En el caso de la fracción VI, el criterio de oportunidad no se
aplicará a los jefes, organizadores o promotores de los pro-
blemas sociales.

Artículo 176 (Condiciones y requisitos para prescindir
de la persecución penal)

Para aplicar los criterios de oportunidad y otras facultades
discrecionales, el Ministerio Público deberá sujetarse a las
siguientes condiciones y requisitos:

I. Que dicha aplicación se haga sobre la base de razones
objetivas y sin discriminación; debiendo, para ello, valo-
rar las pautas descritas en cada caso individual, así como
los criterios de política criminal que rigen a la institución
de la Procuraduría;

II. Que, en los casos en que se verifique un daño, éste de-
berá ser previamente reparado en forma razonable, de
suerte que se atienda los intereses reparatorios de la víc-
tima u ofendido, quien debe estar conforme con la medi-
da aplicada por el Ministerio Público;

III. Que sea la primera vez en que el inculpado es sujeto
de una investigación y no haya sido sentenciado conde-
natoriamente con anterioridad, y que, por sus anteceden-
tes personales o modo honesto de vivir, así como por la
naturaleza, modalidades y móviles del delito, se presuma
fundadamente que no volverá a delinquir, y

IV. Que el inculpado se obligue a no volver a delinquir, y
que se abstenga de causar molestias al ofendido o a sus
familiares, pues de lo contrario se procederá en su contra.
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SECCIÓN TERCERA
MECANISMOS ALTERNATIVOS
DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS 

Y JUSTICIA RESTAURATIVA

Artículo 177 (Disposiciones generales sobre los medios
alternativos y justicia restaurativa)

Se entenderá por programa de justicia restaurativa todo pro-
ceso en el que la víctima y el imputado, acusado o senten-
ciado participan conjuntamente de forma activa en la reso-
lución de cuestiones derivadas del delito en busca de un
resultado restaurativo, con o sin la participación de un faci-
litador.

Se entiende por resultado restaurativo, el acuerdo encami-
nado a atender las necesidades y responsabilidades indivi-
duales y colectivas de las partes y a lograr la reintegración
de la víctima y del infractor en la comunidad en busca de la
reparación, la restitución y el servicio a la comunidad.

Artículo 178. (Reglas generales)

Los procesos de justicia restaurativa se regirán por los prin-
cipios generales establecidos en el presente código y en par-
ticular por las siguientes reglas:

I. Consentimiento libre y voluntario de la víctima y el
imputado, acusado o sentenciado de someter el conflicto
a un proceso restaurativo. Tanto la víctima como el im-
putado, acusado o sentenciado podrán retirar este con-
sentimiento en cualquier momento de la actuación.

II. Los acuerdos que se alcancen deberán contener obli-
gaciones razonables y proporcionadas con el daño oca-
sionado con el delito.

III. La participación del imputado, acusado o sentencia-
do no se utilizará como prueba de admisión de culpabi-
lidad en procedimientos jurídicos ulteriores.

IV. El incumplimiento de un acuerdo no deberá utilizar-
se como fundamento para una condena o para la agrava-
ción de la pena.

V. Los facilitadores deben desempeñar sus funciones de
manera imparcial y velarán porque la víctima y el impu-
tado, acusado o sentenciado actúen con mutuo respeto.

VI. La víctima y el imputado, acusado o sentenciado ten-
drán derecho a consultar a un abogado.

Artículo 179. (Condiciones para la remisión a los pro-
gramas de justicia restaurativa)

El Ministerio Público o el juez, para remitir un caso a los
programas de justicia restaurativa, deberá: 

Informar plenamente a las partes de sus derechos, de la na-
turaleza del proceso y de las posibles consecuencias de su
decisión;

Cerciorarse que no se haya coaccionado a la víctima ni al
infractor para que participen en procesos restaurativos o
acepten resultados restaurativos, ni se los haya inducido a
hacerlo por medios desleales.

Antes de iniciar cualquier procedimiento de justicia restau-
rativa se deberá necesariamente tener en cuenta la posible
desigualdad entre la víctima y victimario, por lo que debe-
rán ordenar las pruebas pertinentes para establecer si existe
o no dicha desigualdad en materia económica, cultural, so-
cial, étnica, sexo, edad, o cualquiera que por las circunstan-
cias del hecho delictivo de que se trate ponen en situación
de desventaja a la víctima u ofendido, el Juez, Ministerio
Público y demás intervinientes en el proceso de justicia res-
taurativa deberán realizar las acciones que consideren perti-
nentes para disminuir esa diferencia y proteger a la víctima.

Cuando se trate de víctimas de cualquier tipo de violencia o
que se haya determinado en situación de desventaja de con-
formidad con lo establecido en la fracción III del presente
artículo, el Ministerio Público o el Juez ordenaran una eva-
luación psicológica con el propósito de determinar si la víc-
tima está en condiciones de someterse a un proceso de jus-
ticia alternativa, cualquiera que sea su naturaleza.

Artículo 180 (Medios alternativos al proceso penal)

Son medios alternativos al proceso penal las siguientes: 

La conciliación;

La mediación;

El acuerdo entre el Ministerio Público, el imputado y la de-
fensa, con la conformidad de la víctima, y

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 29 de marzo de 2011241



La suspensión condicional de la persecución.

Artículo 181 (La conciliación en los delitos de querella)

El Ministerio Público durante la etapa de investigación, o el
Juez en cualquier momento del proceso, procurarán la con-
ciliación del imputado y la víctima u ofendido del delito,
siempre y cuando se trate de delitos perseguibles por quere-
lla, por declaratoria de perjuicio o cualquier acto equivalen-
te a la querella. La conciliación se regirá por los principios
de voluntariedad de las partes, confidencialidad, flexibili-
dad, neutralidad, imparcialidad, equidad, legalidad y hones-
tidad.

La conciliación se llevará a cabo ante el Ministerio Público
que corresponda, o en un centro de conciliación o ante un
conciliador reconocido como tal, en donde el inculpado y la
víctima u ofendido del delito deberán estar acompañados de
sus representantes y manifestar su consentimiento de suje-
tarse al procedimiento de conciliación, debiendo constar
por escrito el acuerdo a que se llegue, con la firma de los in-
tervinientes. Cuando el Estado sea víctima, será representa-
do para estos efectos por el Ministerio Público.

En el primer caso, el Ministerio Público citará al querellan-
te y al inculpado a una diligencia de conciliación, en la que
los interesados presentarán sus propuestas; si hubiere acuer-
do el Ministerio Público procederá a archivar las diligen-
cias; en caso contrario, ejercitará la acción penal correspon-
diente, si se reúnen los requisitos para ello, o continuará con
la investigación, sin perjuicio de que las partes acudan al
mecanismo de la mediación. Si la audiencia de conciliación
se realizare ante un centro o conciliador reconocidos como
tales, el conciliador enviará copia del acta que así lo cons-
tate al Ministerio Publico, quien procederá al archivo de las
diligencias si la conciliación fue exitosa o, en caso contra-
rio, iniciará la acción penal correspondiente, si fuere proce-
dente, sin perjuicio de que las partes acudan al mecanismo
de la mediación.

La inasistencia injustificada del querellante se entenderá en
ambos casos como desistimiento de su pretensión. La del
inculpado motivará el ejercicio de la acción penal, si fuere
procedente. Si alguno de los citados fuere incapaz, concu-
rrirá su representante legal.

En cualquier caso de conciliación, será necesario que la víc-
tima u ofendido del delito manifiesten que el interés afecta-
do ha sido satisfecho en términos del acuerdo respectivo, lo
que debe constar en el acta correspondiente.

El procedimiento de conciliación en la etapa de investiga-
ción suspende las diligencias de investigación del delito de
que se trate; en la del proceso se suspende la substanciación
de este, salvo que en ambos casos existan actuaciones ur-
gentes e inaplazables y no constituyan actos de molestia pa-
ra el indiciado. La suspensión no podrá durar más de trein-
ta días naturales.

Artículo 182 (Mediación)

La mediación procederá en: 

Los delitos culposos;

Los delitos patrimoniales cometidos entre particulares sin
mediar violencia o intimidación, y, 

Otros delitos exclusivamente por lo que se refiere a la repa-
ración del daño, siempre y cuando se respeten las reglas es-
tablecidas en el artículo 177 del presente Código. En este
caso el acuerdo de mediación respecto del daño ocasionado
deberá ser valorado por el Juez y por el Ministerio Público
en el momento de la asignación de la pena, pudiendo obte-
nerse una reducción de condena hasta de una quinta parte de
la que le correspondería por la comisión del delito.

Artículo 183 (Mediación antes del ejercicio de la acción
penal)

El imputado y la víctima del delito podrán solicitar al Mi-
nisterio Público la celebración de un trámite de mediación
para que los daños causados por el delito se reparen. En los
casos en que la mediación proceda, previa a la presentación
de la acusación o querella, la víctima o el imputado podrán
acudir en procura de un acuerdo total o parcial ante un abo-
gado o notario debidamente autorizado.

De lograrse acuerdo total, se deberá hacer constar en un ac-
ta que las partes someterán a la consideración del Ministe-
rio Público, el que dentro del plazo de cinco días deberá
pronunciarse sobre su procedencia y validez. Si transcurri-
do este plazo no ha recaído pronunciamiento del Ministerio
Público, se tendrá por aprobado el acuerdo reparatorio.

Cuando en criterio del Ministerio Público el acuerdo sea
procedente y válido, el fiscal o cualquier interesado si éste
no se ha pronunciado, lo presentará al juez competente so-
licitándole ordenar su inscripción en el Libro de Mediación
del juzgado, y con ello la suspensión de la persecución pe-
nal en contra del imputado por el plazo requerido para el
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cumplimiento del acuerdo reparatorio, durante el cual no
correrá la prescripción de la acción penal.

Si el imputado cumple con los compromisos contraídos en
el acuerdo reparatorio se extinguirá la acción penal y el juez
a solicitud de parte dictará auto motivado, declarándolo así.
En caso contrario, a instancia de parte el Ministerio Público
reanudará la persecución penal.

Si se lograra acuerdo parcial, al igual que en el caso ante-
rior, el acta se anotará en el Libro de Mediación del juzga-
do y la acusación versará únicamente sobre los hechos en
los que no hubo avenimiento.

Artículo 184 (Mediación durante el proceso)

Una vez iniciado el proceso penal y siempre que se trate de
los casos en que el presente Código autoriza la mediación,
el acusado y la víctima podrán solicitar al Ministerio Públi-
co la celebración de un trámite de mediación. De lograrse
acuerdo parcial o total, el fiscal presentará el acta corres-
pondiente ante el juez de la causa y se procederá en la for-
ma prevista en el artículo anterior. Estos acuerdos pueden
tomar lugar en cualquier etapa del proceso hasta antes de la
sentencia o del veredicto en su caso. Cumplido el acuerdo
reparatorio, el juez a instancia de parte decretará el sobre-
seimiento correspondiente.

Artículo 185 (Acuerdo)

Iniciado el proceso, siempre que el acusado admita su res-
ponsabilidad en los hechos que se le imputan, en su benefi-
cio y por economía procesal, el Ministerio Público y la de-
fensa, previa autorización expresa del acusado, pueden
entablar conversaciones en búsqueda de un acuerdo que an-
ticipadamente pueda ponerle fin al proceso. Mediante el
acuerdo se podrá prescindir parcialmente de la persecución
penal, limitándola a alguna o algunas de los delitos o per-
sonas participantes en el hecho, y disminuir el grado de par-
ticipación y la sanción penal. El Juez deberá valorar la gra-
vedad de los hechos que pudo haber cometido el imputado
y no aceptará que solo se le imputen hechos menores de-
biendo considerar al menos una imputación que implique
una media de la pena que correspondería al delito más gra-
ve. Tampoco aceptará que los sujetos que tienen mayor res-
ponsabilidad acepten la responsabilidad de los que tienen
menos. Estas conversaciones pueden tomar lugar en cual-
quier etapa del proceso hasta antes de la sentencia.

El Juez valorará la gravedad los hechos que se le imputan y
nunca podrá aceptar una reducción que implique más de un
cincuenta por ciento 

Si no se logra acuerdo, nada de lo que tomó lugar durante
las conversaciones puede ser objeto de prueba o usado en
contra del acusado en ese proceso o en cualquier otro.

De lograrse acuerdo, éste será sometido a la consideración
del juez competente para su aprobación o rechazo. En este
caso el juez se asegurará de que la aceptación de los hechos
por el acusado sea voluntaria y veraz, y le informará que
ella implica el abandono de su derecho a un juicio oral y pú-
blico.

Antes de aprobar el acuerdo, el juez se asegurará de que la
víctima ha sido notificada y le brindará la oportunidad para
que opine al respecto. El juez deberá considerar si se repa-
ro el daño o hubo mediación en los términos del artículo
182 fracción III. Si el juez lo aprueba, dictará sentencia in-
mediatamente bajo los términos acordados.

Cuando el Ministerio Público solicite mantener el acuerdo
bajo reserva, justificando tal solicitud en el propósito de no
afectar otra investigación en curso, el juez podrá así orde-
narlo fijando el plazo de la reserva o la condición que haya
de cumplirse, conforme los términos establecidos en el
acuerdo.

Si el juez rechaza los resultados del acuerdo, informará a las
partes de su decisión y permitirá al acusado que retire su
aceptación de responsabilidad penal. De persistir el acusa-
do en aceptar los hechos imputados, el juez le reiterará las
implicaciones de su decisión.

El rechazo del acuerdo por el juez no será causa de recusa-
ción.

Artículo 186 (Acuerdo condicionado)

El acuerdo alcanzado mediante cualquiera de los procedi-
mientos establecidos en los dos artículos anteriores podrá
estar supeditado a una condición suspensiva, de cuyo cum-
plimiento dependerá su validez.

Cuando el compromiso asumido por el acusado en el acuer-
do sea la declaración en carácter de testigo contra otro, ésta
deberá ser veraz. En caso de incumplimiento o de falsedad
de la declaración ofrecida, se producirá la ruptura del acuer-
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do en relación con la pena por imponer y el juez deberá sen-
tenciar imponiendo la pena que estime adecuada a la acep-
tación de los hechos por el acusado y a los medios probato-
rios aportados.

Artículo 187 (De la suspensión condicional de la perse-
cución penal)

Por una sola vez, en delitos imprudenciales o cuy pena má-
xima sea de tres años, si el acusado sin condena previa por
sentencia firme, manifiesta conformidad con los términos
de la acusación antes de la convocatoria a Juicio y admite la
veracidad de los hechos que se le imputan, el fiscal podrá
proponer al juez la suspensión condicional de la persecu-
ción penal.

El juez, con base en la solicitud descrita, podrá disponer
mediante auto la suspensión condicional de la persecución
penal si, en su criterio, el acusado ha reparado el daño co-
rrespondiente, conforme la evaluación del Ministerio Públi-
co, o garantiza suficientemente la reparación, incluso por
acuerdos con la víctima. En caso de falta de acuerdo res-
pecto a la cuantificación de las responsabilidades civiles, la
suspensión podrá otorgarse dejando abierta a la parte afec-
tada la acción civil en sede penal, establecida en el presen-
te Código.

Si la suspensión es decretada, el nombre del acusado será
inscrito en un registro nacional de personas beneficiadas
con la suspensión condicional de la persecución penal, a
cargo del Ministerio Público. Este registro será de uso ex-
clusivo de esta institución y para el solo efecto de velar por
el estricto cumplimiento de esta norma.

LIBRO TERCERO
DE LAS AUDIENCIAS PREVIAS, 

EL JUICIO Y LA SENTENCIA

TÍTULO PRIMERO
DE LAS AUDIENCIAS

CAPÍTULO I
DE LA AUDIENCIA DE IMPUTACIÓN

Artículo 188 (Finalidad)

La finalidad de la Audiencia de imputación es hacer del co-
nocimiento del detenido la imputación, resolver sobre la
aplicación de medidas cautelares y garantizar su derecho a

la defensa. La autoridad judicial emitirá un auto de vincula-
ción a proceso sólo cuando se cumplan los requisitos seña-
lados en el presente capitulo.

Artículo 189. (Comparecencia)

Esta audiencia se celebrará a solicitud del Ministerio Publi-
co que deberá indicar al juez que existe la pretensión del es-
tado de llevar a juicio a una persona determina. El juez de
control citará a las partes a más tardar en 72 horas después.
Si existe la posibilidad de que la persona desaparezca o se
esconda el juez podrá dictar una orden de aprehensión si el
delito merece pena corporal o una orden de comparecencia
si el delito no la tiene. Si el imputado o la defensa han co-
municado oficialmente que la persona se presentará al pro-
cedimiento el juez no podrá dictar orden de aprehensión. Si
después de notificado no se presenta a la audiencia el juez
podrá girarla orden. La circunstancia de no presentarse co-
mo lo había comunicado será tomada en cuenta por el juez
al resolver de las medidas cautelares

En los casos de detención la audiencia se celebrará dentro
de las ocho horas después de haber puesto al imputado a
disposición judicial.

En esta audiencia el fiscal deberá presentar la imputación
ante el juez competente. Si este requisito no se cumple, el
juez ordenará la libertad del detenido. El fiscal entregará la
imputación acusado una copia de la acusación.

Es obligación del Ministerio Público la identificación de la
persona imputada. El juez deberá constatar este hecho.

Artículo 190 (Admisibilidad de imputación)

El juez analizará la imputación y la admitirá si reúne los re-
quisitos establecidos en el presente Código. En caso contra-
rio, la rechazará.

El juez que se considere incompetente, remitirá la causa de
forma inmediata a quien corresponda, conforme a la ley.

Artículo 191 (Corrección de errores)

La corrección de simples errores materiales o la inclusión
de algunas circunstancias que no modifican esencialmente
la imputación ni provocan indefensión se podrá realizar du-
rante la audiencia, sin que sea considerada una ampliación
de la misma.
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Artículo 192 (Modificación de los hechos sobre los que
se basa la imputación)

Durante el curso de la investigación y hasta el inicio del Jui-
cio, podrá ampliar la imputación, mediante la inclusión de
un nuevo hecho que modifique la calificación jurídica o la
pena o resulte conexo. En este caso se brindará al acusado
un plazo razonable, en criterio del juez, para preparar su de-
fensa.

Artículo 193 (Derechos en la audiencia preliminar)

Admitida la imputación, el juez procederá a informarle al
acusado en forma comprensible sobre los hechos y su cali-
ficación jurídica.

El juez preguntará al imputado si tiene defensor privado. Si
no lo ha designado, le indicará que tiene la opción de nom-
brarlo. Si el imputado es incapaz de afrontar los costos de
un defensor privado o no quiere contratarlo, se procederá a
designarle un defensor público o de oficio, según corres-
ponda, en la forma prevista en el presente Código.

La inasistencia del defensor a esta audiencia no la invalida.
En consecuencia, la designación del defensor no será moti-
vo para suspenderla.

El juez informará al imputado sobre su derecho de mante-
ner silencio.

Artículo 194 (Caución)

El juez procederá a determinar, provisionalmente, si se de-
be aplicar una medida cautelar al imputado, de acuerdo con
las normas de este Código. Si determina que es innecesaria,
procederá conforme lo señala el código.

Artículo 195 (Motivación de la medida cautelar)

Si el Ministerio Público estima que es necesaria una medi-
da cautelar deberá exponer las razones que motivan su soli-
citud de la misma. Si se trata de una solicitud de prisión pre-
ventiva se estará a las reglas de esta.

El juez de control deberá resolver garantizando los derechos
del imputado y los de la victima u ofendido y de la sociedad
en su conjunto.

Artículo 196 (Intervención de la víctima)

En su condición de parte, la víctima tiene derecho de parti-
cipar en esta audiencia, aun cuando no le haya sido notifi-
cada, y podrá opinar respecto de la medida cautelar que se
adopte en contra del acusado, pero deberá señalar domicilio
para futuras notificaciones. Su inasistencia no suspenderá la
audiencia ni la viciará de nulidad.

Artículo 197 (Ejercicio de la acción)

En los delitos de acción pública, en cualquier momento del
proceso, la víctima podrá constituirse como acusador parti-
cular. Al efecto, si así lo requiere, el juez pondrá a su dis-
posición los resultados de la investigación. La parte podrá
solicitar en un plazo de diez días, y el juez en su caso auto-
rizar, la práctica complementaria de actos de investigación.

Artículo 198. (Intervención de las víctimas en la actua-
ción penal)

Las víctimas, en garantía de los derechos de a la verdad, la
justicia y la reparación, tienen el derecho de intervenir en
todas las fases de la actuación penal, de acuerdo con las si-
guientes reglas:

Las víctimas podrán solicitar al Ministerio Publico en cual-
quier momento de la actuación medidas de protección fren-
te a probables hostigamientos, amenazas o atentados en su
contra o de sus familiares.

El interrogatorio de las víctimas debe realizarse con respe-
to de su situación personal, derechos y dignidad.

Para el ejercicio de sus derechos no es obligatorio que las
víctimas estén representadas por un abogado; sin embargo,
a partir de la audiencia preparatoria y para intervenir ten-
drán que ser asistidas por un profesional del derecho o es-
tudiante de consultorio jurídico de facultad de derecho de-
bidamente aprobada.

Si la víctima no contare con medios suficientes para contra-
tar un abogado a fin de intervenir, previa solicitud y com-
probación sumaria de la necesidad, la Procuraduría General
de la República le designará uno de oficio.

El juez podrá en forma excepcional, y con el fin de proteger
a las víctimas, decretar que durante su intervención el juicio
se celebre a puerta cerrada.
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Las víctimas podrán formular ante el juez de conocimiento
el incidente de reparación integral, una vez establecida la
responsabilidad penal del imputado.

Artículo 199 (Fijación de audiencia inicial)

Será fijada la audiencia inicial de conformidad con las si-
guientes reglas: 

I. Si se trata de una detención en Flagrancia, la Audien-
cia Inicial se verificara a más tardar dentro de los 10
días siguientes, salvo que el Ministerio Publico justifi-
que se trata de un delito de investigación compleja en cu-
yo caso se estará a las reglas especiales.

II. En todo otro caso, las partes propondrán al juez un
tiempo prudente para terminar la investigación que no
podrá exceder de 90 días naturales, salvo que se trata de
un delito de investigación compleja en cuyo caso se es-
tará a las reglas especiales.

III. Si se trata de un delito de investigación compleja el
juez de control podrá autorizar un máximo de seis meses
para la celebración de la audiencia inicial.

IV. La defensa podrá solicitar la ampliación del plazo de in-
vestigación para poder reunir prueba a su favor, hasta por un
año.

Si el juez ordena la prisión preventiva del acusado, se esta-
rá a las reglas de la prisión preventiva.

Artículo 200 (De las reglas para la investigación de deli-
tos complejos)

Los delitos complejos son aquellos que por su naturaleza re-
quieren procesos investigativos largos para investigar y ad-
quirir los elementos de prueba para el hecho que la ley ca-
lifica como delito y que una persona lo cometió o participó
en su comisión.

Son delitos complejos:

I. Los cometidos en el extranjero o que requieren prueba
procedente del extranjero.

II. Los delitos bancarios o financieros y de lavado de di-
nero.

III. Los delitos de delincuencia organizada, de conformi-
dad con esta ley.

IV. Los delitos contra la salud.

V. Los Secuestros, Robo de vehículos y trata de perso-
nas, la pornografía infantil.

VI. Los homicidios, lesiones intencionales;

VII. Todo otro delito en que el Ministerio Publico, o la
victima justifique que se requiere mayor plazo para la in-
vestigación.

Para fijar el periodo se estará a las siguientes reglas:

I. Si la prueba debe venir del extranjero y el imputado
utilizó varias jurisdicciones para esconder su delito será
de 2 años para una jurisdicción y 6 meses más para cada
uno de los siguientes países.

II. Los delitos de delincuencia organizada, los homici-
dios y lesiones intencionales de conformidad con la pres-
cripción del delito.

III. En todo otro caso, el juez deberá valorar los argu-
mentos del Ministerio Público, de la victima u ofendido
y del imputado, para fijar prudentemente el plazo que cu-
yo máximo será de 6 meses. Este plazo podrá ampliase
si la investigación lo sigue requiriendo hasta totalizar 2
años.

Artículo 201 (Medidas cautelares para la investigación y
el Proceso)

Las únicas medidas cautelares son las que este Código au-
toriza. Su finalidad es asegurar la eficacia del proceso, ga-
rantizando la presencia del imputado y la regular obtención
de las fuentes de prueba.

Al determinar las medidas cautelares el juez tendrá en cuen-
ta la idoneidad de cada una de ellas en relación con la pena
que podría llegar a imponerse, la naturaleza del delito, la
magnitud del daño causado y el peligro de evasión u obsta-
culización de la justicia.

En ningún caso las medidas cautelares podrán ser usadas
como medio para obtener la confesión del imputado o como
sanción penal anticipada.
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Artículo 202 (Tipos)

El juez o tribunal podrá adoptar, por auto motivado, una o
más de las siguientes medidas cautelares personales o reales: 

Son medidas cautelares personales: 

a) La detención domiciliaria o su custodia por otra perso-
na, sin vigilancia alguna o con la que el tribunal ordene;

b) El impedimento de salida del país o el depósito de un
menor;

c) La obligación de someterse al cuidado o vigilancia de
una persona o institución determinada, la que informará
regularmente al tribunal;

d) La presentación periódica ante el tribunal o la autori-
dad que él designe;

e) La prohibición de salir sin autorización del país, de la
localidad en la cual reside o del ámbito territorial que fi-
je el tribunal;

f) La prohibición de concurrir a determinadas reuniones
o lugares;

g) La prohibición de comunicarse con personas determi-
nadas, siempre que no se afecte el derecho de defensa;

h) El abandono inmediato del hogar si se trata de violen-
cia doméstica o intrafamiliar, o de delitos sexuales, cuan-
do la víctima conviva con el acusado;

i) La prohibición de despedir, trasladar de cargo o adop-
tar cualquier otra represalia en el centro de trabajo en
contra de la denunciante de delito de motivaron su adop-
ción. Sin embargo, si en la Audiencia Preliminar el acu-
sado no dispuso de abogado defensor, éste podrá solici-
tar por escrito al juez la sustitución de la medida cautelar
antes de la siguiente audiencia, quien resolverá mandan-
do a oír previamente al Ministerio Público.

j) La suspensión en el desempeño de su cargo, cuando el
hecho por el cual se le acusa haya sido cometido preva-
liéndose del cargo, y, 

k) La prisión preventiva.

2. Son medidas cautelares reales: 

a) La prestación de una caución económica adecuada, de
no imposible cumplimiento, por el propio acusado o por
otra persona, mediante depósito de dinero, valores, fian-
za de dos o más personas idóneas o garantías reales;

b) La anotación preventiva en el Registro Público, como
garantía por ulteriores responsabilidades;

c) La inmovilización de cuentas bancarias y de certifica-
dos de acciones y títulos valores;

d) El embargo o secuestro preventivo, y, 

e) La intervención judicial de empresa.

Artículo 203 (Condiciones generales de aplicación)

Nadie puede ser sometido a medida cautelar si no es por or-
den del juez competente y con los elementos que lo justifi-
quen en un auto motivado y fundado. Ninguna medida pue-
de ser aplicada si resulta evidente que con el hecho concurre
una causa de justificación o de no punibilidad o de extin-
ción de la acción penal o de la pena que se considere puede
ser impuesta.

La privación de libertad sólo procederá cuando las demás
medidas cautelares sean insuficientes para asegurar la fina-
lidad del proceso o se esté en alguno de los supuestos de
prisión oficiosa a que hace referencia el artículo 19 de la
constitución.

Artículo 204 (Proporcionalidad)

No se podrá ordenar una medida de coerción personal cuan-
do ésta aparezca desproporcionada en relación con la gra-
vedad del delito, las circunstancias de su comisión y la san-
ción probable.

Artículo 205 (Motivación)

Las medidas de coerción personal sólo podrán ser decreta-
das conforme a las disposiciones de este Código, mediante
resolución judicial motivada. Esta se ejecutará de modo que
perjudique lo menos posible a los afectados.

Artículo 206 (Transgresión)

Si se incumplen las condiciones impuestas en virtud de una
medida cautelar, el juez puede disponer la sustitución o la
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acumulación con otra más grave, teniendo en cuenta la en-
tidad, los motivos y las circunstancias de la violación.

Artículo 207 (Revisión)

El juez deberá examinar la necesidad del mantenimiento de
las medidas cautelares cada tres meses, y cuando lo estime
prudente las sustituirá por otras menos gravosas.

El acusado podrá solicitar la revocación o sustitución de la
medida judicial de privación preventiva de libertad, cuando
hayan cambiado las circunstancias que

CAPÍTULO II
DE LAS MEDIDAS CAUTELARES SUSTITUTIVAS

Artículo 208. (Procedencia)

Siempre que los supuestos que motivan la prisión preventi-
va puedan ser satisfechos razonablemente con la aplicación
de otra u otras medidas personales menos gravosas para el
acusado, el juez competente, de oficio o a instancia de par-
te, deberá imponerlas en su lugar, mediante resolución mo-
tivada.

Al decidir sobre la medida cautelar sustitutiva, el juez pro-
curará que la decisión adoptada, siempre que el caso lo per-
mita, no perjudique o perjudique lo menos posible la activi-
dad económica o familiar del acusado.

Artículo 209 (Cauciones)

La sustitución de la prisión preventiva se concederá, según
proceda, bajo caución juratoria, personal o económica.

La caución tendrá por exclusivo objeto asegurar que el acu-
sado cumplirá las obligaciones que se le impongan y las ór-
denes del juez o tribunal y, en su caso, que se someterá a la
ejecución de la sentencia condenatoria. El juez determinará
la caución de modo que constituya un motivo para que el
acusado se abstenga de infringir sus obligaciones.

Las cauciones se extinguen cuando la sentencia esté firme o
cuando el juez, de oficio o a solicitud de parte, las conside-
re innecesarias o desproporcionadas.

Artículo 210. (Caución juratoria)

El tribunal podrá eximir al acusado de la obligación de pres-
tar caución económica cuando su promesa de someterse al

proceso, de guardar buena conducta, de no obstaculizar la
investigación y de abstenerse de cometer delitos sea sufi-
ciente para eliminar el peligro de evasión, obstaculización o
reincidencia.

Artículo 211. (Caución personal)

La caución personal consistirá en la obligación de pagar que
el imputado asuma junto con uno o más fiadores solidarios,
en caso de incomparecencia, la suma que el juez fije al con-
ceder la sustitución de la medida privativa de libertad.

Para la determinación del monto de la fianza el juez tendrá
en consideración los siguientes elementos: 

La mayor o menor responsabilidad del acusado en los he-
chos investigados;

La gravedad del hecho atribuido;

Su situación económica, y, 

Su edad.

Queda absolutamente prohibido fijar una fianza de imposi-
ble cumplimiento.

Los fiadores que presente el acusado deberán ser de reco-
nocida buena conducta, responsables, tener capacidad eco-
nómica para atender las obligaciones que contraen y estar
domiciliados en el país. Los fiadores se obligan a lo si-
guiente: 

Que el acusado cumpla las restricciones impuestas por la
medida cautelar sustitutiva;

Presentarlo a la autoridad que designe el juez, cada vez que
éste así lo ordene, y, 

Pagar la cantidad que se fije en el acta constitutiva de la
fianza, si no presenta al acusado dentro del plazo que al
efecto se le señale.

Artículo 212 (Caución económica)

La caución económica se constituirá depositando una suma
de dinero o un cheque certificado, efectos públicos, bienes
y valores cotizables, u otorgando prendas o hipotecas por la
cantidad que el juez determine. Los fondos o valores depo-
sitados se efectuarán a la orden del tribunal y quedarán so-
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metidos a privilegio especial para el cumplimiento de las
obligaciones procedentes.

Esta caución sólo será procedente cuando de las circunstan-
cias del caso surgiera la ineficacia de las modalidades de las
dos cauciones precedentemente establecidas y que, por la
naturaleza económica del delito atribuido, se conforme co-
mo la más adecuada.

Artículo 213. (Obligaciones del acusado)

Siempre que se otorgue libertad bajo fianza, el acusado se
obligará, mediante acta firmada, a no ausentarse de la juris-
dicción del tribunal o de la que éste le fije, y a presentarse
al tribunal o ante la autoridad que el juez designe en las
oportunidades que se le señalen. A tal efecto señalará el lu-
gar donde debe ser notificado y bastará para ello que se le
dirija allí la convocatoria.

Artículo 214 (Acta)

Toda caución se otorgará en acta que será suscrita ante el
juez y el secretario. Cuando se trate de gravamen prendario
o hipotecario, se agregará además al proceso el documento
en que conste, y el juez ordenará por auto la inscripción de
aquél en el registro público correspondiente.

Artículo 215 (Incumplimiento)

El acusado podrá ser objeto de una medida judicial de pri-
vación preventiva de libertad cuando voluntariamente se
traslade fuera del lugar donde debe permanecer según lo or-
denado por el juez, o cuando aun permaneciendo en el mis-
mo lugar no atienda, sin motivo justificado, la citación del
juez de la causa.

Si no puede ser aprehendido, la revocatoria de la medida
sustitutiva podrá dar lugar a la ejecución de la caución.

Artículo 216. (Imposición de las medidas)

El tribunal ordenará lo necesario para garantizar el cumpli-
miento de las medidas a que se refiere este capítulo. En nin-
gún supuesto se utilizarán estas medidas desnaturalizando
su finalidad, o se impondrán otras cuyo cumplimiento sea
imposible. En especial, se evitará la imposición de una cau-
ción económica cuando el estado de pobreza o la carencia
de medios del acusado impidan la prestación.

Artículo 217 (Ejecución de las cauciones)

Cuando se haya decretado la rebeldía del acusado o cuando
éste se sustraiga a la ejecución de la pena, y se trate de cau-
ción económica, el juez ordenará la transferencia a favor del
Poder Judicial de los valores depositados en caución o la
venta en remate público de los bienes hipotecados o pren-
dados.

Si se trata de fianza personal, el juez concederá un plazo de
cinco días al fiador para que presente al acusado, advirtién-
dole que si no lo hace o no justifica la incomparecencia, la
caución se ejecutará. Vencido el plazo, el juez dispondrá la
ejecución de la fianza a favor del Poder Judicial.

Artículo 218. (Cancelación de las cauciones)

La caución se cancelará y las garantías serán restituidas: 

Cuando el acusado sea detenido por haberse acordado de
nuevo la prisión preventiva;

Cuando se sobresea en la causa, se absuelva al acusado o,
habiendo sido condenado, se le beneficie con la suspensión
de la ejecución de la pena privativa de libertad, y, 

Cuando el condenado se presente a cumplir la pena im-
puesta o sea detenido dentro del plazo fijado.

CAPÍTULO III
DE LA ORDEN DE APREHENSIÓN

Artículo 219. (De la orden de aprehensión)

Sólo a solicitud del Ministerio Público, el juez de control
dictara una orden de aprehensión cuando preceda denuncia
o querella de un hecho que la ley señale como delito, san-
cionado con pena privativa de libertad y obren datos que es-
tablezcan que se ha cometido ese hecho y que exista la pro-
babilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su
comisión, salvo en los casos previstos para la acción parti-
cular.

La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión,
deberá poner al inculpado a disposición del juez, sin dila-
ción alguna y bajo su más estricta responsabilidad. La con-
travención a lo anterior será sancionada por la ley penal.
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Artículo 220. (Ejecución de la orden de aprehensión)

Siempre que se lleve a cabo una aprehensión en virtud de
orden judicial, quien la hubiere ejecutado deberá poner al
aprehendido, sin demora alguna, a disposición del tribunal
respectivo, informando a éste acerca de la fecha, hora y lu-
gar en que se efectuó, y dando a conocer al aprehendido el
derecho que tiene para designar defensor.

Se entenderá que el inculpado queda a disposición del juz-
gador, para los efectos constitucionales y legales correspon-
dientes, desde el momento en que la policía judicial, en
cumplimiento de la orden respectiva, lo ponga a disposición
de aquél en la prisión preventiva o en un centro de salud. El
encargado del reclusorio o del centro de salud asentará en el
documento relativo a la orden de aprehensión ejecutada,
que le presente la policía judicial, el día y hora del recibo
del detenido.

Las personas que se encuentren internadas en centros de re-
clusión de alta seguridad, podrán ser trasladadas a otro cen-
tro, hospital, oficina o cualquier lugar, notificándolo al Mi-
nisterio Público y a su defensor.

Artículo 221. (De la prisión preventiva para la los miem-
bros de la policía o de las Fuerzas Armadas Mexicanas)

Los miembros de la policía o de las Fuerzas Armadas Me-
xicanas, que estuvieren detenidos o sujetos a prisión pre-
ventiva deberán sufrir ésta en las prisiones especiales, si
existieren, o en su defecto en las comunes. Lo anterior no
será aplicable para los miembros de las Fuerzas Armadas
Mexicanas que se encuentren en dicha situación por estár-
seles siguiendo un proceso penal por la comisión de un de-
lito en contra de la salud, en cualquiera de sus modalidades.
No podrán considerarse prisiones especiales los cuarteles u
oficinas.

CAPÍTULO IV
DE LAS REGLAS ESPECIALES DE LA

PRISIÓN PREVENTIVA

Artículo 222 (De la prisión preventiva)

Sólo por delito que merezca pena privativa de libertad ha-
brá lugar a prisión preventiva. El sitio de ésta será distinto
del que se destinare para la extinción de las penas y estarán
completamente separados.

A solicitud del Ministerio Público El juez ordenara la pri-
sión preventiva sólo cuando otras medidas cautelares no se-
an suficientes para garantizar la comparecencia del imputa-
do en el juicio, el desarrollo de la investigación, la
protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad,
así como cuando el imputado esté siendo procesado o ha-
ya sido sentenciado previamente por la comisión de un de-
lito doloso.

El juez ordenará oficiosamente la prisión preventiva, en los
casos de delincuencia organizada, homicidio doloso, viola-
ción, secuestro, delitos cometidos con medios violentos co-
mo armas y explosivos, así como delitos graves que deter-
mine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre
desarrollo de la personalidad y de la salud.

Artículo 223 (Duración máxima de la prisión preventi-
va)

La prisión preventiva no podrá exceder del tiempo que co-
mo máximo de pena fije la ley al delito que motivare el pro-
ceso y en ningún caso será superior a dos años, salvo que su
prolongación se deba al ejercicio del derecho de defensa del
imputado. Si cumplido este término no se ha pronunciado
sentencia, el imputado será puesto en libertad de inmediato
mientras se sigue el proceso, sin que ello obste para impo-
ner otras medidas cautelares.

Termino Máximo y requisitos mínimos para dictar un auto
de prisión preventiva.

Artículo 224 (Del auto de vinculación a proceso y su pro-
rroga)

Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder
del plazo de setenta y dos horas, a partir de que el indiciado
sea puesto a su disposición, sin que se justifique con un au-
to de vinculación a proceso en el que se expresará: el delito
que se impute al acusado; el lugar, tiempo y circunstancias
de ejecución, así como los datos que establezcan que se ha
cometido un hecho que la ley señale como delito y que exis-
ta la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó
en su comisión.

El plazo para dictar el auto de vinculación a proceso podrá
prorrogarse únicamente a petición del indiciado, en la for-
ma que señale la ley. La prolongación de la detención en su
perjuicio será sancionada por la ley penal. La autoridad res-
ponsable del establecimiento en el que se encuentre inter-
nado el indiciado, que dentro del plazo antes señalado no re-
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ciba copia autorizada del auto de vinculación a proceso y
del que decrete la prisión preventiva, o de la solicitud de
prórroga del plazo constitucional, deberá llamar la atención
del juez sobre dicho particular en el acto mismo de concluir
el plazo y, si no recibe la constancia mencionada dentro de
las tres horas siguientes, pondrá al indiciado en libertad.

Artículo 225 (De la revocación de la libertad)

La ley determinará los casos en los cuales el juez podrá re-
vocar la libertad de los individuos vinculados a proceso.

Artículo 226 (Procedencia)

Para los efectos anteriores, El juez, a solicitud del Ministe-
rio Público, podrá decretar la prisión preventiva, siempre
que concurran las siguientes circunstancias: 

I. Elementos de convicción suficientes para sostener, ra-
zonablemente, que el imputado es, con probabilidad
quien lo cometió o participó en su comisión.

II. Presunción razonable, por apreciación de las circuns-
tancias particulares, acerca de alguna de las tres siguien-
tes situaciones: 

a) Que el imputado no se someterá al proceso, porque
ha evadido o piensa evadir la justicia;

b) Que obstaculizará la averiguación de la verdad, in-
timidando personas que deban declarar, ocultando
elementos de convicción o de cualquier otra manera
afectando el curso de la investigación, y, 

c) Cuando, por las específicas modalidades y cir-
cunstancias del hecho y por la personalidad del im-
putado, exista peligro concreto de que éste cometa
graves delitos mediante el uso de armas u otros me-
dios de intimidación o violencia personal o dirigidos
contra el orden constitucional o delitos de criminali-
dad organizada o de la misma clase de aquel por el
que se proceda, o de que el imputado continuará la
actividad delictiva.

En todo caso el juez decretará la prisión preventiva, sin que
pueda ser sustituida por otra medida cautelar, cuando se tra-
te de delitos graves relacionados con el consumo o tráfico
de estupefacientes, sicotrópicos y otras sustancias controla-
das o con lavado de dinero y activos provenientes de activi-
dades ilícitas.

Artículo 227 (Peligro de evasión)

Para decidir acerca del peligro de evasión de la justicia se
tendrán en cuenta, especialmente, las siguientes circunstan-
cias: 

I. Arraigo en el país, determinado por el domicilio, resi-
dencia habitual, asiento de la familia, de sus negocios o
trabajo y las facilidades para abandonar definitivamente
el país o permanecer oculto. La falsedad, la falta de in-
formación o de actualización del domicilio del imputado
constituirá presunción de evasión de la justicia;

II. La pena que podría imponerse;

III. La magnitud del daño causado, y, 

IV. El comportamiento del imputado durante el proceso
o en otro proceso anterior, en la medida que indique su
voluntad de someterse a la persecución penal.

Artículo 228 (Peligro de obstaculización)

Para decidir acerca del peligro de obstaculización para ave-
riguar la verdad se tendrá en cuenta, especialmente, la pro-
babilidad fundada de que el acusado: 

I. Destruirá, modificará, ocultará o falsificará elementos
de prueba;

II. Influirá para que otros acusados, testigos o peritos in-
formen falsamente o se comporten de manera desleal o
reticente, o inducirá a otros a realizar tales comporta-
mientos, o, 

III. Influirá en los funcionarios o empleados del sistema
de justicia.

El motivo sólo podrá fundar la prisión hasta la conclusión
del Juicio.

Artículo. 229. (Sustitución de prisión preventiva por do-
miciliaria)

El juez puede sustituir la prisión preventiva por prisión do-
miciliaria, entre otros casos, cuando se trate de: 

I. Mujeres en los tres últimos meses de embarazo;
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Madres durante la lactancia de sus hijos hasta los seis
meses posteriores al nacimiento, o, 

II. Personas valetudinarias o afectadas por una enferme-
dad en fase terminal debidamente comprobada.

TÍTULO SEGUNDO
DEL PROCESO PENAL

CAPÍTULO I
PRINCIPIOS DEL PROCESO

Artículo 230. (Naturaleza y objeto)

El proceso penal será acusatorio y oral y tendrá por objeto
el esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, pro-
curar que el culpable no quede impune y que los daños cau-
sados por el delito se reparen.

La justicia restaurativa se podrá realizar en la fase anterior
al juicio y únicamente de conformidad con las hipótesis y
en los términos 

Artículo 231. Principios generales

El proceso penal se regirá por los principios de publicidad,
contradicción, concentración, continuidad e inmediación.

Artículo 232. Tribunal previamente establecido y debido
proceso

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades,
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante
los tribunales previamente establecidos, en el que se cum-
plan las formalidades esenciales del procedimiento y con-
forme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.

Artículo 233. Independencia de los tribunales

Los jueces y tribunales penales garantizaran la independen-
cia de los tribunales y la plena ejecución de sus resolucio-
nes.

Artículo 234. Justicia pronta

El derecho de toda persona a que se le administre justicia
por tribunales en materia penal implica que sea juzgado an-
tes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena máxi-
ma no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si la

pena excediere de ese tiempo, salvo que el imputado solici-
te mayor plazo para su defensa.

Artículo 235. Justicia completa e imparcial

Los tribunales emitirán sus resoluciones de manera pronta,
completa e imparcial.

Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, pro-
hibidas las costas judiciales.

La imparcialidad implica que El juicio penal se celebre an-
te un juez que no haya conocido del caso previamente.

Artículo 236 Prohibición de analogía y mayoría de ra-
zón y ley exactamente aplicable al caso

En el Proceso Penal queda prohibido imponer, por simple
analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no
esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito
de que se trate.

La reparación civil por el daño causado por el delito, una
vez establecida la responsabilidad penal del sentenciado, in-
tegrará los principios generales del derecho para su deter-
minación.

Artículo 237. Plena convicción del juez en la sentencia

El juez sólo condenará cuando exista convicción de la cul-
pabilidad del procesado.

Artículo 238. Carga de la prueba en la acusación

La carga de la prueba para demostrar la culpabilidad co-
rresponde a la parte acusadora, conforme lo establezca el ti-
po penal.

Artículo 239. De la defensa adecuada

El imputado tendrá derecho a una defensa adecuada por
abogado, al cual elegirá libremente.

Si no quiere o no puede nombrar un abogado, después de
haber sido requerido para hacerlo, el juez le designará un
defensor público. También tendrá derecho a que su defensor
comparezca en todos los actos del proceso y éste tendrá
obligación de hacerlo cuantas veces se le requiera.
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Se entenderá por abogado la persona que tenga título de li-
cenciado en derecho.

Artículo 240. Igualdad procesal de las partes

Las partes tendrán igualdad procesal para sostener la acusa-
ción o la defensa, respectivamente.

Artículo 241. Prohibición de prueba

Cualquier prueba obtenida con violación de derechos fun-
damentales será nula.

Artículo 242 Presunción de inocencia

Se presume la inocencia del imputado mientras no se decla-
re su responsabilidad mediante sentencia emitida por el juez
de la causa.

Artículo 243. Prohibición de penas

Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de
infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cual-
quier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y
cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales.

Toda pena deberá ser proporcional al delito que sancione y
al bien jurídico afectado.

Artículo 244. Tiempo de la detención

En toda pena de prisión que imponga una sentencia, se
computará el tiempo de la detención.

Artículo 245. Prohibición de retroactividad

A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de per-
sona alguna.

Artículo. 246. Principio de publicidad. El juicio será pú-
blico

La publicidad sólo podrá restringirse en los casos de excep-
ción que determine la ley, por razones de seguridad nacio-
nal, seguridad pública, protección de las víctimas, testigos y
menores, cuando se ponga en riesgo la revelación de datos
legalmente protegidos, o cuando el tribunal estime que exis-
ten razones fundadas para justificarlo.

Las sentencias que pongan fin a los procedimientos orales
deberán ser explicadas en audiencia pública previa citación
de las partes.

Artículo. 247. Principio de contradicción y prohibición
de comunicación ex parte

En el juicio, la presentación de los argumentos y los ele-
mentos probatorios se desarrollará de manera pública, con-
tradictoria y oral.

Ningún jugador podrá tratar asuntos que estén sujetos a pro-
ceso con cualquiera de las partes sin que esté presente la
otra, respetando en todo momento el principio de contradic-
ción, salvo las excepciones que establece esta Constitución.

Artículo. 248. Principio de concentración

La necesidad de que la prueba se forme ante el juez obliga
a que la actuación se concentre en una sola etapa. En ella
debe recaer toda la actividad procesal destinada a producir
decisiones jurisdiccionales.

Artículo 249. Principio de continuidad

La actuación penal, la práctica de pruebas y el debate argu-
mentativo se deben realizar de manera continua y preferen-
temente en un mismo día. Esto tanto para los jueces de con-
trol de garantías como para los jueces de conocimiento.

Artículo. 250. Principio de inmediación y libre valora-
ción de la prueba

Para los efectos de la sentencia sólo se considerarán como
prueba aquellas que hayan sido desahogadas en la audien-
cia de juicio.

Toda audiencia se desarrollará en presencia del juez, sin que
pueda delegar en ninguna persona la admisión, el desahogo
y la valoración de las pruebas, la cual deberá realizarse de
manera libre y lógica.

CAPÍTULO II
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo. 251. Aplicación

Las normas previstas en este título se aplicarán al enjuicia-
miento de los delitos, con las modificaciones de plazos y
formas que se establecen para los delitos menos graves.
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Artículo. 252. Inicio del proceso

El proceso penal iniciará con la Audiencia Inicial.

CAPÍTULO III
DE LA AUDIENCIA INICIAL

Artículo. 253. Finalidad

La finalidad de la Audiencia Inicial es determinar la acusa-
ción y en consecuencia si existe causa para proceder a Jui-
cio, iniciar el procedimiento para el intercambio de infor-
mación sobre pruebas, revisar las medidas cautelares que se
hayan aplicado y determinar los actos procesales que toma-
rán lugar de previo al Juicio. Cuando no se haya realizado
Audiencia Preliminar, serán propósitos adicionales de la
Audiencia Inicial la revisión de la acusación y la garantía
del derecho a la defensa.

El acusado, su defensor y el Ministerio Público deberán es-
tar presentes durante esta audiencia. Las otras partes pueden
estar presentes y se les notificará previamente acerca de la
fecha y sitio de la audiencia.

Si el acusado no se hace acompañar de su defensor a esta
Audiencia, se modificará la finalidad de ésta, adoptando la
establecida para la Audiencia de imputación, 3 días antes de
audiencia el Ministerio Público por escrito deberá notificar
la acusación para que sea conocida por todas las partes.

Artículo 254. Solicitud de citación o detención

Cuando el imputado no esté detenido, el Ministerio Públi-
co, con base en la investigación que haya recabado, presen-
tará la acusación al juez y en ella solicitará su citación o de-
tención para la Audiencia Inicial.

Artículo 255. Suspensión por incomparecencia del acu-
sado

Si habiendo sido debidamente citado, el acusado no compa-
rece por causa justificada, el juez fijará nueva fecha para la
celebración de la audiencia. Si la falta de comparecencia del
acusado es injustificada, se suspenderá por un plazo de
veinticuatro horas, bajo apercibimiento de declararlo en re-
beldía.

Cuando la Audiencia de imputación se convoque luego de
realizada la Audiencia de acusación, y se produzca la au-
sencia injustificada del defensor, se tendrá por abandonada

la defensa y se procederá a su sustitución. En este último ca-
so la audiencia no podrá celebrarse antes de veinticuatro ho-
ras después de haber asumido el cargo el defensor sustituto.

Artículo 256. Sustento de la acusación

El Ministerio Público y el acusador particular, si lo hay, de-
berán presentar ante el juez elementos de pruebas que esta-
blezcan indicios racionales suficientes para llevar a Juicio al
acusado.

Si en criterio del juez, los elementos de prueba aportados
por la parte acusadora son insuficientes para llevar a Juicio
al acusado, así lo declarará y suspenderá la audiencia por un
plazo máximo de cinco días para que sean aportados nuevos
elementos probatorios. Si en esta nueva vista, los elementos
de prueba aportados continúan siendo insuficientes, el juez
archivará la causa por falta de mérito y ordenará la libertad.

El auto mediante el cual se ordena el archivo de la causa por
falta de mérito no pasa en autoridad de cosa juzgada ni sus-
pende el cómputo del plazo para la prescripción de la acción
penal. No obstante, si transcurre un año, contado a partir de
la fecha en que se dictó dicho auto, sin que la parte acusa-
dora aporte nuevos elementos de prueba que permitan esta-
blecer los indicios racionales a que hace referencia el pri-
mer párrafo de este artículo, el juez, de oficio o a petición
de parte, dictará sobreseimiento.

CAPÍTULO IV
DE LOS DEBERES DE LAS PARTES

Artículo 257. Deber de lealtad y buena fe

Las partes deberán litigar con lealtad y buena fe, evitando
los planteamientos dilatorios meramente formales y cual-
quier abuso de las facultades que este Código les concede.

Los jueces y Tribunales velarán por la regularidad del pro-
ceso, el ejercicio correcto de las facultades procesales y la
buena fe.

Artículo 258. Deberes

Son deberes de las partes e intervinientes:

1. Proceder con lealtad y buena fe en todos sus actos.

2. Obrar sin temeridad en sus pretensiones o en el ejerci-
cio de los derechos procesales, evitando los plantea-
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mientos y maniobras dilatorias, inconducentes, imperti-
nentes o superfluas.

3. Abstenerse de usar expresiones injuriosas en sus inter-
venciones.

4. Guardar el respeto debido a los servidores judiciales y
a los demás intervinientes en el proceso penal.

5. Comunicar cualquier cambio de domicilio, residencia,
lugar o dirección electrónica señalada para recibir las no-
tificaciones o comunicaciones.

6. Comparecer oportunamente a las diligencias y audien-
cias a las que sean citados.

7. Abstenerse de tener comunicación privada con el juez
que participe en la actuación, salvo las excepciones pre-
vistas en este código.

8. Guardar silencio durante el trámite de las audiencias,
excepto cuando les corresponda intervenir.

9. Entregar a los servidores judiciales correspondientes
los objetos y documentos necesarios para la actuación y
los que les fueren requeridos, salvo las excepciones le-
gales.

Artículo 259. Temeridad o mala fe

Se considera que ha existido temeridad o mala fe, en los si-
guientes casos:

1. Cuando sea manifiesta la carencia de fundamento le-
gal en la denuncia, recurso, incidente o cualquier otra pe-
tición formulada dentro de la actuación procesal.

23. Cuando a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la
realidad.

3. Cuando se utilice cualquier actuación procesal para fi-
nes claramente ilegales, dolosos o fraudulentos.

4. Cuando se obstruya la práctica de pruebas u otra dili-
gencia.

5. Cuando por cualquier otro medio se entorpezca el de-
sarrollo normal de la actuación procesal.

Artículo. 260. Inicio de intercambio de información y
pruebas

El Ministerio Público y el acusador particular si lo hay, de-
berán presentar un documento que contenga la siguiente in-
formación: 

1. Un listado de aquellos hechos sobre los cuales en su
criterio existe acuerdo y no requieren de prueba en el Jui-
cio;

2. Un listado de las pruebas por presentar en el Juicio y
de las piezas de convicción poder del Ministerio Públi-
co;

3. Si se ofrecen testigos, debe indicarse el nombre, datos
personales y dirección de cada uno de ellos. Si la parte
requiere que el tribunal emita una citación a cualquier
testigo, ésta se debe solicitar;

4. Cuando sea procedente, lista de personas que se pro-
ponen como peritos e informes que han preparado, y, 

5. Los elementos de convicción obtenidos por la Policía
Nacional o el Ministerio Público que puedan favorecer al
acusado.

El Ministerio Publico, bajo responsabilidad disciplinaria y,
de ser el caso, el acusador particular tendrá la obligación de
presentar la anterior información durante la Audiencia Ini-
cial, con indicación general y sucinta de los hechos o cir-
cunstancias que se pretenden demostrar con cada medio de
prueba. No se podrán practicar en Juicio medios de prueba
distintos de los ofrecidos e incluidos en la información in-
tercambiada, salvo que tal omisión se haya producido por
causas no imputables a la parte afectada y que se proceda a
su intercambio en la forma prevista en este Código.

Artículo 261. Deberes específicos de la Procuraduría
General de la República

Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores,
constituyen deberes esenciales del Ministerio Público de la
Procuraduría General de la República los siguientes:

1. Proceder con objetividad, respetando las directrices
del Procuraduría General de la República.

2. Suministrar, por conducto del juez de conocimiento,
todos los elementos probatorios y evidencia física e in-
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formaciones de que tenga noticia, incluidos los que le se-
an favorables al acusado.

3. Asistir de manera ininterrumpida a las audiencias que
sean convocadas e intervenir en desarrollo del ejercicio
de la acción penal.

4. Informar al juez de la audiencia de cualquier irregula-
ridad que observe en el transcurso de la actuación de los
funcionarios que ejercen atribuciones de policía investi-
gadora y de las posibles violaciones a derechos funda-
mentales.

Artículo. 262. Declaración del acusado

El acusado no tiene ningún deber de declarar en este acto.
Si lo quiere hacer, el juez le informará sobre su derecho de
mantener silencio y las consecuencias de renunciar a ese de-
recho.

Artículo. 263. Admisión de hechos

Si el acusado espontáneamente admite los hechos de la acu-
sación, el juez se asegurará de que la declaración sea vo-
luntaria y veraz. También le informará que su declaración
implica el abandono de su derecho a un Juicio oral y pú-
blico.

Si lo estima necesario, ordenará la recepción de prueba en
una audiencia que deberá celebrarse en un plazo no mayor
de cinco días. Si la prueba recibida arroja dudas sobre la
culpabilidad del acusado, rechazará la declaración de cul-
pabilidad y ordenará la continuación del proceso. De lo con-
trario, señalará fecha y hora, dentro de los siguientes quin-
ce días durante los cuales ambas partes podrán presentar
pruebas y alegatos acerca de la sentencia por imponer, la
cual será impuesta al final de este plazo.

Artículo. 264. Auto de remisión a juicio

Oídas las partes, el juez, si hay mérito para ello, en la mis-
ma Audiencia Inicial dictará auto de remisión a Juicio, que
contendrá: 

1. Relación del hecho admitido para el Juicio;

2. Calificación legal hecha por el Ministerio Público;

3. Fecha, hora y lugar del Juicio, y, 

4. Términos en que se cumplirán las diligencias prepara-
torias del Juicio.

Este auto será considerado como una unidad de decisión pa-
ra efectos del Juicio de Amparo.

El juicio oral deberá de ser convocado a más tardar 30 des-
pués de la audiencia de acusación y nunca antes de 15 días
de la audiencia, salvo que se establezca de otra manera por
disposición de las partes.

CAPÍTULO V
DE LA ORGANIZACIÓN DEL JUICIO

Artículo. 265. Exhibición de prueba

El encargado de la custodia de los documentos, objetos y
demás elementos de convicción deberá garantizar que éstos
estén disponibles para su examen por las partes, desde el
momento en que cada una de ellas los ofreció como ele-
mentos de prueba y hasta antes del Juicio.

Los elementos de carácter reservado serán examinados pri-
vadamente por el tribunal. Si son útiles para la averiguación
de la verdad, los incorporará al proceso resguardando la re-
serva sobre ellos, sin afectar el derecho de las partes a co-
nocerlos.

Artículo. 266. Intercambio de información

Cuando se trate de delitos graves, dentro de los quince días
siguientes a la Audiencia Inicial, la defensa debe presentar
al Ministerio Público y al acusador particular, si lo hay, un
documento con copia al juez, que contenga el mismo tipo de
información presentada por éstos durante dicha audiencia.
En las causas por delitos menos graves este plazo será de
cinco días.

De la misma forma que se estableció para la parte acusado-
ra, la falta de inclusión de medios de prueba en esa infor-
mación impedirá su práctica en el Juicio, salvo que se haya
producido por causas no imputables a la parte afectada.

Si la estrategia de la defensa se limita exclusivamente a la
refutación de las pruebas de cargo, así lo deberá manifestar
por escrito al Ministerio Público y al acusador particular si
lo hay, con copia al juez, dentro del término señalado, bajo
apercibimiento de declarar abandonada la defensa si no lo
hace. En este último caso se procederá a la sustitución del
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defensor en la forma prevista en este Código, otorgándose
un nuevo plazo de igual duración, para la realización del in-
tercambio.

Artículo. 267. Ampliación de la información

Si sobreviene o se descubre un nuevo elemento probatorio,
una vez intercambiada la información, a más tardar diez
días antes de la fecha de inicio del Juicio, las partes debe-
rán ampliar e intercambiar nuevamente la información su-
ministrada conforme el procedimiento establecido.

Artículo. 268. Controversia

Cualquier desavenencia de las partes sobre la información
intercambiada podrá ser comunicada por cualquiera de
ellas al juez, quien resolverá en la Audiencia Preparatoria
del Juicio.

Artículo. 269. Inadmisibilidad de la prueba

Las partes podrán solicitar la inadmisibilidad de la prueba
por razones de ilegalidad, impertinencia, inutilidad o repe-
titividad, lo que será resuelto por el juez en la Audiencia
Preparatoria del Juicio con práctica de prueba.

Si por circunstancias excepcionales la solicitud de inadmi-
sibilidad es planteada durante el Juicio, el juez resolverá
luego de oír a las partes.

Artículo. 270. Práctica del examen pericial

Los exámenes de las cosas objeto del dictamen pericial,
propuestos por cualquiera de las partes, deberán ser practi-
cados cuando menos quince días antes del inicio del Juicio
y sus resultados remitidos inmediatamente al juez y a la
contraparte.

Cuando el dictamen sea irreproducible por peligro de desa-
parición o alteración de la cosa sobre la que recae se debe-
rá practicar con presencia de la parte contraria, salvo que ra-
zones de urgencia lo impidan.

Artículo. 271. Audiencia preparatoria del juicio

A solicitud de cualquiera de las partes, se celebrará Audien-
cia Preparatoria del Juicio, dentro de los cinco días anterio-
res a la celebración del Juicio oral y público, para resolver: 

1. Cuestiones relacionadas con las controversias surgidas
en relación con el intercambio de la información sobre
los elementos de prueba;

2. La solicitud de exclusión de alguna prueba ofrecida;

3. Precisar si hay acuerdo sobre hechos que no requieran
ser probados en Juicio, y, 

4. Ultimar detalles sobre organización del Juicio.

Artículo. 272. Diligencias de organización

Recibidos los informes, la secretaría del tribunal citará a los
testigos y peritos admitidos, solicitará los objetos y docu-
mentos requeridos por las partes y dispondrá las medidas
necesarias para organizar y desarrollar el Juicio público.

Será obligación de las partes coadyuvar en la localización y
comparecencia de los testigos que hayan propuesto para el
Juicio. El tribunal les brindará el apoyo necesario por me-
dio de la citación, sin perjuicio del uso de la fuerza pública
si fuera necesario.

Artículo 273. Poderes y medidas correccionales

El juez, de oficio o a solicitud de parte, podrá tomar las si-
guientes medidas correccionales:

1. A quien formule una recusación o manifieste un impe-
dimento ostensiblemente infundado, lo sancionará con
multa de uno hasta diez salarios mínimos legales men-
suales vigentes.

2. A quien viole una reserva legalmente establecida lo
sancionará con multa de uno a cinco salarios mínimos le-
gales mensuales vigentes. En este caso el funcionario
que conozca de la actuación será el competente para im-
poner la correspondiente sanción.

3. A quien impida u obstaculice la realización de cual-
quier diligencia durante la actuación procesal, le impon-
drá arresto inconmutable de uno a treinta días según la
gravedad de la obstrucción y tomará las medidas condu-
centes para lograr la práctica inmediata de la prueba.

4. A quien le falte al debido respeto en el ejercicio de sus
funciones o por razón de ellas, o desobedezca órdenes
impartidas por él en el ejercicio de sus atribuciones lega-
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les lo sancionará con arresto inconmutable hasta por cin-
co días.

5. A quien en las audiencias asuma comportamiento con-
trario a la solemnidad del acto, a su eficacia o correcto
desarrollo, le impondrá como sanción la amonestación, o
el desalojo, o la restricción del uso de la palabra, o mul-
ta hasta por diez salarios mínimos legales mensuales o
arresto hasta por cinco días, según la gravedad y moda-
lidades de la conducta.

6. A quien solicite pruebas manifiestamente inconducen-
tes o impertinentes lo sancionará con multa de uno hasta
diez salarios mínimos legales mensuales vigentes.

7. A quien en el proceso actúe con temeridad o mala fe,
lo sancionará con multa de uno hasta diez salarios míni-
mos legales mensuales vigentes.

8. Al establecimiento de salud que reciba o dé entrada a
persona lesionada sin dar aviso inmediato a la autoridad
respectiva, lo sancionará con multa de diez hasta cien sa-
larios mínimos legales mensuales vigentes.

9. A la parte e interviniente que solicite definición de
competencia, o cambio de radicación sin fundamento en
razones serias y soporte probatorio, lo sancionará con
multa de uno hasta diez salarios mínimos legales men-
suales vigentes.

10. A quienes sobrepasen las cintas o elementos usados
para el aislamiento del lugar de los hechos, lo sanciona-
rá con multa de uno a cincuenta salarios mínimos lega-
les mensuales vigentes o arresto por cinco días según la
gravedad y modalidad de la conducta.

CAPÍTULO VI
DEL JUICIO ORAL Y PÚBLICO

Artículo 274. Inmediación.

El Juicio se realizará con la presencia ininterrumpida del
juez la parte acusadora, el acusado y su defensor; podrán
participar adicionalmente las otras partes. Sin autorización
del juez ninguno de los participantes podrá abandonar la sa-
la de juicios.

Cuando además del Ministerio Público haya acusador par-
ticular, la no comparecencia de éste no suspenderá la cele-
bración del Juicio.

Sólo podrá dictar sentencia el juez ante quien se han ce-
lebrado todos los actos del Juicio oral. El acusado no po-
drá alejarse de la audiencia sin permiso del tribunal. Si re-
húsa permanecer, será custodiado en una sala próxima y
para todos los efectos podrá ser representado por el defen-
sor. Si la acusación es ampliada, quien presida la audiencia
lo hará comparecer para los fines de la intimación que co-
rresponda.

Si su presencia es necesaria para practicar algún reconoci-
miento u otro acto, podrá ser compelido a comparecer a la
audiencia por la fuerza pública.

Si el defensor no comparece a la audiencia por causa injus-
tificada, se considerará abandonada la defensa y correspon-
derá su reemplazo inmediato.

Artículo 275. Grabación

El Juicio y, de ser el caso, la audiencia sobre la pena serán
grabados en su totalidad y la grabación se deberá conservar.
Mediante la grabación se podrá verificar la exactitud de lo
establecido en la sentencia sobre lo manifestado por los tes-
tigos y peritos, y cualquier incidencia suscitada en el Juicio.

Artículo 276. Limitaciones a la libertad del acusado

Si el acusado que se halla en libertad no comparece injusti-
ficadamente al Juicio, el juez podrá ordenar, para asegurar
su presencia en él, su conducción por la fuerza pública e in-
cluso variar las condiciones por las cuales goza de libertad
e imponer algunas de las medidas cautelares previstas en es-
te Código.

Artículo 277. Publicidad

El Juicio será público. No obstante, el juez podrá restringir
el dibujo, la fotografía o la filmación de los miembros del
jurado, de algún testigo o perito, y regular los espacios uti-
lizables para tales propósitos.

Excepcionalmente y con carácter restrictivo, el juez podrá
resolver que se limite el acceso del público y de los medios
de comunicación al Juicio por consideraciones de moral y
orden público, cuando declare un menor de edad u otros ca-
sos previstos por la ley. La resolución será fundada y se ha-
rá constar en el acta del Juicio.

Desaparecida la causa de la restricción, se hará ingresar
nuevamente al público. El juez podrá imponer a las partes
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el deber de guardar secreto sobre los hechos que presencia-
ron o conocieron, y así se hará constar en el acta del Juicio.

Artículo 278. Prohibiciones de acceso

Por razones de disciplina y capacidad de la sala, el juez po-
drá ordenar el alejamiento de personas o limitar la admisión
a determinado número.

Artículo 279. Oralidad

La audiencia pública se desarrollará en forma oral, tanto en
lo relativo a los alegatos y argumentaciones de las partes co-
mo a las declaraciones del acusado, a la recepción de las
pruebas y, en general, a toda intervención de quienes parti-
cipen en ella. Durante el Juicio, las resoluciones serán fun-
dadas y dictadas verbalmente en forma clara y audible por
el tribunal y se entenderán notificadas desde el momento de
su pronunciamiento, dejándose constancia en el acta del
Juicio.

El principio de oralidad no excluye la posibilidad que du-
rante el Juicio puedan ser incorporados para su lectura: 

1. Las pruebas que se hayan recibido mediante la dili-
gencia de anticipo jurisdiccional de prueba, sin perjuicio
de que las partes o el tribunal exijan la comparecencia
personal del testigo o perito, cuando sea posible;

2. La prueba documental, informes y certificaciones, y, 

3. Las actas de las pruebas que se ordene practicar du-
rante el Juicio fuera de la sala de audiencias.

Artículo. 280. Concentración

El tribunal realizará el Juicio durante los días consecutivos
que sean necesarios hasta su conclusión. Se podrá suspen-
der cuantas veces sea necesario, por un plazo máximo total
de diez días, en los casos siguientes: 

1. Cuando no comparezcan testigos, peritos o intérpretes,
cuya intervención sea indispensable, siempre que no
pueda continuarse con la recepción de otras pruebas has-
ta que el ausente comparezca o sea conducido por la
fuerza pública, y, 

2. Cuando el juez, miembro del jurado, el acusado, su de-
fensor, el representante del Ministerio Público o el acu-

sador particular se enfermen a tal extremo que no puedan
continuar interviniendo en el Juicio.

Artículo. 281. Decisión sobre la suspensión

El juez decidirá la suspensión y anunciará el día y hora en
que continuará el Juicio. Dispondrá los recesos que consi-
dere necesarios. Ello valdrá como citación para todos los
miembros del jurado y las partes.

Artículo. 282. Interrupción

Si el Juicio no se reanuda a más tardar diez días después de
la suspensión, se considerará interrumpido y deberá ser ini-
ciado de nuevo, so pena de nulidad.

Artículo. 283. Dirección y disciplina

El juez presidirá y dirigirá el Juicio; ordenará la práctica de
las pruebas, exigirá el cumplimiento de las solemnidades
que correspondan, moderará la discusión y resolverá los in-
cidentes y demás solicitudes de las partes. Impedirá que las
alegaciones se desvíen hacia aspectos inadmisibles o im-
pertinentes, pero sin coartar el ejercicio de la acusación ni
el derecho a la defensa.

También podrá limitar el tiempo del uso de la palabra a
quienes intervengan durante el Juicio, fijando límites máxi-
mos igualitarios para todas las partes o interrumpiendo a
quien haga uso manifiestamente abusivo de su derecho.

Del mismo modo ejercerá las potestades disciplinarias des-
tinadas a mantener el orden y decoro durante el Juicio y, en
general, las necesarias para garantizar su eficaz realización.
Podrá corregir en el acto imponiendo las sanciones previs-
tas en la Ley Orgánica del Poder Judicial y su Reglamento,
las que podrán ser recurridas ante el superior jerárquico de
la autoridad sancionadora en el término de tres días.

Artículo. 284. Delitos en audiencia

Si durante cualquier audiencia celebrada en el proceso, in-
cluyendo el Juicio, se comete un delito, el fiscal solicitará
de inmediato al juez ordenar el levantamiento de un acta
con las indicaciones pertinentes y la detención del autor, a
fin de que el Ministerio Público proceda a la investigación.
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CAPÍTULO VI
DEL DESARROLLO DEL JUICIO

Artículo. 285. Apertura

En el día y hora fijados, el juez se constituirá en el lugar se-
ñalado para el Juicio, verificará la presencia e identidad de
las partes, sus defensores y, si es el caso, de los miembros
del jurado.

A continuación se procederá, en forma sucinta, a la exposi-
ción en el orden de las acusaciones por el fiscal y el acusa-
dor particular, si hay, y seguidamente a la exposición por el
defensor de los lineamientos de su defensa.

Artículo. 286. Trámite de los incidentes

Si existen cuestiones incidentales sin resolver aún, serán
tratadas en un solo acto, a menos que el juez resuelva ha-
cerlo sucesivamente o diferir alguna, según convenga al or-
den del Juicio.

El debate de las cuestiones incidentales se realizará sin pre-
sencia del jurado.

Artículo. 287. Clausura anticipada del Juicio

En la etapa de Juicio con o sin jurado, hasta antes de la clau-
sura del Juicio el juez puede: 

1. Decretar el sobreseimiento, si se acredita la existencia
de una causa extintiva de la acción penal y no es necesa-
ria la celebración o conclusión del Juicio para compro-
barla;

2. Dictar sentencia cuando haya conformidad del acusa-
do con los hechos que se le atribuyen en la acusación, y, 

3. Dictar sentencia absolutoria cuando se evidencie que
la prueba de cargo no demuestra los hechos acusados.

CAPÍTULO VIII
DE LA PRUEBA

Artículo 288. Práctica de pruebas

Después de las exposiciones de apertura, se procederá, en el
mismo orden en que ellas se efectuaron, a evacuar la prue-
ba, y en el orden que cada parte estime. Cuando se trate de

dos o más acusados, el juez determinará el orden en que ca-
da defensor deberá presentar sus alegatos y pruebas.

Si en el transcurso del Juicio llega a conocimiento de cual-
quiera de las partes un nuevo elemento de prueba que no fue
objeto del intercambio celebrado en la preparación del Jui-
cio, para poderla practicar la parte interesada la pondrá en
conocimiento de las otras partes a efecto de que preparen su
intervención y de ser necesario soliciten al juez la suspen-
sión del Juicio para prepararse y ofrecer nuevas pruebas. El
juez valorará la necesidad de la suspensión del Juicio y fi-
jará el plazo por el cual éste se suspenderá, si así lo decidió.

Artículo 289. Testigos

Antes de declarar, los testigos no podrán comunicarse entre
sí, ni con otras personas, ni ver, oír o ser informados de lo
que ocurra en el Juicio. No obstante, el incumplimiento de
la incomunicación no impedirá la declaración del testigo,
pero el juez o el jurado, según el caso, apreciará esta cir-
cunstancia al valorar la prueba.

El juez moderará el interrogatorio y, a petición de parte o
excepcionalmente de oficio, evitará que el declarante con-
teste preguntas capciosas, sugestivas o impertinentes; pro-
curará que el interrogatorio se conduzca sin presiones inde-
bidas y sin ofender la dignidad de las personas.

Después de que el juez tome la promesa de ley al testigo, la
parte que lo propone lo interrogará directamente. A conti-
nuación la contraparte podrá formular repreguntas al testigo
y, terminadas éstas, la parte que lo propuso podrá nueva-
mente formularle preguntas limitándose, en esta oportuni-
dad, a la aclaración de elementos nuevos que hayan surgido
en el contrainterrogatorio realizado por la contraparte.

Después de su declaración, se informará al testigo que que-
da a disposición del tribunal hasta la finalización del Juicio,
que puede permanecer en la sala o retirarse y de ser necesa-
rio podrá ser llamado a comparecer nuevamente a declarar
cuando así lo requiera cualquiera de las partes. Estas podrán
solicitar que un testigo amplíe su declaración cuando surjan
elementos o circunstancias nuevos o contradictorios con
posterioridad a su declaración.

Artículo. 290. Peritos

Los peritos admitidos serán interrogados inicialmente por la
parte que los propuso sobre el objeto del dictamen pericial.
La contraparte también podrá interrogarlos.
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Los peritos responderán directamente a las preguntas que
les formulen las partes. Podrán consultar notas y dictáme-
nes, sin que pueda reemplazarse su declaración por la lec-
tura. Al igual que cuando se trata de los testigos y por los
mismos motivos, luego de su declaración el perito quedará
a la orden del tribunal y, a solicitud de parte, podrá ser lla-
mado a ampliar su declaración.

Artículo. 291. Actividad complementaria del peritaje

Si para efectuar las operaciones periciales es necesario, a
petición de parte, el juez podrá ordenar la presentación o el
secuestro de cosas o documentos y la comparecencia de
personas.

Artículo. 292. Inspección ocular

Si para conocer los hechos se hace necesaria una inspección
ocular, a solicitud de las partes, el juez podrá disponerlo así
y ordenará las medidas necesarias para llevarla a cabo en
presencia del jurado y las partes.

Artículo. 293. Declaración del acusado y derecho al si-
lencio

El acusado tiene derecho a no declarar. Si decide hacerlo, el
juez previamente le advertirá del derecho que le asiste de no
declarar, de que de su silencio no podrá derivarse ninguna
consecuencia que le sea perjudicial, de que si declara lo ha-
rá previa promesa de ley y en la forma prevista para la de-
claración de los testigos y de que, en tal caso, su declaración
se valorará como cualquier medio de prueba.

Durante el Juicio, no deberá hacerse mención alguna al si-
lencio del acusado, bajo posible sanción de nulidad.

El acusado podrá en todo momento comunicarse con su de-
fensor, sin que por ello la audiencia se suspenda; para tal
efecto se le ubicará a su lado. No obstante, no lo podrá ha-
cer durante su declaración o antes de responder a preguntas
que se le formulen.

Artículo. 294. Nuevas circunstancias del hecho

Si durante la práctica de la prueba surgieran circunstancias
nuevas, no contempladas en la acusación, que puedan mo-
dificar la calificación jurídica del hecho objeto del Juicio, el
fiscal podrá ampliar la acusación incorporando esas cir-
cunstancias.

De procederse así, el juez informará al defensor acerca del
derecho que le asiste de pedir la suspensión del Juicio para
ofrecer nuevas pruebas o preparar su intervención y, de ser
así, fijará el plazo por el cual se suspenderá el Juicio.

Artículo. 295. Objeción

Las partes, sus abogados y los fiscales podrán objetar fun-
dadamente las preguntas que se formulen, así como las de-
cisiones que el juez adopte en cuanto a ellas. Si es rechaza-
da la objeción, el interesado podrá pedir que se registre en
el acta del Juicio.

CAPITULO IX
ELEMENTOS MATERIALES 

PROBATORIOS y EVIDENCIA FÍSICA

Artículo 296. Elementos materiales probatorios y evi-
dencia física

Para efectos de este código se entiende por elementos ma-
teriales probatorios y evidencia física, los siguientes:

a) Huellas, rastros, manchas, residuos, vestigios y simi-
lares, dejados por la ejecución de la actividad delictiva;

b) Armas, instrumentos, objetos y cualquier otro medio
utilizado para la ejecución de la actividad delictiva;

c) Dinero, bienes y otros efectos provenientes de la eje-
cución de la actividad delictiva;

d) Los elementos materiales descubiertos, recogidos y
asegurados en desarrollo de diligencia investigativa de
cateo, inspección corporal y registro personal;

e) Los documentos de toda índole hallados en diligencia
investigativa de inspección o que han sido entregados
voluntariamente por quien los tenía en su poder o que
han sido abandonados allí;

f) Los elementos materiales obtenidos mediante graba-
ción, filmación, fotografía, video o cualquier otro medio
avanzado, utilizados como cámaras de vigilancia, en re-
cinto cerrado o en espacio público;

g) El mensaje de datos, como el intercambio electrónico
de datos, internet, correo electrónico, telegrama, teléfo-
no, telefax o similar, obtenidos de conformidad con lo
que indica el presente código.
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h) Los demás elementos materiales similares a los ante-
riores y que son descubiertos, recogidos y custodiados
por Ministerio Público o los agentes de la Policía certifi-
cada de los servicios periciales o de laboratorios acepta-
dos oficialmente.

Artículo 297. Autenticidad

Los elementos materiales probatorios y la evidencia física
son auténticos cuando han sido detectados, fijados, recogi-
dos y embalados técnicamente, y sometidos a las reglas de
cadena de custodia.

La demostración de la autenticidad de los elementos mate-
riales probatorios y evidencia física no sometidos a cadena
de custodia, estará a cargo de la parte que los presente.

Artículo 298. Identificación técnico científica

La identificación técnico científica consiste en la determi-
nación de la naturaleza y características del elemento mate-
rial probatorio y evidencia física, hecha por expertos en
ciencia, técnica o arte. Dicha determinación se expondrá en
el informe pericial.

Artículo 299. Elemento material probatorio y evidencia
física recogidos por agente encubierto o por agente infil-
trado

El elemento material probatorio y evidencia física, recogi-
dos por agente encubierto o agente infiltrado, en desarrollo
de operación legalmente realizada, sólo podrá ser utilizado
como fuente de actividad investigativa. Pero establecida su
autenticidad y sometido a cadena de custodia, tiene el valor
de cualquier otro elemento material probatorio y evidencia
física.

Artículo 300. Elemento material probatorio y evidencia
física recogidos en desarrollo de entrega vigilada

El elemento material probatorio y evidencia física, recogi-
dos por servidor público judicial colombiano, en desarrollo
de la técnica de entrega vigilada, debidamente programada,
sólo podrá ser utilizado como fuente de actividad investiga-
tiva. Pero establecida su autenticidad y sometido a cadena
de custodia, tiene el valor de cualquier otro elemento mate-
rial probatorio y evidencia física.

Artículo 301. Elemento material probatorio y evidencia
física remitidos del extranjero

El elemento material probatorio y evidencia física remitidos
por autoridad extranjera, en desarrollo de petición de auto-
ridad, basada en convenio bilateral o multilateral de coope-
ración judicial penal recíproca, será sometido a cadena de
custodia y tendrá el mismo valor que se le otorga a cual-
quier otro elemento material probatorio y evidencia física.

Artículo. 302. Valoración

La valoración de estos elementos de prueba introducidos en
el juicio, será valorado prudentemente de conformidad con
las reglas de lógica y la experiencia.

Artículo. 303. Debate final

Terminada la práctica de las pruebas, el juez concederá su-
cesivamente la palabra al fiscal, al acusador particular si lo
hay, y al defensor, para que en ese orden expresen los ale-
gatos finales, los que deberán circunscribirse a los hechos
acusados, su significación jurídica y la prueba producida en
el Juicio. No podrán leerse memoriales, sin perjuicio de la
utilización parcial de notas para ayudar la memoria.

Seguidamente, se otorgará al fiscal y al defensor la posibi-
lidad de replicar y duplicar, para referirse sólo a los argu-
mentos de la parte contraria.

En ningún supuesto los alegatos finales podrán hacer refe-
rencia alguna a la posible pena o al silencio del acusado.

El acusado tendrá derecho a la última palabra al final del ac-
to del juicio.

Artículo. 304. Uso de la palabra

El juez impedirá cualquier divagación, repetición o inte-
rrupción en el uso de la palabra. En caso de manifiesto abu-
so de la palabra por los abogados de las partes, el juez lla-
mará la atención al orador y, si éste persiste, podrá limitar
prudentemente el tiempo del alegato, para lo cual tendrá en
cuenta la naturaleza de los hechos en examen, las pruebas
recibidas y el grado de dificultad de las cuestiones por re-
solver. Al finalizar el alegato, el orador expresará sus con-
clusiones de un modo concreto.

Año II, Segundo Periodo, 29 de marzo de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados262



Artículo. 305. De la prueba

Cuando se celebre juicio oral y público la sentencia sólo po-
drá ser fundamentada en la prueba producida en éste o in-
corporada a él conforme a las disposiciones de este Código.
Será válido cualquier elemento probatorio que se presente
ante el juez o tribunal mientras sea pertinente y no haya si-
do obtenido con violación a derechos fundamentales cons-
titucionalmente protegidos.

Cuando se deba dictar sentencia antes del juicio la funda-
mentación deberá ser la aceptación de responsabilidad por
el acusado o el hecho que evidencie una de las causales del
sobreseimiento.

Artículo. 306. Objeto de prueba

Sólo serán objeto de prueba los hechos que consten en la
causa.

El tribunal podrá limitar los medios de prueba ofrecidos pa-
ra demostrar un hecho cuando resulten manifiestamente re-
petitivos. Asimismo, podrá prescindir de la prueba cuando
ésta sea ofrecida para acreditar un hecho notorio o cuando
exista acuerdo en que determinados hechos o circunstancias
sean considerados como probados.

Artículo. 307. Valoración libre y lógica de la prueba

No existirá tasación de la prueba. La motivación de la deci-
sión deberá dar valor a cada uno de los argumentos de de-
recho y de los elementos probatorios aducidos en el debate.
Los jueces asignarán el valor correspondiente con aplica-
ción estricta del criterio racional, observando las reglas de
la lógica y de la experiencia. Deberán motivar con base en
la apreciación conjunta y armónica de toda la prueba y de
los argumentos de derecho engarzando las hipótesis norma-
tivas con los elementos aportados por las partes.

Artículo. 308. Deber de rendir testimonio

Sin perjuicio de las excepciones previstas en el presente Có-
digo, toda persona tendrá la obligación de concurrir al lla-
mamiento a Juicio y de declarar la verdad de cuanto conoz-
ca, sin omitir ningún hecho relevante.

Cuando se cite a declarar a la víctima u ofendido, lo hará en
condición de testigo.

Ningún testigo estará obligado a declarar sobre hechos que
le puedan deparar responsabilidad penal a sí mismo.

Artículo. 309. Facultad de abstención

Podrán abstenerse de declarar el cónyuge del acusado o su
compañero en unión de hecho estable y sus parientes dentro
del segundo grado de consanguinidad, en línea recta o cola-
teral. Deberá informarse a las personas mencionadas de la
facultad de abstención, antes de que rindan testimonio.

Artículo. 310. Exención de obligación de declarar

Toda persona a cuyo conocimiento, en razón de su propia
profesión, hayan llegado hechos confidenciales que, con-
forme la ley, constituyan secreto profesional deberá abste-
nerse de declarar.

Sin embargo, estas personas no podrán negar su testimonio
cuando por escrito sean liberadas por el interesado del de-
ber de guardar secreto.

Si son citadas, estas personas deberán comparecer y expli-
car las razones de su abstención. Si el juez estima que el tes-
tigo invoca erróneamente la facultad de abstenerse o la re-
serva del secreto, ordenará su declaración mediante
resolución fundada.

Artículo. 311. Citación y negativa a declarar

Los testigos serán citados por el juez en la forma prevenida
en este Código. Si después de comparecer, un testigo se nie-
ga a declarar sin derecho a hacerlo, se le informará que po-
dría incurrir en responsabilidad penal. Si persiste en su ne-
gativa se pondrá ese hecho en conocimiento del Ministerio
Público.

Artículo. 312. Aprehensión inmediata

El tribunal podrá ordenar, mediante resolución motivada, la
aprehensión de un testigo cuando haya temor fundado de
que evada su responsabilidad. Esta medida no podrá exce-
der de treinta días.

Artículo 313. Examen de los testigos

Los testigos serán interrogados uno después del otro, en el
orden establecido por la parte que los haya solicitado. Pri-
mero serán interrogados los testigos de la acusación y lue-
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go los de la defensa. Antes de iniciar el interrogatorio a un
testigo, el juez le informará de los derechos previstos en la
Constitución y la ley, y le exigirá el juramento en la forma
señalada en el artículo anterior. Después pedirá que se iden-
tifique con sus nombres y apellidos y demás generales de
ley.

Artículo 314. Interrogatorio cruzado del testigo

Todo declarante, luego de las formalidades indicadas en el
artículo anterior, en primer término será interrogado por la
parte que hubiere ofrecido su testimonio como prueba. Este
interrogatorio, denominado directo, se limitará a los aspec-
tos principales de la controversia, se referirá a los hechos
objeto del juicio o relativos a la credibilidad de otro decla-
rante. No se podrán formular preguntas sugestivas ni se in-
sinuará el sentido de las respuestas.

En segundo lugar, si lo desea, la parte distinta a quien soli-
citó el testimonio, podrá formular preguntas al declarante
en forma de contrainterrogatorio que se limitará a los temas
abordados en el interrogatorio directo.

Quien hubiere intervenido en el interrogatorio directo podrá
agotar un turno de preguntas dirigidas a la aclaración de los
puntos debatidos en el contrainterrogatorio, el cual se deno-
mina redirecto. En estos eventos deberán seguirse las mis-
mas reglas del directo.

Finalmente, el declarante podrá ser nuevamente preguntado
por la otra parte, si considera necesario hacer claridad sobre
las respuestas dadas en el redirecto y sujeto a las pautas del
contrainterrogatorio.

Artículo 315. Reglas sobre el interrogatorio

El interrogatorio se hará observando las siguientes instruc-
ciones: 

a) Toda pregunta versará sobre hechos específicos;

b) El juez prohibirá toda pregunta sugestiva, capciosa o
confusa;

c) El juez prohibirá toda pregunta que tienda a ofender al
testigo;

d) El juez podrá autorizar al testigo para consultar docu-
mentos necesarios que ayuden a su memoria. En este ca-

so, durante el interrogatorio, se permitirá a las demás
partes el examen de los mismos;

e) El juez excluirá toda pregunta que no sea pertinente.

El juez intervendrá con el fin de que el interrogatorio sea le-
al y que las respuestas sean claras y precisas.

Artículo 316. Reglas sobre el contrainterrogatorio

El contrainterrogatorio se hará observando las siguientes
instrucciones: 

a) La finalidad del contrainterrogatorio es refutar, en to-
do o en parte, lo que el testigo ha contestado;

b) Para contrainterrogar se puede utilizar cualquier de-
claración que hubiese hecho el testigo sobre los hechos
en entrevista, en declaración jurada durante la investiga-
ción o en la propia audiencia del juicio oral.

El testigo deberá permanecer a disposición del juez durante
el término que éste determine, el cual no podrá exceder la
duración de la práctica de las pruebas, quien podrá ser re-
querido por las partes para una aclaración o adición de su
testimonio, de acuerdo con las reglas anteriores.

Artículo 317. Acusado y coacusado como testigo

Si el acusado y el coacusado ofrecieren declarar en su pro-
pio juicio comparecerán como testigos y bajo la gravedad
del juramento serán interrogados, de acuerdo con las reglas
previstas en este código.

Artículo 318. Oposiciones durante el interrogatorio

La parte que no está interrogando o el Ministerio Público,
podrán oponerse a la pregunta del interrogador cuando vio-
le alguna de las reglas anteriores o incurra en alguna de las
prohibiciones. El juez decidirá inmediatamente si la oposi-
ción es fundada o infundada.

Artículo 319. Examen separado de testigos

Los testigos serán interrogados separadamente, de tal ma-
nera que no puedan escuchar las declaraciones de quienes
les preceden.

Se exceptúa de lo anterior, además de la víctima y el acusa-
do cuando decide declarar, aquellos testigos o peritos que
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debido al rol desempeñado en la preparación de la investi-
gación se requiera de su presencia ininterrumpida en la sa-
la de audiencias, bien sea apoyando a la Fiscalía o a la de-
fensa.

Artículo 320. Interrogatorio por el juez

Excepcionalmente, el juez podrá intervenir en el interroga-
torio o contrainterrogatorio, para conseguir que el testigo
responda la pregunta que le han formulado o que lo haga de
manera clara y precisa. Una vez terminados los interrogato-
rios de las partes, el juez y el Ministerio Público podrán ha-
cer preguntas complementarias para el cabal entendimiento
del caso.

Artículo 321. Testigo privado de libertad

La persona privada de libertad, que fuere citada como testi-
go a la audiencia del juicio oral y público, será trasladada
con la debida antelación y las medidas de seguridad y pro-
tección al lugar del juicio. Terminado el interrogatorio y
contrainterrogatorio, será devuelto en la forma antes indica-
da, sin dilación alguna, al sitio de reclusión.

Artículo 322. Testimonio de policía judicial

El servidor público de policía podrá ser citado al juicio oral
y público a rendir testimonio con relación al caso. El juez
podrá autorizarlo para consultar su informe y notas relativas
al mismo, como recurso para recordar.

Artículo 323. Testigo sordomudo

Cuando el testigo fuere sordomudo, el juez nombrará intér-
prete oficial. Si no lo hubiere, el nombramiento recaerá en
persona reputada como conocedora del mencionado siste-
ma. Lo anterior no obsta para que pueda estar acompañado
por uno designado por él.

Artículo 324. Testigo de lengua extranjera

Cuando el testigo de lengua extranjera no comprendiere el
idioma castellano, el juez nombrará traductor oficial. Si no
lo hubiere, el nombramiento recaerá en persona reputada
como idónea para hacer la traducción. Lo anterior no obsta
para que pueda estar acompañado por uno designado por él.

El testigo y el traductor prestarán juramento.

Artículo 325. Conocimiento personal

El testigo únicamente podrá declarar sobre aspectos que en
forma directa y personal hubiese tenido la ocasión de ob-
servar o percibir. En caso de mediar controversia sobre el
fundamento del conocimiento personal podrá objetarse la
declaración mediante el procedimiento de impugnación de
la credibilidad del testigo.

Artículo 326. Impugnación de la credibilidad del testigo

La impugnación tiene como única finalidad cuestionar ante
el juez la credibilidad del testimonio, con relación a los si-
guientes aspectos: 

1. Naturaleza inverosímil o increíble del testimonio.

2. Capacidad del testigo para percibir, recordar o comu-
nicar cualquier asunto sobre la declaración.

3. Existencia de cualquier tipo de prejuicio, interés u otro
motivo de parcialidad por parte del testigo.

4. Manifestaciones anteriores del testigo, incluidas aque-
llas hechas a terceros, o en entrevistas, exposiciones, de-
claraciones juradas o interrogatorios en audiencias ante
el juez de control.

5. Carácter o patrón de conducta del testigo en cuanto a
la mendacidad.

6. Contradicciones en el contenido de la declaración.

Artículo 327. Apreciación del testimonio

Para apreciar el testimonio, el juez tendrá en cuenta los
principios técnico científicos sobre la percepción y la me-
moria y, especialmente, lo relativo a la naturaleza del obje-
to percibido, al estado de sanidad del sentido o sentidos por
los cuales se tuvo la percepción, las circunstancias de lugar,
tiempo y modo en que se percibió, los procesos de reme-
moración, el comportamiento del testigo durante el interro-
gatorio y el contrainterrogatorio, la forma de sus respuestas
y su personalidad.
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CAPÍTULO X
DE LOS PERITOS

SECCIÓN PRIMERA
PRUEBA PERICIAL

Artículo 328. Procedencia

La prueba pericial es procedente cuando sea necesario efec-
tuar valoraciones que requieran conocimientos científicos,
técnicos, artísticos o especializados.

Al perito le serán aplicables, en lo que corresponda, las re-
glas del testimonio.

Artículo 329. Prestación del servicio de peritos

El servicio de peritos se prestará por los peritos oficiales,
entidades públicas o privadas, y particulares especializados
en la materia de que se trate.

Las investigaciones o los análisis se realizarán por el peri-
to o los peritos, según el caso. El informe será firmado por
quienes hubieren intervenido en la parte que les corres-
ponda.

Todos los peritos deberán rendir su dictamen bajo la grave-
dad del juramento.

Artículo 330. Número de peritos

A menos que se trate de prueba impertinente, irrelevante o
superflua, el juez no podrá limitar el número de peritos
que sean llamados a declarar en la audiencia pública por
las partes.

Artículo 331. Quiénes pueden ser peritos

Podrán ser peritos, los siguientes: 

1. Las personas con título legalmente reconocido en la
respectiva ciencia, técnica o arte.

2. En circunstancias diferentes, podrán ser nombradas
las personas de reconocido entendimiento en la respecti-
va ciencia, técnica, arte, oficio o afición aunque se ca-
rezca de título.

A los efectos de la cualificación podrán utilizarse todos los
medios de prueba admisibles, incluido el propio testimonio
del declarante que se presenta como perito.

Artículo 332. Quiénes no pueden ser nombrados

No pueden ser nombrados, en ningún caso: 

1. Los menores de dieciocho años, los interdictos y los
enfermos mentales.

2. Quienes hayan sido suspendidos en el ejercicio de la
respectiva ciencia, técnica o arte, mientras dure la sus-
pensión.

3. Los que hayan sido condenados por algún delito, a
menos que se encuentren rehabilitados.

Artículo 333. Obligatoriedad del cargo de perito

El nombramiento de perito, tratándose de servidor público,
es de forzosa aceptación y ejercicio. Para el particular solo
lo será ante falta absoluta de aquellos.

El nombrado sólo podrá excusarse por enfermedad que lo
imposibilite para ejercerlo, por carencia de medios adecua-
dos para cumplir el encargo, o por grave perjuicio a sus in-
tereses.

El perito que injustificadamente, se negare a cumplir con su
deber será sancionado con multa de diez a cien salarios mí-
nimos legales mensuales vigentes, equivalente en moneda
legal colombiana.

Artículo 334. Impedimentos y recusaciones

Respecto de los peritos serán aplicables las mismas causa-
les de impedimento y recusación señaladas para el juez. El
perito cuyo impedimento o recusación haya sido aceptada,
será excluido por el juez, en la audiencia preparatoria o, ex-
cepcionalmente, en la audiencia del juicio oral y público.

Artículo 335. Comparecencia de los peritos a la audien-
cia

Las partes solicitarán al juez que haga comparecer a los pe-
ritos al juicio oral y público, para ser interrogados y con-
trainterrogados en relación con los informes periciales que
hubiesen rendido, o para que los rindan en la audiencia.
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Artículo 336. Presentación de informes

Las partes podrán presentar informes de peritos de su con-
fianza y solicitar que éstos sean citados a interrogatorio en
el juicio oral y público, acompañando certificación que
acredite la idoneidad del perito.

Artículo 337. Admisibilidad del informe y citación del
perito

Si el juez admite el informe presentado por la parte, en la
audiencia preparatoria, inmediatamente ordenará citar al
perito o peritos que lo suscriben, para que concurran a la au-
diencia del juicio oral y público con el fin de ser interroga-
dos y contrainterrogados.

Artículo 338. Base de la opinión pericial

Toda declaración de perito deberá estar precedida de un in-
forme resumido en donde se exprese la base de la opinión
pedida por la parte que propuso la práctica de la prueba. Di-
cho informe deberá ser puesto en conocimiento de las de-
más partes al menos con cinco días de anticipación a la ce-
lebración de la audiencia pública en donde se recepcionará
la peritación, sin perjuicio de lo establecido en este código
sobre el descubrimiento de la prueba.

En ningún caso, el informe de que trata este artículo será ad-
misible como evidencia, si el perito no declara oralmente en
el juicio.

Artículo 339. Acceso a los elementos materiales

Los peritos, tanto los que hayan rendido informe, como los
que sólo serán interrogados y contrainterrogados en la au-
diencia del juicio oral y público, tendrán acceso a los ele-
mentos materiales probatorios y evidencia física a que se re-
fiere el informe pericial o a los que se hará referencia en el
interrogatorio.

Artículo 340. Instrucciones para interrogar al perito

El perito deberá ser interrogado en relación con los siguien-
tes aspectos: 

1. Sobre los antecedentes que acrediten su conocimiento
teórico sobre la ciencia, técnica o arte en que es experto.

2. Sobre los antecedentes que acrediten su conocimiento
en el uso de instrumentos o medios en los cuales es ex-
perto.

3. Sobre los antecedentes que acrediten su conocimiento
práctico en la ciencia, técnica, arte, oficio o afición apli-
cables.

4. Sobre los principios científicos, técnicos o artísticos
en los que fundamenta sus verificaciones o análisis y
grado de aceptación.

5. Sobre los métodos empleados en las investigaciones y
análisis relativos al caso.

6. Sobre si en sus exámenes o verificaciones utilizó téc-
nicas de orientación, de probabilidad o de certeza.

7. La corroboración o ratificación de la opinión pericial
por otros expertos que declaran también en el mismo jui-
cio, y

8. Sobre temas similares a los anteriores.

El perito responderá de forma clara y precisa las preguntas
que le formulen las partes.

El perito tiene, en todo caso, derecho de consultar docu-
mentos, notas escritas y publicaciones con la finalidad de
fundamentar y aclarar su respuesta.

Artículo 341. Instrucciones para contrainterrogar al pe-
rito

El contrainterrogatorio del perito se cumplirá observando
las siguientes instrucciones: 

1. La finalidad del contrainterrogatorio es refutar, en to-
do o en parte, lo que el perito ha informado.

2. En el contrainterrogatorio se podrá utilizar cualquier
argumento sustentado en principios, técnicas, métodos o
recursos acreditados en divulgaciones técnico científicas
calificadas, referentes a la materia de controversia.

Artículo 342. Perito impedido para concurrir

Si el perito estuviera físicamente impedido para concurrir a
la audiencia pública donde se practicará la prueba, de no ha-
llarse disponible el sistema de audio vídeo u otro sistema de
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reproducción a distancia, ésta se cumplirá en el lugar en que
se encuentre, en presencia del juez y de las partes que ha-
brán de interrogarlo.

Artículo 343. Apreciación de la prueba pericial

Para apreciar la prueba pericial, en el juicio oral y público,
se tendrá en cuenta la idoneidad técnico científica y moral
del perito, la claridad y exactitud de sus respuestas, su com-
portamiento al responder, el grado de aceptación de los
principios científicos, técnicos o artísticos en que se apoya
el perito, los instrumentos utilizados y la consistencia del
conjunto de respuestas.

Artículo 344. Limitación a las opiniones del perito sobre
insanidad mental

Las declaraciones de los peritos no podrán referirse a la in-
imputabilidad del acusado. En consecuencia, no se admiti-
rán preguntas para establecer si, a su juicio, el acusado es
imputable o inimputable.

Artículo 345. Admisibilidad de publicaciones científicas
y de prueba novel

Para que una opinión pericial referida a aspectos noveles
del conocimiento sea admisible en el juicio, se exigirá co-
mo requisito que la base científica o técnica satisfaga al me-
nos uno de los siguientes criterios: 

1. Que la teoría o técnica subyacente haya sido o pueda
llegar a ser verificada.

2. Que la teoría o técnica subyacente haya sido publica-
da y haya recibido la crítica de la comunidad académica.

3. Que se haya acreditado el nivel de confiabilidad de la
técnica científica utilizada en la base de la opinión peri-
cial.

4. Que goce de aceptabilidad en la comunidad académi-
ca.

Artículo 346. Presentación de la evidencia demostrativa

Será admisible la presentación de evidencias demostrativas
siempre que resulten pertinentes y relevantes para el escla-
recimiento de los hechos o para ilustrar el testimonio del ex-
perto.

SECCIÓN SEGUNDA
PRUEBA DOCUMENTAL

Artículo 347. Prueba documental

Para los efectos de este código se entiende por documentos,
los siguientes:

1. Los textos manuscritos, mecanografiados o impresos.

2. Las grabaciones magnetofónicas.

3. Discos de todas las especies que contengan grabacio-
nes.

4. Grabaciones fonópticas o vídeos.

5. Películas cinematográficas.

6. Grabaciones computacionales.

7. Mensajes de datos.

8. El teléfono, telefax y similares.

9. Fotografías.

10. Radiografías.

11. Ecografías.

12. Tomografías.

13. Electroencefalogramas.

14. Electrocardiogramas.

15. Cualquier otro objeto similar o análogo a los anterio-
res.

Artículo 348. Documento auténtico

Salvo prueba en contrario, se tendrá como auténtico el do-
cumento cuando se tiene conocimiento cierto sobre la per-
sona que lo ha elaborado, manuscrito, mecanografiado, im-
preso, firmado o producido por algún otro procedimiento.
También lo serán la moneda de curso legal, los sellos y
efectos oficiales, los títulos valores, los documentos notarial
o judicialmente reconocidos, los documentos o instrumen-
tos públicos, aquellos provenientes del extranjero debida-
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mente apostillados, los de origen privado sometidos al trá-
mite de presentación personal o de simple autenticación, las
copias de los certificados de registros públicos, las publica-
ciones oficiales, las publicaciones periódicas de prensa o re-
vistas especializadas, las etiquetas comerciales, y, finalmen-
te, todo documento de aceptación general en la comunidad.

Artículo 349. Métodos de autenticación e identificación

La autenticidad e identificación del documento se probará
por métodos como los siguientes: 

1. Reconocimiento de la persona que lo ha elaborado,
manuscrito, mecanografiado, impreso, firmado o produ-
cido.

2. Reconocimiento de la parte contra la cual se aduce.

3. Mediante certificación expedida por la entidad certifi-
cadora de firmas digitales de personas naturales o jurídi-
cas.

4. Mediante informe de experto en la respectiva discipli-
na.

Artículo 350. Documentos procedentes del extranjero

Los documentos remitidos por autoridad extranjera, en
cumplimiento de petición de autoridad penal colombiana,
basada en convenio bilateral o multilateral de cooperación
judicial recíproca, son auténticos, a menos que se demues-
tre lo contrario.

Artículo 351. Traducción de documentos

El documento manuscrito, mecanografiado, impreso o pro-
ducido en idioma distinto del castellano, será traducido por
orden del juez y por traductores oficiales. El texto original
y el de la traducción constituirán el medio de prueba.

Artículo 352. Presentación de documentos

El documento podrá presentarse en original, o en copia au-
tenticada, cuando lo primero no fuese posible o causare gra-
ve perjuicio a su poseedor.

Artículo 353. Documentos anónimos

Los documentos, cuya autenticación o identificación no sea
posible establecer por alguno de los procedimientos previs-

tos en este capítulo, se considerarán anónimos y no podrán
admitirse como medio probatorio.

Artículo 354. Empleo de los documentos en el juicio

Los documentos escritos serán leídos y exhibidos de modo
que todos los intervinientes en la audiencia del juicio oral y
público puedan conocer su forma y contenido.

Los demás documentos serán exhibidos y proyectados por
cualquier medio, para que sean conocidos por los intervi-
nientes mencionados. Cuando se requiera, el experto res-
pectivo lo explicará. Este podrá ser interrogado y contrain-
terrogado como un perito.

Artículo 355. Apreciación de la prueba documental

El juez apreciará el documento teniendo en cuenta los si-
guientes criterios: 

1. Que no haya sido alterado en su forma ni en su conte-
nido.

2. Que permita obtener un conocimiento claro y preciso
del hecho, declaración o atestación de verdad, que cons-
tituye su contenido.

3. Que dicho contenido sea conforme con lo que ordina-
riamente ocurre.

Artículo 356. Criterio general

Cuando se exhiba un documento con el propósito de ser va-
lorado como prueba y resulte admisible, conforme con lo
previsto en capítulo anterior deberá presentarse el original
del mismo como mejor evidencia de su contenido.

Artículo 357. Excepciones a la regla de la mejor eviden-
cia

Se exceptúa de lo anterior los documentos públicos, o los
duplicados auténticos, o aquellos cuyo original se hubiere
extraviado o que se encuentran en poder de uno de los in-
tervinientes, o se trata de documentos voluminosos y sólo
se requiere una parte o fracción del mismo, o, finalmente, se
estipule que no es necesaria la presentación del original.
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Artículo. 358. Información financiera

El juez puede requerir a las autoridades financieras compe-
tentes o a cualquier institución financiera, pública o priva-
da, que produzca información acerca de transacciones fi-
nancieras que estén en su poder.

La orden de información financiera solo procede a solicitud
expresa y fundada del Procurador General de la República
o quien este designe y, una vez que el proceso ha iniciado
por cualquiera de las partes, quienes deben hacer constar
que han valorado los antecedentes y que la información se
requiere en su criterio para fines de una investigación penal
específica.

No existirá deber de informar de la solicitud y orden a la
persona investigada, a menos que la información obtenida
vaya a ser introducida como prueba en un proceso penal.

Las normas del secreto bancario no impedirán la expedición
de la orden judicial.

Salvo su uso para los fines del proceso, todas las personas
que tengan acceso a esta información deberán guardar ab-
soluta reserva de su contenido. Los funcionarios públicos
que violen esta disposición podrán ser destituidos de sus
cargos, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y pe-
nales que correspondan.

SECCIÓN TERCERA
REGLAS RELATIVAS A LA INSPECCIÓN

Artículo 359. Procedencia

El juez, excepcionalmente, podrá ordenar la realización de
una inspección judicial fuera del recinto de audiencia cuan-
do, previa solicitud de la Fiscalía o la defensa, estime nece-
saria su práctica dada la imposibilidad de exhibir y autenti-
car en la audiencia, los elementos materiales probatorios y
evidencia física, o cualquier otra evidencia demostrativa de
la manera cómo ocurrieron los hechos objeto de juzgamien-
to.

Artículo 360. Criterios para decretarla

La inspección judicial únicamente podrá ser decretada,
atendidos los siguientes criterios:

1. Que sea imposible realizar la exhibición de autentica-
ción de la evidencia en audiencia.

2. Que resulte de vital importancia para la fundamenta-
ción de la sentencia.

3. Que no sea viable lograr el cometido mediante otros
medios técnicos.

4. Que sea más económica y práctica la realización de la
inspección que la utilización del medio técnico.

5. Que las condiciones del lugar a inspeccionar no hayan
variado de manera significativa.

6. Que no se ponga en grave riesgo la seguridad de los
intervinientes durante la práctica de la prueba.

El juez inspeccionará el objeto de prueba que le indiquen
las partes. Si estas solicitan el concurso de testigos y peritos
permitirá que declaren o rindan dictamen de acuerdo con las
reglas previstas en este código.

SECCIÓN CUARTA
REGLAS RELATIVAS A

LA PRUEBA DE REFERENCIA

Artículo 361. Noción

Se considera como prueba de referencia toda declaración
realizada fuera del juicio oral y que es utilizada para probar
o excluir uno o varios elementos del delito, el grado de in-
tervención en el mismo, las circunstancias de atenuación o
de agravación punitivas, la naturaleza y extensión del daño
irrogado, y cualquier otro aspecto sustancial objeto del de-
bate, cuando no sea posible practicarla en el juicio.

Artículo 362. Admisión excepcional de la prueba de re-
ferencia

Únicamente es admisible la prueba de referencia cuando el
declarante: 

a) Manifiesta bajo juramento que ha perdido la memoria
sobre los hechos y es corroborada pericialmente dicha
afirmación;

b) Es víctima de un delito de secuestro, desaparición for-
zada o evento similar;

c) Padece de una grave enfermedad que le impide decla-
rar;
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d) Ha fallecido.

También se aceptará la prueba de referencia cuando las de-
claraciones se hallen registradas en escritos de pasada me-
moria o archivos históricos.

Artículo 363. Prueba de referencia múltiple

Cuando una declaración contenga apartes que constituya
prueba de referencia admisible y no admisible, deberán su-
primirse aquellos no cobijados por las excepciones previs-
tas en los artículos anteriores, salvo que de proceder de esa
manera la declaración se torne ininteligible, en cuyo caso se
excluirá la declaración en su integridad.

Artículo 364. Utilización de la prueba de referencia pa-
ra fines de impugnación

Podrán utilizarse, con fines de impugnación de la credibili-
dad del testigo o perito, las declaraciones que no constitu-
yan prueba de referencia inadmisible, de acuerdo con las
causales previstas en el artículo 438.

Artículo 365. Impugnación de la credibilidad de la prue-
ba de referencia

Podrá cuestionarse la credibilidad de la prueba de referen-
cia por cualquier medio probatorio, en los mismos términos
que la prueba testimonial.

Lo anterior no obsta para que la prueba de referencia, en lo
pertinente, se regule en su admisibilidad y apreciación por
las reglas generales de la prueba y en especial por las rela-
cionadas con el testimonio y lo documental.

SECCIÓN QUINTA
DE LA ANTICIPACIÓN DE LA PRUEBA
EN LA FASE DE LA INVESTIGACIÓN

Artículo 366. De las pruebas que su utilizan en procedi-
mientos previos al juicio

Los elementos probatorios que presenta el Ministerio públi-
co para la sustentación de la acción penal, las medidas cau-
telares, la solicitud de Orden de aprehensión, las medidas de
los elementos antes de Juicio, y la justificación de técnicas
de investigación serán consideradas pruebas para acreditar
la motivación de la decisión del juez de control o del Mi-
nisterio Publico en los aseguramiento y otras medidas cau-

telares y actos de molestia. Y deberán ser tomados en este
carácter por los jueces de amparo.

Estos elementos no podrán ser introducidos directamente en
el debate y según su naturaleza deberán ser reproducidos en
el Proceso Penal para tener valor probatorio en aquel. Para
que se consideren prueba anticipada deberán reunir los mis-
mos requisitos que este código prevé para este tipo de prue-
ba.

Artículo 367. Prueba anticipada

La ley establecerá las excepciones y los requisitos para ad-
mitir en juicio la prueba anticipada, que por su naturaleza
requiera desahogo previo.

En delincuencia organizada, las actuaciones realizadas en la
fase de investigación podrán tener valor probatorio, cuando
no puedan ser reproducidas en juicio o exista riesgo para
testigos o víctimas. Lo anterior sin perjuicio del derecho del
inculpado de objetarlas o impugnarlas y aportar pruebas en
contra.

Artículo 368. Anticipo de prueba

Al concluir la declaración del testigo ante el Ministerio Pú-
blico, éste le hará saber la obligación que tiene de compare-
cer y declarar durante la Audiencia de debate de juicio oral,
así como de comunicar cualquier cambio de domicilio o de
morada hasta esa oportunidad.

Si al hacérsele la prevención prevista en el párrafo anterior,
el testigo manifestare la imposibilidad de concurrir a la Au-
diencia de Debate del Juicio Oral, por tener que ausentarse
a larga distancia, vivir en el extranjero o exista motivo que
hiciere temer su muerte, su incapacidad física o mental que
le impidiese declarar, o algún otro obstáculo semejante, las
partes podrán solicitar al Juez o, en su caso, al Tribunal de
Juicio Oral, que se reciba su declaración anticipadamente.
La solicitud de desahogo de prueba anticipada podrá plan-
tearse desde que se presenta la denuncia y hasta antes de la
celebración de la citada audiencia.

Artículo 369. Cita para el anticipo de prueba

En los casos previstos en el Artículo precedente, el Juez de-
berá citar a todos aquellos que tuvieren derecho a asistir a la
Audiencia de debate de juicio oral, quienes tendrán todas
las facultades previstas para su participación en el mismo.
En caso de que todavía no exista imputado se designará un
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defensor público para que intervenga en la audiencia. Cuan-
do exista extrema urgencia, las partes podrán requerir ver-
balmente la intervención del Juez, quien practicará el acto
con prescindencia de las citaciones previstas, designando,
en su caso, un defensor público. Se dejará constancia de los
motivos que fundaron la urgencia.

La audiencia en la que se desahogue el testimonio anticipa-
do deberá video grabarse en su totalidad y, concluida la mis-
ma, se le entregará al Ministerio Público el disco compacto
en que conste la grabación y copias del mismo a quien lo so-
licite, siempre que se encuentre legitimado para ello.

Si el obstáculo que dio lugar a la práctica del anticipo de
prueba no existiera para la fecha de la Audiencia de debate
de juicio oral, la persona deberá concurrir a prestar su de-
claración.

Artículo 370. Anticipación de prueba fuera del territorio
del estado o en el extranjero

Si el testigo se encuentra fuera del territorio estatal o en el
extranjero, el Ministerio Público o el imputado podrán soli-
citar al Juez competente que también se reciba su declara-
ción como prueba anticipada.

Para el caso de prueba anticipada que deba recabarse en el
extranjero, se estará a la legislación federal de la materia y
a los Tratados y Convenios Internacionales suscritos por los
Estados Unidos Mexicanos.

Si el testigo que sea órgano de prueba se encuentra en otro
estado de la República Mexicana, la petición se remitirá por
escrito al Tribunal que corresponda, señalando en el exhor-
to el modo específico en que deberá desahogarse la prueba
y transcribiendo las reglas del Código de Procedimientos
Penales que deberán observarse.

Si se autoriza la práctica de esta diligencia en el extranjero
o en otro estado de la República, y ésta no tiene lugar por
causas imputables al oferente, se le tendrá por desistido.

Artículo 371. Anticipo de prueba personal

Cuando se enfrente inminente peligro de muerte del testigo
o si éste tiene la condición de no residente en el país e im-
posibilitado de prolongar su permanencia hasta el momen-
to del Juicio o de concurrir al mismo, la parte interesada so-
licitará al juez recibirle declaración en el lugar que se

encuentre. Si aún no se ha iniciado proceso, el Ministerio
Público puede solicitar al juez la práctica de esta diligencia.

El juez practicará la diligencia, si la considera admisible, ci-
tando a todas las partes, si las hubiere, quienes tendrán de-
recho de participar con todas las facultades y obligaciones
previstas en este Código.

En casos de extrema urgencia, la solicitud podrá ser formu-
lada verbalmente y se podrá prescindir de la citación a las
demás partes. Sin embargo concluido el acto se les deberá
informar de inmediato y si aún fuere posible podrán éstas
pedir la ampliación de la diligencia.

De igual forma se procederá cuando quien estuviere en in-
minente peligro de muerte sea un perito que ya hubiere
practicado el examen del objeto de la pericia y éste fuere
irreproducible.

Este tipo de prueba anticipada podrá ser introducida lícita-
mente en el Juicio, solamente cuando el testigo o el perito
estén imposibilitados de comparecer al mismo.

Artículo 372. De las audiencias frente al juez de control

Las audiencias frente al juez de control se regirá por los
principios de concentración, continuidad e inmediación, pu-
blicidad y contradicción. La publicidad y la contradicción
se garantizan en audiencia posterior cuando se trate de ca-
teo, intercepción de comunicaciones privadas, autorizacio-
nes de medios técnicos de investigación, de orden de apre-
hensión y medidas cautelarles cuando no se pueda localizar
al sujeto que se hace acreedor a la misma o la urgencia lo
requiera.

Artículo 373. (De los criterios para que resuelva el juez
de control)

El juez de control resolverá con base en los siguientes cri-
terios:

I. En los actos de cateo, intercepción de comunicaciones
privadas y otros actos investigativos que invadan la es-
fera de derechos de las personas, deberá valorar de ma-
nera libre y lógica, los argumentos y los elementos de
prueba y otros indicios en los que cuente la acusación
ponderando entre los derechos del indiciado que serán
afectados y los derechos de la victima u ofendido y de la
sociedad en su conjunto.
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II. En el establecimiento de medidas cautelares a favor
de la victima u ofendido, se deberá analizar la afectación
de los derechos del victimario ponderando con el daño
posible que el victimario puede causar.

III. En los actos de establecimiento de medidas cautela-
res deberá además de lo anterior, determinar prudente-
mente una duración que deberá ser revisada cada tres
meses.

IV. En los actos de control sobre el aseguramiento de
bienes que son instrumento, objeto o producto del delito,
se deberá tener en cuenta además de la ponderación en-
tre los derechos del imputado y la victima u ofendido, el
interés social de que esos bienes no sean utilizados en
beneficio de los delincuentes y el principio general del
derecho de que nadie debe enriquecerse del ilícito.

V. En los bienes asegurados a la delincuencia organizada
se deberá tomar en cuenta el daño a las victimas u ofen-
didos y el daño social que causa esta actividad delictiva.

VI. Para dar el auto de vinculación a proceso, sin medi-
das cautelares, y en consecuencia permitir que las perso-
nas preparen la defensa, se deberá ponderar que existan
suficientes elementos para establecer que el hecho que la
ley califica como delito sucedió y para la probable res-
ponsabilidad, el establecimiento de la certeza de identi-
dad de la persona y el daño que se le causa a una perso-
na que es llevada a juicio.

VII. Al determinar la prisión preventiva según lo indica-
do en el artículo 19 de la Constitución, se deberá valorar
si los elementos presentados por el Ministerio Público,
son suficientes para justificar esta medida de última ra-
tio, por tanto los jueces deberán ser estrictos en el cum-
plimiento de estos elementos. En todo caso en la revisión
de la misma se deberá analizar si existen circunstancias
que la sigan justificando y además si los nuevos elemen-
tos de investigación fortalecen o debilitan a la acusación
y los elementos para probar la existencia del hecho, así
como la probable responsabilidad de que el imputado lo
cometió o participó en su comisión.

Artículo 374. Del procedimiento frente al juez de control

Para el desarrollo de los procedimientos frente al juez de
control se seguirá el siguiente procedimiento:

I. El Ministerio Publico, el imputado o la victima u ofen-
dido podrán convocar a la misma, de conformidad con lo
que señala el presente código.

II. El juez de control notificará a la otra parte de cual-
quier manera.

III. Si en la audiencia deben estar presentes el Ministerio
Público, la defensa, la victima u ofendido, salvo que se
trate de un asunto que no pueda conocer alguna de las
partes por razón de la secrecía de la medida.

IV. Posteriormente esa parte que no ha estado presente
tendrá derecho a que combatir la medida de manera di-
recta.

CAPÍTULO XI
AUDIENCIA DE SENTENCIA

DELIBERACIÓN Y SENTENCIA

Artículo 375. Deliberación

Inmediatamente después de clausurado el debate, los miem-
bros del Tribunal que hubieren asistido a él pasarán a deli-
berar en privado, de forma continua y aislada, hasta emitir
el fallo correspondiente.

Artículo 376. Decisión sobre absolución o condena

Una vez concluida la deliberación, el tribunal se constituirá
nuevamente en la sala de audiencias, después de ser convo-
cadas verbalmente todas las partes, y será leída tan sólo la
parte resolutiva respecto a la absolución o condena del acu-
sado y el juez designado como relator informará, sintética-
mente, los fundamentos de hecho y de derecho que la moti-
varon.

Artículo 377. Sentencia absolutoria y medidas cautela-
res

Comunicada a las partes la decisión absolutoria, el tribunal
dispondrá en forma inmediata el levantamiento de las me-
didas cautelares que se hubieren decretado en contra del
acusado, y ordenará se tome nota de este levantamiento en
todo índice o registro público y policial en el que figuraren.
También se ordenará la cancelación de las garantías de
comparecencia y reparación del año que se hubieren otor-
gado.
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Artículo 378. Convicción del tribunal

En el juicio penal, la sentencia que determine la responsa-
bilidad penal del imputado y en consecuencia que el hecho
que la ley califica como delito sucedió y que el sujeto es res-
ponsable penalmente, se deberán valorar las argumentos y
la prueba introducida con base en las reglas del proceso pe-
nal, de manera libre y lógica.

La determinación judicial debe ser fundada y motivada y
adminicular lógicamente los elementos del tipo penal y
otros aspectos de la hipótesis normativa con las pruebas. EL
juez deberá aplicar el principio in dubio pro reo.

Después de realizado el juicio y determinada la responsabi-
lidad penal, lo referente al decomiso de los bienes y a la res-
ponsabilidad civil del delito, el juez deberá aplicar el prin-
cipio de que nadie se debe enriquecer de lo ilícito.

Artículo 379. Contenido de la sentencia

La sentencia definitiva contendrá:

I. La mención del Tribunal y la fecha de su emisión;

II. La identificación de la víctima u ofendido y del acu-
sado;

III. La enunciación breve de los hechos y circunstancias
que hubieren sido objeto de la acusación; en su caso, los
daños y perjuicios reclamados, la pretensión reparatoria
y las defensas del acusado;

IV. La exposición clara, lógica y completa de cada uno
de los hechos y circunstancias que se dieren por proba-
dos y de la valoración de los medios de prueba que fun-
damentaren dichas conclusiones;

V. Las razones que sirvieren para calificar jurídicamente
cada uno de los hechos y sus circunstancias, así como
para fundar el fallo;

VI. La resolución que condenare o absolviere a cada uno
de los acusados por cada uno de los delitos que la acusa-
ción les hubiere atribuido; la que se pronunciare sobre la
reparación del daño y fijare el monto de las indemniza-
ciones a que hubiere lugar, y

VII. La firma del juez o jueces que la hubieren dictado.

Artículo 380. Redacción de la sentencia

La sentencia será siempre redactada por uno de los miem-
bros del Tribunal Colegiado, designado por éste, en tanto la
disidencia será redactada por su autor. La sentencia señalará
el nombre de su redactor y el del que lo sea de la disidencia.

Artículo 381. Plazo para redacción de la sentencia abso-
lutoria

Al pronunciarse sobre la absolución, el tribunal podrá dife-
rir la redacción del fallo hasta por un plazo de cinco días, la
que será comunicada a las partes.

Artículo 382. Sentencia condenatoria

La sentencia condenatoria fijará las penas. Existirá obliga-
toriamente un tiempo mínimo de detención que obligatoria-
mente deberá cumplir y se pronunciará sobre la suspensión
del resto de la condena misma y la eventual aplicación de
alguna de las medidas alternativas a la privación o restric-
ción de libertad previstas en la ley.

La sentencia que condenare a una pena privativa de la li-
bertad, fijará el tiempo de detención o prisión preventiva
que deberá servir de base para su cumplimiento.

La sentencia condenatoria dispondrá también el decomiso
de los instrumentos o productos del delito o su restitución,
cuando fuere procedente.

Cuando la prueba producida no permita establecer con cer-
teza el monto de los daños y perjuicios, o de las indemniza-
ciones correspondientes, el tribunal condena de oficio ge-
néricamente a reparar los daños y los perjuicios y ordenar
que se liquiden en ejecución de sentencia por vía incidental,
siempre que éstos se hayan demostrado, así como su deber
de repararlos.

Artículo 383. Congruencia entre sentencia condenatoria
y acusación

La sentencia condenatoria no podrá exceder el contenido de
la acusación.

Artículo 384. Señalamiento de fecha para audiencia de
individualización de sanciones y reparación del daño

En caso de que se resolviese condenar al imputado por al-
gún delito materia de la acusación, en la misma audiencia se
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señalará la fecha en que se celebrará la de individualización
de las sanciones y reparación del daño, dentro de un plazo
que no podrá exceder de cinco días. Durante el transcurso
de ese plazo, el tribunal deberá redactar la parte de la sen-
tencia correspondiente a la existencia del delito y la respon-
sabilidad del acusado.

Las partes, con aprobación del tribunal, podrán renunciar a
la celebración de la audiencia de individualización de san-
ciones y reparación del daño. En este caso, el tribunal cita-
rá a una audiencia de lectura de sentencia condenatoria. En
caso de que en la fecha y hora fijadas para la audiencia de
lectura de sentencia condenatoria no asistiere a la sala de
audiencias persona alguna, se dispensará la lectura de la
sentencia.

Artículo 385. Citación a la audiencia de individualiza-
ción de sanciones

La fecha de la audiencia de individualización de las sancio-
nes y reparación del daño se le notificará, en su caso, a la
víctima u ofendido, y se citará a ella a quienes deban com-
parecer a la misma.

Artículo 386. Comparecencia de las partes a la audien-
cia

A la audiencia deberán concurrir necesariamente el Minis-
terio Público, el acusado y su defensor.

La víctima u ofendido podrá comparecer por sí o por medio
de su representante o apoderado legal.

Sin embargo, la audiencia no se suspenderá en caso de que
omitan comparecer personalmente o por medio de apode-
rado.

Artículo 387. Alegatos iniciales

Abierta la audiencia, se le dará el uso de la palabra al Mi-
nisterio Público para que manifieste lo que considere perti-
nente respecto a la individualización de las sanciones cuya
imposición solicitó, acerca del daño provocado por el deli-
to y su monto.

Enseguida, se le dará el uso de la palabra a la víctima u
ofendido para que señale lo que considere conveniente res-
pecto a los citados temas. Posteriormente, la defensa del
acusado expondrá los argumentos que funden sus peticiones

y los que considere conveniente apuntar, con relación a lo
expuesto por el Ministerio Público y la víctima u ofendido.

Artículo 388. Desahogo de pruebas

Expuestos los alegatos iniciales de las partes, se procederá
al desahogo de las pruebas debidamente admitidas, empe-
zando por las del Ministerio Público, después las de la víc-
tima u ofendido y concluyendo con las de la defensa. En el
desahogo de los medios de prueba serán aplicables las nor-
mas relativas al juicio oral.

Artículo 389. Alegatos finales y lectura de sentencia.

Desahogadas las pruebas, las partes harán sus alegatos fina-
les. Después de deliberar brevemente, el Tribunal procede-
rá a manifestarse con respecto a la sanción a imponer al sen-
tenciado y sobre la existencia del daño causado a la víctima
u ofendido y su reparación.

Asimismo, fijará las penas y se pronunciará sobre la even-
tual aplicación de alguna de las medidas alternativas a la pe-
na de prisión o sobre su suspensión, e indicará en que for-
ma deberá, en su caso, repararse el daño. A continuación, el
Tribunal procederá a dar lectura íntegra de la sentencia con-
denatoria.

Del procedimiento del reparación del daño social por los
delitos de delincuencia organizada.

Artículo 390. Sentencia por delitos de delincuencia or-
ganizada

En la sentencia que declare la responsabilidad penal por de-
litos de delincuencia organizada se declarará obligatoria-
mente la responsabilidad civil contra la organización y cada
uno de sus miembros. Si de las constancias de autos está de-
terminada la víctima y el daño que se le causó, se determi-
naran los montos en la misma sentencia. Para la cuantifica-
ción de los montos que no estén acreditados se seguirá el
siguiente procedimiento:

I. Se abrirá un procedimiento especial para realizar la
cuantificación de la reparación del daño causado a las
víctimas directas o indirectas del delito y de la responsa-
bilidad civil del sentenciado hacia la comunidad.

II. El juez citará de oficio a las víctimas que se encuen-
tre acreditadas en el juicio. Las demás serán convocadas
por edictos.
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III. El juez requerirá de oficio a los gobiernos delegacio-
nales, del DF, y a las organizaciones sociales afectadas,
para que se presenten a determinar el daño social causa-
do y el monto de la reparación que deberá ser estableci-
do como responsabilidad civil.

IV. Todas las partes, incluyendo a las Organizaciones So-
ciales podrán alegar y presentar pruebas del daño social
causado.

V. Una vez citadas las partes y valoradas las pruebas, el
juez determinara en un término de 30 días el monto de la
responsabilidad.

VI. El juez determinara primero los daños y perjuicios a
las víctimas individuales, sean directas o indirectas
cuando se apersonen a reclamar.

VII. Posteriormente, el juez fijará la reparación del daño
social causado del cual asignará hasta un quince por
ciento del monto de la responsabilidad civil asignado a la
comunidad para las organizaciones no gubernamentales
dedicadas a la protección de los intereses comunitarios.
El resto será repartido en proporción al daño causado al
municipio, estado. En el procedimiento serán supletorio
los códigos civil y de procedimientos civiles del estado.

TÍTULO TERCERO
DE LA ECONOMÍA DE LA INVESTIGACIÓN, 
DE LA PROCESAL Y DE LOS ELEMENTOS 

PRÉMIALES PARA EL PROCESO

Artículo 391. De las reglas de sanción del delito por
aceptación de responsabilidad

El imputado que acepte la responsabilidad del ilícito penal
será sancionado de conformidad con las siguientes reglas:

I. Hasta un 66 por ciento de reducción en la pena que le
corresponda si acepta la responsabilidad en el momento
de la detención y coopera con el Ministerio Público en la
aclaración del hecho delictivo señalando a los demás
responsables de este u otros hechos delictivos que ha co-
metido o participado en su comisión.

II. En este caso el imputado deberá narrar los hechos y
prestar ayuda eficaz para la persecución de los otros res-
ponsables del delito.

III. Hasta un 55 por ciento si lo hace en la audiencia de
imputación en la que el MP le señala del hecho delictivo
y su probable responsabilidad.

IV. Hasta un 40  por ciento si lo hace en la audiencia ini-
cial cuando se están intercambiando pruebas.

V. Este sea incluido en el debate, aceptando el juicio
abreviado. Esto independientemente de su derecho apor-
tar pruebas y contradecir las presentadas por el Ministe-
rio Público en el debate.

VI. Hasta un 33 por ciento si acepta su responsabilidad
en el Juicio Penal y señala a los otros que participaron en
la comisión del hecho ilícito.

Artículo 392. De su aplicación

Para la aplicación del artículo anterior se deberá en todo es-
tablecer en la acusación que existe un hecho que la ley ca-
lifica de delito y que el acusado lo cometió y participó en su
comisión. El juez deberá analizar si los elementos que exis-
ten determinan la responsabilidad penal plena del responsa-
ble.

En todo momento el juez deberá analizar la posible inocen-
cia del sujeto.

El juez deberá establecer también el pago de la reparación
del daño, oyendo a la victima u ofendido y determinando de
la manera en cómo podrá establecerse la misma.

TITULO CUARTO
PROCEDIMIENTO ABREVIADO

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 393. La terminación anticipada del proceso

Una vez iniciado el proceso penal, siempre y cuando no
exista oposición del inculpado, se podrá decretar su termi-
nación anticipada en los supuestos y bajo las modalidades
que determine la ley. Si el imputado reconoce ante la auto-
ridad judicial, voluntariamente y con conocimiento de las
consecuencias, su participación en el delito y existen me-
dios de convicción suficientes para corroborar la imputa-
ción, el juez citará a audiencia de sentencia.

Año II, Segundo Periodo, 29 de marzo de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados276



Artículo 394. De los beneficios al inculpado que acepte
su responsabilidad

La ley establecerá los beneficios que se podrán otorgar al
inculpado cuando acepte su responsabilidad.

Artículo 395. Procedencia

El procedimiento abreviado en los casos que el imputado lo
acepte de conformidad con el presente artículo.

La existencia de coimputados no impide la aplicación de es-
tas reglas a alguno de ellos. Se escuchará a la víctima u
ofendido de domicilio conocido, a pesar de que no se haya
constituido como acusador coadyuvante, pero su criterio no
será vinculante. La incomparecencia injustificada de la víc-
tima u ofendido a la audiencia no impedirá que se resuelva
sobre la apertura del procedimiento abreviado y, en su caso,
se dicte la sentencia respectiva.

Artículo 396. Verificación del juez

Antes de resolver sobre la solicitud del imputado, el juez
verificará que el imputado:

I. Ha prestado su conformidad al procedimiento abrevia-
do en forma libre, voluntaria e informada y con la asis-
tencia de su defensor;

II. Conociere su derecho a exigir un juicio oral, y que re-
nunciare voluntariamente a ese derecho y aceptare ser
juzgado con base en los antecedentes recabados en la in-
vestigación;

III. Entendiere los términos del acuerdo y las consecuen-
cias que éste pudiera implicarle; y

IV. Acepta los hechos materia de la acusación en forma
inequívoca y de manera libre.

Artículo 297. Resolución sobre la solicitud de procedi-
miento abreviado

El juez aceptará el procedimiento cuando considere actuali-
zados los requisitos correspondientes.

Cuando no lo estimare así, o cuando considerare fundada la
oposición de la víctima u ofendido, rechazará la solicitud de
procedimiento abreviado y dictará el auto de apertura de
juicio oral. En este caso, el requerimiento anterior sobre la

pena no vincula al Ministerio Público durante el juicio, se
tendrán por no formuladas la aceptación de los hechos por
parte del acusado, así como las modificaciones de la acusa-
ción efectuadas para posibilitar la tramitación abreviada del
procedimiento. Asimismo, el juez dispondrá que todos los
antecedentes relativos al planteamiento, discusión y resolu-
ción de la solicitud de proceder de conformidad al procedi-
miento abreviado, sean eliminados del registro.

Artículo 398.Trámite en el procedimiento abreviado

Acordado el procedimiento abreviado, el juez abrirá el de-
bate y otorgará la palabra al Ministerio Público, quien efec-
tuará una exposición resumida de la acusación y de las ac-
tuaciones y diligencias de la investigación que la
fundamentaren. A continuación, se dará la palabra a los de-
más intervinientes. En todo caso, la exposición final corres-
ponderá siempre al acusado.

Artículo 399. Sentencia en el procedimiento abreviado

Terminado el debate, el juez emitirá su fallo sobre condena
o absolución en la misma audiencia, y deberá dar lectura
pública a la sentencia, dentro de un plazo de cuarenta y
ocho horas. En caso de ser condenatoria, no podrá imponer
una pena superior a la solicitada por el Ministerio Público.

En ningún caso el procedimiento abreviado obstará a la
concesión de alguna de las medidas alternativas considera-
das en la ley, cuando correspondiere.

TÍTULO QUINTO
DE LOS RECURSOS

CAPÍTULO I
RECURSOS

Artículo 400. Tramitación de los recursos

Los recursos serán tramitados en audiencia pública y oral,
donde se sigan en los principios de inmediación, contradic-
ción, concentración y publicidad.

El juez de la causa remitirá al tribunal de apelación todos
los registros para que pueda apreciar los hechos y los argu-
mentos de las partes.

Satisfecho este requisito, el magistrado ponente convocará
a audiencia de debate oral que se celebrará dentro de los
diez días siguientes.
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Sustentado el recurso por el apelante, y oídas las partes e in-
tervinientes no recurrentes que se hallaren presentes, la sa-
la de decisión convocará para audiencia de lectura de fallo
dentro los diez días siguientes.

Artículo 401. De la interposición y concesión del recur-
so

El recurso se interpondrá y concederá en la misma audien-
cia en la que la parte recurrente solicitará los apartes perti-
nentes de los registros, en los términos del artículo 9o. de
este código, correspondientes a las audiencias que en su cri-
terio guarden relación con la impugnación. De igual mane-
ra procederán los no apelantes.

Recibido el fallo, la secretaría de la Sala Penal del tribunal
superior correspondiente deberá acreditar la entrega de los
registros a que se refiere el inciso anterior.

CAPÍTULO II
REVOCACIÓN

Artículo 402. Procedencia

Solamente los autos contra los cuales no se conceda por es-
te Código el recurso de apelación, serán revocables por el
tribunal que los dictó.

También lo serán las resoluciones que se dicten en segunda
instancia antes de la sentencia.

Artículo 403. Tiempo para interponer la revocación

El plazo para interponer el recurso de revocación y ofrecer
pruebas será de cinco días, contados a partir de que surta
efectos la notificación de la resolución que se impugna.

El tribunal resolverá el recurso oyendo a las partes en una
audiencia que se efectuará dentro de las cuarenta y ocho ho-
ras siguientes a la notificación que se haga a la parte que no
interpuso el recurso, acerca de la admisión de éste. En la au-
diencia se desahogarán las pruebas ofrecidas, se escuchará
a las partes y se dictará resolución, contra la que no proce-
de recurso alguno. Si no es posible que en esa audiencia
concluya el desahogo de pruebas, el juez podrá convocar,
por una sola vez, a otra audiencia.

CAPÍTULO III
APELACIÓN

Artículo 404. Procedencia

El recurso de apelación tiene por objeto examinar si en la
resolución recurrida no se aplicó la ley correspondiente o se
aplicó ésta inexactamente, si se violaron los principios re-
guladores de la valoración de la prueba, si se alteraron los
hechos o no se fundó o motivó correctamente.

Artículo 405. Del derecho a apelar

La segunda instancia solamente se abrirá a petición de par-
te legítima, para resolver sobre los agravios que estime el
apelante le cause la resolución recurrida. Los agravios de-
berán expresarse al interponerse el recurso o en la vista del
asunto.

El tribunal de apelación suplirá la deficiencia de los agra-
vios cuando el recurrente sea el procesado o, siéndolo el de-
fensor, se advierta que por torpeza no los hizo valer debida-
mente.

Las apelaciones interpuestas contra resoluciones anteriores
a la sentencia de primera instancia, deben ser resueltas por
el tribunal de apelación antes de que se emita dicha senten-
cia.

Artículo 406. De los actores legitimados para apelar

Tienen derecho de apelar el Ministerio Público, de inculpa-
do y su defensor, así como el ofendido o sus legítimos re-
presentantes.

Artículo 407. De los efectos a la apelación de la sentencia

Son apelables en ambos efectos solamente las sentencias
definitivas en que se imponga alguna sanción.

Artículo 408.- Son apelables en el efecto devolutivo

Son apelables en efecto devolutivo:

I. Las sentencias definitivas que absuelven al acusado,
excepto las que se pronuncien en relación con delitos pu-
nibles con no más de seis meses de prisión o con pena no
privativa de libertad, en los términos del primer párrafo
del artículo 152;
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II. Los autos en que se decrete el sobreseimiento en los
casos de las fracciones III a VI del artículo 298 y aqué-
llos en que se niegue el sobreseimiento.

III. Los autos en que se niegue o conceda la suspensión
del procedimiento judicial; los que concedan o nieguen
la acumulación de autos; los que decreten o nieguen la
separación de autos; los que concedan o nieguen la recu-
sación;

III Bis. Los autos que ratifiquen la constitucionalidad de
una detención a que se refiere el párrafo sexto del artícu-
lo 16 constitucional;

IV. Los autos de vinculación a proceso y los que decre-
tan prisión preventiva; los de falta de elementos para
procesar; y aquéllos que resuelvan situaciones concer-
nientes a la prueba.

V. Los autos en que se conceda o niegue la libertad pro-
visional bajo caución; los que concedan o nieguen la li-
bertad por desvanecimiento de datos, y los que resuelvan
algún incidente no especificado;

VI. Los autos en que se niegue la orden de aprehensión
o se niegue la citación para preparatoria.

Estos autos sólo son apelables por el Ministerio Público.

VII. Los autos que nieguen el cateo, las medidas precau-
torias de carácter patrimonial, el arraigo del indiciado o
la prohibición de abandonar una demarcación geográfi-
ca;

VIII. Los autos en que un tribunal se niegue a declarar su
incompetencia por declinatoria, o a librar el oficio inhi-
bitorio a que se refiere el artículo 436, y

IX. Las demás resoluciones que señala la ley.

Artículo 409. el tiempo para apelar

La apelación podrá interponerse en el acto de la notificación
o por escrito o comparecencia dentro de los cinco días si-
guientes si se tratare de sentencia, o de tres días si se inter-
pusiere contra un auto.

Artículo 410. Del derecho a conocer el recurso de apela-
ción contra sentencia de primera instancia

Al notificarse al acusado la sentencia definitiva de primera
instancia, se le hará saber el término que la ley concede pa-
ra interponer el recurso de apelación; lo que se hará constar
en el proceso. La omisión de este requisito surte el efecto de
duplicar el término legal para interponer el recurso, y el se-
cretario o actuario que haya incurrido en ella, será castiga-
do disciplinariamente por el tribunal que conozca del recur-
so, con una multa de cinco a cincuenta pesos.

Artículo 412. De la admisión o desechamiento de la ape-
lación

Interpuesto el recurso dentro del término legal, el tribunal
que dictó la resolución apelada lo admitirá o lo desechará de
plano, según que sea o no procedente conforme a las dispo-
siciones anteriores.

Contra el auto que admita la apelación no procede recurso
alguno, sin perjuicio de lo que dispone el artículo 374.

Artículo 413. Del nombramiento de defensor para el
acusado

Si el apelante fuere acusado, al admitirse el recurso se le
prevendrá que nombre defensor que lo patrocine en la se-
gunda instancia.

Artículo 414. De la admisión de la apelación

Admitida la apelación en ambos efectos, se remitirá origi-
nal el proceso al tribunal de apelación respectivo. Si fueren
varios los acusados y la apelación solamente se refiere a al-
guno o algunos de ellos, el tribunal que dictó la sentencia
apelada ordenará se expidan los testimonios a que se refie-
re el artículo 531.

Si se trata de sentencia absolutoria, podrá remitirse original
el proceso, a no ser que hubiere uno o más inculpados que
no hubiesen apelado.

Cuando la apelación se admite en el efecto devolutivo, sal-
vo el caso del párrafo anterior, se remitirá el duplicado au-
torizado de constancias o testimonio de lo que las partes de-
signen y de lo que el tribunal estime conveniente.

El duplicado o testimonio debe remitirse dentro de cinco
días y si no se cumple con esta prevención, el tribunal de
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apelación, a pedimento del apelante, impondrá al inferior
una multa de cinco a quince veces el salario mínimo.

En el caso al que se refiere el párrafo anterior, el juez remi-
tirá al tribunal de apelación, junto con el testimonio, un in-
forme indicando el estado que guarda el proceso al momen-
to en que dictó el auto recurrido, para los efectos de la
última parte del artículo 364.

Artículo 415. De la admisión de pruebas

Si dentro del plazo para promover prueba a que se refiere el
artículo 373, alguna de las partes la promueve, expresará el
objeto y naturaleza de la prueba. Dentro de tres días de he-
cha la promoción, el tribunal decidirá, sin más trámite, si es
de admitirse o no.

Cuando se admita la prueba, se rendirá dentro del plazo de
cinco días. Desahogada, denegada o pasado el plazo que se
concedió para rendirla, nuevamente se citará para la vista de
la causa dentro de los plazos que señala el artículo 373.

Artículo 416. De la prueba fuera del tribunal

Si la prueba hubiere de rendirse en lugar distinto al en que
se encuentre el tribunal de apelación, éste concederá el tér-
mino que crea prudente según las circunstancias del caso.

Artículo 417. De la procedencia de la prueba testimonial

Sólo se admitirá la prueba testimonial en segunda instancia,
cuando los hechos a que se refiera no hayan sido materia del
examen de testigos en primera instancia.

Artículo 418. De las pruebas no vertidas en primera ins-
tancia

Siempre que se haya interpuesto el recurso de apelación en
contra de una sentencia definitiva, el tribunal tiene facultad
para admitir las pruebas que no se hubieren promovido o
practicado en primera instancia para justificar la proceden-
cia de la condena condicional y para resolver sobre ella al
fallarse el asunto, aun cuando no haya sido motivo de agra-
vio el no haberse concedido ese beneficio en Tratándose de
apelaciones respecto de los autos de formal prisión, suje-
ción a proceso o libertad por falta de elementos para proce-
sar, el tribunal podrá ordenar el desahogo de las pruebas que
no se hubiesen practicado, si las partes las promueven.

Artículo 419. De los alegatos en la audiencia de vista

El día señalado para la vista comenzará la audiencia ha-
ciendo el secretario del tribunal una relación del asunto; en
seguida hará uso de la palabra el apelante y a continuación
las otras partes, en el orden que indique quien presida la au-
diencia. Si fueren dos o más los apelantes, usarán de la pa-
labra en el orden que designe el mismo funcionario que pre-
sida.

Artículo 420. De los términos para emitir el fallo

Declarado visto el asunto, quedará cerrado el debate y el tri-
bunal de apelación pronunciará el fallo que corresponda, a
más tardar, dentro de tres días, confirmando, revocando o
modificando la resolución apelada.

Artículo 421. Pruebas para mejor proveer

No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si después
de celebrada la vista el tribunal de apelación creyere nece-
saria la práctica de alguna diligencia para ilustrar su crite-
rio, podrá decretarla para mejor proveer, y la practicará den-
tro de los diez días siguientes con arreglo a las
disposiciones relativas de este código. Practicada que fuere,
fallará el asunto dentro de los cinco días siguientes.

Artículo 422. Alcances del fallo

Si solamente hubiere apelado el procesado o su defensor, no
se podrá aumentar la sanción impuesta en la sentencia recu-
rrida.

Si se tratare de auto de formal prisión o de sujeción a pro-
ceso, o de orden de aprehensión o de citación para prepara-
toria, podrá cambiarse la clasificación del delito y dictarse
por el que aparezca probado.

Artículo 423. La reposición del procedimiento

La reposición del procedimiento se decretará a petición de
parte, debiendo expresarse los agravios en que se apoye la
petición. No se podrán alegar aquellos con los que la parte
agraviada se hubiere conformado expresamente, ni los que
cause alguna resolución contra la que no se hubiere intenta-
do el recurso que la ley conceda o, si no hay recurso, si no
se protesta contra dichos agravios al tenerse conocimiento
de ellos en la instancia en que se causaron.
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Artículo 424. Violación evidente al procedimiento de
primera instancia

No obstante lo dispuesto en el artículo anterior si el tribunal
de apelación encuentra que hubo violación manifiesta del
procedimiento, que haya dejado sin defensa al procesado, y
que sólo por torpeza o negligencia de su defensor no fue
combatida debidamente, deberá suplir la deficiencia y orde-
nar que se reponga dicho procedimiento.

Artículo 425. De la procedencia de la reposición del pro-
ceso 

Habrá lugar a la reposición del proceso por alguna de las
causas siguientes:

I. Por no haberse hecho saber al procesado durante la
instrucción ni al celebrarse el juicio, el motivo del pro-
cedimiento, o el nombre de las personas que le imputen
la comisión del delito,

II. Por no habérsele permitido nombrar defensor o no
nombrársele el de oficio en los términos que señala la
ley; por no habérsele facilitado la manera de hacer saber
al defensor su nombramiento, y por habérsele impedido
comunicarse con él o que dicho defensor lo asistiere en
alguna de las diligencias del proceso;

III. Por haberse omitido la designación del traductor al
inculpado que no hable o entienda suficientemente el
idioma castellano, en los términos que señale la ley.

IV. Por no habérsele ministrado los datos que necesitare
para su defensa y que constaren en el proceso.

V. Por no haber sido citada alguna de las partes para las
diligencias que tuviere derecho a presenciar;

VI. Por no haberse recibido a alguna de las partes, injus-
tificadamente, las pruebas que hubiere ofrecido, con
arreglo a la ley;

VII. Por haberse celebrado el juicio sin asistencia del
funcionario que deba fallar, de su secretario o testigos de
asistencia y del Ministerio Público;

VIII. Por existir omisiones graves de la defensa en per-
juicio del sentenciado; se reputan como omisiones gra-
ves de la defensa:

No haber asesorado al inculpado sobre la naturaleza y las
consecuencias jurídicas de los hechos imputados en el
proceso;

No haber ofrecido y aportado las pruebas necesarias pa-
ra la defensa del inculpado;

IX. Por habérsele condenado por hechos distintos de los
que fueron considerados en las conclusiones del Minis-
terio Público;

X. Por haberse negado a alguna de las partes los recur-
sos procedentes, o por haberse resuelto la revocación en
forma contraria a derecho; y

XI.- Por haberse tenido en cuenta una diligencia que,
conforme a la ley, fuese nula.

Artículo 426. De la llamada de atención al juzgador in-
ferior

Siempre que el tribunal de apelación encuentre que se re-
tardó indebidamente el despacho del asunto o que se violó
la ley durante el procedimiento judicial, si esas violaciones
no ameritan que sea  repuesto el procedimiento ni que se re-
voque o modifique la resolución de que se trate, llamará la
atención al inferior y podrá imponerle una corrección disci-
plinaria, o consignarlo al Ministerio público si la violación
constituye delito.

CAPÍTULO IV
DENEGADA APELACIÓN

Artículo 427. Procedencia

El recurso de denegada apelación procede cuando ésta se
haya negado, o cuando se conceda sólo en el efecto devolu-
tivo siendo procedente en ambos, aun cuando el motivo de
la denegación sea que no se considera como parte al que in-
tente el recurso.

Artículo 428 Trámite 

El recurso se interpondrá verbalmente o por escrito, dentro
de los tres días siguientes al en que se notifique la resolu-
ción que niegue la apelación.
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Artículo 429. Del certificado 

Interpuesto el recurso, el tribunal, sin más substanciación,
mandará expedir dentro de tres días, certificado en el que
brevemente expondrá la naturaleza y estado de las actua-
ciones, el punto sobre que recayó el auto apelado e inserta-
rá éste a la letra, así como el que lo haya declarado inapela-
ble.

Artículo 430. De la obligatoriedad del certificado 

Cuando el tribunal de primera instancia no cumpliere con lo
prevenido en el artículo anterior, el interesado podrá ocurrir
por escrito ante el de apelación, el cual mandará que el in-
ferior remita el certificado dentro de veinticuatro horas, sin
perjuicio de la responsabilidad a que hubiere lugar.

Artículo 431.- Del Trámite del certificado 

Recibido por el promovente el certificado, deberá presen-
tarlo ante el tribunal de apelación dentro del término de tres
días contados desde que se le entregue, si el tribunal reside
en el mismo lugar. Si reside en otro, el de primera instancia
señalará además de los tres días, el término que sea necesa-
rio, atendidas las distancias y los medios de comunicación,
sin que el término total pueda exceder de treinta días.

Artículo 432. Citación para pronunciamiento de senten-
cia 

El tribunal de apelación, sin más trámite, citará para sen-
tencia y pronunciará ésta dentro de los cinco días siguientes
a la notificación.

Artículo 433. Declaración de admisión 

Si la apelación se declara admisible, o se varía el grado, se
pedirá el testimonio o el expediente, en su caso, al tribunal
de primera instancia para substanciar la segunda.

CAPÍTULO V
QUEJA

Artículo 434. De la queja 

El recurso de queja procede contra las conductas omisivas
de los jueces de distrito que no emitan las resoluciones o no
señalen la práctica de diligencias dentro de los plazos y tér-
minos que señale la ley, o bien, que no cumplan las forma-

lidades o no despachen los asuntos de acuerdo a lo estable-
cido en este código.

La queja podrá interponerse en cualquier momento a partir
de que se produjo la situación que la motiva, y se interpon-
drá por escrito ante el tribunal unitario de circuito que co-
rresponda.

En las hipótesis previstas en el artículo 142, el recurso lo in-
terpondrá el Ministerio Público.

El Tribunal Unitario de Circuito, en el plazo de cuarenta y
ocho horas, le dará entrada al recurso y requerirá al juez de
distrito, cuya conducta omisiva haya dado lugar al recurso,
para que rinda informe dentro del plazo de tres días.

Transcurrido este plazo, con informe o sin él, se dictará la
resolución que proceda. Si se estima fundando el recurso, el
tribunal unitario requerirá al juez de distrito para que cum-
pla las obligaciones determinadas en la ley. La falta del in-
forme al que se refiere el párrafo anterior, establece la pre-
sunción de ser cierta la omisión atribuida y hará incurrir al
juez en multa de diez a cien veces el salario mínimo vigen-
te en el momento y lugar en que hubiese ocurrido la omi-
sión.

TÍTULO SEXTO
INCIDENTES

SECCIÓN PRIMERA
INCIDENTES DE LIBERTAD

CAPÍTULO I
LIBERTAD POR DESVANECIMIENTO DE DATOS

Artículo 435. La libertad por desvanecimiento de datos
procede en los siguientes casos:

I. Cuando en cualquier estado de la instrucción y después de
dictado el auto de formal prisión aparezca plenamente des-
vanecidos los datos que sirvieron para comprobar el cuerpo
del delito, o

II. Cuando en cualquier estado de la instrucción y sin que
hubieren aparecido datos posteriores de responsabilidad, se
hayan desvanecido plenamente los considerados en el auto
de formal prisión para tener al detenido como presunto res-
ponsable.
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Artículo 436. Para substanciar el incidente respectivo, he-
cha la petición por alguna de las partes, el tribunal la citará
a una audiencia dentro del término de cinco días, a las que
el Ministerio Público deberá asistir.

La resolución que proceda se dictará dentro de las setenta y
dos horas siguientes a la en que se celebró la audiencia.

Artículo 437. La solicitud del Ministerio Público para que
se conceda la libertad por desvanecimiento de datos no im-
plica el desistimiento de la acción penal. En consecuencia,
el tribunal puede negar dicha libertad a pesar de la petición
favorable del Ministerio Público, salvo que se esté en el ca-
so previsto por el artículo 138.

Artículo 438. Cuando el inculpado solamente haya sido de-
clarado sujeto a proceso, se podrá promover el incidente a
que se refiere este capítulo, para que quede sin efecto esa
declaración.

Artículo 439. La resolución que conceda la libertad tendrá
los mismos efectos que el auto de libertad por falta de ele-
mentos para procesar, quedando expeditos el derecho del
Ministerio Público para pedir nuevamente la aprehensión
del inculpado y la facultad del tribunal para dictar nuevo au-
to de formal prisión, si aparecieren posteriormente datos
que les sirvan de fundamento y siempre que no se varíen los
hechos delictuosos motivo del procedimiento. Cuando la li-
bertad se resuelva con apoyo en la fracción I del artículo
422, tendrá efectos definitivos y se sobreseerá el proceso.

SECCIÓN SEGUNDA
INCIDENTES DIVERSOS

CAPÍTULO I
SUBSTANCIACIÓN DE LAS COMPETENCIAS

Artículo 440. Las cuestiones de competencia pueden ini-
ciarse por declinatoria o por inhibitoria.

Cuando se hubiere optado por uno de estos medios, no se
podrá abandonar para recurrir al otro ni emplear los dos su-
cesivamente, pues se deberá pasar por el resultado de aquel
que se hubiere preferido.

Artículo 441. La declinatoria se intentará ante el tribunal
que conozca del asunto pidiéndole que se abstenga del co-
nocimiento del mismo y que remita las actuaciones al tribu-
nal que se estime competente.

Artículo 442. La declinatoria podrá promoverse en cual-
quier estado del procedimiento judicial. Si se opusiere du-
rante la instrucción, el tribunal que conozca del asunto po-
drá seguir actuando válidamente hasta que el Ministerio
Público y la defensa formulen conclusiones.

Artículo 443. Propuesta la declinatoria el tribunal mandará
dar vista de la solicitud a las otras partes por el término de
tres días comunes y resolverá lo que corresponda dentro de
los seis días siguientes.

Artículo 444. La declinatoria puede iniciarse y sostenerse
de oficio por los tribunales y para el efecto se oirá la opi-
nión del Ministerio Público y se resolverá lo que se estime
procedente remitiéndose, en su caso, las actuaciones por
conducto del Ministerio Público a la autoridad que se juz-
gue competente.

Artículo 445. La competencia por declinatoria no podrá re-
solverse hasta después de que se practiquen las diligencias
que no admitan demora, y en caso de que haya detenido de
haberse dictado el auto de formal prisión o el de libertad por
falta de elementos para procesar.

Artículo 446. El tribunal que reciba las actuaciones que le
remita el que se hubiese declarado incompetente, oirá al Mi-
nisterio Público dentro de tres días y resolverá en el plazo
de seis días si reconoce su competencia. Si no la reconoce
remitirá las audiencias al tribunal de competencia con su
opinión, comunicándole al tribunal que hubiere enviado el
expediente. Si el tribunal que reciba las actuaciones confor-
me a lo previsto en la primera parte de este artículo, no re-
suelve dentro del plazo señalado, se procederá como en la
queja.

Artículo 447. La inhibitoria se intentará ante el tribunal a
quien se crea competente para que se aboque al conoci-
miento del asunto, pero nunca se podrá intentar para que de-
je de conocer el juez cuya competencia se haya establecido
por razones de alta seguridad.

Artículo 448. El que promueva la inhibitoria puede desis-
tirse de ella antes de que sea aceptada por

los tribunales; mas una vez que éstos la acepten, continuará
substanciándose hasta su decisión.

Artículo 449. El tribunal mandará dar vista al Ministerio
Público cuando no proviniere de éste la instancia, por el
término de tres días, y si estimare que es competente para
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conocer del asunto, librará oficio inhibitorio al tribunal
que conozca del negocio, a efecto de que le remita el ex-
pediente.

Artículo 450. Luego que el tribunal requerido reciba la in-
hibitoria, señalará tres días al Ministerio Público y otros tres
comunes a las demás partes, si las hubiere, para que se im-
pongan de lo actuado; los citará para una audiencia que se
efectuará dentro de las veinticuatro horas siguientes, concu-
rran o no los citados; y resolverá lo que corresponda dentro
de tres días. Si la resolución es admitiendo su incompeten-
cia, remitirá desde luego los autos al tribunal requirente.

Si la resolución fuere sosteniendo su competencia, remitirá
el incidente al tribunal de competencias comunicando este
trámite al requeriente para que a su vez remita sus actua-
ciones al tribunal que deba decidir la controversia.

Artículo 451. Los incidentes sobre competencias se trami-
tarán siempre por separado.

Artículo 452. El tribunal de competencias en los casos de
los artículos 433 y 437, dará vista al Ministerio Público por
el término de seis días y resolverá lo que corresponda den-
tro de los quince días siguientes, remitiendo las actuaciones
al tribunal que declare competente.

Artículo 453. Lo actuado por un tribunal incompetente se-
rá válido si se tratare de tribunal del mismo fuero. Si se tra-
tare de distinto fuero, el tribunal federal dictará auto decla-
rando que queda abierta la instrucción para que las partes
promuevan las diligencias de prueba que estimen conve-
nientes, procediéndose en enseguida conforme a las demás
disposiciones de este Código.

Artículo 454. Cuando la competencia se resuelva en favor
del fuero que haya conocido del asunto, el tribunal de com-
petencias se limitará a devolver las actuaciones al tribunal
que las haya remitido.

Artículo 455. En la substanciación de las competencias,
una vez transcurridos los términos se

proveerá de oficio el trámite que corresponda.

Artículo 456. En todas las controversias de competencia,
será oído el Ministerio Público.

CAPÍTULO II
IMPEDIMENTOS, EXCUSAS Y RECUSACIONES

Artículo 457. Los magistrados y jueces deben excusarse en
los asuntos en que intervengan, por cualquiera de las causas
de impedimento que señale la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial de la Federación.

Artículo 458. Las causas de impedimento no pueden dis-
pensarse por voluntad de las partes.

Artículo 459. El impedimento se calificará por el superior
a quien correspondería juzgar de una recusación, en vista
del informe que, dentro de tres días, rinda el juez o magis-
trado. Contra la resolución que se dicte no habrá recurso al-
guno.

Artículo 460. Cuando un juez o magistrado no se excuse a
pesar de tener algún impedimento, procederá la recusación.

No son admisibles las recusaciones sin causa. En todo caso
se expresará concreta y claramente la que exista, y siendo
varias se propondrán al mismo tiempo, salvo que se trate de
alguna superveniente, la que se propondrá cuando ocurra.

Artículo 461. La recusación puede interponerse en cual-
quier tiempo, pero no después de que se haya citado para
sentencia de primera instancia o para la vista en los tribu-
nales superiores, y la promovida no suspenderá la instruc-
ción ni la tramitación del recurso pendiente. Si se interpu-
siere en contra de un juez o magistrado, se suspenderá la
celebración del juicio y, en su caso, la audiencia para la re-
solución del asunto en los tribunales superiores.

Artículo 462. Si después de la citación para sentencia o pa-
ra la vista, hubiere cambio en el personal de un tribunal, la
recusación sólo será admisible si se propone dentro de los
tres días siguientes al en que se notifique el auto a que se re-
fiere el artículo 37.

Artículo 463. Toda recusación que no fuere promovida en
tiempo y forma, será desechada de plano.

Artículo 464. Cuando el juez o magistrado estimen cierta y
legal la causa de recusación, sin audiencia de las partes se
declararán inhibidos y mandarán que pase el asunto a quien
corresponda.

Artículo 465. Cuando los funcionarios a que se refiere el
artículo anterior estimen que no es cierta o que no es legal
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la causa alegada, señalarán al recusante el término de cua-
renta y ocho horas para que ocurra ante el superior que de-
ba conocer de la recusación.

Si éste estuviere en diferente lugar del en que reside el fun-
cionario recusado, además de las cuarenta y ocho horas in-
dicadas, se concederá otro término que será el suficiente te-
niendo en cuenta la mayor o menor dificultad en las
comunicaciones.

Si dentro de los términos de que trata este artículo no se pre-
senta el recusante al superior, se le tendrá por desistido.

Artículo 466. Interpuesta la recusación, el recusado deberá
dirigir oficio al superior que deba calificar aquélla, con in-
serción del escrito en que se haya promovido, del proveído
correspondiente y de las constancias que sean indispensa-
bles, a juicio del mismo recusado, y de las que señalare el
recusante.

Artículo 467. En el caso del artículo 452 recibido el escri-
to de la parte que haya promovido la recusación por quien
deba conocer de ella, se pedirá informe al funcionario recu-
sado, quien lo rendirá dentro del término de veinticuatro ho-
ras.

Artículo 468. Dentro de cinco días, contados desde el si-
guiente al en que se reciban los oficios a que se refieren los
dos artículos anteriores, se resolverá si es legal o no la cau-
sa de recusación que se hubiere alegado.

Si la resolución fuere afirmativa y la causa se hubiere fun-
dado en hechos que no estuvieren justificados, se abrirá el
incidente a prueba por un término que no excederá de diez
días.

Artículo 469. Concluido el término probatorio, dentro de
las cuarenta y ocho horas siguientes, se pronunciará la re-
solución contra la que no habrá recurso alguno.

Artículo 470. Cuando se deseche la recusación se impondrá
al recusante una multa de diez a cien pesos.

Artículo 471. Admitido un impedimento o calificada como
legal la causa de una recusación, el impedido o recusado
quedará definitivamente separado del conocimiento del
asunto, del cual conocerá el tribunal a quien corresponda
conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede-
ración.

Artículo 472. No procede la recusación:

I. Al cumplimentar exhortos.

II. En los incidentes de competencia.

III. En la calificación de los impedimentos o recusacio-
nes.

Artículo 473. Los secretarios y los actuarios de los tribuna-
les quedan comprendidos en lo dispuesto en este capítulo,
con las modificaciones que determinan los tres siguientes
artículos.

Artículo 474. De los incidentes conocerá el juez o magis-
trado de quien dependa el impedido o recusado.

Artículo 475. Alegado el impedimento o admitida la recu-
sación, el secretario o actuario pasará el asunto a quien de-
ba substituirle conforme a la ley.

Artículo 476. Reconocida por el recusado como cierta la
causa de recusación, o admitido como legítimo el impedi-
mento, el juez o magistrado declarará, sin más trámite, im-
pedido para actuar en el negocio al secretario o actuario de
quien se trate.

Si se declara que el impedimento o la recusación no es pro-
cedente, el secretario o el actuario continuará actuando en la
causa.

Contra la resolución respectiva no cabe recurso alguno.

Artículo 477. Los impedimentos de los funcionarios del
Ministerio Público serán calificados por quienes designe la
ley que reglamente la Institución.

Artículo 478. Las excusas de los defensores de oficio serán
calificadas por el tribunal que conozca del asunto.

CAPÍTULO III
SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO

Artículo 479. Iniciado el procedimiento judicial, no podrá
suspenderse sino en los casos siguientes:

I. Cuando el responsable se hubiere substraído a la ac-
ción de la justicia.
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II. Cuando se advierte que se está en alguno de los casos
señalados en las fracciones I y II del artículo 113.

III. Cuando enloquezca el procesado, cualquiera que sea
el estado del proceso.

IV. Cuando no exista auto de formal prisión o de sujeción
a proceso y se llenen además los requisitos siguientes:

a). Que aunque no esté agotada la averiguación haya
imposibilidad transitoria para practicar las diligen-
cias que resulten indicadas en ella;

b). Que no haya base para decretar el sobreseimien-
to; y

c). Que se desconozca quién es el responsable del de-
lito.

V. En los demás casos en que la ley ordene expresamen-
te la suspensión del procedimiento.

La suspensión fundada en los supuestos de las fracciones I
y III no impide que, a requerimiento del Ministerio Público
o del ofendido o sus representantes, adopte el juzgador me-
didas precautorias patrimoniales en los términos del artícu-
lo 149.

Artículo 480. Lo dispuesto en la fracción I del artículo an-
terior se entiende sin perjuicio de que, en su oportunidad, se
practiquen todas las diligencias que sean procedentes para
comprobar la existencia del delito y la responsabilidad del
prófugo, y para lograr su captura.

La substracción de un inculpado a la acción de la justicia no
impedirá la continuación del procedimiento, respecto de los
demás inculpados que se hallaren a disposición del tribunal.

Artículo 481. Lograda la captura del prófugo, el proceso
continuará su curso, sin que se repitan las diligencias ya
practicadas, a menos que el tribunal lo estime indispensa-
ble.

Artículo 482. Cuando se haya decretado la suspensión del
procedimiento en los casos a que se refieren las fracciones
II, III y IV del artículo 468, se continuará tan luego como
desaparezcan las causas que lo motivaron.

Artículo 483. El tribunal resolverá de plano sobre la sus-
pensión del procedimiento, de oficio, a petición del Minis-

terio Público o del inculpado o su representante, en lo pro-
cedente, fundada en cualquiera de las causas a que se refie-
re el artículo 468.

CAPÍTULO IV
ACUMULACIÓN DE AUTOS

Artículo 484. La acumulación tendrá lugar:

I. En los procesos que se sigan contra una misma perso-
na, en los términos del artículo 18 del Código Penal.

II. En los que se sigan en investigación de delitos cone-
xos.

III. En los que se sigan contra los copartícipes de un mis-
mo delito.

IV. En los que se sigan en investigación de un mismo de-
lito contra diversas personas.

Artículo 485. No procederá la acumulación si se trata de di-
versos fueros, excepto lo previsto por el artículo 10, párra-
fos segundo y tercero.

Artículo 486. Los delitos son conexos:

I. Cuando han sido cometidos por varias personas uni-
das.

II. Cuando han sido cometidos por varias personas, aun-
que en diversos tiempos y lugares, pero a virtud de con-
cierto entre ellas.

III. Cuando se ha cometido un delito: para procurarse los
medios de cometer otro, para facilitar su ejecución, para
consumarlo, o para asegurar la impunidad.

Artículo 487. La acumulación no podrá decretarse en los
procesos después de cerrada la instrucción.

Artículo 488. Cuando alguno de los procesos ya no estu-
viere en estado de instrucción, pero tampoco estuviere con-
cluido, o cuando no sea procedente la acumulación confor-
me a este capítulo, el tribunal cuya sentencia cause
ejecutoria la remitirá en copia certificada al tribunal que co-
nozca del otro proceso para los efectos de la aplicación de
las sanciones.
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Artículo 489. Si los procesos se siguen en el mismo tribu-
nal, la acumulación podrá decretarse de oficio sin substan-
ciación alguna.

Si la promoviere alguna de las partes, el tribunal las oirá en
audiencia verbal que tendrá lugar dentro de tres días y, sin
más trámite, resolverá dentro de los tres siguientes, pudien-
do negarla cuando a su juicio dificulte la investigación.

Artículo 490. Si los procesos se siguen en diversos tribu-
nales, será competente para conocer de todos los que deban
acumularse el tribunal que conociere de las diligencias más
antiguas; y si éstas se comenzaron en la misma fecha, el que
designare el Ministerio Público.

Artículo 491. La acumulación deberá promoverse ante el
tribunal que, conforme al artículo anterior, sea competente;
y el incidente a que dé lugar se substanciará en la forma es-
tablecida para las competencias por inhibitoria.

Artículo 492. Los incidentes de acumulación se substan-
ciarán por separado sin suspenderse el procedimiento.

Artículo 493. Serán aplicables las disposiciones de este ca-
pítulo a las averiguaciones que se practiquen por los tribu-
nales, aun cuando no exista auto de formal prisión o de su-
jeción a proceso.

CAPÍTULO V
SEPARACIÓN DE AUTOS

Artículo 494. El juez que conozca de un proceso seguido
contra varios sujetos, ordenará la separación de procesos,
únicamente cuando alguno de aquéllos solicite el cierre de
la instrucción, en tanto que otro se oponga a ello.

Artículo 495. El incidente sobre separación de autos se
substanciará por separado, en la misma forma que el de acu-
mulación sin suspender el procedimiento.

Artículo 496. Cuando varios tribunales conocieren de pro-
cesos cuya separación se hubiere decretado, el que primero
pronuncie sentencia ejecutoria procederá en los términos
del artículo 477.

CAPÍTULO VI
REPARACIÓN DEL DAÑO EXIGIBLE 

A PERSONAS DISTINTAS DEL INCULPADO

Artículo 497. La acción para exigir la reparación del daño
a personas distintas del inculpado, de acuerdo con el artícu-
lo 32 del Código Penal, debe ejercitarse por quien tenga de-
recho a ello ante el tribunal que conozca de la penal; pero
deberá intentarse y seguirse ante los tribunales del orden co-
mún, en el juicio que corresponda, cuando haya recaído
sentencia irrevocable en el proceso sin haberse intentado
dicha acción, siempre que el que la intente fuere un particu-
lar. Esto último se observará también cuando, concluida la
instrucción, no hubiere lugar al juicio penal por falta de acu-
sación del Ministerio Público y se promueva posteriormen-
te la acción civil.

Cuando promovidas las dos acciones hubiere concluido el
proceso sin que el incidente de reparación del daño esté en
estado de sentencia, continuará conociendo de él tribunal
ante quien se haya iniciado.

Artículo 498. A la falta de disposición expresa de este Có-
digo, en la tramitación de los incidentes sobre reparación del
daño exigible a persona distinta del inculpado, supletoria-
mente se aplicará, en lo conducente o en lo que determina la
ley, el Código Federal de Procedimientos Civiles. Estos in-
cidentes se tramitarán por separado. Las notificaciones se
harán en la forma que señala el capítulo XII del Título Pri-
mero de este Código.

Artículo 499. Si el incidente llega al estado de alegar antes
de que concluya la instrucción, se suspenderá hasta que el
proceso se encuentre en estado de sentencia, la que se pro-
nunciará resolviendo a la vez sobre la acción penal y sobre
la reparación del daño exigible a personas distintas del in-
culpado, produciéndose los alegatos en la audiencia del jui-
cio penal.

Artículo 500. En los casos previstos en las fracciones I y III
del artículo 468, se continuará la tramitación del incidente
hasta dictarse sentencia.

Artículo 501. Las providencias precautorias que pudiere in-
tentar quien tenga derecho a la reparación, se regirán por lo
que dispone el Código Federal de Procedimientos Civiles,
sin perjuicio de las facultades que las leyes conceden al Fis-
co para asegurar su interés.
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CAPÍTULO VII
INCIDENTES NO ESPECIFICADOS

Artículo 502. Los incidentes cuya tramitación no se detalle
en este Código y que, a juicio del tribunal, no puedan resol-
verse de plano y sean de aquéllos que no deban suspender
el curso del procedimiento, se substanciarán por separado y
del modo siguiente: se dará vista de la promoción del inci-
dente a las partes, para que contesten en el acto de la notifi-
cación o a más tardar dentro de los tres días siguientes.

Si el tribunal lo creyere necesario o alguna de las partes lo
pidiere, se abrirá un término de prueba que no exceda de
cinco días, después de los cuales se citará para una audien-
cia que se verificará dentro de los tres siguientes. Concurran
o no las partes, el tribunal fallará desde luego el incidente.

LIBRO CUARTO
EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 503. La ejecución de las sentencias irrevocables
en materia penal corresponde a la autoridad judicial, quien,
determinará, en su caso, el lugar, las modalidades de ejecu-
ción, su modificación y duración, ajustándose a lo previsto
en este Código, en el Código Penal Federal, en las normas
sobre ejecución de penas y medidas y en la sentencia.

Artículo 504. Los centros de reclusión preventiva serán
distintos de los dedicados para la extinción de las penas y
estarán completamente separados.

Artículo 505. Las mujeres compurgando penas estarán en
lugares separados de los destinados a los hombres para tal
efecto.

Artículo 506. A toda persona imputada, procesada, recla-
mada o sentenciada que ingrese a una institución del siste-
ma penitenciario dependiente de la Federación, se le respe-
tará su dignidad personal, salvaguardando sus derechos
fundamentales, por lo que se le dará el trato y tratamiento
correspondiente conforme a las disposiciones constitucio-
nales, leyes y tratados aplicables en la materia.

Artículo 507. Será deber del Juez de Ejecución practicar to-
das las diligencias conducentes a fin de que las sentencias
sean estrictamente cumplidas salvaguardando en todo mo-

mento los derechos humanos de la personas sentenciada; y
lo hará así, ya gestionando cerca de las autoridades admi-
nistrativas o judiciales lo que proceda, o ya exigiendo ante
los tribunales la represión de todos los abusos que aquéllas
o sus subalternos cometan, cuando se aparten de lo preve-
nido en las sentencias, en pro o en contra de los individuos
que sean objeto de ellas.

Artículo 508. El Juez de Ejecución cumplirá con el deber
que le impone el artículo anterior siempre que, por queja de
la persona interesada o de cualquiera otra manera, llegue a
su noticia que la autoridad penitenciaria encargada de la ad-
ministración de un penal se aparta de lo ordenado en ella.
Los agentes del Ministerio Público, para hacer sus gestiones
en tales casos ante la autoridad administrativa o judicial o
ante los tribunales, recabarán previamente instrucciones ex-
presas y escritas del Procurador General de la República.

Artículo 509. En toda sentencia condenatoria el tribunal
que la dicte prevendrá que se amoneste a la persona senten-
ciada para que no reincida, advirtiéndole las sanciones a que
se expone, lo que se hará en diligencia con las formalidades
que señala el artículo 42 del Código Penal Federal. La falta
de esa diligencia no impedirá que se hagan efectivas las
sanciones de reincidencia y de habitualidad que fueren pro-
cedentes.

Artículo 510. Pronunciada una sentencia ejecutoriada con-
denatoria o absolutoria, el juez o el tribunal que las pronun-
cie expedirán dentro de cuarenta y ocho horas, una copia
certificada para la Secretaría de Seguridad Pública, con los
datos de identificación de la persona sentenciada. El in-
cumplimiento de esta disposición será sancionado con una
multa de quince a treinta días de salario mínimo.

El juez que conozca del juicio está obligado a dictar de ofi-
cio, todas las providencias conducentes para que la persona
sentenciada sea puesta a disposición del juez de ejecución.
El incumplimiento de esta obligación se sancionará con
multa de veinte a cuarenta días de salario mínimo.

Artículo 511. El Ministerio Público solicitará de los tribu-
nales que, para los efectos del artículo 37 del Código Penal
Federal, se envíe a la autoridad fiscal que corresponda, co-
pia autorizada de la sentencia en que se condena a la san-
ción pecuniaria, para que se haga efectivo su importe.

Artículo 512. Efectuado el pago de la sanción pecuniaria,
en todo o en parte, la autoridad fiscal, dentro del improrro-
gable término de tres días, pondrá la cantidad correspon-
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diente a la reparación del daño a disposición del tribunal, el
que hará comparecer a quien tenga derecho a ella para ha-
cerle entrega inmediata de su importe.

El tribunal podrá aplicar a la autoridad fiscal el medio de
apremio que estime necesario para que dé cumplimiento a
la obligación que le impone este artículo.

Artículo 513. Cuando se decrete el decomiso, se estará a lo
previsto en el Código Penal Federal para los fines de con-
servación, destrucción, venta y aplicación de instrumentos,
objetos y productos de los delitos.

Artículo 514. La autoridad judicial ejecutora considerará
los usos y costumbres de los hombres y mujeres indígenas,
para la aplicación de los beneficios de libertad anticipada a
que tengan derecho.

CAPÍTULO II
DEL LUGAR PARA EXTINGUIR LA PENA

Artículo 515. Cuando debido a un convenio celebrado en-
tre la Federación, los Estados y el Distrito Federal una per-
sona sentenciada solicite por sí mismo o por intermediación
de su abogado o sea propuesta por las autoridades peniten-
ciarias para extinguir su pena en un establecimiento depen-
diente de una jurisdicción diversa, la autoridad judicial co-
rrespondiente deberá aprobar su traslado.

Artículo 516. Las personas sentenciadas, siempre y cuando
lo autorice la autoridad judicial correspondiente, podrán
compurgar sus penas en los centros penitenciarios más cer-
canos a su domicilio, a fin de propiciar su reintegración a la
comunidad como forma de reinserción social.

Esta disposición no aplicará en caso de personas sentencia-
das por delincuencia organizada y respecto de otras que re-
quieran medidas especiales de seguridad. Para aplicar las
medidas especiales de seguridad a personas que no estén
sentenciadas por delincuencia organizada se deberá contar
con la autorización de la autoridad judicial correspondiente.

Artículo 517. Para la ejecución de sentencias en materia de
delincuencia organizada se destinarán centros especiales.

Artículo 518. Las personas sentenciadas de nacionalidad
mexicana que se encuentren compurgando penas en países
extranjeros, podrán ser trasladadas a la República para que
cumplan sus condenas de acuerdo a los sistemas de reinser-
ción social organizados sobre la base del trabajo, la capaci-

tación para el mismo, la educación, la salud, el deporte y el
respeto a los derechos humanos como medios para lograr la
reinserción de las personas sentenciadas a la sociedad y pro-
curar que no vuelvan a delinquir, observando los beneficios
que para ellas prevé la ley.

Una vez que hayan sido trasladadas deberán ser puestas a
disposición de la autoridad judicial correspondiente.

Artículo 519. Las personas sentenciadas de nacionalidad
extranjera por delitos del orden federal o del fuero común,
podrán ser trasladadas al país de su origen o residencia, su-
jetándose a los Tratados Internacionales que se hayan cele-
brado para ese efecto. El traslado de las personas reclusas
sólo podrá efectuarse con su consentimiento expreso y la
autorización de la autoridad judicial correspondiente.

Artículo 520. Las autoridades de los centros especiales pa-
ra delincuencia organizada, con la autorización de la autori-
dad judicial correspondiente, podrán restringir las comuni-
caciones de los inculpados y sentenciados por delincuencia
organizada con terceros, salvo el acceso a su defensor, e
imponer medidas de vigilancia especial a los que se en-
cuentren internos en estos establecimientos. Lo anterior po-
drá aplicarse a otros internos que requieran medidas espe-
ciales de seguridad, siempre que lo autorice la autoridad
judicial.

CAPÍTULO III
DE LOS INIMPUTABLES Y ENFERMOS 

PSIQUIATRICOS

DE LOS INIMPUTABLES

Artículo 521. La autoridad ejecutora hará cumplir las me-
didas de seguridad impuestas a las personas diagnosticadas
como inimputables en internamiento o en externación.

Artículo 522. La modificación o conclusión de la medida
de seguridad impuesta, la realizará la autoridad judicial eje-
cutora cuando técnica y científicamente sea aconsejable pa-
ra mejorar la atención de la persona sancionada, quedando
la persona sentenciada bajo la supervisión que establezca la
misma autoridad.

Artículo 523. Las personas inimputables podrán ser entre-
gadas por la autoridad judicial ejecutora a quienes legal-
mente corresponda hacerse cargo de ellas, siempre que se
obliguen a tomar las medidas adecuadas para su tratamien-
to y vigilancia, garantizando, por cualquier medio y a satis-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 29 de marzo de 2011289



facción de la mencionada autoridad, el cumplimiento de las
obligaciones contraídas.

La autoridad judicial ejecutora podrá resolver sobre la mo-
dificación o conclusión de la medida, en forma provisional
o definitiva, considerando las necesidades del tratamiento,
las que se acreditarán mediante revisiones periódicas, con la
frecuencia y características del caso.

Artículo 524. Si concluido el tiempo de la duración de la
pena aplicada a la persona inimputable, la autoridad judicial
ejecutora considera que la persona continúa necesitando el
tratamiento, la pondrá a disposición de las autoridades sani-
tarias para que procedan conforme a las leyes aplicables.

CAPÍTULO IV
DE LOS ENFERMOS PSIQUIÁTRICOS

Artículo 525. Las personas sentenciadas que hayan sido
diagnosticadas como enfermas psiquiátricas, serán ubicadas
inmediatamente en Centro Federal de Rehabilitación Psico-
social.

Artículo 526. Las personas diagnosticadas como enfermas
psiquiátricas podrán ser externadas provisionalmente bajo
vigilancia de la autoridad judicial ejecutora cuando reúnan
los siguientes requisitos: 

I. Cuenten con valoración psiquiátrica que establezca un
adecuado nivel de rehabilitación y la existencia de un
buen control psicofarmacológico.

II. Cuenten con valoración técnica que determine una
adecuada vigilancia y contención familiar, así como un
bajo riesgo social.

III. Cuenten con responsable legal que se sujete a las
obligaciones que establezca la autoridad judicial ejecu-
tora.

CAPÍTULO V
ADECUACIÓN Y MODIFICACIÓN 

NO ESENCIAL DE LA PENA DE PRISION

Artículo 527. Cuando se acredite que la persona sentencia-
da no puede cumplir con alguna de las modalidades de la
sanción penal impuesta, por ser incompatible con su estado
físico o estado de salud, la autoridad judicial ejecutora po-
drá modificar la forma de ejecución estableciendo las con-
diciones y el lugar para tal efecto.

CAPÍTULO VI
DE LOS SUSTITUTIVOS PENALES

Artículo 528. Los sustitutivos penales que en términos del
Código Penal Federal conceda el juez de la causa, se ejecu-
tarán por la autoridad judicial ejecutora, cumpliendo con las
condiciones y obligaciones que fueron impuestas por el ór-
gano jurisdiccional que dictó la sentencia.

Artículo 529. El juez de ejecución determinará el lugar y
trabajo que deba desempeñar la persona sentenciada en fa-
vor de la comunidad, bajo las condiciones que establezca la
resolución judicial.

Artículo 530. A toda persona sentenciada que se le haya
concedido algún sustitutivo de la pena de prisión, quedará
bajo el cuidado y vigilancia de la autoridad judicial ejecu-
tora, debiendo cumplir con las condiciones y obligaciones
que le fueron impuestas por el órgano jurisdiccional al mo-
mento de ser sentenciada.

Artículo 531. Cuando la persona sentenciada no cumpla
con las condiciones que le fueren impuestas en el sustituti-
vo concedido, la autoridad judicial ejecutora lo notificará al
juez de la causa para que éste proceda según lo estipulado
en el Código Penal Federal.

CAPÍTULO VII
CONDENA CONDICIONAL

Artículo 532. Las pruebas que se promuevan para acreditar
los requisitos que exige el artículo 90 del Código Penal Fe-
deral para la concesión de la condena condicional, se rendi-
rán durante la instrucción sin que el ofrecimiento de esas
pruebas por parte de la persona procesada, signifique la
aceptación de su responsabilidad en los hechos que se le im-
putan.

Artículo 533. Al formular conclusiones el agente del Mi-
nisterio Público o el defensor, si estiman procedente la con-
dena condicional, lo indicarán así para el caso en que el tri-
bunal imponga una pena privativa de libertad que no exceda
de cuatro años.

Artículo 534. Si la persona procesada o su defensor no hu-
bieren solicitado en sus conclusiones el otorgamiento del
beneficio de la condena condicional y si no se concediere de
oficio, podrán solicitarla y rendir las pruebas respectivas
durante la tramitación de la segunda instancia.

Año II, Segundo Periodo, 29 de marzo de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados290



La persona sentenciada que considere que al dictarse sen-
tencia reunía las condiciones fijadas en el artículo 90 del
Código Penal Federal y que está en aptitudes de cumplir los
demás requisitos que en el propio precepto se establecen, si
es por inadvertencia de su parte o de los Tribunales que no
obtuvo en la sentencia el otorgamiento de la condena con-
dicional, podrá promover que se le conceda abriendo el in-
cidente respectivo ante el juez de la causa.

Artículo 535. A toda persona sentenciada que se le haya
concedido el beneficio de la Condena Condicional, quedará
bajo el cuidado y vigilancia de la autoridad judicial ejecu-
tora, debiendo cumplir con las condiciones y obligaciones
que le fueron impuestas por el órgano jurisdiccional que lo
concedió.

Artículo 536. Cuando la persona sentenciada no cumpla
con las condiciones que le fueren impuestas en el beneficio
de la Condena Condicional, la autoridad judicial ejecutora
lo notificará al juez de la causa para que éste proceda según
lo estipulado en el Código Penal Federal.

Artículo 537. Cuando por alguna de las causas que señala
el artículo 90 del Código Penal Federal deba hacerse efecti-
va la sanción impuesta, revocándose el beneficio de la con-
dena condicional, el tribunal que concedió éste, procederá,
con audiencia del Ministerio Público, y de la persona sen-
tenciada y de su defensor, si fuere posible, a comprobar la
existencia de dicha causa y, en su caso, ordenará que se eje-
cute la sanción.

CAPÍTULO VIII
BENEFICIOS DE LIBERTAD ANTICIPADA

Artículo 538. Los beneficios de libertad anticipada, son
aquellos otorgados por la autoridad judicial ejecutora, cuan-
do el sentenciado reúna los requisitos establecidos legal-
mente en cada modalidad.

Artículo 539. Dichos beneficios son: 

I. Reclusión domiciliaria mediante el programa de moni-
toreo electrónico a distancia.

II.

III. Tratamiento preliberacional.

IV.

V. Libertad preparatoria.

VI. 

VII. Remisión parcial de la pena.

Artículo 540. La autoridad judicial ejecutora, para estable-
cer la forma y términos en que deban ejecutarse los benefi-
cios de libertad anticipada, se ajustará a las disposiciones
contenidas en este código.

CAPÍTULO IX
DE LAS PROHIBICIONES PARA OTORGAR 
BENEFICIOS DE LIBERTAD ANTICIPADA

Artículo 541. No se concederá ningún beneficio de libertad
anticipada a: 

Las personas sentenciadas por alguno de los delitos pre-
vistos en el Código Penal Federal que a continuación se
señalan:

Uso ilícito de instalaciones destinadas al tránsito aé-
reo, previsto en el artículo 172 bis, párrafo tercero;

Contra la salud, previsto en el artículo 194, excepto
que se trate de individuos en los que concurran evi-
dente atraso cultural, aislamiento social y extrema
necesidad económica; y para la modalidad de trans-
portación, si son primodelincuentes, a pesar de no
hallarse en los tres supuestos señalados en la excep-
ción general de este inciso;

Corrupción de personas menores de dieciocho años
de edad o de personas que no tienen capacidad para
comprender el significado del hecho o de personas
que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el
artículo 201; Pornografía de personas menores de
dieciocho años de edad o de personas que no tienen
capacidad para comprender el significado del hecho
o de personas que no tienen capacidad para resistirlo,
previsto en el artículo 202; Turismo sexual en contra
de personas menores de dieciocho años de edad o de
personas que no tienen capacidad para comprender el
significado del hecho o de personas que no tienen ca-
pacidad para resistirlo, previsto en los artículos 203 y
203 BIS; Lenocinio de personas menores de diecio-
cho años de edad o de personas que no tienen capa-
cidad para comprender el significado del hecho o de
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personas que no tienen capacidad para resistirlo, pre-
visto en el artículo 204;

Violación, previsto en los artículos 265, 266 y 266
Bis;

Homicidio, previsto en los artículos 315, 315 Bis y
320;

Secuestro, previsto en el artículo 366, salvo los dos
párrafos últimos, y tráfico de menores, previsto en el
artículo 366 Ter.

Comercialización de objetos robados, previsto en el
artículo 368 ter;

Robo de vehículo, previsto en el artículo 376 bis;

Robo, previsto en los artículos 371, último párrafo;
372; 381, fracciones VII, VIII, IX, X, XI y XV; y 381
Bis;

Operaciones con recursos de procedencia ilícita, pre-
visto en el artículo 400 Bis;

Trata de personas previsto en los artículos 5 y 6 de la Ley
para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas.

Las personas que incurran en segunda reincidencia de
delito doloso, o sean consideradas delincuentes habitua-
les.

Tratándose de los delitos comprendidos en el titulo déci-
mo del Código Penal Federal, los beneficios sólo se con-
cederán cuando se satisfaga la reparación del daño a que
se refiere la fracción III del artículo 30 del citado Códi-
go o se otorgue caución que la garantice.

CAPÍTULO X
PROCEDIMIENTO PARA LA CONCESIÓN DE LOS 

BENEFICIOS DE LIBERTAD ANTICIPADA

Artículo 542. El procedimiento para la concesión de los be-
neficios de libertad anticipada se iniciará de oficio o a peti-
ción de parte.

Artículo 543. Cuando a juicio de la autoridad administrati-
va a cargo de un centro de reclusión, alguna persona reclui-
da cumpla con los requisitos para ser beneficiada con liber-

tad anticipada, deberá solicitarlo a la autoridad judicial eje-
cutora correspondiente. Al efecto deberá acompañar la soli-
citud con el expediente único que se forme con motivo del
procedimiento a que se refiere este Capítulo. Dicho expe-
diente deberá estar formado por dos apartados; el primero
contendrá todos los documentos de naturaleza jurídica y el
segundo los de carácter técnico de la persona sentenciada
propuesta.

Artículo 544. Cuando alguna persona sentenciada que esté
compurgando una pena privativa de libertad crea tener de-
recho a algún beneficio de libertad anticipada, la solicitará
a la autoridad judicial ejecutora a cuyo efecto acompañará
los certificados y demás pruebas que tuviere.

Artículo 545. Recibida la solicitud, la autoridad judicial
ejecutora pedirá a la autoridad administrativa del reclusorio
en el que la persona sentenciada se encuentre compurgando
la condena, que forme y envíe el expediente único a que se
refiere el artículo.

Artículo 546. En vista de los informes y datos contenidos
en el expediente único, la autoridad judicial ejecutora resol-
verá en definitiva sobre la procedencia del beneficio solici-
tado y fijará las condiciones a que su concesión deba suje-
tarse.

Artículo 547. La resolución definitiva que emita la autori-
dad judicial ejecutora, surtirá sus efectos desde luego y en
caso de ser negativa puede ser impugnable por la vía del
Juicio de Amparo.

Artículo 548. Aquellas peticiones de las personas internas,
que conforme a lo dispuesto por este Código sean notoria-
mente improcedentes, serán notificadas de inmediato a la
autoridad judicial ejecutora por la autoridad penitenciaria
que esté conociendo.

Artículo 549. El procedimiento que se establece en este ca-
pítulo se sujetará a los términos siguientes: 

I. Iniciado el procedimiento, se integrará el expediente
único a más tardar en quince días hábiles.

II. El Consejo Técnico Interdisciplinario de cada centro
de reclusión deberá emitir su dictamen dentro del térmi-
no de diez días hábiles, a partir de que sea formado el ex-
pediente.
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III. La autoridad judicial ejecutora emitirá su resolución
definitiva en un término no mayor a diez días hábiles, a
partir de que recibió el expediente.

Los términos antes establecidos, podrán ampliarse por la
autoridad judicial ejecutora, a petición debidamente justifi-
cada y correrán a partir del día siguiente de la última actua-
ción.

En ningún caso dicha ampliación será mayor a los términos
antes señalados respectivamente.

CAPÍTULO XI
DE LA RECLUSIÓN DOMICILIARIA

MEDIANTE EL PROGRAMA DE MONITOREO
ELECTRÓNICO A DISTANCIA

Artículo 550. El beneficio de reclusión domiciliaria me-
diante el Programa de Monitoreo Electrónico a Distancia es
un medio de ejecutar la sanción penal cuando la persona
sentenciada haya cumplido el 40 por ciento de la pena im-
puesta. Se concederá a la persona sentenciada que cumpla
con los siguientes requisitos: 

Que sea primodelincuente;

Que la pena privativa de libertad impuesta no sea menor
de siete años ni mayor de diez años;

Que haya pagado o garantice en su totalidad la repara-
ción del daño o de manera proporcional, cuando haya si-
do condenada en forma solidaria y mancomunada y sea
determinada dicha reparación;

Que haya trabajado en actividades reconocidas por el
centro de reclusión;

Que haya observado buena conducta;

Que haya participado en actividades educativas, cultura-
les y deportivas que se organicen en la Institución. La re-
alización de estas últimas actividades únicamente podrá
ser dispensada a personas minusválidas o de la tercera
edad;

Cuente con una persona conocida, que se comprometa y
garantice a la autoridad judicial ejecutora, el cumpli-
miento de las obligaciones contraídas por la persona be-
neficiada;

Compruebe fehacientemente contar en el exterior con un
oficio, arte o profesión o exhiba las constancias que acre-
diten que continuará estudiando en el exterior;

Cuente con aval afianzador;

Acredite apoyo familiar;

Cubra el costo del dispositivo electrónico de monitoreo,
en las condiciones que para ello establezca el Reglamen-
to y;

Las demás que establezca el Reglamento que regule este
beneficio.

No estar sujeta a otro u otros procesos penales o que con an-
terioridad, se le hubiere concedido algún sustitutivo de la
pena de prisión o beneficio de libertad anticipada y que és-
te le hubiere sido revocado.

Artículo 551. La persona beneficiada por la reclusión do-
miciliaria mediante el Programa de Monitoreo Electrónico
a Distancia deberá sujetarse a las siguientes condiciones:

Residir o, en su caso, no residir en lugar determinado, y
solicite autorización a la autoridad judicial para los cam-
bios de su domicilio. La designación del lugar de resi-
dencia se hará conciliando la circunstancia de que la per-
sona sentenciada pueda proporcionarse trabajo en el
lugar que se fije, con el hecho de que su permanencia en
él no sea un obstáculo para su enmienda o para el sano
desarrollo de la víctima;

Desempeñar en el plazo que la resolución determine, ofi-
cio, arte, industria o profesión lícitos, aunque tuviere me-
dios propios de subsistencia;

Participar en programas formativos, laborales, cultura-
les, de educación sexual o tratamiento psicológico que el
Juez estime convenientes para lograr su rehabilitación
social;

Abstenerse del abuso de bebidas embriagantes y del em-
pleo de estupefacientes, psicotrópicos o sustancias que
produzcan efectos similares, salvo por prescripción mé-
dica.

Sujetarse a las medidas de orientación y supervisión que
se le dicten y a la vigilancia de alguna persona honrada
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y de arraigo, que se obligue a informar sobre su conduc-
ta, presentándolo siempre que para ello fuere requerida.

Abstenerse de acudir a determinados lugares o de apro-
ximarse o comunicarse con las víctimas en los casos de
delitos contra la libertad y el normal desarrollo psicose-
xual o de la personalidad y de violencia familiar.

Someterse a un tratamiento de deshabituación de estupe-
facientes durante el tiempo que dure el beneficio, en ca-
so de ser farmacodependiente.

CAPÍTULO XII
TRATAMIENTO PRELIBERACIONAL

Artículo 552. El tratamiento preliberacional es el beneficio
que se otorga a la persona sentenciada que haya compurga-
do el 50 por ciento de la pena privativa de libertad impues-
ta, quedando sometida a las formas y condiciones de trata-
miento y vigilancia que la autoridad judicial ejecutora
establezca.

Artículo 553. El otorgamiento del tratamiento preliberacio-
nal se concederá a la persona sentenciada que cumpla con
los siguientes requisitos: 

I. Que haya pagado o garantice en su totalidad la repara-
ción del daño o de manera proporcional, cuando haya si-
do condenado en forma solidaria y mancomunada y sea
determinada dicha reparación;

Que haya trabajado en actividades reconocidas por el
centro de reclusión.

Que haya observado buena conducta.

Que haya participado en actividades educativas, cultura-
les y deportivas que se organicen en la Institución. La re-
alización de estas últimas actividades únicamente podrá
ser dispensada a personas minusválidas o de la tercera
edad.

Cuente con una persona conocida, que se comprometa y
garantice a la autoridad judicial ejecutora, el cumpli-
miento de las obligaciones contraídas por la persona pre-
liberada.

VI. Compruebe fehacientemente contar en el exterior
con un oficio, arte o profesión o exhiba las constancias
que acrediten que continuará estudiando en el exterior.

VII. No estar sujeta a otro u otros procesos penales o que
con anterioridad, se le hubiere concedido algún sustituti-
vo de la pena de prisión o beneficio de libertad anticipa-
da y que éste le hubiere sido revocado.

Artículo 554. El tratamiento preliberacional podrá com-
prender: 

I. La preparación de la persona sentenciada y su familia
en forma grupal o individual, acerca de los efectos del
beneficio.

II. La preparación de la persona sentenciada respecto de
su corresponsabilidad social.

IV. Canalización a la Institución Abierta, en donde se
continuará con el tratamiento correspondiente, conce-
diéndole permisos de: 

Salida diaria a trabajar o estudiar con reclusión nocturna
y salida los días sábados y domingos para convivir con
su familia; y 

Reclusión los sábados y domingos para tratamiento téc-
nico.

Artículo 555. La persona beneficiada por el tratamiento
preliberacional deberá sujetarse a las siguientes condicio-
nes:

Residir o, en su caso, no residir en lugar determinado, y so-
licite autorización a la autoridad judicial para los cambios
de su domicilio. La designación del lugar de residencia se
hará conciliando la circunstancia de que la persona senten-
ciada pueda proporcionarse trabajo en el lugar que se fije,
con el hecho de que su permanencia en él no sea un obstá-
culo para su enmienda o para el sano desarrollo de la vícti-
ma;

Desempeñar en el plazo que la resolución determine, oficio,
arte, industria o profesión lícitos, aunque tuviere medios
propios de subsistencia;

Participar en programas formativos, laborales, culturales,
de educación sexual o tratamiento psicológico que el Juez
estime convenientes para lograr su rehabilitación social.

Abstenerse del abuso de bebidas embriagantes y del empleo
de estupefacientes, psicotrópicos o sustancias que produz-
can efectos similares, salvo por prescripción médica.
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Sujetarse a las medidas de orientación y supervisión que se
le dicten y a la vigilancia de alguna persona honrada y de
arraigo, que se obligue a informar sobre su conducta, pre-
sentándolo siempre que para ello fuere requerida.

Abstenerse de acudir a determinados lugares o de aproxi-
marse o comunicarse con las víctimas en los casos de deli-
tos contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual,
normas desarrollo de la personalidad y de violencia fami-
liar.

Someterse a un tratamiento de deshabituación de estupefa-
cientes durante el tiempo que dure el beneficio, en caso de
ser farmacodependiente.

CAPÍTULO XIII
LIBERTAD PREPARATORIA

Artículo 556. Se concederá libertad preparatoria a la perso-
na sentenciada, que hubiere cumplido las tres quintas partes
de su condena, si se trata de delitos dolosos, o la mitad de la
misma en caso de delitos culposos, siempre y cuando cum-
pla con los siguientes requisitos:

I. Que haya pagado o garantice en su totalidad la repara-
ción del daño o de manera proporcional, cuando haya si-
do condenado en forma solidaria y mancomunada y sea
determinada dicha reparación;

Que haya trabajado en actividades reconocidas por el
centro de reclusión.

Que haya observado buena conducta.

Que haya participado en actividades educativas, cultura-
les y deportivas que se organicen en la Institución. La re-
alización de estas últimas actividades únicamente podrá
ser dispensada a personas minusválidas o de la tercera
edad.

Cuente con una persona conocida, que se comprometa y
garantice a la autoridad judicial ejecutora, el cumpli-
miento de las obligaciones contraídas por la persona pre-
liberada.

VI. Compruebe fehacientemente contar en el exterior
con un oficio, arte o profesión o exhiba las constancias
que acrediten que continuará estudiando en el exterior.

VII. No estar sujeta a otro u otros procesos penales o que
con anterioridad, se le hubiere concedido algún sustituti-
vo de la pena de prisión o beneficio de libertad anticipa-
da y que éste le hubiere sido revocado.

Artículo 557. La persona beneficiada con la libertad prepa-
ratoria deberá sujetarse a las siguientes condiciones:

Residir o, en su caso, no residir en lugar determinado, y so-
licite autorización a la autoridad judicial para los cambios
de su domicilio. La designación del lugar de residencia se
hará conciliando la circunstancia de que la persona senten-
ciada pueda proporcionarse trabajo en el lugar que se fije,
con el hecho de que su permanencia en él no sea un obstá-
culo para su enmienda o para el sano desarrollo de la vícti-
ma;

Desempeñar en el plazo que la resolución determine, oficio,
arte, industria o profesión lícitos, aunque tuviere medios
propios de subsistencia;

Participar en programas formativos, laborales, culturales,
de educación sexual o tratamiento psicológico que el Juez
estime convenientes para lograr su rehabilitación social.

Abstenerse del abuso de bebidas embriagantes y del empleo
de estupefacientes, psicotrópicos o sustancias que produz-
can efectos similares, salvo por prescripción médica.

Sujetarse a las medidas de orientación y supervisión que se
le dicten y a la vigilancia de alguna persona honrada y de
arraigo, que se obligue a informar sobre su conducta, pre-
sentándolo siempre que para ello fuere requerida.

Abstenerse de acudir a determinados lugares o de aproxi-
marse o comunicarse con las víctimas en los casos de deli-
tos contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual,
normal desarrollo de la personalidad o violencia familiar.

Someterse a un tratamiento de deshabituación de estupefa-
cientes durante el tiempo que dure el beneficio, en caso de
ser farmacodependiente.

CAPÍTULO XIV
DE LA REMISIÓN PARCIAL DE LA PENA

Artículo 558. Por cada dos días de trabajo se hará remisión
de uno de prisión, siempre que el recluso observe buena
conducta, participe regularmente en las actividades educati-
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vas, culturales y deportivas que se organicen en el estable-
cimiento y revele por otros datos que logrará una efectiva
reinserción a la sociedad. Esta última será, en todo caso, el
factor determinante para la concesión o negativa de la re-
misión parcial de la pena, que no podrá fundarse exclusiva-
mente en los días de trabajo, en la participación en activi-
dades educativas, culturales y deportivas y en el buen
comportamiento del sentenciado. La realización de las acti-
vidades deportivas únicamente podrá ser dispensada a per-
sonas minusválidas o de la tercera edad.

La remisión funcionará independientemente de la libertad
preparatoria. Para este efecto, el cómputo de plazos se hará
en el orden que beneficie a la persona sentenciada. La auto-
ridad judicial ejecutora regulará el sistema de cómputos pa-
ra la aplicación de este precepto, que en ningún caso que-
dará sujeto a normas reglamentarias de los establecimientos
de reclusión o a disposición de las autoridades encargadas
de la custodia y de la reinserción social.

Artículo 559. El otorgamiento de la remisión parcial de la
pena se concederá a la persona sentenciada que cumpla con
los siguientes requisitos: 

I. Que haya pagado o garantice en su totalidad la reparación
del daño o de manera proporcional, cuando haya sido con-
denado en forma solidaria y mancomunada y sea determi-
nada dicha reparación;

II. Cuente con una persona conocida, que se comprometa y
garantice a la autoridad judicial ejecutora, el cumplimiento
de las obligaciones contraídas por la persona beneficiada.

III. Compruebe fehacientemente contar en el exterior con
un oficio, arte o profesión o exhiba las constancias que acre-
diten que continuará estudiando en el exterior.

IV. No estar sujeta a otro u otros procesos penales o que con
anterioridad, se le hubiere concedido algún sustitutivo de la
pena de prisión o beneficio de libertad anticipada y que és-
te le hubiere sido revocado.

Artículo 560. La persona beneficiada por la remisión par-
cial de la pena deberá sujetarse a las siguientes condiciones:

Residir o, en su caso, no residir en lugar determinado, y
solicite autorización a la autoridad judicial para los cam-
bios de su domicilio. La designación del lugar de resi-
dencia se hará conciliando la circunstancia de que la per-

sona sentenciada pueda proporcionarse trabajo en el lu-
gar que se fije, con el hecho de que su permanencia en él
no sea un obstáculo para su enmienda o para el sano de-
sarrollo de la víctima;

Desempeñar en el plazo que la resolución determine, ofi-
cio, arte, industria o profesión lícitos, aunque tuviere me-
dios propios de subsistencia;

Participar en programas formativos, laborales, culturales
de educación sexual o tratamiento psicológico que el
Juez estime convenientes para logar su rehabilitación so-
cial.

Abstenerse del abuso de bebidas embriagantes y del em-
pleo de estupefacientes, psicotrópicos o sustancias que
produzcan efectos similares, salvo por prescripción mé-
dica.

Sujetarse a las medidas de orientación y supervisión que
se le dicten y a la vigilancia de alguna persona honrada
y de arraigo, que se obligue a informar sobre su conduc-
ta, presentándolo siempre que para ello fuere requerida.

Abstenerse de acudir a determinados lugares o de apro-
ximarse o comunicarse con las víctimas en los casos de
delitos contra la libertad y el normal desarrollo psicose-
xual, normal desarrollo de la personalidad y de violencia
familiar.

Someterse a un tratamiento de deshabituación de estupe-
facientes durante el tiempo que dure el beneficio, en ca-
so de ser farmacodependiente.

CAPÍTULO XV
REVOCACIÓN DE LOS 

BENEFICIOS DE LIBERTAD ANTICIPADA

Artículo 561. La autoridad judicial ejecutora revocará los
beneficios de libertad anticipada cuando: 

La persona preliberada incumpla injustificadamente con las
condiciones impuestas para otorgarle el beneficio. La auto-
ridad podrá, en caso de un primer incumplimiento, de las
obligaciones contenidas en las fracciones I a V de los artí-
culos 555, 557 y 560 del presente Código, amonestar a la
persona sentenciada y apercibirla de revocar el beneficio en
caso de un segundo incumplimiento. Cuando la persona li-
berada infrinja medidas que establezcan presentaciones fre-
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cuentes para tratamiento, la revocación sólo procederá al
tercer incumplimiento. El primer incumplimiento de las
obligaciones contenidas en las fracciones VI y VII de los ar-
tículo 555, 557 y 560 del presente ordenamiento causarán la
revocación del beneficio de libertad concedido.

La persona liberada sea condenada por nuevo delito doloso,
mediante sentencia ejecutoriada, en cuyo caso la revocación
operará de oficio. Si el nuevo delito fuere culposo, la auto-
ridad podrá, motivadamente y según la gravedad del hecho,
revocar o mantener el beneficio.

La persona condenada cuyo beneficio sea revocado deberá
cumplir el resto de la pena en prisión, para lo cual la auto-
ridad considerará el tiempo de cumplimiento en libertad.
Los hechos que originen los nuevos procesos a que se re-
fiere la fracción II de este artículo interrumpen los plazos
para extinguir la sanción.

Artículo 562. Cuando el sentenciado cometiere un nuevo
delito, el tribunal que conozca de éste remitirá copia certifi-
cada de la sentencia que cause ejecutoria a la autoridad que
concedió la libertad, quien de plano decretará la revocación,
de conformidad con lo estipulado en este Código.

CAPÍTULO XVI
CONMUTACIÓN Y REDUCCIÓN DE SANCIONES 

Y CESACIÓN DE SUS EFECTOS

Artículo 563. La persona que hubiese sido condenada por
sentencia irrevocable, y en los casos de conmutación de
sanciones o de aplicación de ley más favorable a que se re-
fiere el Código Penal federal, podrá solicitar de la autoridad
jurisdiccional que impuso la sentencia o del Poder Ejecuti-
vo, en su caso, la conmutación, la reducción de pena o el so-
breseimiento que procedan, sin perjuicio de que dichas au-
toridades actúen de oficio y sin detrimento de la obligación
de reparar los daños y perjuicios legalmente exigibles.

Artículo 564. Recibida la solicitud se resolverá sin más trá-
mite lo que fuere procedente.

Dictada la resolución se comunicará al tribunal que haya
conocido del proceso y al director de la prisión en que se en-
cuentre la persona sentenciada. El tribunal deberá mandar
notificar la resolución a la persona interesada.

CAPÍTULO XVII
INDULTO Y RECONOCIMIENTO 

DE LA INOCENCIA DEL SENTENCIADO

Artículo 565. Cuando se trate del indulto a que se refiere la
fracción III del artículo 97 del Código Penal Federal, la per-
sona solicitante ocurrirá al Ejecutivo federal con su peti-
ción, por conducto de la Secretaría de Seguridad Pública,
una vez que la autoridad judicial lo haya autorizado, de-
biendo acompañar los justificantes de los servicios presta-
dos a la nación por dicha persona.

Artículo 566. El Ejecutivo, en vista de los comprobantes, o
si así conviniere a la tranquilidad y seguridad públicas tra-
tándose de delitos políticos, concederá el indulto sin condi-
ción alguna o con las que estimare convenientes.

Artículo 567. El reconocimiento de la inocencia de la per-
sona sentenciada se basa en alguno de los motivos siguien-
tes:

I. Cuando la sentencia se funde exclusivamente en prue-
bas que posteriormente se declaren falsas.

II. Cuando después de la sentencia aparecieren docu-
mentos públicos que invaliden la o las pruebas en que se
haya fundado aquélla o y que sirvieron de base a la acu-
sación y al veredicto.

III. Cuando condenada alguna persona por homicidio de
otra que hubiere desaparecido, se presentare ésta o algu-
na prueba irrefutable de que vive.

IV. Cuando dos personas hayan sido condenadas por el
mismo delito y se demuestre la imposibilidad de que las
dos lo hubieren cometido.

V. Cuando la persona sentenciada hubiese sido condena-
da por los mismos hechos en juicios diversos. En este ca-
so prevalecerá la sentencia más benigna.

Artículo 568. La persona sentenciada que se crea con dere-
cho a obtener el reconocimiento de su inocencia, ocurrirá a
la Suprema Corte de Justicia, por escrito en el que expondrá
la causa en que funda su petición, acompañando las pruebas
que correspondan o protestando exhibirlas oportunamente.
Sólo será admitida la prueba documental, salvo que se trate
del caso a que se refiere la fracción III del mismo artículo
anterior.
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Artículo 569. Al hacer su solicitud, la persona sentenciada
podrá nombrar defensor, conforme a las disposiciones con-
ducentes de este Código, para que la patrocine durante la
substanciación del indulto, hasta su resolución definitiva.

Artículo 570. Recibida la solicitud se pedirá inmediata-
mente el proceso o procesos a la oficina en que se encon-
traren; y cuando conforme al artículo XXX se haya protes-
tado exhibir las pruebas, se señalará un término prudente
para recibirlas.

Artículo 571. Recibidos el proceso o procesos y, en su ca-
so, las pruebas de la persona promovente, se pasará el asun-
to al Ministerio Público por el término de cinco días para
que pida lo que a su representación convenga.

Artículo 572. Devuelto el expediente por el Ministerio Pú-
blico, se pondrá a la vista de la persona sentenciada y de su
defensor por el término de tres días, para que se impongan
de él y formulen sus alegatos por escrito.

Artículo 573. Transcurrido el término a que se refiere el ar-
tículo anterior, se fallará el asunto declarando fundada o no
la solicitud, dentro de los diez días siguientes.

Artículo 574. Si se declara fundada, se remitirá en original
el expediente al Ejecutivo federal por conducto de la Secre-
taría de Seguridad Pública, para que, sin más trámite, reco-
nozca la inocencia del sentenciado.

Artículo 575. Todas las resoluciones en que se conceda in-
dulto se publicarán en el Diario Oficial de la Federación y
se comunicarán al tribunal que hubiese dictado la sentencia,
para que se haga la anotación respectiva en el expediente
del caso.

Las resoluciones relativas al reconocimiento de la inocencia
se comunicarán al tribunal que hubiese dictado la sentencia,
para que haga la anotación respectiva en el expediente del
caso. A petición de la persona interesada, también se publi-
carán en el Diario Oficial de la Federación.

CAPÍTULO XVIII
REHABILITACIÓN

Artículo 576. La rehabilitación de los derechos políticos se
otorgará en la forma y términos que disponga la Ley Orgá-
nica del artículo 38 de la Constitución.

Artículo 577. La rehabilitación de los derechos civiles o
políticos no procederá mientras la persona sentenciada esté
extinguiendo la sanción privativa de libertad.

Artículo 578. Si la persona sentenciada hubiere extinguido
ya la sanción privativa de libertad, o si ésta no le hubiere si-
do impuesta, pasado el término que señala el artículo si-
guiente, podrá ocurrir a la autoridad judicial ejecutora, soli-
citando se le rehabilite en los derechos de que se le privó, o
en cuyo ejercicio estuviere suspenso, para lo cual acompa-
ñará a su escrito relativo los documentos siguientes:

I. Un certificado expedido por la autoridad que corres-
ponda, que acredite haber extinguido la pena privativa de
libertad que se le hubiere impuesto, o que se le concedió
la conmutación, o el indulto, en su caso; y

II. Un certificado de la autoridad municipal del lugar
donde hubiere residido desde que comenzó a sufrir la in-
habilitación, o la suspensión, y una información recibida
por la misma autoridad, con audiencia del Ministerio Pú-
blico, que demuestre que la persona promovente ha ob-
servado buena conducta continua desde que comenzó a
sufrir su pena, y que ha dado pruebas de haber contraído
hábitos de orden, trabajo y moralidad.

Artículo 579. Si la pena impuesta a la persona sentenciada
hubiere sido la de inhabilitación o suspensión por seis o más
años, no podrá ser rehabilitado antes de que transcurran tres
años, contados desde que hubiere comenzado a extinguirla.

Si la inhabilitación o suspensión fuere por menos de seis
años, la persona sentenciada podrá solicitar su rehabilita-
ción cuando haya extinguido la mitad de la pena.

Artículo 580. Recibida la solicitud, la autoridad judicial
ejecutora, a instancia del Ministerio Público o de oficio, si
lo creyere necesario, recabará informes más amplios para
dejar perfectamente precisada la conducta de la persona
sentenciada.

Artículo 581. Recibidas las informaciones, o desde luego si
no se estimaren necesarias, la autoridad judicial ejecutora
decidirá dentro de tres días, oyendo al Ministerio Público y
a la persona peticionaria, si es o no fundada la solicitud. En
el primer caso remitirá las actuaciones originales, con su
informe, al Ejecutivo de la Unión, por conducto de la Se-
cretaría de Seguridad Pública, a efecto de que resuelva en
definitiva lo que fuere procedente. Si se concediere la re-
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habilitación se publicará en el Diario Oficial de la Federa-
ción; si se negare, se dejarán expeditos a la persona senten-
ciada sus derechos para que pueda solicitarla de nuevo des-
pués de un año.

Artículo 582. Concedida la rehabilitación por el Ejecutivo,
la Secretaría de Seguridad Publica comunicará la resolución
al tribunal correspondiente, para que haga la anotación res-
pectiva en el proceso.

Artículo 583. Al que una vez se le hubiere concedido la re-
habilitación, nunca se le podrá conceder otra.

TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor el año si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se abroga el Código Federal de Procedimientos
Penales publicado en el Diario Oficial de la Federación el
30 de agosto de 1934.

Nota:

1 Gaceta Parlamentaria número 2711-III, jueves 5 de marzo de 2009.

Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, a 15 de mar-
zo de 2011.— Diputados: Dolores de los Ángeles Nazares Jerónimo,
Mary Telma Guajardo Villarreal, Enoé Uranga Muñoz, Israel Madrigal
Ceja, Samuel Herrera Chávez (rúbricas).»

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Gra-
cias a usted, diputada, y tal como lo solicita, su intervención
de manera íntegra se insertará en el Diario de los Debates.
Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opi-
nión.

Se encuentran en este recinto estudiantes de Tehuacán, Pue-
bla, son invitados de la diputada María del Carmen Izagui-
rre. Sean todos ustedes bienvenidos.

También, se encuentran alumnos y personal de diversas uni-
versidades del estado de Tlaxcala, son invitados del diputa-
do José Francisco Javier Landero Gutiérrez. Sean todos us-
tedes bienvenidos a esta su casa.

Se encuentran con nosotros, informo a la honorable asam-
blea, alumnos y personal de la escuela secundaria técnica

agropecuaria número 37, Justo Sierra, de San José del Rin-
cón, son invitados del diputado Emilio Chuayffet Chemor.
Sean todos ustedes bienvenidos y ojalá y su estancia en es-
te recinto no solamente sea placentera, sino que además su-
me a sus conocimientos.

También alumnos y personal de la Universidad del México
Contemporáneo, municipio de Ixtapaluca, estado de Méxi-
co, y son invitados de nuestra compañera, la diputada Ma-
ricela Serrano Hernández. Todos ustedes sean bienvenidos.
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